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LEY DE DEFENSA 


A Cristobal, Nicolas, 
Josefina, Federico y Martita 


Quiero, en este mi hogar radical (La Serena), hacer una declaración clara, terminante, definitiva: no 
habra fuerza humana ni divina que me aparte del pueblo. Sin el concurso del Partido Comunista, yo no 
seria Presidente de la Republica... No obstante las diferencias y las dificultades que nos separan de ese 
partido, declaro que deseo su apoyo para dar cumplimiento al programa ofrecido y por un imperioso 


sentimiento de lealtad. ! 


GABRIEL GONZALEZ VIDELA, Memorias, tomo 1, p. 532 


Aun al atacar al comunismo, lo hemos de hacer con criterio cristiano, no por lo que perjudica a nuestros 
intereses, sino por lo que contradice a nuestros principios, por su concepcion del hombre, de la vida y del 
mas alla. Aŭn a este adversario que no respeta al catolicismo, lo hemos de juzgar con inmensa lealtad. 
Nada más contrario al cristianismo que ese ataque cerrado a todo lo que sea elevación del proletariado, 
sin detenerse a considerar las exigencias del pueblo para ver lo que haya en ellos de justificado. Toda 
crítica de las doctrinas disolventes debe tener dos puntos: una vuelta hacia nosotros, hacia nuestros 
egoísmos, hacia nuestras culpabilidades, para corregirlas; otra, al sistema disolvente en lo que tiene de 
falso, de destructor. No es justo condenar al enemigo, mientras yo guardo mis egoístas complicidades. 


ALBERTO HURTADO, ¿Es Chile un pais católico? 


La historia, parafraseando a Georges Clemenceau, es un tópico demasiado importante para ser dejado 


exclusivamente a los historiadores. 


DANKWART A. RUSTOW, «Transiciones a la democracia. Hacia un modelo dinámico» 
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PREFACIO 


El libro estudia la politica del gobierno de Gabriel Gonzalez Videla (PR) 
(1946-1952) contra el Partido Comunista (PC), que impulsó con gran energia 
y pasión y definió como «una guerra». 

Había sido elegido Presidente con el apoyo del PC, partido con el cual el 
PR mantuvo un pacto electoral desde 1936, lo integró al gabinete con tres 
ministros y a los ocho meses rompió con éste, para luego perseguirlo. Desde 
agosto de 1947 hasta febrero de 1950 González Videla gobernó con el apoyo 
parlamentario de liberales y conservadores e incorporó a los militares al 
gabinete en los ministerios de Interior y Defensa; también restringió las 
garantias constitucionales mediante cinco leyes de facultades 
extraordinarias, aprobadas con los votos de los parlamentarios 
conservadores, liberales, radicales y algunos socialistas. Centenares de 
dirigentes y trabajadores comunistas y de otros partidos, como socialistas y 
hasta falangistas, fueron detenidos sin orden judicial y relegados a lugares 
apartados del país, destacando el pequeño puerto de Pisagua, en el cual el 
entonces capitán, Augusto Pinochet, fue el jefe del destacamento del 
Ejército. 

El 3 de septiembre de 1948 promulgó la «Ley de Defensa Permanente de 
la Democracia», conocida como la «Ley Maldita» por sus detractores, por la 
cual el PC fue puesto fuera de la ley, una cuarta parte de sus votantes fueron 
borrados de los registros electorales, se expulsó de la administración 
pública a centenares de funcionarios comunistas, especialmente profesores 


primarios, y se destituyó a sus dirigentes sindicales. Además, estableció 


normas que limitaron el derecho de huelga y de la acción de los sindicatos, 
que no fueron eliminadas cuando se derogó la Ley Maldita en 1958. Esto 
favoreció el desarrollo de posturas antisindicales en la mayoría de los 
políticos de derecha y del empresariado, que perduró en ese sector del país. 

La política contra el PC comenzó un año antes de la Ley Maldita con la 
que ha sido identificada y tuvo un efecto muy negativo en los otros partidos, 
debilitando a radicales y conservadores. Afectó a la Iglesia Católica y los 
militares, y provocó un clima anticomunista que dejó huellas en la opinión 
pública, todo lo cual tuvo consecuencias muy negativas en el desarrollo de 
la democracia. La obsesión anticomunista impidió al gobierno enfrentar 
necesidades urgentes, como el subdesarrollo económico y el atraso agrario. 
La mayoría de los generales y coroneles que ocuparon cargos en el régimen 
militar del general Augusto Pinochet (1973-1990) participaron en labores de 
control o represión en los años que estudiamos. El duro anticomunismo de 
los nuevos gobernantes a partir del golpe de Estado del 11 de septiembre de 
1973 tiene acá un importante antecedente. El discurso anticomunista tuvo una 
amplia gravitación en el pensamiento y la acción de los partidos de derecha, 
y se constituyó en un factor que les impidió formular una alternativa 
programática que dinamizara sus campañas electorales, favoreciendo su 
debilitamiento electoral. El desplome de liberales y conservadores comienza 
en estos años. 

El libro estudia la evolución de esta política y su impacto en el desarrollo 
político de Chile. Su objeto, por lo tanto, no es el estudio del gobierno de 
González Videla, sino que una de sus políticas, que oscureció el resto de su 
gestión, que incluyó el derecho a voto a las mujeres en las elecciones 
parlamentarias y presidenciales, la política de industrialización a través de 
la CORFO, la creación del Servicio Nacional de Salud (SNS), que 


fortaleció el desarrollo de la medicina social y otras iniciativas valiosas. Es 


una etapa olvidada de nuestra trayectoria que no debiera seguir siendolo, 
porque produjo graves perjuicios a la democracia. Se enfatiza el impacto de 
los conflictos de los años 60 y comienzos de los años 70 para explicar la 
crisis de la democracia que condujo a su desplome en 1973, pero se dejan 
de lado los factores que ayudaron a provocarlos, ocurridos durante la 
administración de González Videla y de las dos que le sucedieron. Los 
gobiernos del general (r) Carlos Ibáñez (1952-1958), quien había sido 
dictador un cuarto de siglo antes (1927-1931), y de Jorge Alessandri 
Rodríguez (1958-1964), quien fue ministro de Hacienda durante la etapa del 
gobierno de González Videla que estudiamos, se caracterizaron por tener una 
postura contraria a los partidos y el primero fue elegido para «barrer» a los 
políticos, discurso que dejó una huella muy perjudicial, que será transmitida 
después hacia el régimen autoritario. 

El estudio del pasado es necesario para comprender la accidentada 
evolución institucional del país en que destaca el desplome del Partido 
Radical, cuyo candidato salió tercero en las elecciones presidenciales de 
1952, perdiendo el enorme poder que tuvo en el sistema político desde 
1932, con tres Presidentes entre 1938 y 1952. Y también para ver que, 
cuando no se enfrentan los graves problemas en su oportunidad, el atraso 
agrario y la pobreza urbana, ellos tienen un impacto muy negativo más tarde, 
perjudicando fuertemente a las instituciones democráticas. El equivalente 
funcional de esos problemas de los años 40 está hoy constituido por «las 
escandalosas desigualdades», en las palabras de los obispos en 2005, que 
dan cuenta de un orden político y económico con una gran tarea pendiente. 

La investigación se realizó sobre la base de numerosos documentos 
nacionales y extranjeros, como los informes del embajador de Gran Bretaña, 
que analicé en el archivo en Londres en Kew Gardens; además revisé 


informes del archivo del Ministerio de Relaciones Exteriores de Chile y del 


Archivo Nacional, la prensa, los debates parlamentarios y entrevistas a 
actores de la época. Fue posible por la ayuda de muchas personas e 
instituciones a las cuales quiero agradecer. María Paz Lanas me acompañó 
en una primera fase con gran eficacia y compromiso. Luz María Díaz de 
Valdés continuó el trabajo con igual seriedad y entusiasmo, redactando un 
primer borrador de partes de los capítulos 3, 4 y 7. También ayudaron en 
distintas etapas Santiago Aránguiz, Claudia Castillo, Alejandra Valenzuela, 
Bárbara Asenjo, Rodrigo Mena y Rodrigo Cuevas. Guillermo Barrios, hijo, 
me permitió utilizar las memorias inéditas de su padre, general Guillermo 
Barrios Tirado, ministro de Defensa del gobierno de González Videla. Malú 
Matte y el personal de la biblioteca del Instituto de Estudios Internacionales 
de la Universidad de Chile, en el cual soy profesor, me ayudaron mucho, 
consiguiendo libros y artículos que debí consultar. 

Una estadía como visiting fellow en St. Antony's College, Oxford, en el 
2004, que me extendió Alan Angell, me ayudó a definir la estructura del 
libro y redactar el primer borrador del primer capítulo. Alan leyó el 2008 
una versión del manuscrito, haciendo observaciones que me fueron muy 
útiles para mejorarlo. También agradezco la ayuda de Brian Loveman, quien 
me aclaró algunos aspectos. 

Una beca Guggenheim me permitió dedicarme durante un tiempo al 
comienzo de esta investigación, que también se benefició del proyecto 
Fondecyt N° 1070868. 

Ernesto Espíndola revisó el manuscrito antes de enviarlo a la editorial, 
sugiriendo cambios que lo perfeccionaron. Germán Marín y Melanie Jósch 
revisaron cuidadosamente el texto final, que se benefició con ello. Pablo 
Dittborn, gerente de Random House Mondadori, acogió con interés el libro y 
me alentó a terminarlo. 


Mis colaboradores del CERC, Rodrigo Cuevas y Alejandra López me 


ayudaron en todo momento y en múltiples aspectos de la investigación y la 
redacción del libro. Agradezco a todos y a cada una de estas personas e 
instituciones. 
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Capítulo 1 


PODER PRESIDENCIAL Y EL DESARROLLO DE LA 
DEMOCRACIA 


Las instituciones democráticas se desarrollan en el tiempo, con avances no 
siempre visibles, y sufren retrocesos por golpes militares y la participación 
de los uniformados en el poder, por revoluciones o guerras, que las 
debilitan, pero no siempre pueden destruir sus raices!. Esto se explica 
porque las instituciones tienen recursos para encapsularse del contexto 
adverso y sus dirigentes y afiliados mantienen adhesión a ellas a pesar de los 
infortunios. 

También son dañadas por decisiones de gobiernos democráticos que 
restringen los derechos de los individuos, establecen condiciones que 
debilitan a los partidos y a los grupos de interés, dañan la calidad de la 
política y perjudican el clima social necesario para una convivencia 
democrática, afectando no sólo el presente, sino también el desarrollo 
posterior del país, con secuelas que se dejan sentir muy lejos en el tiempo. 

El desarrollo de la democracia también se ve afectado cuando un gobierno 
esquiva enfrentar desafíos prioritarios, como la extensión de los derechos 
civiles y políticos a los trabajadores o a los campesinos, cediendo a la 
acción de grupos de interés que buscan mantener desiguales relaciones de 
poder que los beneficien. Esta falta de decisión tiene como consecuencia el 
agravamiento de la situación social de una parte de la sociedad?, que se 
expresa después con gran fuerza cuando la exclusión de los derechos de esos 


sectores sociales se hace demasiado costosa de mantener para el sistema 


politico. La incapacidad para enfrentar problemas se manifesto claramente 
en relación con el atraso de la agricultura y la oposición a conceder 
derechos civiles a los campesinos en los años 30 y 40, y por la negativa a 
reconocer el derecho a la sindicalización de los trabajadores del campo por 
parte de los gobiernos de la época, apoyado en esto por radicales, liberales 
y conservadores, con la aceptación de un sector de la izquierda3. Esto 
perjudicó el desarrollo político, porque reafirmó una estructura económica 
tradicional en el campo que giró en torno al latifundio, en el cual el poder 
radicó principalmente en los grandes propietarios de tierras, realidad que 
contrastará con la modernización que se estaba impulsando en el resto del 
país. Los derechos de los trabajadores del campo sólo se reconocerán más 
tarde, a partir del gobierno del Presidente Eduardo Frei Montalva (PDC) 
(1964-1970)*, que impulsó un ambicioso proceso de reformas institucionales 
en el marco de la «revolución en libertad», con la movilización y 
organización de los campesinos y los sectores populares urbanos, y el del 
Presidente Salvador Allende (PS), de la Unidad Popular (1970-1973)5, la 
coalición de izquierda formada por socialistas, comunistas, radicales y otras 
colectividades, que se propuso hacer una revolución a través de los medios 
legales, aunque sin tener mayoría electoral. En suma, faltó una política de 
integración de los campesinos que fuera el equivalente funcional de la 
política seguida por Arturo Alessandri en 1920 para integrar a los obreros 
de la minería, la industria y el comercio al sistema politico®. 

Se ha estudiado la crisis y la caida de las democracias? —especialmente 
el caso de Chile en 19738—, pero no se han analizado las experiencias de 
gobiernos que producen severos retrocesos en la magnitud y fortaleza de las 
instituciones democráticas. Los estudios sobre la calidad de la democracia 
constituyen un aporte en esta dirección?, sin embargo ofrecen un marco 


conceptual y metodológico insuficientes para medir los avances, 


estancamientos o retrocesos en su desarrollo y se apoyan demasiado en 
indicadores cuantitativos. Ademas, ellos se han concentrado en las nuevas 
democracias y no en las experiencias anteriores, que tienen consecuencias en 
éstas. Las democracias de «la tercera ola» han sido estudiadas en relación 
con las condiciones en que se instauraron (la transición) y con los factores 
que conducen o dificultan su consolidación, especialmente en cuanto al papel 
del Presidente y sus vicisitudes! Sin embargo no se ha mirado el 
desempeño negativo de algunos jefes de Estado, que influyen en la calidad 
de la democracia. 

El éxito de la transición desde el régimen militar y la consolidación de la 
democracia desde 1990, junto a un buen desempeño económico, encuentran 
una explicación en que las élites y la población sacaron lecciones de los 
errores cometidos por los actores e instituciones durante la anterior 
trayectoria (1932-1973), que condujo al desplome de la democracia chilena 
a través del golpe militar del 11 de septiembre de 1973 y al establecimiento 
del régimen del general Augusto Pinochet (1973-1990). Este régimen se 
caracterizó por su dualidad: junto con llevar a cabo una profunda 
transformación basada en la libertad económica, aplicó una violenta 
represión que destruyó la libertad política y dañó los derechos humanos en 
una dimensión sin precedentes en América del Sur, provocando heridas en la 
sociedad que subsisten hasta hoy!!. Este aprendizaje se tradujo en la 
importancia que se dio a los gobiernos de mayoría, el menor rol que debiera 
tener la ideología en las decisiones programáticas de los partidos y en el 
consenso como regla para regular las diferencias entre el gobierno y la 
oposición. El acento puesto desde 1990 en la política del consenso se suele 
entender por el trauma del conflicto político desde 1964, lo cual constituye 
una visión restringida de las causas que condujeron a la tragedia de 1973 ya 


que no considera los factores que explican la intensidad del conflicto 


político en los años 60, radicados en decisiones adoptadas por gobiernos 
anteriores, en que destaca el de Gabriel González Videla (PR) (1946-1952). 

Es necesario ir más atrás en el examen de los factores que dan cuenta del 
proceso político que condujo a la caída de la democracia y al tipo de 
régimen autoritario establecido a partir de 1973. Este examen debiera 
considerar el desarrollo político en los años 40, en el cual sobresale el 
anticomunismo y el rechazo a enfrentar la modernización social y política en 
el campo, decisiones que tuvieron enormes consecuencias en su posterior 


evolución. 


EL DEBILITAMIENTO DE LA DEMOCRACIA POR ACCIÓN DEL GOBIERNO: EL CASO 
DEL PRESIDENTE GABRIEL GONZÁLEZ VIDELA 


El gobierno del Presidente Gabriel González Videla impulsó una intensa y 
dura política contra los comunistas durante la primera parte de su mandato, 
que produjo un severo daño a las instituciones democráticas. Ha sido 
identificado con la Ley N” 8.897, de 3 de septiembre de 1948, de Defensa 
Permanente de la Democracia (conocida por sus críticos como la Ley 
Maldita), que tuvo por finalidad poner al Partido Comunista (PC) fuera de la 
ley, y eliminó a una cuarta parte de sus votantes de los registros electorales, 
expulsó de la administración pública a centenares de funcionarios 
comunistas, especialmente profesores primarios, y destituyó a los dirigentes 
sindicales miembros del partido. 

Aunque referida especialmente a combatir al comunismo, esta ley tuvo 
alcances bastante más amplios que explican sus enormes repercusiones en el 
sistema político. Incluyó normas que restringieron el derecho de huelga, 
impidiéndola a los trabajadores de la administración pública y de las 
empresas privadas de servicios de utilidad pública!? y estableció 


disposiciones para hacer más estricto el control del orden público, utilizadas 


por el Presidente Gonzalez Videla y por su sucesor, el general (r) Carlos 
Ibáñez (1952-1958), contra los dirigentes sindicales que participaron en 
huelgas legales e ilegales. Si bien la Ley de Defensa de la Democracia fue 
derogada en 1958, sus disposiciones no desaparecieron del todo. Ibáñez 
aceptó su derogación, sólo si se promulgaba una ley de seguridad interior 
del estado que recogiese las normas de control del orden público 
establecidas en aquélla. Las restricciones al derecho a huelga impuestas por 
la Ley N* 8.987 dejaron un legado negativo en los empresarios y políticos de 
derecha en su postura contraria a las organizaciones de trabajadores, 
descalificadas por estar sometidas al control de los comunistas y no 
defender los derechos de los asalariados. 

La Ley N” 8.987 ha sido el único caso de una ley que combatió una idea y 
sancionó a las personas que adherían a ella, con lo cual limitó severamente 
el pluralismo político!3, un elemento fundamental de la democracia. Al 
proscribir a un partido y a sus electores, dañó la competencia electoral y 
coartó a la ciudadanía política y, al pretender controlar al movimiento 
sindical, debilitó los derechos civiles de los trabajadores!4. 

La presentación del proyecto de ley al Congreso y el debate producido 
durante su tramitación tuvo efectos devastadores en el sistema político, 
siendo calificado como «una bomba atómica caída en medio de nuestros 
principios, hábitos y costumbres republicanas»!5. Fue aprobada por los 
parlamentarios radicales, liberales, conservadores y un sector de los 
socialistas que «se sumó activamente a la cruzada anticomunista de González 
Videla»!6, y fue rechazada por un sector del radicalismo, que incluyó al ex 
vicepresidente de la República en 1946, Alfredo Duhalde, por el sector de 
los socialistas que representaban Raúl Ampuero y Salvador Allende, por la 
Falange Nacional y por el senador conservador, el Dr. Eduardo Cruz-Coke, 


la principal figura de la colectividad, quien había sido su candidato 


presidencial en 1946. Sus detractores resistieron el feroz clima 
anticomunista provocado desde el gobierno y alentado por la prensa y las 
demás colectividades, en el clima internacional de comienzos de la guerra 
fría y con el conflicto latente entre los Estados Unidos y la Unión Soviética. 

La lucha de González Videla contra los comunistas fue bastante más 
amplia y dura que la Ley Maldita. Desde agosto de 1947 llevó adelante una 
política que se propuso destruirlos como partido y que se aplicó durante 
largos treinta meses, incorporando a los militares al gabinete en dos carteras 
determinantes en la tarea represiva: el almirante (r) Inmanuel Holger fue 
nombrado ministro del Interior; y el comandante en jefe del Ejército, general 
Guillermo Barrios Tirado, fue designado titular de Defensa. Los acusó de 
promover huelgas de carácter político en las minas de carbón, que no sólo 
dañaban gravemente la economía (era un recurso básico para los hogares y 
el transporte ferroviario y la generación eléctrica), sino también ponía en 
riesgo la estabilidad de la democracia. El gobierno puso especial énfasis en 
controlar las huelgas de los trabajadores de la minería, en cuyas directivas 
sindicales los comunistas tenían un poder dominante. Detuvo y relegó a 
centenares de sus activistas, principalmente del mundo sindical, como 
también a dirigentes sindicales de otros partidos, muchos de los cuales 
fueron enviados a la pequeña localidad nortina de Pisagua, que también será 
un lugar de presos politicos durante el régimen del general Pinochet!”, 
También arremetió contra algunas personalidades del PC, entre ellas, el 
senador Pablo Neruda, llevado a la justicia por criticar al Presidente en un 
artículo de prensa publicado en Venezuela, cuando el diario del PC El Siglo 
estaba sometido a una estricta censura de prensa!8, 

Esta política constituyó un drástico cambio de posición de González 
Videla, porque había ganado las elecciones presidenciales con el apoyo del 


PC!9, en el marco de un acuerdo electoral que el PR tuvo con éste desde 


1936. Desde entonces formaron listas conjuntas en las elecciones 
municipales y parlamentarias, y el PC votó por los candidatos radicales en 
las elecciones presidenciales de 1938, apoyando a Pedro Aguirre Cerda, 
abanderado del Frente Popular29, y en los comicios presidenciales de 1942, 
apoyando a Juan Antonio Ríos, candidato de la Alianza Democratica?!. 
Ninguno de estos Presidentes incorporó al PC al gobierno y mantuvieron 
relaciones distantes con sus dirigentes. González Videla, por el contrario, los 
integró al gabinete con tres ministros, junto a radicales y liberales, «una 
alianza nada santa» como la llamó Giovanni Sartori22. Militantes comunistas 
fueron nombrados intendentes —incluyendo el de Santiago—, gobernadores 
y consejeros de instituciones públicas. 

Sin embargo, seis meses después de entrar en La Moneda, a raíz de las 
elecciones municipales de abril de 1947, González Videla alejó a los 
comunistas del gabinete y, algunas semanas más tarde, rompió con ellos 
como reacción ante una huelga de autobuses en Santiago. Los expulsó del 
gobierno, destituyendo a los intendentes y gobernadores comunistas. Dos 
meses después, cuando se produjo un conflicto laboral en la zona del carbón 
en Lota y Coronel, inició una violenta política en contra de sus dirigentes y 
activistas, formando un gabinete cívico-militar, e hizo aprobar una ley de 
facultades extraordinarias que restringió los derechos políticos de los 
chilenos, especialmente de los trabajadores. Aprovechando el contexto 
internacional de comienzo de la guerra fría, que incluyó la guerra civil en 
Grecia y la toma del poder en Checoslovaquia por los comunistas?3, 
González Videla sostuvo que el mundo avanzaba hacia una confrontación 
entre Estados Unidos y la Unión Soviética, conducente a una Tercera Guerra 
Mundial, Esta guerra, en un comienzo, tendría un carácter económico e 
ideológico y, después, sería armado. La acción sindical del PC en el país 


formaba parte de la ofensiva de la Unión Soviética contra el mundo libre y 


Chile no podia permanecer indiferente, sino que, por el contrario, debia 
adoptar de inmediato una posición, para no aparecer después reaccionando, 
como resultado de la presión de los EE.UU.25. El Presidente consideró un 
error que su antecesor, Juan Antonio Ríos (1942-1946), mantuviera la 
neutralidad de Chile durante gran parte de la Segunda Guerra Mundial, lo 
que provocó problemas con los Estados Unidos?6. En octubre de 1947 
rompió relaciones con Yugoslavia, la Unión Soviética y Checoslovaquia, 
acusando a personal diplomático de estas misiones de apoyar al PC en su 
plan de sabotaje de la economía nacional. 

El anticomunismo tuvo un efecto muy negativo en el sistema político, que 
repercutió en el posterior desarrollo político del país. El mayor perjuicio se 
produjo en los partidos, comenzando por el PR, que había sido la principal 
colectividad desde 1938, con tres Presidentes electos de sus filas. Salió 
tercero en las elecciones presidenciales de 1952 y después se debilitó aún 
más, cargando con la responsabilidad de su traición al PC. Provocó el 
quiebre de los conservadores, que habían recibido la votación más alta de 
todos los partidos en las elecciones parlamentarias de 1945 pero que en las 
elecciones presidenciales del año siguiente ocuparon el segundo lugar, 
superando a los liberales (sin poder designar un candidato presidencial de 
sus filas en ninguna elección presidencial realizada con posterioridad). 
Condujo a la unidad de socialistas y comunistas, con la constitución del 
Frente de Acción Popular (FRAP) en 1956, que apoyó la candidatura de 
Salvador Allende en las elecciones presidenciales de 1958 y que llegó a La 
Moneda en 1970, en una coalición más amplia, la Unidad Popular, incluido 
el PR. Durante su gobierno, Allende tuvo problemas con su partido y no 
llegó a un acuerdo con la oposición para resolver la crisis política en 1973 
por temor a dividir a su coalición y a ser acusado de convertirse en «un 


nuevo González Videla». También perjudicó a la Iglesia Católica, 


reactivando posturas anticomunistas en sectores de la jerarquia. Se tomaron 
decisiones que no la beneficiaron, especialmente en su organización entre 
los jóvenes. 

El discurso de guerra en contra del comunismo dañó la calidad de la 
política, creando un escenario que permitió al ex dictador, el general (r) 
Carlos Ibáñez —convertido en «el general de la esperanza»—, reaparecer 
como una figura nacional. Ganó ampliamente las elecciones presidenciales 
de 1952, durante las cuales llamó a barrer a los políticos con una escoba. El 
discurso contra los políticos y los partidos fue continuado por el Presidente 
Jorge Alessandri durante su gobierno (1958-1964), el cual debilitó a los 
partidos liberal y conservador que lo habían llevado a La Moneda, y fue 
transmitido al régimen militar a través del gremialismo de Jaime Guzmán”. 

También repercutió en los militares, como institución y como personas, 
pues la mayoría de los coroneles y generales que participaron en el golpe de 
Estado de 1973 habían intervenido en las tareas represivas del gobierno de 
González Videla, comenzando por el general Pinochet, quien tuvo un papel 
activo en ese tiempo. En efecto, cuando era capitán en octubre de 1947, 
participó en la detención y traslado de trabajadores de la oficina salitrera 
Humberstone, en las cercanías de Iquique, como recuerda en sus memorias, 
donde señala que un destacamento militar fue enviado a «detener a 
numerosos comunistas que nosotros bien conocíamos y cuyas listas se habían 
preparado en Investigaciones»?8, Los detenidos fueron trasladados a 
Pisagua, «lugar que no estaba preparado para recibir a más de quinientas 
personas. Fue necesario entonces instalar un campamento para relegados y 
luego estudiar cómo darles apoyo logístico para que vivieran allí». Esta 
localidad, que era un pequeño puerto pesquero, se convirtió así en un lugar 
para mantener a un considerable número de presos políticos, enviados allí 


por un decreto de relegación. Se mantuvo como sitio de relegación durante 


una decada y fue utilizado nuevamente por el regimen del general Pinochet 
para tener presos políticos??. Luego, a comienzos de 1948, estuvo a cargo 
del destacamento militar, con sesenta soldados y dos oficiales, que 
controlaba a los relegados de Pisagua. 

Algunos días después, se designó a Pinochet como delegado del Jefe de la 
Zona de Estado de Emergencia en la Compañía Carbonifera de Schwager, 
estableciéndose en Coronel, y permaneció allí un año3%. Pinochet reconoció 
en sus memorias la importancia de esta experiencia en su definición en 


contra del comunismo, que guió su labor de gobernante: 


El año en Schwager me dejó numerosas preocupaciones que quedaron arraigadas en mi espiritu y 
en mi mente; concebí una enorme inquietud por deducir hacia dónde nos llevaría el movimiento 
comunista, que, pese a estar fuera de la ley en Chile, tenía raíces profundas. Pensaba cuán grave 


sería su regreso como partido político si más adelante fuera restablecido por algún gobierno...31 


El discurso y la acción anticomunista del régimen militar tienen en esta 
experiencia represiva un antecedente muy importante, pues no responde sólo 
a los conflictos provocados durante los gobiernos democráticos de Frei 
Montalva y de Allende, sino también a la memoria histórica de «la guerra 
contra el comunismo» impulsada por la administración de González Videla. 

González Videla fue perjudicado por su política, pues nunca más fue una 
figura de la política nacional, ya que su partido lo volvió a llamar para 
ocupar cargos de responsabilidad. Esto marca una diferencia con otros ex 
Presidentes, como Arturo Alessandri, quien llegó a La Moneda en dos 
períodos: 1920-1924; 1932-1938. Después de su segundo mandato fue 
elegido senador en 1941 y presidente de la Cámara Alta en 1945, cargo que 
ejerció hasta su fallecimiento en 1949. Su hijo Jorge, en tanto, fue candidato 
presidencial de la derecha en 1970 y Eduardo Frei Montalva salió senador 
en 1973 y fue elegido presidente de la corporación. El único puesto político 


que tuvo González Videla después de abandonar La Moneda en 1952 fue de 


miembro del Consejo de Estado constituido por el general Pinochet en 1975, 
en su calidad de ex Presidente, junto a Jorge Alessandri, y que Eduardo Frei 
Montalva rechazó 32. 

Estas amplias y profundas consecuencias explican la importancia de 
estudiar la política anticomunista de González Videla. Y ayudar a entender el 
desempeño posterior de las instituciones y las élites33. Plantean, ademas, la 
necesidad de revisar la interpretación de los factores que condujeron a la 
crisis y caída de la democracia, situados tradicionalmente en el gobierno del 
Presidente Eduardo Frei Montalva (PDC) (1964-1970), en la reforma 
agraria y la sindicalización campesina. Nuestra tesis es que esa política no 
es la causa de los problemas de la democracia en esos años, sino la 
consecuencia de políticas anteriores, como el anticomunismo que debilitó a 
los partidos y evitó la modernización del campo. Afirmamos que las causas 
de la crisis que condujo al golpe militar de 1973 comienzan en 1947, con la 


política anticomunista del gobierno de González Videla. 
EL ENFOQUE DE ANÁLISIS Y LA ESTRATEGIA DE INVESTIGACIÓN 


Este libro es el resultado de una investigación sobre la política 
anticomunista de González Videla y sus consecuencias en el desarrollo 
político posterior de Chile, especialmente durante los años 60 y comienzos 
de los 70, que condujo al desplome de la democracia en 1973. No se 
consideran otras políticas de su administración, como la de la 
industrialización a través de la CORFO, la política exterior que incluyó su 
visita a la Antártida, la primera que hace un Presidente de Chile, ni la de 
salud con la creación en 1951 del Servicio Nacional de Salud (SNS), 
institución pública que tuvo un gran rol en las décadas siguientes, hasta su 
supresión con las políticas neoliberales del régimen de Pinochet. De esta 


manera, su gestión ha quedado opacada por su política anticomunista. Las 


causas que llevaron a González Videla a impulsar una «guerra contra el 
comunismo» se debieron a factores de politica nacional —que se analizaran 
— emanados de un Presidente minoritario y no de la presión del gobierno de 
los Estados Unidos, como en su oportunidad la explicaron los dirigentes del 
PC. 

El estudio que ha hecho posible este libro se hizo desde la ciencia 
politica, aunque he empleado el enfoque historico34, porque era necesario 
investigar un periodo del pais de enorme importancia para comprender la 
evolucion posterior de Chile. El libro es un estudio de caso, metodo que 
permite el examen pormenorizado del problema, mostrando la diversidad de 
variables que influyeron en las decisiones de los actores y de las 
instituciones. Esto no era posible mediante el estudio comparado de muchos 
paises, que exige del analista permanecer lejos de las singularidades de las 
naciones, precisamente para resaltar los puntos en comun, sean similitudes o 
diferencias35. Además, permite extraer generalizaciones acerca del problema 
de estudio36, que posibilitan la revisión crítica de algunas conclusiones 
sobre el desarrollo político de Chile, como aquella que concentra las causas 
de la crisis y caída de la democracia en los cambios estructurales 
impulsados desde 1964. 

El libro empleó una estrategia de investigación que se concentra en el 
examen de una etapa del gobierno de González Videla y en una política 
específica, haciendo una doble precisión, o segmentación, como diría La 
Palombara?”, para comprender un objeto de estudio crucial de la política 
impulsada por esa administración y que tuvo un considerable impacto en el 
desarrollo posterior del país. Se diferencia de otra estrategia de 
investigación que busca explicar aspectos fundamentales del desarrollo 
político concentrados en un problema, pero a la vez realiza un estudio 


histórico prolongado, como el de Tim Scully sobre los partidos de centro38, 


que se remonta a sus antecedentes en el siglo XIX; o como el enfoque 
sociológico que examina la evolución del conjunto de la sociedad y la 
economia, de Cardozo y Faletto3?, y en definitiva se concentra en algunas 
variables, como la estructura de clases y el papel de la burguesia, para 
evitar los riesgos de las grandes teorias y los estudios de temas demasiado 
amplios. Seguimos en esto la recomendación de Arend Lijphart, respecto de 
que la investigación social no debe abarcar todas las variables, sino las que 
son cruciales para explicar el problema de estudio40, 

Como estudio politológico, nos concentramos en el rol de las instituciones 
políticas, especialmente la presidencia y la legitimidad legal, y el rol del 
liderazgo del Presidente, que Juan J. Linz ha analizado en forma magistral 
para explicar la crisis y caida de la democracia*!. Aquí seguimos sus ideas 
para explicar las decisiones de un gobierno que produjeron un fuerte 
retroceso democrático y tuvieron repercusiones negativas para la evolución 
posterior de la democracia. 

La investigación utilizó una amplia variedad de fuentes documentales, 
incluidos documentos confidenciales del Ministerio del Interior, documentos 
del archivo del Ministerio de Relaciones Exteriores, los informes del 
embajador de Gran Bretaña%, las memorias inéditas del general Guillermo 
Barrios Tirado (quien fue ministro de Defensa durante este período). 
Además se hicieron entrevistas a numerosas personas que tuvieron 
participación o conocimiento directo de los hechos que hemos analizado. 

Un análisis pormenorizado de un gobierno en torno a una política 
relevante permite tener una visión más amplia del gran poder del Presidente, 
mostrando la enorme importancia de su liderazgo en el sistema político. El 
Presidente no explica todo, pero sus decisiones pueden tener una influencia 
determinante en el desarrollo del proceso político. 


El libro consta de ocho capítulos. En el primero, se analizan la 


presidencia de Gonzalez Videla y los recursos institucionales empleados 
para combatir a los comunistas. En el segundo, se abordan la formacion de 
su gobierno y la experiencia del primer gabinete, que estuvo integrado por el 
PC. En el tercero, se examina el conflicto de Gonzalez Videla con los 
comunistas y el comienzo de la persecución de estos, para ver en el cuarto la 
discusión y aprobación por el Congreso de la Ley de Defensa de la 
Democracia. El siguiente analiza la aplicación de esta ley, que significó 
identificar en los registros electorales a miles de votantes y también a 
numerosos funcionarios de la administración pública, quienes fueron 
expulsados de ella. En el sexto se estudia el impacto del anticomunismo en 
el mundo católico; el séptimo examina la derogación de la Ley Maldita en 
1958, que implicó una negociación que hizo posible una importante reforma 
electoral, y el octavo expone las conclusiones y las consecuencias de la 


política anticomunista en el desarrollo de la democracia en Chile. 
VISIONES IDEALIZADAS DEL DESARROLLO POLÍTICO DE CHILE 


Hasta la caída de la democracia en 1973, la evolución política de Chile fue 
vista como un proceso continuado de perfeccionamiento democrático. El 
mayor exponente de esa visión positiva fue el economista Aníbal Pinto, 
quien destacó el sobresaliente desarrollo político alcanzado por Chile, pues 
desde el siglo XIX hubo «una lenta pero sensible difusión y arraigamiento de 
los valores o instituciones democráticas, que implican substancialmente 
ampliación de oportunidades para un mayor número de gentes, aspiraciones 
de progreso material y culturales (y) esperanzas de influir más visiblemente 
en las decisiones públicas»4, Este logro se dio junto a un fallido esfuerzo 
por superar el subdesarrollo, lo cual produjo un contraste entre un 
«subcrecimiento en lo económico y el relativo sobreprogreso en lo 


político», produciéndose tensiones y conflictos, situación que llevó a Pinto a 


ser pesimista sobre la viabilidad de la permanencia de la democracia por 
estas malas condiciones economicas“4. 

Esta mirada optimista fue compartida por estudiosos extranjeros. Un 
politólogo norteamericano, en un minucioso estudio comparativo que abarcó 
todas las democracias existentes en 1965, ubicó a Chile en el 15 por ciento 
superior, un índice más alto que el de Estados Unidos, Francia, Italia o 
Alemania Occidental. Para 1960, el índice de Chile fue más alto que el de 
Gran Bretaña%, También tuvo una opinión elogiosa del desempeño de la 
democracia Arturo Valenzuela, quien afirmó que «en casi todo el siglo 
precedente la política chilena ha sido caracterizada por su alto nivel de 
competencia partidista y participación popular, elecciones abiertas y 
competitivas, y fuerte respeto por las libertades democraticas»46. 

Sin embargo, una mirada más atenta al desarrollo democrático muestra 
que tuvo considerables limitaciones, de hecho Chile tuvo una interrupción de 
su evolución democrática por el golpe militar de 192447, que condujo a la 
dictadura del general Carlos Ibáñez (1927-1931)48. Después, Ibáñez buscó 
volver a La Moneda a través de la ayuda de los militares, interviniendo en 
diversas conspiraciones*, lo cual dañó a las instituciones democráticas. 
También quiso volver a la presidencia mediante elecciones, siendo 
candidato en tres oportunidades, con el apoyo de partidos muy diferentes: en 
1938, fue abanderado de los nazis; en 1942, fue el candidato de liberales y 
conservadores, y en 1952, cuando tuvo éxito finalmente, con una abrumadora 
mayoría, recibió el apoyo del Partido Agrario Laborista, un sector del 
socialismo y de los comunistas. La dictadura de Ibáñez, en consecuencia, no 
fue un paréntesis en el desarrollo político de Chile, sino que tuvo 
consecuencias negativas en éste. 

En segundo lugar, la democracia tuvo limitaciones en la participación 


política, porque una gran parte de la población se encontraba excluida de 


ella por las cortapisas impuestas al sufragio, especialmente a los 
campesinos%, En los años 30 y 40 la participación electoral no llegó al 30% 
de las personas habilitadas para inscribirse, es decir, hombres mayores de 
21 años de edad, que supieran leer y escribir. Aumentó en 1952 al 38% por 
el derecho a voto de las mujeres concedido en 1949 51, En las elecciones 
parlamentarias de 1957 la inscripción fue levemente superior, 40% de las 
personas potencialmente ciudadanas, en edad de sufragar, con 1.284.154 
inscritos, en una población de 6.738.699 y 3.244.064 de electores hábiles. 
Este electorado era bastante menor, en términos relativos, al que hubo en 
esos años en otros países de América Latina, como Uruguay, Venezuela y 
Argentina32, 

El avance hacia una democracia de participación amplia fue tardío en 
comparación a esos países y, al mismo tiempo, muy rápido, lo cual provocó 
fuertes presiones sobre el sistema político. La expansión de la participación 
se produjo como consecuencia de la reforma electoral de 1958, que 
introdujo la cédula única que puso fin al cohecho, y continuó con la reforma 
de 1961 (la inscripción obligatoria en los registros electorales). Todo 
culminó con la reforma constitucional de 1970, la cual dio el derecho a voto 
a los analfabetos33. Hizo bien Robert A. Dahl al excluir a Chile de las 
poliarquías genuinas en su investigación sobre la democracia en el mundo y 
lo incluyó entre los casos especiales, junto a Suiza y Estados Unidos, por 
tener cada uno de estos países importantes restricciones a la participación 
política. 

También hubo un retraso en la modernización socioeconómica, con una 
estructura social y económica tradicional en el campo, con predominio del 
latifundio y una bajísima productividad. Esto significó un enorme costo para 
la economía, por la necesidad de destinar una gran cantidad de recursos a la 


importación de alimentos. Los campesinos tenían pésimas condiciones 


socioeconómicas, con terribles niveles de pobreza y de atraso cultural por el 
alto analfabetismo en la mayoría de ellos35, Además, estaban privados de los 
derechos políticos de organizarse en sindicatos para defender sus causas y 
plantear reivindicaciones para mejorar sus condiciones laborales y de 
remuneraciones, por el veto de los terratenientes36, apoyados por los 
partidos de derecha y de un sector del radicalismo (aunque también con la 
aceptación de los socialistas). Esto puso al campo en una situación de mayor 
desventaja en el sistema político, porque en otros ámbitos se dieron pasos 
significativos hacia la industrialización y la movilización de los sectores 
mineros y urbanos desde los años 2057. 58, Como ha recordado Timothy 
Scully, «la estabilidad política y social en las décadas de 1930 y 1940 
dependía de la exclusión del campesinado»%%. El caso de Chile como 
democratización tardía, se puede comparar con la evolución política de 
España y Alemania, países en los cuales la democracia se vio severamente 
debilitada por la oposición de grandes agricultores y de los sectores más 
conservadores de la clase política, lo cual mermó las posibilidades del 
desarrollo de la democracia y ayuda a explicar su fracaso en ambos países. 
En ambos fue sustituida por regímenes no-democráticos, el autoritario del 
general Francisco Franco (1939-1975), instaurado después de la guerra civil 
(1936-1939), y el régimen totalitario de Adolf Hitler (1933-1945)00, 


LOS COMUNISTAS Y SU INTEGRACIÓN AL SISTEMA POLÍTICO 


El ingreso de los comunistas al gobierno en 1946 fue un hecho sin 
precedentes en Chile y América Latina, aunque no lo era en Europa, pues 
habían estado en el gobierno de siete países inmediatamente después de la II 
Guerra Mundial, incluidos Austria, Francia e Italia®!. En el caso de Francia, 
los comunistas estuvieron en el gobierno casi tres años, desde la liberación 


en agosto de 1944 hasta mayo de 1947, y en ese tiempo los sindicatos 


controlados por los comunistas impulsaron huelgas en sectores clave de la 
economía, con objetivos económicos y también con fines políticos de 
fortalecerse ante el electorado y dañar la popularidad del gobierno. Sin 
embargo, con las excepciones de Italia y Francia, los partidos comunistas 
obtuvieron un bajo apoyo popular, sin ser actores determinantes en la 


política de Europa occidental (cuadro 1.1). 


Cuadro 1.1 VOTACIÓN DE LOS PARTIDOS COMUNISTAS EN EUROPA OCCIDENTAL, 


1932-1967 
3 F 
= 
E - 
1932 2,8 1,1 8,3 3 
1933 3,2 1,8 
1935 1,6 
1936 6,1 15,3 3,3 
1937 3,3 
1939 54 2,4 
1940 3,5 
1944 10,3 
1945 5,4 12,5 23.5 26,1 11,9 
1946 12,7 25,7/28,6** 18,9 10,6 
1947 6,8 
1948 20 E) Ed 6,3 
1949 5,1 7,5 5,8 
1950 47 46 
1951 21,6 26,4 
1952 6,2 4,3 
¡PREM 4,8 22,6 5,1 
1954 3,57 21,6 
1956 4,4 25,8 4,8 5,0 
1957 3,1 3,4 
1958 1,9 23,2 19,2 22,7 3,4 
1959 33 
1960 1,1 4,5 
1961 3,1 2,9 
1962 3,0 22 21,7 
1964 1,2 5,2 
1963 253 2,8 
1965 4,6 1,4 
1966 0,4 0,8 
1967 22,4 3,6 


“Tiene la denominación People's Democratic Union of Finland; **Elección noviembre; 
***En coalición con los socialistas; s/e: sin elección 

Fuente: Rokkan, Stcin y Meyriat, Jean (eds.), Internacional guide to electoral statistics, 
vol. 1 (Paris: Mouton, 1969). 


Los comunistas aprovecharon su ingreso en el gobierno de Gonzalez 
Videla buscando fortalecerse como organizacion, para lo que emplearon a su 
favor todos los recursos de poder. Nombraron a numerosos militantes del 
partido en los ministerios que dirigían, los cuales actuaron con gran 
sectarismo contra sus adversarios, incluso con los socialistas. Movilizaron 
su organización territorial para presionar por su propia agenda de gobierno, 
especialmente en el campo, en una acción paralela a la responsabilidad que 
tenían en los ministerios. Su política fue de dos caras, actuando dentro y 
fuera del gobierno, lo cual complicó al Ejecutivo e irritó fuertemente al 
Presidente y a los dirigentes de los partidos radical y liberal®. 

El PC se propuso crecer electoralmente en la izquierda, aprovechando la 
crisis que aquejaba a los socialistas, expresado en su pésimo resultado en 
las elecciones parlamentarias de 1945, en que eligieron sólo a un senador y 
cinco diputados, con apenas el 7,2% (una caída del 16,8% en relación con 
los comicios legislativos anteriores de 1941). Consecuentemente, tuvieron 
un desastroso resultado en las presidenciales de 1946, recibiendo apenas un 
2,5% de los votosé3. Los comunistas no hicieron amigos en ningún lado, 
fortaleciendo las odiosidades de los socialistas originadas en los 
enfrentamientos sindicales desde los años 30. Este comportamiento de los 
comunistas tendría después efectos negativos para ellos, pues, al 
precipitarse la política de González Videla en su contra, se levantaron pocas 
voces en el socialismo para oponerse a ella con energía. 

Las acusaciones en contra del PC de constituir un peligro para la 
estabilidad de la economía del país y la continuidad de la democracia eran 
desproporcionadas. Se trataba de un partido pequeño, con seis senadores y 
15 diputados, que obtuvo el 10,2% de los votos en las elecciones 
parlamentarias de 1945. Su electorado estaba concentrado en las zonas 


mineras del norte y del sur, con una baja presencia en Santiago y 


Valparaiso®. No tenia la fuerza electoral del PC en Francia, que en las 
elecciones de noviembre de 1946 alcanzó un 28,6% de los votos, lo que lo 
convirtió en el principal partido de ese país%ó. La fuerza sindical de los 
comunistas chilenos se concentraba en los sindicatos de la minería y 
competía con los socialistas en el control de sus dirigencias. Su poder era 
mayor en el movimiento sindical por no enfrentar una competencia de parte 
de los radicales y tampoco desde la derecha®’. Su retórica revolucionaria 
era conocida desde su fundación en 1922, que combinaba con una práctica 
política de tipo electoral. 

En consecuencia, el PC carecía de las capacidades para provocar el daño 
que le atribuía González Videla, exagerando la importancia de las acciones 
llevadas a cabo por los sindicatos de la minería. Esta opinión era 
compartida por la oposición a su gobierno y por el embajador de Gran 
Bretaña, que calificaba como «absurdos»68 los motivos dados a conocer por 
el gobierno para actuar en su contra, argumentos que, por el contrario, eran 
apoyados firmemente por el embajador estadounidense®. 

González Videla se preocupó de darle una legitimidad legal a esta 
política?%, apoyándose en las leyes de «facultades extraordinarias», que 
autorizaban al Presidente a restringir las libertades individuales por «la 
necesidad imperiosa de la defensa del Estado, de la conservación del 
régimen constitucional o de la paz interior», y a detener a las personas en 
lugares que no fueran carceles’!. Entre fines de agosto de 1947 y el 27 de 
febrero de 1950, el Congreso, con los votos de los parlamentarios del 
Partido Radical (PR), liberales y conservadores, aprobó cinco leyes que le 
entregaron al Presidente nuevas facultades extraordinarias’2. Durante ese 
largo período, con la excepción de algunos meses después de las elecciones 


parlamentarias de marzo de 1949, el país fue gobernado con dichas normas, 


que facultaban a aprehender a individuos sin orden judicial y a relegarlos a 
lugares apartados del pais. 

También buscó darle legitimidad legal a través de las «zonas de estado de 
emergencia», de acuerdo a la Ley N° 7.200 de 1942, que permitía el control 
de partes del territorio nacional por autoridades militares. Así, los 
uniformados fueron llamados a cumplir tareas políticas, incluyendo la 
represión. Las comunas mineras del norte y del sur del país vivieron 
sometidas a esta forma de control castrense durante la aplicación de estas 
leyes extraordinarias. Sobra decir que esta participación dejó profundas 
huellas en el Ejército y en los numerosos oficiales que intervinieron en ella. 

El 27 de febrero de 1950, González Videla cambió nuevamente en forma 
drástica su política de coalición, abandonando el pacto con liberales y 
conservadores. Se decidió por un gabinete, con los conservadores 
socialcristianos, el sector del Partido Conservador dividido precisamente 
por las diferencias internas provocadas por política anticomunista del 
gobierno73, y la Falange Nacional, que se habían opuesto a la Ley de 
Defensa de la Democracia y rechazado la persecución de los comunistas. 
Ambos partidos exigieron dejar sin aplicación esta ley y no imponer nuevos 
estados de excepción para enfrentar las movilizaciones de los trabajadores. 
Fue conocido como el «gabinete de sensibilidad social». 

La política anticomunista no logró los objetivos propuestos, pues no 
destruyó al PC. Durante los diez años en que rigió la Ley de Defensa de la 
Democracia, el PC mantuvo su organización en la clandestinidad y se las 
arregló para llevar en listas presentadas por los socialistas algunos 
candidatos en las elecciones parlamentarias?4 que resultaron vencedores, 
como en las de 195773. También mantuvo su influencia en el movimiento 
sindical, contribuyendo a la fundación de la Central Única de Trabajadores 
(CUT) en 195376, que controló desde 1962 a través del liderazgo de su 


militante Luis Figueroa. Igualmente logró una significativa presencia en el 
movimiento estudiantil, sobre todo en la Federación de Estudiantes de la 
Universidad de Chile (FECH)””. En las elecciones presidenciales de 1958, 
el PC jugó un papel importante, contribuyendo en 1956 a la fundación del 
Frente de Acción Popular (FRAP), que proclamó la candidatura de Salvador 
Allende el año siguiente. En las municipales de 1960 —primeras elecciones 
después de la derogación de la Ley Maldita—, el PC recibió un 9,2% de los 
votos. En los años siguientes, aumentó fuertemente su votación, alcanzando 
el 16,7% en las elecciones parlamentarias de 1969, y el 16,2% en las de 
marzo de 197378, Se convirtió así en el tercer Partido Comunista en 
importancia en el mundo occidental, después de sus homólogos en Francia e 
Italia. La llegada de la izquierda a La Moneda en 1970 no se explica sin el 
importante rol del PC, y su fuerza política no puede separarse de los años de 
la clandestinidad que crearon una mística entre sus dirigentes y militantes: se 
la recordó como una etapa de valor y heroísmo de quienes participaron en 
ella y dejó una aureola de admiración en amplios sectores de izquierda, lo 


cual le permitió aumentar sus votantes. 


LA PERSONALIDAD DE GABRIEL GONZÁLEZ VIDELA 


Es importante conocer la biografía política y los rasgos de la personalidad 
de Gabriel González Videla para comprender las razones que lo movieron a 
impulsar la política anticomunista durante más de dos años. Era un típico 
político del Partido Radical, dotado de una buena oratoria para influir en las 
asambleas del partido, una instancia decisoria de la entidad 79. No tuvo 
interés para estudiar los principales problemas económicos y sociales del 
país y encontrar respuestas a ellos, como lo hizo antes con Aguirre Cerda y 
lo haría posteriormente Eduardo Frei Montalva$0. 


Tenía una personalidad compleja, bastante irascible y de bruscos cambios 


de ánimo, y llegaba a tomar decisiones impulsivas, sin medir las 
consecuencias®!. Era muy susceptible a los ataques a su persona, que le 
provocaban reacciones drásticas y odiosas, con consecuencias políticas que 
sólo después evaluaba. En la vida cotidiana, era una persona de gran 
simpatía y sonrisa fácil, características que utilizó en su imagen pública para 
mostrarse como un Presidente cercano a la gente y amistoso. Sin embargo, 
tenía inclinación a conductas frivolas y a las fiestas, que mantuvo cuando fue 
Presidente, lo cual contradecía la imagen de persona responsable y seria 
típica de la figura del jefe de Estado. 

Su carácter irascible y las reacciones violentas ante las huelgas en que 
había participación de los comunistas contrastan con la serenidad de sus 
antecesores. Las huelgas en la minería no comenzaron con González Videla, 
pero ningún Presidente reaccionó con la violencia empleada por éste. 
Durante la Segunda Guerra Mundial, los comunistas moderaron sus 
presiones sindicales, por lo cual hubo una mayor tranquilidad laboral. Esta 
postura terminó con el fin de la conflagración mundial. La primera gran 
huelga de la minería fue declarada por los sindicatos del salitre a comienzos 
de 1946, cuando Alfredo Duhalde era vicepresidente de la República por el 
alejamiento del cargo del Presidente Juan Antonio Ríos, debido a una grave 
enfermedad. La Confederación de Trabajadores de Chile (CTCH) convocó a 
un paro nacional de 24 horas para el 30 de enero, en apoyo a sus demandas. 
Tuvo un gran impacto por los violentos incidentes del 28 de enero en 
Santiago, en la Plaza Bulnes, entre manifestantes y carabineros, que 
terminaron con seis muertos y decenas de heridos82, Esto provocó un enorme 
apoyo por parte de trabajadores y estudiantes en Santiago y en provincias. El 
gobierno reaccionó con energía, declarando el estado de sitio por 60 días en 
todo el territorio, y nombró al vicealmirante Vicente Merino Bielich como 


ministro del Interior. Sin embargo, no pidió facultades extraordinarias, que 


le fueron ofrecidas por los parlamentarios, ni adoptó el discurso 
anticomunista. Tampoco tomó las medidas represivas que después 
caracterizaron las reacciones de González Videla ante las protestas de 
trabajadores del transporte o de la minería. 

Fue un político tradicional típico, que no tuvo una formación profesional 
destacada, a diferencia del Presidente Pedro Aguirre Cerda (19381941), 
profesor de castellano, abogado y con estudios de posgrado en París. 
Después de terminar su educación escolar en su ciudad natal, La Serena, 
González Videla siguió la carrera de Derecho en la Universidad de Chile, 
recibiéndose de abogado en 1922, sin ser un alumno sobresaliente. Inició su 
actividad profesional en su ciudad y entró muy joven en la política, 
incorporándose al PR83. 

Dotado de facilidad oratoria, desde joven alcanzó un enorme prestigio en 
su partido, llegando a ocupar la presidencia de su colectividad en dos 
ocasiones. La primera fue a los 34 años, en un momento delicado, luego del 
derrocamiento del gobierno de Juan Esteban Montero (PR) en junio de 1932, 
sustituido por una junta militar que estableció una «república socialista». 
González Videla logró convencer al organismo superior de su partido de 
apoyar a Arturo Alessandri en las elecciones presidenciales de ese afio*, 
porque consideraba que era la personalidad con mayor experiencia y 
capacidad para lograr que los militares regresaran a sus cuarteles, y así 
consolidar la democracia$5. Esta decisión demostró pragmatismo y sentido 
de responsabilidad política, porque el PR era el principal partido y tenía la 
legítima aspiración de que una personalidad de sus filas llegara a la 
presidencia. Además, Alessandri había sido un decidido opositor de 
Montero, cuya acción contribuyó al debilitamiento de su gobierno$6. En esta 
iniciativa, González Videla consideraba a la derecha como a un aliado, ya 


que todavía no era el representante de izquierda de más adelante, cuando se 


convirtió en un decidido impulsor del Frente Popular. Para ello, fue 
contactado por Eudocio Ravines, el encargado en el COMINTERN de 
difundir en América Latina esta nueva politica de alianzas“”. 

La segunda oportunidad en que González Videla alcanzó la presidencia de 
su partido fue con ocasión de la XII Convención del PR, realizada entre el 
15 y el 17 de mayo de 1937, en la que se discutió la continuidad del mismo 
en el Frente Popular. Los comicios parlamentarios de marzo de ese año no 
habían sido favorables al radicalismo, sino que beneficiaron a los 
socialistas, razón por la cual un influyente sector de dirigentes —entre los 
cuales se encontraba Pedro Aguirre Cerda y Juan Antonio Rios— planteó la 
conveniencia de poner fin a esta fórmula electoral, promoviendo que el PR 
fuera solo en las próximas elecciones presidenciales. González Videla 
argumentó a favor de la permanencia del PR en el Frente, como único 
camino para llegar a La Moneda, tesis que fue aprobada por una amplia 
mayoria’’, Este triunfo lo llevó a la presidencia del partido, porque su 
titular, Juan Antonio Ríos, renunció para ser precandidato presidencial del 
PR, compitiendo contra Pedro Aguirre Cerda, sin éxito. Por el hecho de ser 
presidente del PR, González Videla fue después designado presidente del 
Frente Popular, correspondiéndole liderar la Convención de Izquierda del 15 
de abril de 1938, en la cual se nominó a Aguirre Cerda como candidato 


presidencial®. 


LA CARRERA PARLAMENTARIA DE GONZALEZ VIDELA 


Como todos los Presidentes de la Republica desde 1920 hasta 1970, 
González Videla también ocupó un escaño parlamentario%, Llegó a la 
Cámara como diputado designado en «el congreso termal» de 1930 por la 
circunscripción de La Serena y Coquimbo?!, aunque tomó distancia de la 


dictadura de Ibáñez después de su caída. En ese momento renunció al 


escaño, decisión que a su vez la Cámara rechazó. En las elecciones 
parlamentarias de 1932 fue elegido diputado por este mismo distrito y, al 
constituirse el nuevo Congreso, llegó a la presidencia de la Cámara, 
ejerciendo el cargo por un año. 

Buscó llegar al Senado en una elección complementaria por su zona, 
Atacama y Coquimbo, realizada el 16 de agosto de 1936, con el apoyo de 
los partidos de oposición al gobierno de Arturo Alessandri (1932-1938) que 
constituyeron el Frente Popular. Era una elección muy importante porque en 
abril de ese año, el Frente Popular demostró ser una poderosa alianza, 
ganando una elección complementaria en el sur del país con un candidato del 
PR, Cristóbal Sáenz, acaudalado terrateniente de la zona. La alarma cundió 
en los partidos de gobierno, liberales y conservadores, sobre los costos que 
significaría una nueva derrota en esta segunda elección complementaria, de 
cara a los comicios parlamentarios de 1937 y presidenciales de 1938. El 
gobierno llevó adelante una amplia intervención electoral, que permitió a su 
candidato derrotar al conglomerado de izquierda. González Videla condenó 
ese acto como «una descarada y brutal intervención electoral»%, 
responsabilizando de ella al ministro de Hacienda, Gustavo Ross, y al 
intendente de Santiago, Julio Bustamante, por trasladar desde Santiago a 
numerosos funcionarios públicos y carabineros en apoyo de la candidatura 
oficialista?4. El hecho acentuó la posición izquierdista asumida por González 


Videla en esos años, y su fuerte rechazo personal a Ross y a Alessandri. 
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parlamentarias de 


González Videla llegó al Senado en las elecciones 


Había postulado por 


1945, el año anterior a los comicios presidenciales%, 


las provincias de Tarapacá y Antofagasta en una lista con el PC, integrada, 


ademas, por el senador comunista Elias Lafertte, quien iba a la reeleccion; el 
poeta Pablo Neruda?$, quien no era todavía militante comunista; y por el 
radical Pedro Opitz, saliendo los cuatro elegidos”. El PC cedió el primer 
lugar de la lista a González Videla como gesto de reconocimiento por la 
importancia de su figura y para favorecer su elección, en la perspectiva de 
fortalecer la alianza con el radicalismo?’. Era evidente, para los comunistas, 
que él sería el candidato presidencial en 1946. En las elecciones, González 
Videla obtuvo el 16,67% de los votos, sin alcanzar la primera mayoría, pues 
fue superado estrechamente por Lafertte, quien era presidente del PC 
(Cuadro 1.2). 

En la Cámara Alta, su labor fue pobre, sin destacarse como Eduardo Cruz- 
Coke o los otros futuros Presidentes Salvador Allende, Eduardo Frei 
Montalva y Patricio Aylwin. Sus intervenciones en el Senado se pueden 
contar con los dedos de la mano”, sin haber presentado ninguna iniciativa 
legislativa!, Su actividad más destacada fue integrar la delegación chilena 
que participó en la conferencia de San Francisco, que dio nacimiento a las 
Naciones Unidas!0!. 

El amplio respaldo que tenía en su partido llevó a González Videla a 
buscar la candidatura a la presidencia de la República tras la muerte de 
Aguirre Cerda en 1941. En una elección interna muy estrecha con Juan 
Antonio Ríos, en la cual ambos postulantes se declararon ganadores, el 
triunfo correspondió a Ríos, que obtuvo el 47,6% de los votos, mientras que 
Gonzalez Videla recibió un 45,9%! (cuadro 1.3). 

El fallecimiento del Presidente Ríos en junio de 1946 precipitó la 
realización de comicios presidenciales. González Videla fue designado 
candidato presidencial de su partido en abril de 1946, pero no contó con el 
apoyo de todo el PR. Alfredo Duhalde, quien había asumido en enero la 


vicepresidencia de la República, buscó la nominación presidencial, con la 


esperanza de ser también proclamado por los liberales, que en esos 
momentos no tenían candidato. Recorrió el pais, reuniéndose con militantes y 
dirigentes del partido, usando un discurso anticomunista que logró el apoyo 
de algunas personalidades del radicalismo, como el senador Rudecindo 
Ortega y Arturo Olavarría Bravo, quien había sido ministro de Aguirre 
Cerda!03, 


Cuadro 1.3 LA ELECCIÓN EN 1941 DEL CANDIDATO PRESIDENCIAL DEL PARTIDO 
RADICAL POR LOS AFILIADOS, RESULTADOS POR PROVINCIAS 


Florencio Gabriel González Juan Antonio 


Durin Videla Rios Total Votos 
Tarapacá 154 265 132 551 
Anto 101 1.134 546 1.781 
Atacama 20 934 535 1.489 
uimbo 0 1.689 652 2.341 
Aconcagua 23 493 272 788 
Val 46 960 814 1.820 


Bío-Bío 1 160 652 813 
Arauco 0 31 711 742 
Malleco 4 277 1.326 1.607 
Cautin 6 884 982 1.872 
Valdivia 20 431 927 1.378 
Osorno 62 125 318 505 
Llanquihue 11 113 96 220 
Chiloé 0 205 207 412 
A 8 16 66 90 
Magallanes 288 284 305 877 
Total 1.990 14.222 14.753 30.965 
En % 6,4 45,9 47,6 100 


Fuente: Cómputos del Ministerio del Interior, en «1419 votos de mayoría obtuvo el 
señor Juan Antonio Ríos», La Hora, 16 de diciembre de 1941. 


González Videla logró la proclamación del PC con facilidad, pues había 


cultivado una buena relación con sus principales dirigentes desde los 


tiempos del Frente Popular. Posteriormente, tuvo responsabilidades 
atractivas para los comunistas, como presidente honorario del comité pro 
Relaciones con la Unión Soviética (1939-1945) y presidente honorario del 
Instituto Chileno Soviético de Cultura en 1946. También fue presidente 
honorario del Comité de España Republicana, que reunía a los exiliados 


españoles!0, 


LIMITADA EXPERIENCIA DE GOBIERNO DE GONZÁLEZ VIDELA: EMBAJADOR EN 
FRANCIA Y BRASIL 


González Videla tenía un limitado conocimiento de las complejidades del 
Poder Ejecutivo, pues no había sido ministro, a diferencia de Aguirre Cerda, 
quien lo fue de Justicia a Instrucción Pública en 1919, y de Interior en dos 
ocasiones (1920-21 y 1924) del gobierno de Arturo Alessandri. Asimismo, 
Jorge Alessandri, Eduardo Frei y Salvador Allende también fueron ministros 
antes de llegar a La Moneda!%5. La única experiencia que tenia de 
participación en cargos de gobierno fue como embajador en Francia durante 
el gobierno de Aguirre Cerda, bajo la ocupación nazi, y en Brasil durante la 
administración de Juan Antonio Ríos. 

Sus labores como embajador no lo ayudaron en su formación política para 
ocupar la presidencia de la República, es más, le impidieron tener un 
conocimiento directo de las complejidades de la gestión de gobierno y de las 
tensiones y conflictos que se producían al interior del Ejecutivo, sobre todo 
en las relaciones con el Poder Legislativo. González Videla no estaba 
familiarizado con los cambios producidos en la élite política y no pudo 
conocer las relaciones de conflicto y cooperación producidos entre ellos 
durante las dos administraciones radicales. En ellas la fuerte inestabilidad 
ministerial fue una consecuencia del alto grado de antagonismo entre sus 


dirigentes y la baja disposición al compromiso para apoyar a los Presidentes 


en situaciones de dificultades politicas. Los partidos con facilidad quitaban 
apoyo a los ministros y al Presidente, provocando frecuentes cambios de 
gabinete que dificultaban la marcha del gobierno!96, 

Es importante tener en cuenta la experiencia diplomatica de Gonzalez 
Videla para comprender su postura anticomunista cuando fue Presidente. En 
los dos paises en que fue embajador, Francia y Brasil, el PC se encontraba 
fuera de la ley, aunque en distintos escenarios y por diferentes motivos. En el 
primero, por decision del gobierno encabezado por el primer ministro 
Daladier, del Partido Radical, antes de la ocupación alemana de Francia y 
del establecimiento del regimen de Vichy, instalado por Alemania!97, Y en el 
otro, por decision del gobierno del Presidente Getulio Vargas (1930-1945), 
quien habia establecido un regimen autoritario luego de un golpe militar en 
noviembre de 1937108, 

Como embajador en Paris le tocó vivir la ocupación alemana y una 
Europa convulsionada por la Segunda Guerra Mundial!99. Su experiencia en 
Europa lo puso en conocimiento de las politicas en contra de los comunistas 
aplicadas en países cuyos gobiernos, de distinto color, habían puesto al PC 
fuera de la ley. Estaban, en primer lugar, los regímenes fascistas de 
Alemania, Austria, Italia y Portugal, que los combatieron en forma durísima, 
especialmente los tres primeros; pero también estaban los regímenes 
democráticos como Checoslovaquia, Grecia, Bulgaria, Rumania y Suiza. 
Sólo en Gran Bretaña y Suecia los partidos comunistas podían actuar 
abiertamente en el sistema político, aunque eran muy pequeĥos H0, 

En Francia, el Partido Comunista Francés (PCF) tenía una muy importante 
presencia en el electorado y en el movimiento sindical. A consecuencia del 
pacto de Hitler con Stalin el 23 de agosto de 1939, que fue respaldado por el 
diario del partido, Le Humanité, fue prohibido por el gobierno de Daladier 
antes del estallido de la Segunda Guerra Mundial en septiembre de 1939, 


que detuvo a numerosos dirigentes. La prohibición se extendió hasta agosto 
de 1944, cuando se produjo la liberación de París. La persecución en contra 
de los comunistas fue intensa por parte de las autoridades francesas, sin que 
haya sido impuesta por los alemanes. En marzo de 1940 (es decir, dos meses 
antes que Francia se rindiera a los alemanes), 2.778 regidores fueron 
destituidos de sus cargos y se disolvieron 629 sindicatos controlados por el 
PC. En abril de 1940 se prohibió la propaganda comunista con pena de 
muerte!!!, En abril-mayo de 1940, fueron procesados por traición a la patria 
44 diputados del PC, quienes con excepción de tres, recibieron largas penas 
de cárcel. 

La situación de los comunistas en Brasil fue distinta. El Partido Comunista 
Brasileño (PCB) era pequeño, con una débil presencia electoral y una 
limitada influencia en un movimiento sindical firmemente controlado desde 
el gobierno de Getulio Vargas!!2. La persecución en su contra fue provocada 
por la participación del PCB, a fines de noviembre de 1935, en una 
sublevación armada de militares en contra del gobierno. Abarcó el intento 
por medios armados de algunos regimientos del norte del país, de tomar el 
control, muriendo algunos oficiales que resistieron la acción comunista. 
Vargas tomó enérgicas medidas contra los sublevados. Decretó el estado de 
sitio por 90 días, que fue aprobado por el Congreso, y ordenó la detención 
de miles de activistas y dirigentes comunistas. Además, ordenó detener a los 
militares que los apoyaron, todos los cuales fueron recluidos en cárceles y 
en otros lugares de detención, incluyendo el líder del PCB, Luis Carlos 
Prestes. El estado de sitio fue renovado en tres oportunidades durante 1936, 
por el mismo plazo en cada ocasión. La represión afectó incluso a algunos 
parlamentarios. Los hechos sirvieron de pretexto a Vargas para dar un paso 
adelante en el control del sistema político y, con la ayuda de los militares, 


dio un golpe de Estado el 10 de noviembre de 1937. Se justificó diciendo 


que los comunistas habian intentado tomar el poder por la fuerza, una 


acusación carente de fundamentos 13. 
VISIONES ACOTADAS SOBRE EL GOBIERNO DE GONZÁLEZ VIDELA 


El gobierno de González Videla ha sido relativamente ignorado por los 
estudiosos. Julio Faúndez, en una documentada investigación sobre la 
evolución de los partidos de izquierda antes del golpe militar de 1973, sólo 
hace una breve referencia a la Ley Maldita, destacando su impacto negativo 
en el movimiento sindical y en el ejercicio del derecho de huelga!!4. El 
historiador norteamericano Paul Drake entrega una explicación relativamente 
simple de la política en contra de los comunistas, al argumentar que fue el 
resultado de la presión de los partidos de derecha sobre los radicales y por 


consideraciones de táctica electoral: 


Las élites conservadoras, como lo habían tratado de hacer repetidamente desde 1938, 
convencieron a los líderes radicales de deshacerse de los comunistas. Los radicales respondieron 
ante la alarma derechista, en parte porque su propio partido estaba perdiendo votos mientras el PC 


los estaba ganando!!5, 


La persecución de los comunistas ha sido identificada con la Ley Maldita, 
desconociéndose la represión realizada a través de los estados de excepción 
desde un año antes de aquélla. Federico Gil, autor de un importante libro 


sobre la política chilena antes del gobierno de Allende, escribió: 


Proscrito (el PC) por González Videla, el partido soportó que todos sus votantes inscritos fuesen 
removidos de las listas electorales, la deportación de muchos dirigentes (y) disminuyó agudamente el 
impacto comunista dentro del movimiento obrero; pero, a pesar de su supresión, la organización 


comunista siguió siendo fuerte 116, 


Brian Loveman se ha expresado en términos similares cuando señala que 


la mencionada ley «puso fuera de la ley al Partido Comunista, elimino 
aproximadamente 30.000 votantes de los registros electorales, dio autoridad 
para realizar purgas en el movimiento sindical y permitió al Presidente 
restaurar la “democracia” en el pais».!!7 

Tomás Moulian, en su estudio sobre el desarrollo político de Chile desde 
1938, también se concentra en la Ley Maldita, sin considerar la persecución 


hecha antes: 


En 1947 los comunistas fueron expulsados del gobierno y el radicalismo protagonizó un drástico 
giro a la derecha. La Ley de Defensa Permanente de la Democracia dictada en 1948 proscribió al 


Partido Comunista e impidió a sus militantes elegir y ser ele gidos 118, 


Para la historiografía conservadora, la política en contra de los 
comunistas también se reduce a la aplicación de la Ley Maldita que no 
habría perjudicado mayormente al PC y tampoco tuvo consecuencias 


negativas para la democracia. Joaquín Fermandois ha escrito: 


... ¿qué resultado tuvo la Ley de Defensa Permanente de la Democracia, o la Ley Maldita como 
exitosamente la bautizaron los comunistas? Poco, a decir verdad. No eliminó al Partido Comunista; 
tampoco lo fortaleció, como siempre fue la tesis de la mayoría de quienes se opusieron a su exclusión. 
Cuando reaparece, especialmente a partir de las elecciones parlamentarias de marzo de 1961, estaba 
casi intacto, con menos fuerza electoral, pero articulado con otro partido marxista cada día más 
radicalizado. En los años de la vigencia de la ley, entre los años 1948 y 1958, el pais no tuvo la “paz 
social” que se buscaba, ni la pausa para el desarrollo económico. Sin embargo, en lo básico, no se 
puede decir que el Chile de esos años haya sido ni autoritario ni una “democracia disfrazada”. 
Teniendo en cuenta el subdesarrollo económico y social, en ese entonces hubo un “estado de 


derecho”, hubo democracia» 119, 


Las referencias que se hacen a este periodo de la historia de Chile no 
suelen ser correctas y, como hemos visto, giran en torno a la Ley de Defensa 
de la Democracia. Los historiadores Simon Collier y William Sater señalan 


que con ésta comenzaron las relegaciones a Pisagua y Pablo Neruda «fue 


expulsado del Senado»!20, Ambas afirmaciones son erradas, pues la 
localidad nortina comenzó a funcionar como campo de prisioneros al menos 
un año antes de la Ley de Defensa de la Democracia, y el gran poeta fue 
desaforado antes de que el Congreso conociera el proyecto de ley del 
Ejecutivo. Había perdido su inmunidad parlamentaria por una decisión de 
los tribunales a comienzos de febrero de 1948, debido a una querella del 
gobierno por «ultraje a la nación e injurias y calumnias en contra del 
Presidente de la República», y por «los delitos contra la seguridad interior 
del Estado y contra el orden público», contemplados en la Ley de Seguridad 
Interior del Estado de 1937 (el móvil fue un artículo publicado por Neruda 
en en el extranjero en que criticaba duramente la política de González 
Videla). Al final, Neruda tuvo que huir a Argentina!2!. La persecución al 
gran poeta tendrá una enorme repercusión internacional y será recordada 
como una de las expresiones más claras de los abusos cometidos durante ese 


gobierno!22, 


CENTRALIDAD DECISORIA EN LA PRESIDENCIA: INSTITUCION Y LIDERAZGO 
PRESIDENCIAL 


La identificacion de Gabriel Gonzalez Videla con la politica en contra de los 
comunistas pone de relieve la enorme autoridad y poder que tiene el 
Presidente en el sistema politico en su triple función de jefe de Estado, jefe 
de gobierno y lider de la coalicion de partidos que lo apoyan!23. Como jefe 
de Estado, dirige las relaciones exteriores de Chile y tiene el mando 
supremo de las Fuerzas Armadas. Como jefe de gobierno, posee amplias 
facultades para nombrar y despedir a sus ministros y a un vasto numero de 
colaboradores de su exclusiva confianza!24 y dispone de atribuciones en 
relación con el Congreso, como la iniciativa exclusiva en materia legal en un 


amplio abanico de temas, la agilización del trabajo legislativo mediante las 


urgencias, la detención de los proyectos de leyes aprobados por el Congreso 
a través del veto y otros. También tenía prerrogativas en relación al Poder 
Judicial, porque nombraba a los jueces de los tribunales superiores, a 
sugerencia de la Corte Suprema. La autoridad presidencial era más fuerte en 
Chile que en otros presidencialismos, al tratarse de un Estado unitario y con 
una administración centralizada. En los países federales, en cambio, ella está 
distribuida entre los gobernadores de los Estados. Por todos estos motivos, 
el sistema político funcionaba en gran medida en torno a las decisiones del 
Presidente. 

Sin embargo, la autoridad, según la clásica definición de Max Weber!25, 
es sólo la probabilidad de adoptar decisiones que son obligatorias, pues 
ellas pueden ser detenidas o entrabadas por otras instituciones o actores!26, 
Para impulsar su programa, el Ejecutivo requiere de leyes, comenzando por 
la del presupuesto, para lo cual necesita mayoría en el Congreso. También 
requiere disponer del respaldo de la opinión pública, lo que ayuda a 
convencer a las otras instituciones. Igualmente, es imprescindible contar con 
un buen equipo de colaboradores que le ayuden en el cumplimiento de sus 
amplias atribuciones. Esto quiere decir que requiere «poder para gobernar», 
vale decir, la capacidad de que sus decisiones se lleven a la práctica, 
superando los obstáculos institucionales y políticos. 

La orientación que adopte un gobierno no está determinada sólo por la 
arquitectura constitucional del sistema político, sino también por el tipo de 
liderazgo que tenga el Presidente, si acaso privilegia la jefatura de Estado, 
buscando ser el Presidente de todos, o ser jefe de gobierno y representar un 
sector del país; o bien está dispuesto a la negociación y el compromiso con 
la oposición; otro factor es la flexibilidad para enfrentar las dificultades y la 


habilidad para formar buenos equipos que le ayuden en su gestión, aunque 


puede optar por la rigidez y proponerse destruir a la oposición como actor 
político relevante. 

Para un adecuado empleo de las amplias y poderosas facultades 
proporcionadas por el orden institucional, el Presidente debe tener 
condiciones personales como político que le permitan ejercer un buen 
liderazgo, una variable no tomada en cuenta por una parte de la bibliografía 
del presidencialismo iniciada desde el clásico estudio de Juan J. Linz!27 que 
ha prestado atención sólo a los factores institucionales y a su influencia en el 
proceso político!28, El liderazgo presidencial, como señalar Fred 
Greenstein!2%, requiere ciertas capacidades que mo todos reúnen, 
especialmente la organizativa para ser un buen jefe de gobierno. Lo cual se 
traduce en la habilidad para elegir buenos ministros y dirigir bien su trabajo, 
y la destreza (political skill) para persuadir a sus colaboradores y a otras 
instituciones, especialmente a los partidos y al Congreso, para que apoyen 
sus políticas!30, Esta habilidad tiene múltiples aristas. En su relación con los 
hechos y las personas debe tener mesura, definida por Weber como la 
capacidad de «guardar distancia con los hombres y las cosas», pues «no 
saber guardarlo» es uno de los pecados mortales de todo politico!31, Ello 
implica considerar el impacto de mediano y largo plazo que tienen sus 
decisiones, y no sólo ver sus consecuencias en el corto plazo, especialmente 
en las elecciones. El Presidente no se debiera distraer en cuestiones de 
menor relevancia, sino que concentrarse en las tareas principales. Debe 
tener serenidad para tomar decisiones, sin dejarse llevar por intereses 
personales, que responden más bien a motivos psicológicos y no a 
consideraciones políticas. Greenstein estima que el Presidente debe poseer 
una inteligencia emocional para ejercer bien el cargo, por las enormes 


presiones que enfrenta al elegir una opción. 


PODER PRESIDENCIAL Y ESTADOS DE EXCEPCION: LAS FUENTES DE LA 
LEGITIMIDAD LEGAL DE LA POLITICA ANTICOMUNISTA 


La legitimidad es un recurso fundamental en los sistemas politicos, ya que 
cumple varias funciones esenciales para su estabilidad y su eficacia!32, 
Ningún régimen político prescinde de recurrir a la legitimidad para que sus 
decisiones sean obedecidas; asimismo, no le satisface que sea el miedo el 
que mueva a los ciudadanos a acatarlas. Hasta los dictadores necesitan 
sentirse queridos por los ciudadanos y buscan legitimar su autoridad. 

Las funciones de la legitimidad son principalmente dos. En primer lugar, 
un orden político legítimo tiene mayores posibilidades de que sus políticas 
sean implementadas, porque serán aceptadas con más facilidad por los 
funcionarios de la administración pública e inducen a una mejor disposición 
a acatarlas por parte de la ciudadanía, de los dirigentes de los partidos y de 
los grupos de interés. 

En segundo lugar, la legitimidad permite una disminución de los recursos 
destinados a la realización de las políticas, promoviendo una subordinación 
voluntaria de los individuos a las decisiones de la autoridad. 

Max Weber distinguió tres fuentes de la legitimidad: la tradicional, la 
legal y la carismática. Históricamente, cada una de éstas no se presenta en 
forma aislada, sino con una relativa simultaneidad y con mayor o menor 
énfasis en cada una de ellas, lo que contribuye a solidificar la legitimación 
de la autoridad del sistema político!33, En las sociedades modernas, la 
legitimidad legal constituye la columna vertebral, pues proporciona una 
justificación racional a la autoridad de acuerdo a normas jurídicas, aunque 
emplee ciertos recursos tradicionales. 

González Videla recurrió a la legitimidad legal para justificar su política 
en contra de los comunistas, necesaria en un país que tenía un estado de 


derecho desarrollado en forma gradual e incrementalista durante su larga 


evolución jurídica-constitucional. Para enfrentar situaciones que pusieran en 
peligro la estabilidad política a través de huelgas ilegales, interrupción de 
faenas u otros actos de violencia, el Ejecutivo contaba con los recursos de la 
Ley de Seguridad Interior del Estado de 1937. Ésta impedía dichas 
actividades, estableciendo los delitos por tales conductas!34. Además, podia 
restringir los derechos políticos, al decretar la censura de prensa y prohibir 
los actos políticos. 

Sin embargo, recurrió a otros mecanismos legales, que correspondían a 
los de defensa de las democracias para enfrentar situaciones que ponen en 
peligro su existencia!35. Recurrió a dos instrumentos legales: el uso de las 
facultades extraordinarias aprobadas por el Congreso, un recurso 
establecido en la Constitución; y las zonas de estado de emergencia, 
reguladas en una ley de 1942. El empleo conjunto de ambos recursos 
permitió restringir los derechos políticos de acuerdo a la ley, pero 
violentando la calidad de la democracia y dañando la política!36, 

Las facultades extraordinarias estaban contempladas en la Constitución de 
1925 para situaciones en que el país estuviera en guerra, y debían ser 
empleadas con extremo cuidado y responsabilidad, porque en la práctica 
ello significa establecer una «dictadura constitucional»!37, Corresponde al 
Presidente hacer uso de estas instituciones y de su buen criterio y mesura 
depende que su aplicación se ajuste al espíritu del legislador de ayudar a 
superar situaciones de emergencia, y no transformarla en un camino para 
gobernar en escenarios difíciles, restringiendo las libertades públicas. La 
situación recurrente en los gobiernos es enfrentar los desafíos difíciles. 

La Constitución chilena de 1925 no regulaba cuidadosamente esta 
institución. No se establecía en el capítulo de la suspensión de los derechos 


individuales o en un apartado especial, como lo hace la Carta Fundamental 


de 1980, sino que en el artículo referido a las materias de ley. El art. 44, N° 


13 de la Constitución señalaba que por ley se podía: 


... restringir la libertad personal y la de imprenta, o suspender o restringir el ejercicio del derecho de 
reunión, cuando lo reclamare la necesidad imperiosa de la defensa del Estado, de la conservación del 
régimen constitucional o de la paz interior. 


Las condiciones que justificaban aplicar esta norma constitucional eran 
excepcionales, porque se trataba de situaciones que pusieran en peligro «la 
conservación del régimen constitucional o de la paz interior». Huelgas 
ilegales o manifestaciones de protesta estaban muy lejos de corresponder a 
esto. Sin embargo, el concepto de «paz interior» era tan amplio como para 
incluir a las acciones de protesta de las organizaciones de trabajadores, 
aunque estas amenazaran la estabilidad política. El legislador se estaba 
poniendo en el caso excepcional de que hubiera hechos impulsados por 
actores con la capacidad suficiente para superar a las Fuerzas Armadas en el 
control del orden público. 

Como esta institución implicaba restringir los derechos constitucionales, 
se exigía que fuera aprobada por el Congreso como una ley. En segundo 
lugar, se establecía que esas atribuciones se concedieran al Ejecutivo por un 
tiempo limitado, el estrictamente necesario para enfrentar la crisis. No podía 
ser una práctica constante del gobierno. Como en ese tiempo el Ejecutivo 
tenía el poder total, no había manera de impedir su uso abusivo de este 
recurso, quedando sólo la evaluación que posteriormente hicieran los 
ciudadanos en las elecciones. De ahí que el profesor Alejandro Silva 
Bascuñán afirmara que «el ejercicio inconsistente a ligero de la atribución 
constitucional no tendrá, pues, en el hecho, otra salvaguardia ni otra sanción 


que el juicio de la opinión publica»!38, 


LOS MILITARES Y EL CONTROL POLITICO: LAS ZONAS EN ESTADO DE EMERGENCIA 


La Ley N* 7.200, del 21 del julio de 1942, promulgada por el gobierno de 
Juan Antonio Rios «en uno de los momentos mas graves causados por la 
Segunda Guerra Mundial»!39, creó una institución que ayudó a la aplicación 
de este mecanismo de defensa de la Constitución, conocido como el «estado 
de emergencia», el segundo recurso institucional empleado por González 
Videla para dar legitimidad legal a su política en contra de los comunistas. 
El art. 23 de la ley decía que el gobierno podía decretar «el estado de zona 
de emergencia» en los casos de peligro de ataque exterior o de invasión, O 
de actos de sabotaje en contra de la seguridad nacional. La zona de 
emergencia se podía extender a todo el territorio o a una parte del mismo, y 
por un máximo de seis meses. Esta declaración le permitía restringir las 
libertades individuales de acuerdo a los poderes entregados en el N° 13 del 
art. 44 y 17 del art. 72 de la Constitución, y podía actuar en contra de las 
personas u organizaciones que realizaran actividades de tal naturaleza. La 
declaración de zona de emergencia regulaba la intervención de los militares 
en el control de las huelgas ilegales y las protestas sociales. Fue practicada 
con anterioridad por distintos gobiernos para estabilizar el orden público y 
el normal funcionamiento de las actividades de necesidad nacional, como el 
transporte y el suministro de energía. 

La redacción de este texto legal era confusa. En algunos de sus aspectos 
contenía normas transitorias, con un plazo máximo de seis meses, o por la 
duración de la guerra; y en otros, parecía crear un nuevo sistema de 
emergencia, además del existente en la Constitución. Esta confusión aumentó 
con el reglamento regulatorio de esta ley, a través del Decreto con Fuerza de 
Ley N° 34/2.245 del 17 de noviembre de 1942140, al disponer que las zonas 


de emergencia serían dirigidas por un militar, quien «asume el mando militar 


y administrativo» 141, La norma tenía enormes consecuencias políticas, ya que 
significaba entregarles facultades políticas a los uniformados. La confusión 
se produjo porque, «al enumerar las atribuciones que podían ejercerse en 
función del estado de emergencia, se excedieron en él los marcos 
establecidos por la ley que lo fundamentaba y de las restricciones 
autorizadas por los arts. 44, N° 13 y 72, N° 17 de la Constitución; y, además, 
porque se dispuso que las autoridades administrativas en las zonas de 
emergencia continuarian desempeñando sus cargos y llevando a cabo sus 
labores ordinarias, sin perjuicio de quedar subordinadas al Jefe Militar 
correspondiente de la respectiva zona»!*. Esto quería decir que los 
militares podían dar instrucciones a funcionarios políticos diferentes a las 
recibidas de sus superiores civiles; tomar decisiones que afectaran los 
derechos de los dirigentes políticos, incluyendo a los parlamentarios; todo lo 
cual implicaba llevarla al límite de deliberar, lo que está prohibido a los 
militares. La ley establecía que la declaración de zona de emergencia tenía 
límites muy claros, en cuanto a las restricciones de las libertades políticas, 
sin perjudicar los derechos de los trabajadores, al señalar que «no afectaría 
en modo alguno los derechos que reconoce a los obreros y empleados», el 
código del Trabajo. Dicha limitación no fue respetada por el gobierno de 
González Videla en su política en contra de los comunistas y de control de 
las protestas de los sindicatos. 

Esta institución estableció la facultad de relegar a personas durante la 
zona de estado de emergencia, sin requerir una resolución judicial, bastaba 
con la firma de la autoridad política, según un decreto del Ministerio del 
Interior. Este decreto-ley afirmaba que se podía «trasladar (a personas) de 
un departamento a otro y arrestarlas en sus propias casas y en lugares que no 
fueran cárceles ni otros que estén destinados a la detención o prisión de reos 


comunes»!43, La relegación significaba que el detenido era enviado a alguna 


zona apartada del territorio nacional, prohibiendole toda actividad politica. 
Los relegados gozaban de libertad en el lugar al que habian sido destinados, 
pero sometidos al control de Carabineros, a los cuales debian cada dia 
informar personalmente. El gobierno no les proporcionaba ningún medio de 
sobrevivencia, lo que creaba difíciles condiciones para los relegados y las 
propias autoridades locales, requeridas para ayudar a las personas modestas 
castigadas con este recurso. 

Además, los jefes de zona de estado de emergencia estaban autorizados 
para imponer «censura de prensa, telegráfica y radiotelegráfica, que estimen 
necesaria», facultad que también recibían los intendentes al nombrar 
censores para que controlasen los contenidos de los diarios!44. Asimismo, 
podían limitar «la entrada o salida de la zona de emergencia y el tránsito en 
ella y someter a la vigilancia de la autoridad a las personas que se 
consideren peligrosas»!45. Como si todo lo anterior no fuera suficiente, los 
jefes de estado de zona de emergencia recibían una carta blanca, al 
permitírseles «impartir todas las órdenes o instrucciones que estime 
necesarias para el mantenimiento del orden interno dentro de las zonas»146, 

En una etapa inicial del art. 23 de la Ley N° 7.200 se entendió que la 
potestad del Ejecutivo de establecer zonas de emergencia era inseparable 
del otorgamiento de una ley de facultades especiales. Así se procedió con 
las leyes N° 8.837 del 22 de agosto de 1947, la Ley N° 8.940 del 16 de 
enero de 1948 y la Ley N” 8.960 del 15 de julio de 1948. 

Sin embargo, posteriormente se consagró su autonomía iniciada con la Ley 
N° 9.261 del 15 de noviembre de 1948, que reconoció la existencia de zonas 
de estado de emergencia decretadas antes de su vigencia y posteriores a la 
caducidad de la ley precedente y, además, dio carácter permanente, con 
algunas modificaciones, a las atribuciones consignadas en el art. 23 del 


reglamento. 


El uso prolongado de las zonas de emergencia, especialmente en las areas 
mineras, creó un precedente para usarlas en el control de las huelgas, como 
lo hizo el general (r) Carlos Ibáñez durante su gobierno. Comenzó con el 
decreto del 10 de septiembre de 1954, sin que hubiera previamente una ley 
de facultades especiales que le permitiera limitar los derechos de los 
trabajadores, ni tampoco había una crisis internacional que lo justificara!4/. 

La política en contra de los comunistas mediante las leyes de facultades 
especiales y la aplicación de zonas de emergencia llevó a los militares a 
tener una activa participación durante un largo tiempo, dos años y medio. En 
este período se vieron involucrados en la lucha en contra del comunismo, 
que no sólo dejó un legado anticomunista en las instituciones armadas, sino 
que también tuvo consecuencias en las relaciones con el poder civil!48, El 
uso de los militares por parte de González Videla para apoyar sus decisiones 
políticas no era un hecho inédito en el país, tenía precedentes en la gestión 
de Juan Antonio Ríos, quien empleó a los uniformados para apoyar ciertas 
iniciativas, por lo cual se involucró en las designaciones de los institutos 
armados, disminuyendo así su autonomía institucional. Esto se produjo 
cuando el 6 de octubre de 1944, el ministro de Defensa —general Óscar 
Escudero— que había sido designado el 7 de junio de 1943, fue sustituido 
por el general Arnaldo Carrasco, recientemente ascendido del rango de 
coronel. Fue una designación claramente política. Carrasco tenía una carrera 
profesional mediocre, desde 1939 era el director de la Escuela Militar y no 
poseía ningún otro mérito. Su nombramiento en el gabinete perjudicó al 
cuerpo de generales, provocando el retiro anticipado de la mitad de sus 
miembros!49, La designación de Carrasco, recuerda el general Guillermo 
Barrios Tirado en sus memorias, «constituyó un acto que conmovió a la 
opinión pública, y, en particular, al Ejército»!50, 


González Videla fue bastante más lejos que Ríos, pues utilizó a los 


militares no sólo en un momento puntual, cuando había una dificultad en la 
formación de un nuevo gabinete, sino como una forma regular de 
funcionamiento del gobierno durante un largo tiempo. Comenzó con el 
cambio de gabinete del 1 de agosto de 1947, cuando nombró ministros a dos 
uniformados, el almirante Inmanuel Holger, en Interior, y al general 
Guillermo Barrios Tirado, como titular de la cartera de Defensa. Éste había 
sido nombrado Comandante en Jefe del Ejército por el Presidente el 26 de 
noviembre de 1946. Los dos personeros tuvieron una prolongada 
permanencia en sus cargos, rompiendo la inestabilidad ministerial que había 
caracterizado a los gobiernos desde 1932 y particularmente en ambas 
carteras. Holger se mantuvo desde el 1° de agosto de 1947 hasta el 27 de 
febrero de 1950, un tiempo inédito hasta ese momento!5!. El ministro de 
Defensa, general Guillermo Barrios, ejerció el cargo hasta el término del 


periodo de gobierno!32, 


LA APLICACION DE LOS ESTADOS DE EXCEPCION ANTES DEL GOBIERNO DE 
GABRIEL GONZÁLEZ VIDELA 


Brian Loveman y Elizabeth Lira sostienen que entre 1932 y 1964 fue 
frecuente el uso de las facultades extraordinarias por parte de los 
Presidentes, concluyendo que los mandatarios radicales llegaron a 


establecer una «dictadura constitucional»: 


... la principal limitación de la democracia estaba constituida por el empleo demasiado frecuente de 
los mecanismos de excepción que limitaban los derechos individuales y de asociación, también 
limitados por el uso de facultades extraordinarias entregadas por el Congreso al Ejecutivo para 
controlar a las organizaciones sindicales y enfrentar las huelgas ilegales, todo lo cual estableció una 
“dictadura constitucional” en el período comprendido entre 1932 y 1964. En los veintisiete años 
siguientes (a 1930), hubo 16 leyes o decretos de facultades extraordinarias, que impusieron 
restricciones a la libertad y permitieron una suerte de “dictadura constitucional” durante casi cuatro 


años en total, es decir, aproximadamente el veinte por ciento de ese periodo. Cuando el país no estaba 


bajo régimen de excepción, siempre existía la posibilidad de que el gobierno pudiera recurrir a tales 
medidas, integrándose en la cultura política la amenaza permanente e implícita de pedir facultades 
extraordinarias, de declarar estado de sitio, estado de asamblea o de emergencia... Todos los 
gobiernos radicales, desde 1938 hasta 1952, acudieron varias veces a los regímenes de excepción, es 


decir, a la dictadura constitucional!53, 


Esta generalización no guarda relación con la realidad y tiene el 
inconveniente de aminorar la importancia que tuvo la utilización excesiva de 
este mecanismo por González Videla. Antes de que éste llegara a La 
Moneda, los Presidentes recurrieron en forma excepcional a este mecanismo 
constitucional, lo hicieron por un breve tiempo y con la exclusiva finalidad 
de solucionar una situación que amenazaba la estabilidad política. 

El primer Presidente que empleó estas instituciones fue Juan Esteban 
Montero (PR), elegido en los comicios del 4 de octubre de 1931, quien 
promulgó dos leyes de facultades especiales, la N“ 4.986 del 5 de 
septiembre de 1931, aprobada por un plazo de sólo treinta días, y la N° 
5.103, del 8 de abril de 1932, por un plazo de sesenta días. Ambas fueron 
dictadas en el difícil contexto del restablecimiento de la democracia y para 
aplicarse en la totalidad del territorio, con el objetivo de enfrentar la 
amenaza en contra del sistema político proveniente de sectores del Ejército y 
de grupos políticos que los respaldaban. Estas leyes no pudieron detener los 
movimientos golpistas y Montero fue derribado por un golpe militar, a 
comienzos de junio de 1932154, 

Durante el segundo gobierno de Arturo Alessandri Palma (19321938) se 
dictaron tres leyes y cada una de ellas tuvo causas bastante justificadas. La 
primera Ley N” 5.163 del 28 de abril de 1933, fue aprobada con los votos de 
los parlamentarios de la coalición gobiernista formada por liberales, 
conservadores y radicales, para enfrentar las acciones de los grupos 
socialistas del Partido Nueva Acción Pública, que ponían en peligro la 


democracia. Los socialistas estaban creando las Milicias Republicanas, un 


poder paralelo al de los mulitares, y se temia que se produjeran 
enfrentamientos con los nazis!55, Su vigencia fue de seis meses, pero en la 
práctica su aplicación fue prudente. 

La segunda fue la Ley N° 5.321 del 14 de diciembre de 1933, también 
aprobada por seis meses, y que se justifico por las nuevas acciones 
conspirativas realizadas por los dirigentes socialistas Marmaduke Grove y 
el senador Eugenio Matte, que llevaron al gobierno a relegar al primero y a 
amenazar con pedir el desafuero del segundo. También había preocupación 
por las acciones de los grupos nazis, que se enfrentaban violentamente con 
los comunistas, y las que realizaban los grupos ibañiztas y comunistas 156, 

Por último, tenemos la Ley N° 6.253 del 12 de septiembre de 1938157. Fue 
por un plazo de cuatro meses, a raíz de la ocupación de la Casa Central de la 
Universidad de Chile por el movimiento nazi, el 5 de septiembre, y la 
violenta represión del gobierno, que condujo a la matanza de decenas de 
jóvenes por acción de los carabineros en el edificio del Seguro Obrero. Este 
hecho conmovió al país por la magnitud de la violencia y por ocurrir al final 
de la campaña presidencial, en la que competían los candidatos Pedro 
Aguirre Cerda, abanderado del Frente Popular; Gustavo Ross, apoyado por 
liberales y conservadores; y el general (r) Carlos Ibáñez, que contaba con el 
apoyo de los nazis. Los sucesos condujeron a la renuncia del general Carlos 
Ibáñez, quien tras ser detenido, instruyó a sus electores para que votaran por 
Aguirre Cerda. 

Es interesante revisar las intervenciones en el debate previo en la Cámara 
Baja del diputado González Videla —en esos momentos presidente del PR 
—, quien se opuso al proyecto de ley del Ejecutivo que solicitaba las 
facultades extraordinarias. Sus palabras serían recordadas durante su 


gobierno por los parlamentarios de izquierda opositores de los proyectos de 


leyes que presentó en cinco oportunidades. Gonzalez Videla criticó en duros 


términos su utilización por el Presidente Alessandri: 


Señor, ante la hecatombe nacional provocada por vuestra implacable pasión, para evitar una 
conmoción sangrienta, para que haya paz, orden y tranquilidad, yo os pido con devoción en nombre 
del radicalismo chileno, que por tres veces os llevó al poder y al cual, por tres veces habéis 
traicionado, que imitéis el gesto patriótico de O’Higgins y constitucionalmente hagáis dejación de 
vuestro cargo, antes de que, víctima de vuestras propias arbitrariedades y despotismos, os veáis 
obligado a abandonarlo en la misma forma que el 5 de septiembre de 1924, arrojado por la espada 


noblemente vengadora del Ejército, hoy al servicio de la República y del Pueblo!38, 


Recurrir a los estados de excepción, agregaba González Videla, ponía de 
manifiesto el hecho de que el gobierno era «débil» para enfrentar los 
problemas de orden público, los cuales podrían solucionarse sin poderes de 
excepción, que tenían un alto costo por restringir las garantías individuales y 
podían ser motivo de abusos de la autoridad. Bastaba con utilizar los 


recursos proporcionados por el ordenamiento jurídico: 


Para que pueda dictarse una ley de restricción de las libertades públicas tienen que existir hechos, 
circunstancias tan graves y precisas que demuestren que el Poder Ejecutivo es débil, impotente, 


incapaz de mantener el orden publico!59, 


El entonces enérgico dirigente radical acusaba en duros términos al 
gobierno, diciendo que el objetivo de esas medidas era interferir en la 
campaña presidencial a favor del candidato oficialista, el ex ministro de 


Hacienda, Gustavo Ross: 


También se piden con el objeto de impedir que el acto electoral sea libre, se pretende cometer un 
abuso monstruoso de intervención: terminar con los últimos vestigios de la libertad de prensa, de 
tribuna, de reunión, de propaganda, en pleno período electoral y a menos de 40 días de la elección 


presidencial!60. 


Por su parte, el Presidente Pedro Aguirre Cerda recurrió a los estados de 


excepción sólo en una oportunidad. Con la Ley N° 6.392 del 26 de agosto de 
1939 enfrentó el intento de golpe militar promovido por el general Ariosto 
Herrera, conocido como «el ariostazo». Fue concedido por un brevísimo 
plazo de veinte días, aunque la revuelta fue sofocada el mismo día en que 
debía realizarse, el 25 de agosto. 

Su sucesor, Juan Antonio Ríos, no recurrió a este tipo de facultades 
especiales y se preocupó de regular su aplicación con la Ley N” 7.200 antes 
analizada, aunque ésta planteó nuevas complejidades por las atribuciones 
entregadas a los jefes militares. Tampoco fueron empleadas por el 
vicepresidente Alfredo Duhalde, quien asumió la dirección del gobierno en 
enero de 1946 por la renuncia de Ríos. Duhalde debió hacer frente a huelgas 
que terminaron en graves incidentes que conmovieron al país, pero no 


recurrió a estos poderes de emergencia. 
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Gonzalez Videla rompió esta tradición, porque empleó esta institución de 


manera continuada durante dos años y medio, al igual que lo hizo en forma 


rm 


prolongada su sucesor, el general (r) Carlos Ibáñez. 


El general (r) Ibáñez aplicó en cinco oportunidades el estado de sitio, 
medida que no se puede asimilar a las adoptadas por Montero, Alessandri y 
Aguirre Cerda. El ex dictador tuvo un comportamiento agresivo con el 
movimiento sindical. 

En este capítulo, hemos definido el objeto de estudio y argumentado sobre 
la importancia de la política anticomunista en el desarrollo político del país, 
lo que estimamos indispensable para comprender la evolución del país antes 
de 1973. En el capítulo siguiente, analizaremos la formación del gobierno de 
González Videla, la integración de los comunistas al mismo y las 
condiciones que llevaron al término del gabinete, también integrado por 


liberales y radicales. 


Capitulo 2 


LAS DIFICULTADES DE UN GOBIERNO DE MINORIA 


LA DIFÍCIL ELECCIÓN PRESIDENCIAL DE GABRIEL GONZÁLEZ VIDELA 


La política anticomunista del Presidente Gabriel González Videla no se 
explica sin considerar las dificultades que enfrentó por ser un gobierno 
minoritario, con una menor autoridad y poder en comparación con las 
administraciones que le precedieron. En las elecciones presidenciales del 4 
de septiembre de 1946, apoyado por el PC, obtuvo el 40,1% de los votos, 
superando al candidato de los conservadores y de la Falange Nacional, el 
senador Dr. Eduardo Cruz-Coke, quien alcanzó el 29,7%; al postulante de 
los liberales y los agrario laboristas, el senador Fernando Alessandri, quien 
logró un 27,2%; y al socialista Bernardo Ibáñez, con el 2,5% (cuadro 2.1). 
Este resultado obligó a la elección del Presidente por el Congreso Pleno por 
primera vez desde la caída de la dictadura de Ibáñez en 1931, instancia en la 
cual radicales y comunistas no tenían mayoría. La competencia entre Cruz- 
Coke y Alessandri, hijo del ex Presidente Arturo Alessandri y prestigioso 
catedrático de Derecho de la Universidad de Chile, permitió aumentar la 
votación de la derecha sumando ambos el 56,9% de los votos populares. 

Las condiciones políticas que debe tener un Presidente al llegar a La 
Moneda depende no sólo de la cantidad de votos alcanzados, sino también 
de la cohesión y fortaleza de su partido, así como también del liderazgo que 
consiga en el país durante la campaña presidencial. González Videla, a pesar 


de su reconocido liderazgo en el partido, partió con una base política débil 


al comenzar su mandato. A diferencia de los Presidentes Pedro Aguirre 
Cerda y Juan Antonio Rios, que tuvieron el apoyo cohesionado del 
radicalismo y de una amplia coalición de partidos —el Frente Popular en el 
primero y la Alianza Democrática en el segundo—, González Videla alcanzó 
un apoyo controvertido en su colectividad y contó sólo con el respaldo del 
PC. Fue elegido como candidato presidencial del PR en una elección de sus 
militantes realizada el 28 de abril de 1946, imponiéndose ampliamente 
frente a Arturo Olavarría Bravo (ex ministro del Interior de Pedro Aguirre 


Cerda, quien después se restó a participar en la campaña electoral!). 


Cuadro 2.1 RESULTADOS DE LA ELECCIÓN PRESIDENCIAL DE 1946 


Candidatos y % 
Gabriel González Videla n . 
92.207 j 
(Partido Radical) 192.20 40,1 
Eduardo Cruz-Coke 
(Partido Conservador) 142.441 29,7 


Fernando Alessandri 


(Partido Liberal) — nuko 
(anid Social) =e 25 
fotos Nulos/Blancos 1.525 0.4 
Total Votos 479.310 100 
Abstención 151.947 24 
Total de Inscritos 631.257 100 


Fuente: Cruz-Coke, Ricardo, Historia Electoral de Chile 1925-1973 (Santiago: Editorial 
Jurídica de Chile 1984), cuadro 6.9, p. 103. 


Gabriel González Videla fue elegido en forma unánime candidato 
presidencial en la «Convención de Centro-Izquierda» realizada el 20 de 
julio de 19462, Este evento también aprobó el programa de gobierno, en el 
cual los comunistas tuvieron bastante influencia y que fue definido como de 
izquierda. Incluyó «impulsar una reforma agraria que contemple la 
subdivisión y distribución de los grandes latifundios y tierras baldías, entre 


los inquilinos, medieros y trabajadores agrícolas 3». Además, consideró 


impulsar la sindicalizacion de los campesinos, una antigua propuesta del PC, 
que habia sido rechazada antes por el radicalismo y los partidos de derecha, 
e ignorada por el socialismo. 

En su discurso de agradecimiento a su nominación, González Videla 
afirmó su compromiso de cumplir el programa acordado en la Convención y 
delineó las orientaciones de su administración, poniendo énfasis en que 
respetaría los derechos de los trabajadores: «En mi gobierno no se 
ametrallará al pueblo», concluyo$. 

El senador Elías Lafertte, presidente del PC, habló en nombre de los 
comunistas para expresarle su apoyo, exigiendo la participación de su 
partido en el gabinete y sugiriendo un estilo de gobierno que buscara una 


estrecha relación con el pueblo, apoyándose en la movilización de masas: 


Señor Gabriel González Videla: usted ha prometido cumplir con el programa y ello le será posible 
solamente en la medida en que mantenga y fortalezca los vínculos con las masas, solamente a 
condición de que gobierne con un Gabinete en que tengan participación todos los partidos y fuerzas 
que contribuyan al triunfo de la Democracia, incluyendo en su Ministerio a Ministros del Partido 


Comunista?. 


Lafertte advirtió que no aceptaría concesiones ante la resistencia que 
enfrentaría el cumplimiento del programa de transformaciones 


institucionales, para lo cual contaría con el decidido respaldo de su partido: 


Puede estar seguro el pueblo de que nosotros, los comunistas, como siempre seremos la fuerza 
más combativa para obtener la victoria; pero sabe también que seremos los más inflexibles 
luchadores para exigir sin vacilaciones ni claudicaciones, ni retrocesos, el cumplimiento del programa 


que el pueblo ha elaborado en esta Convención. 


No había consenso en el PR acerca de la conveniencia de pactar con los 
comunistas en los comicios presidenciales. Un grupo de parlamentarios, 


entre los cuales destacaba el senador Florencio Durán Bernales, había 


criticado la alianza electoral con el PC en la Convención de 1944, Como fue 
excluido del Organo superior del partido, el Comite Ejecutivo Nacional 
(CEN), comenzó a distanciarse de la línea oficial y a comienzos de 1946, 
cuando era evidente que habría elecciones presidenciales anticipadas, por el 
delicado estado de salud del Presidente Juan Antonio Ríos, rompió con el 
PR y formó el Partido Radical Democrático, acompañado de tres senadores 
y ocho diputados”, entre los cuales estaba Julio Durán, más tarde senador y 
candidato presidencial del PR en 1964. 

El PR enfrentó los comicios presidenciales en un estado de conflicto con 
el vicepresidente de la República, el senador Alfredo Duhalde (PR), quien 
había reemplazado al Presidente Juan Antonio Ríos. Rompieron con él y se 
fueron a la oposición en señal de rechazo a la acción de las fuerzas de 
seguridad ante una manifestación de trabajadores y estudiantes en la plaza 
Bulnes el 28 de enero de 1946, incidentes en los que fallecieron dos 
personas. 

Duhalde había buscado ser el candidato presidencial del PR, recorriendo 
el país para lograr el apoyo de las bases del partido. Los liberales entonces 
no tenían todavía un candidato presidencial y Duhalde aspiraba obtener el 
apoyo de estos para facilitarle el respaldo de su partido. Fue incluso 
proclamado candidato presidencial por el PS, por una fracción del Partido 
Democrático y por el Movimiento Democrático Radical (el sector que se 
opuso a participar en la elección interna del PR que definió el candidato 
presidencial entre González Videla y Arturo Olavarría Bravo)’. La 
proclamación de Duhalde se produjo cuando se suspendió la convención de 
la derecha, que buscaba definir un candidato común entre liberales, 
conservadores y agrario laboristas, y esperaba que los liberales le apoyaran. 
Sin embargo, proclamado Fernando Alessandri por los liberales, la 


postulación de Duhalde perdió sentido y debió abandonar su aspiración. Los 


radicales democraticos apoyaron la candidatura liberal, firmandose entre 
ellos un «pacto político, electoral y de gobierno»?, y los socialistas 
proclamaron a Bernardo Ibáñez. 

A diferencia de lo ocurrido en las elecciones presidenciales de 1938 y 
1941, esta vez el radicalismo las enfrentó sin el apoyo del Partido 
Socialista, cuyo papel fue crucial para el triunfo en ambos comicios. 
Tampoco contó con el respaldo de la Falange Nacional, que había 
favorecido a Ríos, un aliado de interés para el radicalismo, porque era un 


puente hacia el voto católico, y que en definitiva apoyó a Cruz-Coke. 


LA IMPORTANCIA DEL APOYO ELECTORAL DEL PC EN EL TRIUNFO DE GABRIEL 
GONZÁLEZ VIDELA 


En estas condiciones, el apoyo del PC a la candidatura presidencial del PR 
fue de extraordinaria importancia y se convirtió en un actor decisivo en el 
triunfo electoral, a pesar de su reducido electorado (si bien había crecido en 
votos desde el restablecimiento de la democracia después de la dictadura de 
Ibáñez (1927-1931)). En los comicios presidenciales de 1932, su candidato 
Elías Lafertte había logrado un débil 1,29019, pero en los comicios 
parlamentarios posteriores tuvo más apoyo. En las parlamentarias de 1937, 
en un pacto con los radicales, el PC eligió un senador, Lafertte, y seis 
diputados, recibiendo un 4,2% de los votos. Durante la presidencia de 
Aguirre Cerda se benefició de no haber entrado en el gobierno, manteniendo 
independencia y capitalizando el descontento popular por los problemas 
económicos, lo que le permitió triplicar su votación en los comicios de 
1941; consiguió un 11,8%. 

Su presencia electoral era mayor en las principales ciudades de las 
provincias de Tarapacá y Antofagasta, como también en las localidades 


mineras del salitre y el cobre en el norte y las del carbón en las comunas del 


sur del pais, en Concepción, Lota y Coronel!!. En las elecciones 
parlamentarias de 1945, el PC eligió los dos senadores de Tarapacá y 
Antofagasta: Elías Lafertte, que fue a la reelección; y Pablo Neruda, en una 
lista comunista-radical encabezada por Gabriel González Videla. 

El PC había alcanzado un enorme poder en los sindicatos de la minería, 
aumentando así su influencia política. Ricardo Cruz-Coke lo resumió muy 
bien: «Al controlar en el hecho las directivas de los sindicatos de obreros en 
la minería del cobre, salitre y carbón, no sólo dirigía una masa trabajadora 
de unos 50.000 hombres, sino que podía, eventualmente, paralizar las fuentes 
productoras del 70% o más de las divisas que Chile necesitaba, y de un 
elemento tan esencial a la industria y los transportes del país como es el 
carbón»!?, 

El control que ejercía el PC en los sindicatos de la minería fue posible no 
sólo por la adhesión que logró entre los obreros, sino también por mantener 
una práctica de gran sectarismo en contra de sus competidores en el 
socialismo y en los sectores católicos, recurriendo a menudo a la violencia 
para alcanzar sus objetivos!3. «Al igual que en Europa oriental —escribió 
Paul Drake—, los comunistas aplastaban a sus rivales sindicalistas 
reformistas y socialistas.»!f Esta confrontación fue temporalmente 
suspendida durante la Segunda Guerra Mundial, pero después de ella, el PC 
reinició su ofensiva en contra del socialismo, que culminó en 1946 con el 
quiebre de la Confederación de Trabajadores de Chile (CTCH), entonces 
presidida por un socialista. 

La influencia del PC en 1946 era considerablemente superior a su peso 
electoral y representación parlamentaria por el vacío producido en la 
izquierda a causa del debilitamiento del PS. Por sus conflictos internos, esta 
tienda se dividió en 1944, con el alejamiento de uno de sus fundadores, 
Marmaduke Grove. Grove creó el Partido Socialista Auténtico (PSA), 


mientras que un sector alejado antes del PS, que habia constituido el Partido 
Socialista de Trabajadores bajo el liderazgo de César Godoy Urrutia, se 
incorporó al PC en 194415. En los comicios de 1945, el PS logró elegir sólo 
un senador, Salvador Allende, y apenas cinco diputados, alcanzando un 7,2% 
de los votos, un desplome respecto del 16,8% obtenido cuatro años antes!6. 
El posterior ingreso de los socialistas al gobierno de Duhalde en 1946 
aumentó las dificultades del socialismo. El ministro del Trabajo, del PS, 
tomó enérgicas medidas en contra de los dirigentes sindicales del PC que 
impulsaban huelgas calificadas por el gobierno de políticas. En abril de 
1946 aproximadamente cien comunistas fueron llevados a la cárcel, incluido 
el director de El Siglo!’. El pésimo resultado obtenido por el candidato del 
PS en las elecciones presidenciales de 1946 confirmó la evaluación que 
tenía el PC acerca del debilitamiento del socialismo, cuyo proceso de 
decadencia imparable permitiría al PC llegar a ser el partido hegemónico en 
la izquierda!8, 

Los dirigentes y militantes del PC trabajaron con fuerza en la campaña 
presidencial con la doble finalidad de ayudar al triunfo de González Videla y 
aprovechar la movilización electoral para fortalecerse con nuevos 
adherentes. Este rol decisivo haría inevitable su incorporación al gobierno, 
sin que hubiere pretexto que lo impidiera. González Videla tuvo una enorme 
dependencia de los comunistas en su triunfo electoral, que él pronto olvidó. 
Además, el partido tendría más fuerza para enfrentar los comicios 
municipales de abril de 1947, en los cuales el PC esperaba obtener una 
mayor votación para asegurar la continuidad de su participación en el 
gobierno. 

El protagonismo del PC en la elección presidencial y su posterior ingreso 
al gobierno era un logro muy importante del partido, que había tenido que 


enfrentar la resistencia del director del Registro Electoral, Ramón Zañartu, 


para actuar con su nombre. Zaĥartu, nombrado en 1929 por la dictadura de 
Ibáñez al crearse este organismo, mantuvo la tesis de que el PC no podia 
tener derechos políticos por ser una «asociación ilícita», arguyendo que su 
doctrina «atenta contra el orden social y el orden juridico y constitucional de 
la Republica», de acuerdo a lo establecido en el articulo 292 del Codigo 
Penal. También sostuvo que carecerian de derecho a sufragio las personas 
asociadas o afiliadas al PC. Este planteamiento fue acogido en parte por la 
Ley N° 4.763 de enero de 1930, que modificó el artículo 14 del Decreto Ley 
de Elecciones, en el sentido de que sólo podían participar en las elecciones 
los partidos registrados ante el director del Registro Electoral. Esta norma 
reconoció implícitamente que dicha autoridad tenía la facultad de conceder o 
denegar la solicitud de inscripción. El director del Registro Electoral 
determinó en 1930 que el PC era una asociación ilícita, decisión que 
mantuvo en las elecciones presidenciales y parlamentarias de 1932. De ahí 
que el PC tuvo que recurrir a la inscripción de sus candidatos en las listas de 
otros partidos en las elecciones parlamentarias de 1932, y en las de 1937 
concurrió bajo la denominación de «Partido Democrático Nacional». Esta 
inscripción fue más tarde cancelada por el director del Registro Electoral, y 
en las elecciones de 1941 participó como «Partido Progresista Nacional», 
apoyado por los partidos del Frente Popular!”. 

En noviembre de 1946 el PC pidió al director del Registro Electoral 
reconsiderar la calificación de «asociacion ilícita» y darle el 
reconocimiento de partido político, temiendo en cuenta que era una 
colectividad que formaba parte del gobierno y tenía diputados y senadores, 
petición que fue rechazada. Esta vez el PC apeló al Tribunal Calificador de 
Elecciones, que en sentencia del 6 de enero de 1947 ordenó registrar el 


nombre del partido, lo cual le permitió competir en las elecciones 


municipales de abril de ese aŭo con su denominacion real por primera vez 


en su vida politica de un cuarto de siglo. 


LA ELECCIÓN DE GABRIEL GONZÁLEZ VIDELA POR EL CONGRESO PLENO 


Decíamos que los comicios de 1946 fueron una novedad, porque por primera 
vez desde 1931 el Presidente sería elegido por el Congreso pleno, pues los 
anteriores habían ganado por mayoría absoluta de los votos, exigencia 
establecida por la Constitución de 192520, En los primeros comicios 
presidenciales después de la dictadura de Ibáñez, realizados el 4 de octubre 
de 1931, se impuso ampliamente Juan Esteban Montero (PR), apoyado por 
radicales y liberales, recibiendo un 64% de los votos; en las de 1932, el 
liberal Arturo Alessandri Palma, que contó con el apoyo del PR y 
Demócratas, recibió un 54,6 %; en las de 1938, Pedro Aguirre Cerda (PR), 
apoyado por socialistas y comunistas agrupados en el Frente Popular, se 
impuso con 50,1%, en una elección polarizada con el abanderado de 
liberales y conservadores, Gustavo Ross; y en las de 1942, Juan Antonio 
Rios (PR), también con el apoyo de la izquierda —esta vez reunidos en la 
Alianza Democrática—, y con el respaldo de la pequeña Falange Nacional y 
de un sector de los liberales bajo el liderazgo del ex Presidente Arturo 
Alessandri, recibió un 55,7% de los votos, derrotando ampliamente al 
general (r) Carlos Ibáñez, candidato de liberales y conservadores?!, 

No constituía una novedad que González Videla no tuviera mayoría en el 
Congreso, porque desde 1932 ningún Presidente había logrado controlar 
ambas cámaras, con lo cual tuvieron que organizar gobiernos de coalición 
minoritarios en la practica22. Montero enfrentó un Congreso hostil, que 
contribuyó a impedirle la dificil tarea de regresar a los militares a sus 
cuarteles después de ocho años de participación política, y a la postre fue 


derribado por un golpe militar a comienzos de junio de 1932. Alessandri 


tuvo mayoria parlamentaria durante los primeros tres aĥos de su gobierno, 
apoyado por liberales, conservadores y radicales en una amplia coalición 
para consolidar la democracia en difíciles condiciones, mayoría que después 
perdió cuando los radicales formaron con socialistas y comunistas el Frente 
Popular en 193623. Su mandato terminó opacado por la matanza del Seguro 
Obrero en septiembre de 193824. Aguirre Cerda y Rios no tuvieron mayoría 
en el Congreso, pues era controlado por los partidos de derecha, y como si 
las dificultades no fueran suficientes, no lograron terminar su mandato. 
Había factores institucionales que impidieron a los Presidentes tener 
mayoría en ambas cámaras. Las elecciones presidenciales y parlamentarias 
se hacían en distintos años, de tal manera que el Presidente no podía 
trasladar el respaldo recibido en los comicios a las elecciones legislativas, 
como ocurre cuando las elecciones se hacen simultáneamente. Las 
elecciones al Senado planteaban una dificultad adicional, porque se 
renovaba por mitades cada cuatro años, haciendo prácticamente imposible 
que el Presidente ganara dos elecciones consecutivas para obtener mayoría 
en aquél. El Presidente sólo podía traspasar ese respaldo en las elecciones 
parlamentarias más próximas después de asumir, beneficiándose únicamente 
con la Cámara Baja y pudiendo influir cuanto más en la mitad de los 


miembros de la Camara alta25. 


Cuadro 2.2 RESULTADOS (90) DE LAS ELECCIONES PARLAMENTARIAS DE 
DIPUTADOS, 1925-1957 
1925 1932 1937 1941 1945 1949 1953 1957 
Liberal 32,5 9,4 20,7 14 17,9 17,9 10,9 15,4 
Otros Partidos Liberales  -— 7,8 - — 2,2 1,4 = = 


Conservador 


Tradicionalista eE Eq. 

Conservador Unido - - - -- - - -- 13,8 
Conservador 198 17,2 21,3 17,2 236 21,1 4,3 3,8 
Falange Nacional - -- -- 34 26 39 29 94 
Agrario Laborista — -- -- -- - a3: 152 "ZA 


Otros Partidos/ 

Movimientos ibañistas 

Radical 21,» 17,2. IBZ 219 199 217 133 215 
6 


= = -- -- 0.4 12,4 96 


Otros grupos radicales -- 8,4 = 1,1 - 2,3 06 
Socialista -- -- liZ IGE. “72 -- -- 10,7 
Socialista Auténtico = - — -- 5,6 1,1 — — 
Otros Partidos/ 

— i = ZA: = ZA dO = 
Movimientos Socialistas 
Comunista — — 42 118 10,3 
Otros partidos 26,4 34,4 21 85 107 83 144 7,4 


Fuente: Adaptado de Cruz-Coke, Ricardo, Historia Electoral de Chile 1925-1973. 
LA PERSONALIDAD DEL DR. EDUARDO CRUZ-COKE 


El Congreso pleno podía elegir entre las dos primeras mayorías, Gabriel 
González Videla y el Dr. Eduardo Cruz-Coke, abanderado de los 
conservadores y la Falange Nacional. Los partidos de derecha, Conservador 
y Liberal, obtuvieron una clara mayoría en las elecciones presidenciales, 
56,9%, si se suman los votos recibidos por Cruz-Coke y Fernando 
Alessandri, el candidato de los liberales. Ambas colectividades, además, 
tenían una sólida participación en las dos Cámaras, con 67 diputados y 15 
senadores?6, 

La elección del Dr. Cruz-Coke era posible no sólo porque la Constitución 
lo permitía, sino también porque era una personalidad notoriamente de 
mayor envergadura intelectual y politica que Gonzalez Videla?7. Realizó sus 
estudios universitarios en la Escuela de Medicina de la Universidad de 


Chile y siguió una brillante carrera académica, siendo nombrado muy joven 


profesor titular de Química Fisiológica y Patológica en 1925 y fue designado 
secretario de la Facultad de Medicina en 1931. Por invitación del rector de 
la Umiversidad Católica, monseñor Carlos Casanueva, colaboró en la 
fundación de la Escuela de Medicina en 193028, Atrajo a su cátedra a 
jóvenes de diferentes corrientes políticas con quienes formó equipos de 
investigación, lo que daba cuenta de su gran tolerancia2?. Después, cada uno 
de estos jóvenes tendría un rol muy destacado en el desarrollo de las 
ciencias biomédicas en el país. Entre sus ayudantes se encontraban cuatro 
futuros premios nacionales de ciencia, otros cuatro llegarían a ser 
académicos del Instituto de Chile y dos fueron decanos de la Facultad de 
Medicina3%, Dotado de una notable inteligencia, una memoria poderosísima y 
una excepcional inquietud intelectual, en que la ciencia estaba unida al arte, 
la poesía y la historia, sus clases fueron recordadas con admiración por sus 
alumnos, a los que cautivó por su cultura y sencillez3!. 

Su carrera política había sido breve, pero muy destacada. Durante sus 
años de estudiante de Medicina fue presidente de la ANEC (Asociación 
Nacional de Estudiantes Católicos) e ingresó al Partido Conservador, la 
colectividad de los católicos en esos años. Entró en la política a comienzos 
de 1937, cuando el Presidente Arturo Alessandri lo designó ministro de 
Salubridad al final de su segundo gobierno32, a sugerencia de su hijo Hernán, 
quien también era médico33. Durante los veinte meses de su gestión 
desarrolló una destacada labor, sobresaliendo dos leyes que fortalecieron la 
medicina social: la ley de madre e hijo34, para la protección de la 
maternidad y del recién nacido, y la ley de medicina preventiva35, que tuvo 
un enorme beneficio en la salud de los trabajadores36, Renunció al cargo 
antes de terminar el gobierno como consecuencia de la matanza del Seguro 
Obrero a comienzos de septiembre de 1938, en plena campaña presidencial, 


hecho que irritó al Presidente Alessandri. 


Su desempeño en Salubridad lo convirtió en una figura de prestigio en el 
país, un hecho inédito para un político nuevo que había ocupado una cartera 
sectorial37, Esto fue reconocido poco tiempo después de abandonar el cargo, 
cuando la oposición al gobierno del Frente Popular lo nombró como 
candidato único a senador en las elecciones complementarias por Santiago, 
celebradas el 7 de abril de 1940 por la vacante producida tras la 
incorporación del senador Juan Pradenas al gabinete. Recibió el apoyo de 
conservadores, liberales y de la Falange Nacional, alcanzando un 46,8% de 
los votos, sin lograr ser elegido. 

Sin embargo, fue elegido senador por Santiago en los comicios de 1941, 
sin siquiera hacer campaña, porque tuvo un viaje a los EE.UU., donde fue 
recibido por el Presidente Franklin D. Roosevelt. Como senador, su labor 
fue activa, interviniendo en el debate sobre los grandes temas nacionales y 
fue presidente de la comisión de Salubridad38. Sus notables condiciones 
personales permitieron que fuera proclamado candidato presidencial de su 
partido, teniendo una posición de avanzada social que no era compartida por 
los dirigentes tradicionales de la colectividad, como se verá en el capítulo 6. 
En su candidatura presidencial también fue apoyado por la Falange 
Nacional39 e impulsó una gran campaña con un mensaje socialcristiano que 
cautivó a miles de votantes, especialmente jóvenes, permitiéndoles obtener a 
los conservadores el mejor resultado de su historia en una elección 
presidencial, duplicando el 13,8% de votación que obtuviera su candidato 
Héctor Rodríguez de la Sotta en las elecciones de 1932. Su candidatura fue 
extraordinariamente novedosa en la historia política del país. Por primera 
vez una personalidad renovaba el discurso político con planteamientos 
sustantivos para enfrentar los grandes problemas del país. También tuvo 
consecuencias en el desarrollo del sistema de partidos, favoreciendo a la 


Democracia Cristiana: «Cruz-Coke llevó los ideales socialcristianos de la 


plataforma de la Falange por todo Chile, dandoles mas publicidad que la que 
hubiesen obtenido los falangistas con un abanderado propio o si se hubiesen 


arrimado al carro radical»49. 


EL ACUERDO DE GONZALEZ VIDELA CON LOS LIBERALES PARA SU ELECCION POR 
EL CONGRESO PLENO 


Gonzalez Videla no temió, antes del 4 de septiembre, no alcanzar la mayoría 
absoluta, ni tampoco se planteó ser elegido por el Congreso Pleno, en el cual 
estaba en minoría. En esa situación, en vez de preparar con tiempo una 
alternativa de entendimiento con otros partidos, González Videla se confió 
en su capacidad de movilización electoral para imponerse por mayoría 
absoluta. Sólo al término de la campaña vio incierto este resultado, y en el 
umbral de la elección no controló sus nervios, ni mostró la serenidad y 
prudencia de un político que aspiraba a la presidencia, como se reflejó en su 
amenazador discurso del acto final. Empleó términos alarmantes sobre un 
eventual desconocimiento de su triunfo, buscando un clima político que 
forzara su elección por el Congreso al conseguir la primera mayoría relativa. 
Lo cual implicaba desconocer la norma de la Constitución que entregaba al 
Parlamento la elección del Presidente, en caso de que ningún candidato 


alcanzara la mayoría absoluta: 


A este pueblo triunfante me dirijo ahora para formularle una alerta final: ¡CUIDADO! Ya se 
conoce la magnitud de nuestro triunfo, ya no se discute que la decisión en las urnas ha de ser la que 
proclame mi nombre como el del vencedor. Vuestro candidato ha vencido de antemano; pero 
¡CUIDADO! Que vuestra vigilancia continúe; que no se entibie vuestro fervor; que conservemos 
nuestra decisión de hacer respetar el veredicto que sabemos nuestro... 

Es posible que algunos piensen todavía en que el juego republicano puede alterarse... y que la 
masa ciudadana es capaz de tolerar que se le arrebate su victoria. Para ello, para los que alientan ese 
propósito de torcida intención política... yo digo en este instante: OÍD AL PUEBLO, OÍDLO 
JURAR LA BANDERA DE SU CONVICCIÓN... 


¿Juráis defender con vuestra palabra, con vuestra acción y nuestra sangre el triunfo del pueblo? 


Pueblo de Santiago: ¡Os conjuro a cumplir vuestra promesa! He dichof1, 


González Videla perdió nuevamente la calma la noche del dia de la 
elección, cuando, sabiendo que no había alcanzado la mayoría absoluta, se 
informó de la declaración del Partido Conservador, a través de su 
presidente, Joaquín Prieto Concha, y del Dr. Cruz-Coke, en el sentido de 
buscar el apoyo de los liberales para la elección de éste por el Congreso 
Pleno. En una declaración pública emitida esa noche, bajo el título de 
«Llamado al pueblo», González Videla se lanzó en duros términos en contra 
de su competidor, afirmando que «el candidato conservador pretende 
desconocer el triunfo rotundo de la candidatura de izquierda y aprovecharse 
de su propio dolo para obtener del Congreso Pleno una designación 
arbitraria. (Esto) significa, además, que el doctor Cruz-Coke fue a la 
contienda cívica de hoy con dañada intención». Para presionar al Congreso 
a apoyar su causa, en esa misma declaración González Videla convocó a una 
«Asamblea del Pueblo» para el 8 de septiembre «en presencia de la amenaza 
que estos hechos significan y por la personería y autoridad moral que me ha 
otorgado la victoria de hoy», con la finalidad de «acordar las 
determinaciones que correspondan para que se respete y cumpla el veredicto 
de las urnas». En esta declaración se dirigió a «la Falange Nacional, que 
honradamente creyó en la sinceridad ideológica del señor Cruz-Coke, y a 
todas las demás fuerzas políticas que democráticamente concurrieron a la 
contienda de hoy». Es interesante señalar que González Videla formuló el 
llamado especialmente a los sindicatos de las actividades mineras y del 
transporte que combatiria con singular energía algunos meses más tarde 
desde su gobierno*. 

Es interesante considerar las reacciones de nerviosismo y agresividad de 


González Videla, porque ilustran su carácter, con arranques de ira que le 


llevaban a tomar decisiones sin medir sus dimensiones y consecuencias 
como se ha apuntado anteriormente. No supo esperar el desarrollo de los 
acontecimientos, que iban a su favor. La noche de la elección, la Falange 
Nacional decidió apoyar su elección en el Congreso Pleno, y días después, 
el Partido Socialista adoptó la misma decisión. Su postura era menos 
explicable si se piensa que él podía esperar el apoyo liberal en el Congreso 
Pleno, porque tenía sólidas relaciones personales con dirigentes de esa 
colectividad. Como vimos en el capítulo anterior, cuando fue presidente del 
PR persuadió a los dirigentes de su partido de respaldar la candidatura 
presidencial de Arturo Alessandri en las elecciones de 1932. El radicalismo 
había apoyado a Alessandri en su elección de 1920 e integró el gabinete 
durante algunos años en sus dos gobiernos (1920-1924; 1932-1938). 
Alessandri, por su lado, había respaldado la candidatura de Ríos en 1942, 
cuando el Partido Liberal apoyó la postulación del general (r) Carlos Ibáñez, 
quien había mandado al exilio a Alessandri en 1925. González Videla tenía 
en Alessandri a un poderoso aliado en cuanto era presidente del Senado 
desde 1945. 

Por otro lado, los liberales no estaban predispuestos a apoyar a Cruz- 
Coke por la larga historia de rivalidades con los conservadores, en la cual 
había predominado en aquéllos un veto a que un católico llegara a la 
presidencia. Esto se había manifestado en la convención de las derechas 
convocada para elegir a un candidato común en los comicios de 1946, 
cuando Cruz-Coke apareció como el postulante con mayores posibilidades 
de ganarla46, Arturo Alessandri, además, no le perdonaba a Cruz-Coke que, 
cuando era su ministro de Salubridad, renunciase al gabinete como rechazo a 
la matanza del Seguro Obrero. 

Los liberales hicieron dos exigencias para entregar su apoyo a González 


Videla en el Congreso Pleno: suspender su compromiso electoral de 


impulsar un proyecto de ley de sindicalización campesina e incorporarlos al 
gabinete en igual número de ministros y altos funcionarios que los 
comunistas, para neutralizarlos. 

La sindicalización campesina había sido planteada con fuerza durante la 
campaña presidencial por los comunistas y era una iniciativa que contaba 
con el respaldo de gran parte de los dirigentes y parlamentarios del PR, de 
la Falange Nacional y de sectores de la Iglesia Católica, pues la 
consideraban necesaria para mejorar las pésimas condiciones económicas y 
sociales de los trabajadores del campo*”. Era rechazada por liberales, 
conservadores y un sector del PR integrado por los grandes agricultores del 
sur del país, quienes gozaban de una enorme influencia en la dirección del 
partido48. En una actitud de enorme miopía política, estos sectores todavía 
pensaban que el campo podía mantenerse con la estructura productiva y 
social del pasado, negándose a enfrentar su modernización. El 
anticomunismo servirá después de pretexto para justificar esta ceguera 
política, que da cuenta de una posición política que se puede calificar de 
reaccionaria. 

Legalmente, estaba permitida la constitución de sindicatos en el campo, 
pues era un derecho reconocido en el Código del Trabajo de 1924; pero en 
la práctica fue impedido por el rechazo que hubo desde un comienzo de los 
agricultores y los partidos de derecha y el PR. Éstos consideraban a los 
sindicatos como un peligroso recurso, que alteraría la estabilidad social en 
el campo, necesaria para el desarrollo de las actividades productivas. 
Predominaba en las zonas rurales una amplia paz social, rota por escasas 
movilizaciones campesinas severamente reprimidas%, 

El triunfo del Frente Popular en 1938 había provocado una efervescencia 
en el campo, que fue hábilmente impulsada por militantes del PC, por las 


expectativas de cambio social y económico que representaba el nuevo 


gobierno. La alarma cundió entre los terratenientes y los dirigentes de las 
colectividades de derecha y el sector conservador del PR, forzando al nuevo 
gobierno a detener la constitución de sindicatos agrícolas a través de una 
resolución del Ministerio del Trabajo del 28 de marzo de 193950, La norma 
se aplicó durante toda la administración de Pedro Aguirre Cerda y la de Juan 
Antonio Ríos. 

Los liberales exigieron a González Videla la promulgación de una ley que 
regulara la materia para evitar que, con una nueva resolución, el Ministerio 
del Trabajo autorizara la organización de sindicatos en el campo. Su idea era 
aprobar una ley que hiciera inviable la constitución de dichos sindicatos, 
poniendo exigencias imposibles de alcanzar por los trabajadores. 

La segunda exigencia planteada por los liberales, de entrar en el gabinete 
con igual representación que los comunistas, implicaba no sólo tener el 
mismo número de ministros, sino también un poder de veto en las principales 
decisiones del gobierno. Temían que el Presidente fuera presionado por los 
comunistas a tomar ciertas decisiones o no tuviese la voluntad de frenar las 
iniciativas de sus aliados. Sostuvieron que las resoluciones del Ejecutivo 
debian ser aprobadas con la participación de todos los partidos 
representados en el gabinete. Pusieron una exigencia adicional, en una 
iniciativa que demostraba la desconfianza en González Videla: pidieron que 
los militantes del partido nombrados por el Presidente en el gabinete o en 
otros altos puestos, deberían previamente contar con la autorización («el 
pase») de su junta directiva; así evitarian que el Presidente nombrase a 
personalidades del liberalismo que no compartieran la linea del partido>!. 
Aunque era una práctica corriente que los ministros contaran con la 
aprobación de su tienda, ahora era una señal destinada a limitar el margen 
decisorio del Presidente de la Republica“?. 


Estas condiciones fueron aceptadas por los radicales, lo cual permitió que 


la elección de Gonzalez Videla fuera aprobada por la junta directiva liberal 
casi unánimamente, con 24 votos a favor, un voto en contra —el de Gustavo 
Ross—, y una abstención. 

En la votación del Congreso Pleno, González Videla recibió 134 votos del 
conjunto de los parlamentarios radicales, radicales doctrinarios, liberales, 
socialistas y la Falange Nacional, y Cruz-Coke tuvo 46, los de los 
parlamentarios de su partido y un liberal54. González Videla, por ende, 
partió como un Presidente débil, por la triple condición de tener el apoyo de 
la minoría del electorado —en que el voto comunista fue clave—, ser 
elegido por el Congreso Pleno y por las concesiones que debió hacerle a los 
liberales para llegar a La Moneda. Estas condiciones limitaron sus 
posibilidades de hacer uso de la amplia autoridad y poder presidencial, que 


formalmente le proporcionaba la Constitución. 


LA FORMACIÓN DEL «GABINETE DE UNIDAD NACIONAL» (NOVIEMBRE 1946- 
ABRIL 1947) 


González Videla formó un gabinete de «unidad nacional» para justificar con 
ese título la incorporación de los comunistas al gabinete, acompañado de 
partidos tan diferentes como los liberales y los radicales. El mayor poder se 
concentró en los ministros del partido del Presidente, que recibieron las 
principales carteras: Luis Alberto Cuevas, presidente del PR durante la 
campaña presidencial, fue nombrado ministro del Interior; Raúl Juliet, en 
Relaciones Exteriores; Alejandro Ríos Valdivia fue designado en Educación, 
una cartera muy sensible al radicalismo; y Luis Bossay, en Trabajo. El 
independiente Roberto Wachholtz, en tanto, fue nombrado ministro de 
Hacienda y Economías’. 


Los liberales recibieron tres ministerios: Justicia, encabezado por 


Guillermo Correa Fuenzalida; Defensa, en el cual fue nombrado Manuel 
Bulnes Sanfuentes*°; y Salubridad, a cargo de Fernando Claro Salas. 

Los comunistas también recibieron tres ministerios: el secretario general 
del partido, Carlos Contreras Labarca, fue nominado en la cartera de Obras 
Públicas y Comunicaciones, un Ministerio muy importante por la enorme 
cantidad de recursos que tenía para la construcción de obra de 
infraestructura y del cual dependían importantes servicios, como los 
ferrocarriles y las comunicaciones57, Miguel Concha, un ingeniero 
agrónomo, fue nombrado ministro de Agricultura; y Víctor Contreras, un 
obrero del salitre, en Tierras y Colonización. Contreras Labarca era un 
antiguo dirigente del partido y había estudiado Derecho en la Universidad de 
Chile. La entrega de la cartera de Agricultura a un militante comunista fue 
vista por el PC como una señal de respaldo a sus orientaciones 
programáticas, donde destacaba la sindicalización campesina. También 
puede ser considerado como un señuelo de González Videla, para poner a 
prueba al PC, integrándolo plenamente al cumplimiento de los objetivos del 
gobierno, en una cartera muy sensible políticamente. Así tendría después el 
pretexto para alejarlos del gabinete si se apartaban de la política que 
impulsaría el gobierno. 

En cada una de las carteras, los ministros nombraron colaboradores de su 
confianza, pertenecientes a su mismo partido. Esto fue asumido por el PC 
con especial energía, pues, aprovechando al máximo los recursos existentes 
en los tres ministerios que recibió, designó a numerosos militantes en 
diversos cargos>®. 

Fue un gabinete muy heterogéneo, que no fue acompañado de un acuerdo 
programático, como ocurre en las coaliciones del parlamentarismo, las 
cuales fijan de antemano el programa de orientaciones y decisiones para 


dirimir las diferencias. No era una práctica en los gobiernos de la época 


iniciarse con un programa, selectivamente definido; la costumbre era que el 
Presidente definiría después, junto a sus ministros, las principales líneas de 
su mandato. 

Las diferencias en el gobierno comenzaron muy pronto: no hubo acuerdo 
en el nombramiento de los intendentes y gobernadores, en cuyas 
negociaciones el Presidente se mantuvo al margen59. Estos eran cargos 
políticamente muy importantes por su autoridad sobre los funcionarios 
públicos a nivel territorial. Particularmente, les correspondería ejercer el 
cargo durante las elecciones municipales de 1947, en las que se mostraría el 
apoyo ciudadano al nuevo gobierno y el peso electoral de cada partido. 
Después de un mes de largas negociaciones, el gobierno dio a conocer los 
nombres de los intendentes distribuidos entre los partidos con el mismo 
criterio aplicado en la formación del gabinete. El mayor número recayó en el 
PR, que obtuvo 13 de las 24 provincias que tenía el país, incluyendo a 
Antofagasta, Valparaíso, Concepción y Bío-Bío. Los comunistas recibieron 
cinco intendencias®, que correspondieron a aquellas provincias en que 
tenían una fuerte presencia electoral y gran influencia en el movimiento 
sindical: Tarapacá, Atacama, Malleco, Aysén y Santiago®!. Las provincias 
entregadas a los comunistas confirmaban el criterio de González Videla de 
poner al PC en la difícil tarea de controlar la acción de los sindicatos. Los 
liberales obtuvieron seis provincias, en las que se encontraban las 
principales zonas agrícolas, creando una situación de probable conflicto con 
el PC: Coquimbo, Aconcagua, Colchagua, Talca, Maule y Valdivia. 

El acuerdo de gobierno también se extendió a los nombramientos de los 
consejeros de las instituciones públicas, que le correspondía realizar al 
Presidente. De los 109 consejeros que hemos podido contabilizar, entre las 
diversas instituciones fiscales y semifiscales, los radicales obtuvieron 47 
(43%); los liberales, 25 (23%); los comunistas, 27 (25%), y hubo 10 


pertenecientes a otros partidos o eran independientesó2. Entre las 
instituciones publicas mas importantes, destaca el Banco Central, en cuyo 
consejo los comunistas lograron el nombramiento de uno de los cuatro 
consejeros, el joven abogado Volodia Teitelboim; en el consejo de la 
poderosa Corporación de Fomento de la Producción (CORFO), creada 
durante el gobierno de Pedro Aguirre Cerda y que se preocupa de impulsar 
el desarrollo de la industria, dos de los once miembros fueron comunistas. 
También hubo miembros comunistas en el Consejo Nacional de Comercio 
Exterior, la Corporación de Venta de Salitre y Yodo, el Instituto de Crédito 
Industrial®, en las diversas entidades previsionales (la Caja de Empleados 
Públicos y Periodistas, Caja de Seguro Obligatorio, que atendía a los 
obreros) y en distintas empresas públicas, como la Compañía Electro 
Siderúrgica de Valdivia y la Línea Aérea Nacional. 

Sin embargo, el acuerdo mencionado no se extendió a los consejeros de 
26 instituciones públicas con representantes del Poder Legislativo en sus 
directorios, elegidos por el Congreso Nacional. Los comunistas no lograron 
el apoyo de ningún otro partido y su reducido número de parlamentarios les 
permitió escoger sólo cinco representantes por la Cámara de Diputados y 
ninguno por el Senado®. 

En consecuencia, los comunistas lograron una importante participación en 
el gobierno, con puestos que le proporcionaban bastante poder para llevar 


adelante sus objetivos. 
LA JUSTIFICACIÓN DEL INGRESO DE LOS COMUNISTAS AL GOBIERNO 


González Videla invitó formalmente al PC a participar en su gobierno 
después de los comicios en una carta que envió a Elías Lafertte con ocasión 


de la conferencia del partido realizada el 11 de octubre de 1946. Junto con 


reconocer el importante apoyo del PC en su victoria®, el Presidente electo 


los invitó a participar en el gabinete y señaló: 


... he manifestado mi deseo de que el Partido Comunista integre mi Gobierno con representantes en 
el Ministerio que debe acompañarme en las labores gubernativas... La misma gravedad de los 
problemas que el Gobierno deberá resolver hace indispensable que un Partido como el Comunista, 
auténtico representante del más fuerte sector de la clase asalariada de Chile, esté presente e 


intervenga en la búsqueda de soluciones justas para el bien de la colectividad%6. 


El ingreso de los comunistas al gobierno no sorprendió a la opinión 
pública ni a los dirigentes políticos. Se asumía que, por el hecho de haber 
sido el único partido que había apoyado la candidatura presidencial del PR, 
era inevitable su incorporación al gabinete. Los informes de la embajada de 
Gran Bretaña no pusieron en duda este hecho. Veían en ello, en primer lugar, 
una medida que permitiría a González Videla controlar a la izquierda 
gobiernista®’. Los comunistas, además, pagarían un alto costo por este hecho, 
a la luz de los difíciles problemas sociales y económicos que enfrentaba el 
gobierno y que podrían en definitiva perjudicarlo ante sus electoresó8, En un 
informe con ocasión de la transmisión de mando el 3 de noviembre de 1946, 
el embajador aclaró al Foreign Office que «el principal objetivo (del 
nombramiento de ministros) es para desacreditar a los comunistas y no para 
promover una activa alianza con ellos». Un informe de la Embajada 
británica sobre el comunismo en Chile de comienzos de diciembre de 1946 
confirmaba esta evaluación, señalando que «hay razones para creer que el 
señor González Videla sólo ha incorporado temporalmente a los comunistas 
a su gabinete y está esperando que ellos demuestren que son un problema, 
para permitirse expulsarlos en la primera ocasión»?0, 

González Videla estaba convencido de que la permanencia de los 
comunistas en el gobierno sería limitada en el tiempo y le hizo saber esta 


opinión al embajador británico antes de asumir la presidencia, informándole 


que los sacaria de los cargos apenas se presentara el primer conflicto grave 


con ellos: 


Es perfectamente claro y el Presidente me lo ha dicho personalmente, que su intencion es 
deshacerse de los comunistas tan pronto sea posible. Si acaso sera lo suficientemente fuerte para 


hacerlo, está por verse?!, 


El problema del gobierno será, agregaba el embajador británico, «cuándo 
elegir el momento en el cual los comunistas se habrán desacreditado 
suficientemente como para que surja oposición en las masas de los 
trabajadores chilenos en contra de ellos»72. 

Una apreciación similar existía en la Embajada de los EE.UU. Su 
representante, Claude G. Bowers, cuenta en sus memorias que sostuvo dos 
entrevistas con el Presidente electo sobre este punto, en las cuales le 
tranquilizó dándole a entender que la participación de los comunistas en el 
gobierno «no iba a durar mucho»”3. 

González Videla buscaba neutralizar la posible protesta sindical que los 
comunistas organizaran y hacerles pagar un costo por su permanencia en el 
gobierno, similar a lo ocurrido con el PS al estar en el gobierno de Pedro 
Aguirre Cerda, lo que los llevó a una caída electoral en los comicios de 
1941 y a su posterior ruptura. Dejarlos fuera del gobierno era repetir la 
contraproducente experiencia de sus antecesores haciendo crecer en votos al 
PC y en influencia en el movimiento sindical. Tenía González Videla una 
justificación de corto plazo para gobernar con los comunistas: contar con su 
apoyo para enfrentar las elecciones municipales de abril de 1947, en las 
cuales los candidatos radicales irían en listas comunes con ellos. Sabía que 
su permanencia en el gabinete no sería indefinida y habría más de algún 
pretexto para alejarlos del gobierno en el momento más conveniente. 


La participación de los comunistas no los hizo populares en ningún sector, 


porque fueron muy sectarios con los funcionarios de otros partidos, 
especialmente socialistas, a los cuales desplazaron de sus cargos y hasta 
expulsaron de la administración pública, ayudando a difundir la imagen de 
ser un partido antidemocrático. Al mismo tiempo, acentuaron su presencia en 
el movimiento sindical, actuando con el sectarismo que habían mostrado 
antes, sobre todo en contra de los socialistas. Julio César Jobet, historiador 
socialista, escribió sobre este estilo político empleado por los comunistas 
durante estos meses en que estuvieron en el gobierno, que incluyó la 
expulsión del secretario general del PS, Raúl Ampuero, que trabajaba en la 


fiscalía de la empresa de Ferrocarriles del Estado: 


En una actitud incomprensible, el PC apenas se hizo cargo de su cuota de poder que desató una 
persecución violenta en contra de los socialistas. Su primera manifestación fue la de expulsar a 
numerosos funcionarios de esa filiación de los ministerios bajo su control. Carlos Contreras Labarca 
dio el ejemplo separando de su cargo a Raúl Ampuero Díaz, secretario general del PS, no obstante 
desempeñar una función técnica en calidad de abogado. A continuación desataron una ola de 
violencia en los sindicatos y en las reuniones públicas. El Partido Socialista no hizo caso de las 
provocaciones y luchó con gran tenacidad para mantener la estabilidad, impidiendo las colisiones con 
los comunistas y con quienes trataban de aprovechar el ambiente de sobresalto creado por la 
orgullosa prepotencia stalinista. Resistió numerosas agresiones, en las cuales encontraron la muerte 


valerosos militantes. Estos asesinatos provocaron indignación, pero no llevaron a cometer 


represalias /4, 
EL DÉBIL COMPROMISO DE GOBIERNO POR PARTE DE LOS LIBERALES 


Las diferencias entre los ministros eran demasiado profundas como para que 
se tomaran más decisiones relevantes en el mediano plazo. Las difíciles 
condiciones políticas en que González Videla asumió la presidencia no le 
permitieron arbitrar las discrepancias entre los socios de la coalición. Los 
liberales habían entrado en el gobierno con una finalidad específica: 
neutralizar la acción de los ministros del PC. Estar junto a ministros 


comunistas les provocaba una gran irritación, lo que se tradujo, desde el 


primer día, en el cuestionamiento de aspectos de la política gubernamental; y 
demostraron así su voluntad de alejarse del gobierno tan pronto les fuera 
posible. Plantearon fuertes críticas al programa económico impulsado por el 
ministro Roberto Wachholtz, señalando que no atendería bien los intereses 
de la empresa privada’>. Eran partidarios de iniciativas marcadamente 
liberales, muy distintas de las políticas económicas con la clara intervención 
del Estado que los radicales impulsaron desde que llegaron a La Moneda en 
1938. 

Era evidente la incomodidad de los liberales76. Pocas semanas después de 
constituido el gobierno, el PL dio muestras de disconformidad, planteando su 
voluntad de abandonar el gabinete por diferencias con los radicales en una 
elección complementaria por Valparaíso, negándose a apoyar a un candidato 
de la coalición de gobierno””. La incertidumbre sobre la continuidad de los 
liberales fue recogida incluso por el diario del PR, La Hora, durante las 
primeras semanas del gobierno”. El quid era la sindicalización campesina, 
amenazando con retirarse si no se cumplía pronto y cabalmente el acuerdo 
alcanzado entre ambos partidos’9. El presidente del PR, Alfredo Rosende, se 
quejaba del escaso compromiso como partido de gobierno que mostraba el 
liberalismo. 

También los comunistas tenían la necesidad de justificar su participación 
junto a los liberales, pues estos contradecían su discurso progresista. Sus 
dirigentes y militantes aceptaban la cooperación con los radicales, pero no 
podían mirar con buenos ojos trabajar junto a un partido de derecha. El 
diario El Siglo mostraba los esfuerzos del PC para impulsar políticas 
populares, que no lograban realizarse por la resistencia de sectores 
«reaccionarios» del PL$%, Los liberales eran constantemente criticados por 
el diario del PC, especialmente por sus cuestionamientos a la gestión del 


ministro Wachholtz, que enfrentaba un «chantaje político» por parte de 


aquellos8!, Las críticas iban aún mas lejos, porque no se trata sólo de frenar 
la política económica, sino de sabotear la labor del gobierno®2. 

González Videla no logró estabilizar la coalición de gobierno por la 
rebeldía de los liberales y por el estilo sectario empleado por los 
comunistas, que se presionaban para que se cumpliera el programa a través 
de la movilización de los trabajadores del campo. 

Las críticas de los liberales condujeron a la renuncia del ministro 
Wachholtz, que sólo permaneció algunas semanas en el cargo. El Presidente 
dividió la cartera en Hacienda y Economía, sabiendo de la dificultad que 
enfrentaría para encontrar a una persona de su confianza que asumiera la 
conducción de la política económica. El Ministerio de Hacienda la entregó a 
Germán Picó Cañas, un distinguido empresario y militante del PR, y el de 
Economía, al entonces ministro del Trabajo, el joven abogado radical, Luis 
Bossay. Éste fue sucedido en Trabajo por el demócrata Juan Prádenas. 

Las diferencias en el Ejecutivo entre los ministros de los tres partidos 
también se expresaron en el Congreso. El acuerdo de gobierno no había 
implicado un pacto parlamentario. Los liberales no apoyaron propuestas del 
Ejecutivo respaldadas por los comunistas. La primera de ellas fue el tratado 
económico y comercial con Argentina, resultado de la visita del 
vicepresidente de Argentina a la transmisión del mando el 4 de noviembre 
de 1946. Fue redactado con gran rapidez y tuvo amplios objetivos —fue 
llamado de «unidad aduanera»—. La prisa con que se realizaron las 
negociaciones y se redactó el tratado fue muy criticada por Alejandro 
Magnet, quien escribió que «las negociaciones las llevó adelante el gobierno 
chileno con una rapidez que denotaba una increíble frivolidad»®3. Su texto 
contenía ambiciosos alcances y acuerdos económicos recíprocos que fueron 
justificados por el gobierno chileno como necesarios para asegurar el 


abastecimiento de productos agrícolas que Chile debía importar, y era 


apoyado por los comunistas*4. El tratado en definitiva no prosperó, porque a 
la negativa se unió la desconfianza que había en el gobierno argentino del 
general Juan Domingo Perón, elegido Presidente en octubre de 194685. Una 
segunda iniciativa relacionada con los comunistas fue el nombramiento de la 
delegación de Chile a la transmisión presidencial en Uruguay, integrada por 
un diputado radical y un comunista, moción que fue rechazada, y en su lugar 
se impuso la propuesta de los conservadores$6, Esta votación provocó una 
crisis de gabinete. Los ministros radicales y el demócrata renunciaron a sus 


cargos en señal de protesta, renuncias rechazadas por el Presidente”, 
LA ESTRATEGIA DE PODER DEL PC: LA MOVILIZACIÓN POLÍTICA EN EL CAMPO 


Los comunistas en el gobierno impulsaron una estrategia dual, que irritó a 
sus socios de coalición y al Presidente Gabriel González Videla. Por una 
parte, hicieron pleno uso de los recursos institucionales que controlaban por 
estar en el gobierno y, por otro lado, presionaron desde la base social a 
través de los sindicatos y las organizaciones sociales con demandas 
reivindicativas, actuando de tal manera como si no formaran parte del 
gobierno y estuvieran en la oposición. Esta movilización fue particularmente 
intensa en el campo, favorecida por el control comunista del Ministerio de 
Agricultura, y porque en el programa de gobierno se consideraba la 
sindicalización campesina. Ésta era un área políticamente muy sensible para 
liberales, conservadores y un sector del radicalismo, que apoyaban la 
estructura social existente en el campo y no estaban dispuestos a modificarla 
por iniciativa de los comunistas. Como éstos no sabían del acuerdo entre 
González Videla y los liberales de no cambiar la situación que impedía los 
sindicatos agrícolas, se proponían ser el partido que impulsara la 
organización de los trabajadores del campo, ámbito en el cual los socialistas 


no se habían hecho presentes. También buscaban apoyar con esas acciones la 


campaña de las elecciones municipales de abril de 1947, que esperaban les 
permitiera controlar un buen número de alcaldías, aumentando así su 
influencia en el sistema político. 

Esta estrategia dualista era similar a la empleada por los comunistas en 
Francia, cuando formaron parte del primer gobierno después de las 
elecciones legislativas de 1946, y que les permitió consolidar su posición en 
el movimiento sindical. 

La molestia de los radicales y el Presidente fue grande, pues esperaban 
que los comunistas actuaran de una manera distinta, es decir, frenando y no 
impulsando las demandas sociales, en perjuicio del gobierno. Esta iniciativa 
de los comunistas fue un error, puesto que le dio mayor fuerza a los liberales 
para actuar en su contra y fortaleció en el radicalismo la postura de 
considerar negativa la continuidad del PC en el gobierno. 

Las condiciones económicas y sociales imperantes en el campo eran 
favorables a las acciones del PC. Predominaba una estructura de latifundios, 
escasamente trabajados y de bajísima productividad, obligando a la 
importación de alimentos. La estructura social era tradicional, el patrón tenía 
un poder discrecional sobre los campesinos que vivían en pésimas 
condiciones, eran mal pagados y estaban en una posición que se acercaba a 
la servidumbre. El alto analfabetismo en la población rural excluía a la 
inmensa mayoría de los campesinos del derecho a sufragio, y los 
agricultores podían controlar en el voto de la minoría inscrita en los 
registros electorales a través del cohecho. 

Los comunistas empujaron a los campesinos a exigir aumentos de salarios, 
mejores condiciones laborales y la constitución de sindicatos, sin prever los 
alcances de esta operación política, creciendo el anticomunismo en los 
terratenientes y en los dirigentes de los partidos de derecha y el Radical. 


Estas acciones se desarrollaron con especial energía en las comunas rurales 


de Santiago, Talca, Curicó y Linares, y se tradujeron en concentraciones de 
campesinos, paralización de faenas y declaración de huelgas ilegales88, El 
hecho de que estas acciones se realizaran durante el verano, cuando se 
efectúan las cosechas, alarmó a los agricultores, que temieron sufrir graves 
perjuicios económicos, y algunos que se opusieron provocaron hechos de 
violencia. 

En algunos casos, los campesinos plantearon expropiar los fundos como 
castigo a los agricultores que los castigaban5?. En diversas localidades, los 
agricultores realizaron concentraciones para expresar su rechazo a los 
activistas del PC%, Estos hechos fueron vistos con gran preocupación por la 
derecha y el sector conservador del radicalismo, anticipando que dicha 
tendencia podía extenderse al resto del país, especialmente a las industrias, 
lo cual provocaría daños enormes a la economía del país. 

La prensa entregó una amplia información sobre la movilización en el 
campo y los incidentes producidos por ella, aunque las versiones eran 
distintas según la orientación de cada periódico. Las recriminaciones eran 
recíprocas, los agricultores culpaban a los activistas del PC por los 
incidentes, mientras que los dirigentes de este partido responsabilizaban a 
los primeros?!. 

Los comunistas, a través de El Siglo, describieron una situación en el 
campo dominada por agricultores que se negaban a dar mejores condiciones 
económicas y sociales a los campesinos, impidiendo incluso con armas de 
fuego que los trabajadores expresaran sus legítimas demandas. Los 
agricultores, además, realizarían despidos masivos de trabajadores y 
buscarían crear un clima de violencia que obligara al gobierno a reprimir a 
los trabajadores. Los incidentes serían una consecuencia del 
amedrentamiento por parte de los terratenientes”. Algunos titulares dan 


cuenta de esta línea editorial: 


- «Latifundistas de la provincia de Santiago están despidiendo a destajo a sus obreros»?3, 


- «Los latifundistas continúan desenfrenada persecución contra los campesinos», 

- «Latifundistas sabotean producción agrícola. Despidieron en masa a campesinos de fundo Lanalhue, 
Cañete»9, 

- «Extreman los abusos para impedir sindicalización de los obreros del campo», 

- «Terratenientes de Rengo amenazan a balazos a sus inquilinos para que desistan de un pliego de 
peticiones presentado»?7, 

- «Latifundistas de provincia de Colchagua se valen de trotskistas para amenazar a dirigentes 
agricolas»8, 

- «Latifundistas nazis de Rio Bueno amenazan a balazos a dirigentes de sindicato agrícola»99, 

- «Son 10 los heridos en masacre en el sur» 100, 


- «Intentaron quemar vivos a campesinos» 101, 


Por su parte, El Diario Ilustrado, que pertenecía a los conservadores, 
entregó un cuadro opuesto, presentando las acciones de los campesinos 
como obra de activistas del PC enviados desde Santiago o de las ciudades 
cercanas, para crear un clima artificial que les permitiera ganar votos, 
aunque a costa de impedir las cosechas. También algunos titulares dan cuenta 


de esta interpretación de los hechos: 


- «Dos nuevos conflictos agrícolas se produjeron ayer en la provincia de Talca» 102, 

- «Talca: prosigue la agitación en los campos de los departamentos de Talca y Lontué»103, 

- «San Bernardo: los agricultores denuncian la obra destructiva de los comunistas»104, 

- «Agricultores de zona de Teno y Curicó piden garantías al Presidente de la República contra 
agitación comunista» 105, 

- «Se ha desencadenado activa agitación campesina del P. Comunista en Chimbarongo» 106, 

- «Agitadores comunistas prendieron fuego a una sementera de trigo en el fundo ‘Santa Susana’, en 
Curicó»! 07, 

- «El Presidente del Partido Liberal protestó ayer a S.E. de la agitación que reina en los campos»! 08, 
- «Agitador comunista extrafio a fundo de Cafiete, encabeza huelga abiertamente legal» 199, 


- «Temuco: usando métodos comunistas se apoderaron de terrenos que no les han pertenecido»! 10, 


El diario de los radicales, La Hora, tuvo una posición menos 


comprometida, comprensible por la heterogeneidad de intereses existentes 


en el partido: entre sus dirigentes habia poderosos agricultores, asi como 
también trabajadores urbanos y empleados que eran sensibles al discurso a 
favor de mejoras de salarios y de condiciones laborales en general. 

Esta movilización campesina produjo un considerable aumento de la 
conflictividad laboral, con el incremento de los pliegos de peticiones por 
parte de los trabajadores, de las huelgas y paralización de faenas. Brian 
Loveman ha reunido una amplia información sobre estos conflictos. Si en 
1945 hubo un 7% de aumento de demandas laborales en el campo, ellas 
subieron un 24% en 1946 y a 31% en 1947, alcanzando un total de 384 actos 
de demandas (cuadro 2,3)!!!. Hubo también un aumento de estas demandas 
en los demás sectores de la actividad económica, pues de 883 demandas 
laborales que hubo en 1945 se subió a 1.172 en 1946 y a 1.234 en 1947. 
Pese a que su número absoluto, de acuerdo a la información recibida por la 
Dirección del Trabajo, era muy baja, es importante considerarlo en el 
contexto de la época por la inexistente organización por parte de los 
campesinos. Sin embargo, ese número de conflictos era subjetivamente muy 
alto para los agricultores y los dirigentes de los partidos de derecha, que los 
consideraban como la expresión de una acción revolucionaria, con posibles 
repercusiones en el resto del país. Como consecuencia de las medidas 
adoptadas en los meses siguientes en contra de los campesinos y de los 
comunistas, las reivindicaciones de los primeros prácticamente 


desaparecieron, pues hubo sólo 24 en 1948 y 16 en 1949112, 


Cuadro 2.3 PLIEGOS DE PETICIONES LABORALES REGISTRADOS POR LA 
DIRECCIÓN DE TRABAJO, 1932-1950 


Número total Plicgos de Plicgos de peticiones 
de peticiones peticiones campesinas como porcentaje 
laborales campesinas del total de peticiones laborales 
1932 51 5 10 
1933 172 6 4 
1934 125 6 5 
1935 135 3 2 
1936 187 1 0 
1937 235 3 2 
1938 248 5 2 
1939 652 171 26 
1940 1.130 199 18 
1941 892 115 13 
1942 854 101 11 
1943 980 83 9 
1944 1.110 82 £ 
1945 883 62 7 
1946 1.172 272 24 
1947 1.234 384 31 
1948 878 24 3 
1949 827 16 2 
1950 818 11 l 


Fuente: Loveman, Brian, Struggle in the countryside (Bloomington: Indiana University 
Press, 1976), p. 130. 


La movilización campesina fue rechazada por los ministros liberales, 
quienes amenazaron nuevamente con abandonar el gabinete. Los radicales, 
por su parte, respaldaron al PC, rechazando la postura de los liberales, por 
no cumplir el programa del gobierno!!3. A comienzos de febrero, los 
liberales exigieron la salida de los comunistas del gobierno!!4, anticipando 
un desenlace que se precipitaría con el resultado electoral. La convivencia 
de los comunistas y liberales se hacía cada vez más insoportable. Los 
resultados de la elección municipal de abril les proporcionó a éstos el 
argumento final para marcharse del gobierno, con lo cual provocarían la 
salida del PC. 


RETROCESO EN LA LEY DE SINDICALIZACIÓN CAMPESINA 


Hemos dicho que los liberales exigieron terminar con la contradiccion 
existente entre el reconocimiento de la sindicalización campesina en el 
Código del Trabajo y su suspensión por una resolución del Ministerio del 
Trabajo. Pretendian una ley que hiciera inviable la organización de los 
trabajadores en el campo. Esto se tradujo en un nuevo proyecto de ley, que 
fue aprobado por el Congreso después de las elecciones municipales de 
abril de 1947, con el apoyo de radicales, liberales y conservadores. Esta 
normativa contradijo derechos básicos establecidos por el Código del 
Trabajo y acuerdos internacionales suscritos por el país!!5. Restringia el 
principio de libertad de asociación sindical, pues sólo se podía constituir un 
sindicato en un predio que tuviera más de veinte obreros mayores de 18 
años, cada uno con más de un año de servicios consecutivos en el mismo 
predio y que representaran un mínimo de 40% de los obreros del respectivo 
fundo; y al menos diez de ellos debían saber leer y escribir. En 
consecuencia, se requería que el predio contara con cincuenta obreros, 
limitando la libertad de asociación sindical a un número reducido de fundos, 
con una gran masa de los campesinos excluida por laborar en fundos con un 
número inferior de trabajadores. Tampoco se podía formar un sindicato con 
campesinos de diferentes predios. Los sindicatos eran débiles 
institucionalmente, limitados en el ejercicio de la defensa de los derechos de 
los trabajadores, pues sus directores no gozaban de fuero o privilegio de 
inamovilidad en su trabajo. El sindicato también estaba restringido en su 
patrimonio formado exclusivamente por cuotas, y se dificultaba su 
administración ya que no podía contratar un contador. Por estos motivos, el 
profesor Francisco Walker Linares formuló una severa crítica a la ley, 
señalando que ella «significa un manifiesto retroceso dentro de la avanzada 
legislación social chilena, va en contra de las corrientes sindicalistas 


contemporáneas, no está de acuerdo con los principios básicos del Derecho 


del Trabajo y contradice una convencion internacional del trabajo, ratificada 
sin condiciones por Chile»!!6, 

Una opinión igual de crítica formuló William Thayer Arteaga, quien luego 
fue ministro del Trabajo del Presidente Eduardo Frei Montalva. Afirmó que 
dicha ley «prácticamente establece la imposibilidad de constituir sindicatos, 
se mega el derecho a huelga a los trabajadores del campo (y) es una 
legislación discriminatoria e injusta en contra de un sector de los obreros 
chilenos»!!7, 

La ley consiguió el objetivo buscado por los liberales, al patrocinarla: 
impidió la formación de sindicatos agrícolas. Hasta 1964 sólo se 
constituyeron 42 de ellos, que agruparon a aproximadamente 1.500 
trabajadores. La mayoría se formaron por iniciativas de organizaciones de 


laicos vinculados a la lglesia!!8, 


LAS ELECCIONES MUNICIPALES DE 1947 Y EL FIN DEL GABINETE 


En este contexto político de alta conflictividad social en el campo y de 
tensiones entre liberales y comunistas, se realizaron las elecciones 


municipales el primer domingo de abril de 1947. 


Cuadro 2.4 RESULTADOS DE ELECCIONES MUNICIPALES DE 1944 Y 1947, 
POR PARTIDOS 


du 1944 1947* 
Votos % Votos % 

Conservador 104.378 20,9 111.446 20,1 
Liberal* 71.805 14,4 74.448 13,5 
Radical* 123.138 24,7 110.570 20,0 
Radical Democrático - 27.077 4,9 
Comunista 32.219 6,4 91.204 16,5 
Socialista* 42.250 8,5 49.174 8,9 
Socialista de los Trabajadores 11.050 22 — 

rario 5.523 1,1 -- 
Agrario Laborista 24.755 4,5 
Democrático 45.735 EA, 24.934 4,5 
Demócrata 3.924 0,8 -- 
Falange Nacional 15.533 3,1 18.570 3,4 
Independientes 42.879 8.6 19.900 3,6 
Total 498.434 100 552.034 100 


* Elección de 1947: Suma de Partidos Liberal y Liberal Progresista; Socialista y Socialista 
Auténtico. 

Fuente: Dirección del Registro Electoral y Cruz-Coke, Ricardo, Historia Electoral de 
Chile 1925-1973. 


Los radicales fueron en listas conjuntas con los comunistas, como lo 
habían hecho desde la constitución del Frente Popular una década antes. Los 
resultados no mostraron cambios electorales significativos, con la excepción 
del fuerte aumento de los comunistas, que recibieron el 16,5% de los votos, 
eligiendo 187 regidores (Cuadro 2.4). Un considerable incremento respecto 
de la anterior elección comunal de 1944, cuando obtuvieron un 6,4%, con 
sólo 65 regidores. Los liberales bajaron un punto, 13,5% frente al 14,4% 
alcanzado en los comicios municipales de 1944, y lograron un número 
similar de regidores, 274 y 272 respectivamente. Sin embargo, interpretaron 
el resultado como un claro retroceso al compararlo con el de los comunistas. 
Los radicales bajaron su votación, 20%, frente al 24,7% obtenido tres años 
antes, eligiendo muchos menos regidores, 325 frente a los 453 de la anterior 
elección. Sin embargo, esta disminución del radicalismo se explica por la 
división con los radicales democráticos, que en las elecciones de 1947 


obtuvieron un 4,9% de los votos, con 85 regidores. Los conservadores 


lograron repetir el apoyo electoral, alcanzando un 20,2%, escogiendo 381 
regidores, un aumento frente a los 340 de 1944. El PC había triplicado su 
votación y el número de regidores, y se convirtió en la tercera fuerza 
política, detrás de conservadores y radicales. Pudo elegir trece alcaldes, 
destacando las ciudades capitales de provincia, como Iquique y Antofagasta, 
así como también las comunas mineras de Machalí (Sewell), Coronel, Lota y 


Curanilahue!9, 
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Cuadro 2.6 VOTACIÓN COMUNISTA POR PROVINCIAS EN LAS ELECCIONES 
MUNICIPALES DE 1947 


2 3 4 5 
Total 96 parti- Total % votos co- 


1 
Provincia Total A E 
= = votos cipacion votos munistas sobre 

inscritos sE : ae 
emitidos electoral comunistas votos emitidos 


Tarapaca 15.018 11.624 77,40 4.225 36,35 
Anto: 24.957 18.767 75,20 9.162 48,82 
Atacama 10.196 8.019 78,60 2.007 25,03 
imbo 24.855 20.977 84,40 4.332 20,65 
Aconcagua 16.780 14.708 87,70 1.771 12,04 
Valparaíso 62.646 54.707 87,30 6.757 12,35 
Santiago 197.084 158.197 80,30 26.667 16,86 
O'Higgins 29.568 25.534 86,40 3.775 14,78 
Colchagua 16.310 14.121 86,60 1.375 9,74 
Curicó 9.797 8.540 87,20 977 11,44 
Talca 18.698 15.999 85,60 2.477 15,48 
Maule 10.185 8.965 88,00 948 10,57 
Linares 15.599 13.821 88,60 1.243 8,99 
Nuble 24.980 21.883 87.60 1.303 5,95 
Concepción 38.725 35.597 91,90 9.510 26,72 
Arauco 8.435 7.635 90,30 2.884 37,77 
Bio-Bio 14.426 12.343 85,60 1.750 14,18 
Malleco 16.394 14.700 89,70 910 6,19 
Cautin 31.785 27.135 85.40 2.747 10,12 
Valdivia 23.152 21.127 91,30 2.796 13,23 
Osorno 12.658 10.916 86,20 888 8,13 


Total República 657.485 552.034 84,00 91.204 16,52 
Fuente: Elecciones Municipales. Tomo II. 1944-1956, pp. 227-249 (Registro 
Electoral). 


La votación de los comunistas fue bastante superior en aquellas provincias 
en que tenían una fuerte participación en sindicatos, como Antofagasta, 
donde alcanzó 48,8%; Arauco, 37,7%; Tarapacá, 36,35%; Concepción, 
26,7%. El triunfo en Santiago fue enorme, lo que les permitió convertirse en 
el principal partido, superando estrechamente a los conservadores!20, La 
votación comunista fue altísima en las comunas mineras, como Lota, 81,69% 
y Coronel, 68,11%. Confirmaba así el predominio incontrarrestable del PC 
en la zona del carbón, una de las principales preocupaciones del gobierno. 
En las doce comunas mineras del norte, en Sewell y en las del sur del país, 
el PC alcanzó un 60,59% de los votos. 


Como el PC no presentó candidatos en nueve de las 24 provincias, donde 
apoyó a los candidatos del PR, su electorado potencial era aún superior. El 
PC difundió ampliamente su triunfo y lo interpretó como un rechazo a la 
campaña anticomunista impulsada por los partidos de derecha!2!. Para 
acallar las denuncias de los liberales de que el aumento comunista se debía a 
que los radicales se habían visto perjudicados, el PC aclaró que su victoria 
no había sido a costa de los partidos aliados, pues el PR había mantenido su 
porcentaje electoral!22. Sin embargo, como acertadamente anotó Tomás 
Moulian, para los comunistas «se trató de una victoria a lo Pirro. Esa 
peligrosidad electoral y ese desborde en la movilización de masas jugaron el 
papel de la excusa!23», 

El alto apoyo recibido por el PC alarmo al director del Registro 
Electoral, Ramon Zaĥartu, quien habia mantenido una firme postura 
anticomunista. Sostuvo que esa votación, reproducida en las elecciones 
parlamentarias de 1949, le permitiría al PC elegir treinta diputados, lo que 
lo convertiría en el principal grupo parlamentario. Zañartu dio cuenta de este 
peligro al Presidente y a los dirigentes de los partidos para que tomaran 


medidas en contra del PC, como lo reconoció posteriormente: 


El resultado de estas elecciones (de 1947) tuvo el bien, para el país, de producir alarma pública del 
poderío político y electoral del Partido Comunista, que habría podido depararle la posibilidad de tremta 
asientos en la Cámara de Diputados para las siguientes elecciones de Congreso Nacional de marzo 
de 1949124 


Los liberales encontraron en esta elección el pretexto que buscaban para 
abandonar el gobierno, renunciando sus ministros por considerarse 
gravemente perjudicados al colaborar en un gabinete con los comunistas!?5, 

Los comunistas, por su parte, defendieron la continuidad de la coalición 
de gobierno y justificaron su permanencia en el gabinete como una medida 


necesaria para el éxito de aquel!26, Explicaron el paso dado por los 


liberales por la presión de EE.UU., que rechazaba la participación del PC en 
el gobierno!?7, Sin embargo, pusieron sus cargos a disposición del 
Presidente, para evitar que éste les pidiera la renuncia y perjudicara la 
relación con González Videla. El PC explicó la salida de sus ministros del 
gabinete «por la presión ejercida al Primer Mandatario por la oligarquía y el 
imperialismo»!28, Su alejamiento no significó que el PC hubiera abandonado 
el gobierno, sino que siguió participando activamente a través de los 
intendentes, gobernadores y los consejeros de las entidades fiscales y 
semifiscales. 

González Videla no dramatizó la renuncia de los liberales, ya que esa 
decisión le permitía alejar a los comunistas del gabinete. Entonces explicó 
su Incorporación al gobierno como una medida excepcional por las 
particulares condiciones en que fue elegido!29. Pocos dias después de las 
elecciones municipales formó un gabinete que calificó de provisorio, con la 
finalidad de constituir uno definitivo, que incluyera a los liberales!30, Este 
gabinete provisorio fue respaldado por su partido!31, que en la XVII 
convención realizada entre el 6 y el 8 de junio reiteró su apoyo al gobierno, 
reafirmándose como colectividad de izquierda, decisión que podía ser 
interpretada como una negativa a cooperar con los liberales!32. Sin embargo, 
el presidente del PR, Alfredo Rosende, señaló que no pondrían obstáculos a 
los partidos que integraran la próxima combinación ministerial, pues lo 
esencial era la labor del gabinete y la mayoría parlamentaria que tuviera!33. 

El retiro de los ministros comunistas no significó el rompimiento con el 
partido, pues González Videla hizo público su interés en que el PC siguiera 
colaborando con el gobierno. Lo dijo con motivo de la Asamblea Nacional 
del PC realizada el 22 de mayo, a través de una carta de saludo, en la cual 
reiteró su reconocimiento al apoyo que esta colectividad le brindaba a su 


gobierno, y le expresó su aspiración de que continuaran apoyándolo: 


Estoy seguro de que el Partido Comunista seguira prestando al Gobierno el apoyo de toda su 
influencia patriotica para la realizacion de la politica nacional, contenida en mi Programa de Gobierno, 


y que estoy ejecutando, a pesar de las enormes dificultades de todo orden con que es preciso luchar 
134 


El PC reafirmó en este evento su voluntad de seguir ayudando al gobierno, 
declarando que «apoyará al Presidente de la República en todo lo que 
signifique cumplimiento del programa del 4 de septiembre»!35, 

En las semanas siguientes, González Videla se esforzó por constituir un 
gabinete con una amplia base parlamentaria, invitando a liberales, 
conservadores, socialistas y  democraticos!136, Inicialmente, los 
conservadores y liberales aceptaron la invitación, en el entendido de que los 
comunistas deberían abandonar todos los cargos que todavía ocupaban en el 
gobierno!37, El Partido Conservador exigió la «eliminación de las 
Intendencias, Gobernaciones y jefaturas de servicios públicos de elementos 
del PC»138, En ese contexto, surgieron voces en el partido de actuar en forma 
enérgica contra los comunistas y poner al PC fuera de la ley, propuesta que 
fue rechazada por el presidente de la colectividad, el senador Horacio 
Walker139, 

Los liberales no estaban interesados en ingresar al gobierno por el temor 
de que se vieran perjudicados y sufrieran un debilitamiento con graves 
consecuencias electorales en las elecciones parlamentarias de 1949. 
Prefirieron mantener su independencia y apoyar al gobierno desde el 
Congreso, con la libertad de determinar los proyectos que respaldarían. No 
hicieron explícita su negativa a entrar al gabinete, sino que la dieron a 
entender de manera indirecta, exigiendo las importantes carteras de 
Hacienda y Economía y propusieron el nombre del ministro: Gustavo Ross. 
Esta era una exigencia inaceptable para el Presidente, pues Ross tenía la 


imagen de un hombre de negocios con ideas muy conservadoras y él mismo 


no olvidaba que fue responsable de su derrota en las elecciones 
complementarias de 1936140, 

La negativa de los liberales de entrar al gobierno arrastró a los 
conservadores, que tambien declinaron formar parte del gabinete. Gonzalez 
Videla se encontraba sólo con el apoyo de su partido cuando recién estaba 
en el primer año de su mandato, de un periodo de seis años, y con una 
minoría en el Congreso. Sin embargo, no había perdido su capacidad de 
iniciativa política para cambiar esta situación y constituir un gobierno con el 
respaldo de la mayoría en el Parlamento que le permitiera gobernar. La 


política en contra de los comunistas fue el camino utilizado para ello. 


Capitulo 3 


LA RUPTURA DE GABRIEL GONZÁLEZ VIDELA CON LOS 
COMUNISTAS 


LA POLÍTICA DE ESTADOS UNIDOS HACIA EL GOBIERNO DE GONZÁLEZ VIDELA 
CON LOS COMUNISTAS 


Las causas que llevaron a Gabriel González Videla a impulsar la política en 
contra de los comunistas —que él llegó a calificar en algunos momentos 
como «guerra»— se encuentran en factores de política nacional y no en la 
presión externa del gobierno de los EE.UU., como los comunistas lo 
explicaron en su momento y todavía hoy lo consideran algunos analistas 
porque coincidió con el comienzo de la guerra fría. Indudablemente, el 
gobierno de los Estados Unidos no podía permanecer indiferente al hecho de 
que Chile fuera el primer país en América Latina en admitir comunistas en el 
gobierno; pero es una cuestión distinta atribuirle al poderoso país del norte 
la política asumida con tanta vehemencia por las autoridades chilenas. Ello 
supondría desconocer el impacto de las causas internas y la decisión 
personal de González Videla. No puede sorprender que las autoridades 
estadounidenses miraran con ojo crítico la participación de los comunistas 
en el gobierno y no estuvieran dispuestas a autorizar los créditos solicitados 
por el gobierno chileno en un contexto económico difícil. Pero esa decisión 
es muy distinta para exigir la expulsión de los comunistas y apoyar 
posteriormente su persecución. 


Un minucioso examen de la documentación del Departamento de Estado 


hecha por Andrew Barnard, historiador británico, le llevó a concluir que la 
presión del gobierno de los EE.UU. no fue la causante de la política 
anticomunista de González Videla, sino que «fueron claramente imperativos 
de la política interna la causa determinante de la ruptura con el PC»!. 
Barnard fue aún más lejos, sosteniendo que la ofensiva en contra de los 
trabajadores del carbón y la proscripción del PC un año más tarde «fue 
diseñado primeramente para convencer al gobierno norteamericano del 
compromiso de Gonzalez Videla con la cruzada anticomunista»?. 

Los norteamericanos sabían, como lo vimos en el capítulo 2, que la 
participación comunista sería transitoria, así se lo había dicho el Presidente 
al embajador Claude G. Bowers. Por lo cual el gobierno estadounidense no 
estaba interesado en precipitar su salida del gabinete3. Sin embargo, no se 
puede sobredimensionar el impacto de esta promesa, porque en el 
Departamento de Estado no había confianza en que González Videla 
cumpliera con su palabra. Lo consideraban un político oportunista, que 
podía encontrar otras alternativas que le permitieran mantener la alianza con 
los comunistas. 

Las autoridades estadounidenses encontraron un buen pretexto para 
distanciarse del nuevo gobierno chileno, sin aparecer cuestionando la 
participación comunista en el mismo, en la huelga legal que se declaró a 
fines de 1946 en la mina de cobre de Sewell, perteneciente a la empresa 
norteamericana Kennecott Corporation“ y atribuida a una acción del PC. En 
efecto, en noviembre el subsecretario de Estado norteamericano, Spruille 
Braden, impuso un embargo informal a todos los créditos a Chile. Si bien es 
cierto que este embargo fue cuestionado por altos funcionarios del 
Departamento de Estado por considerarlo inoportuno e ineficaz, en la 
práctica fue una clara señal al gobierno chileno y funcionó incluso después 


de que se arregló el conflicto de Sewell a entera satisfacción de la 


compañía, en enero de 1947. Braden se preocupó de que ningún banco 
respondiera favorablemente las demandas de créditos solicitadas por el 
gobierno chileno, entre otros, al Banco Internacional de Reconstrucción y 
Desarrollo>. Esta situación varió sólo después de que González Videla 
iniciase la cruzada en contra de los comunistas en octubre, tras ocupar 
militarmente la zona del carbón y romper relaciones con los países 
comunistas. 

Durante la visita del Comandante en Jefe del Ejército, general Guillermo 
Barrios Tirado, a los EE.UU., realizada en marzo de 1947 por invitación del 
Departamento de Guerra, un viaje autorizado por el Presidente González 
Videla, las autoridades norteamericanas no le manifestaron su opinión sobre 
los comunistas en el gobierno. Fue el embajador chileno en Washington DC 
quien le dio a conocer la postura de la administración estadounidense sobre 
el asunto. Le expresó «la desfavorable opinión que el gobierno 
norteamericano tenía del nuestro por la participación del comunismo en el 
gobierno. Tenía el convencimiento de que Chile nada obtendría de los 
EE.UU. mientras no se cambiaran los rumbos y no hubiera decisión para 
incorporarse en la órbita de las democracias. Me pidió que a mi regreso al 
país representara al Presidente nuestra precaria situación internacional. ..»6. 

La presencia de los comunistas en el gobierno produjo inquietud entre los 
militares chilenos, sin que trascendiera a la opinión pública mientras 
formaron parte del gabinete: había sido una decisión del Presidente que los 
uniformados no podían cuestionar por el celo de respetar la autoridad del 
Primer Mandatario. Sin embargo, después de su salida del gabinete, se 
conoció la molestia de los militares hacia los comunistas, puesta de 
manifiesto a través del general Jorge Carmona, jefe del Estado Mayor del 
Ejército, ante un cuestionario del semanario Ercilla”, donde realizó 


afirmaciones sobre el peligro mundial del comunismo. Sus términos fueron 


calificados por el general Guillermo Barrios Tirado como una «apreciación 
serena, bien medida y cierta, pero inoportuna e impolítica, porque en esos 
momentos el comunismo integraba el gobierno». 

El factor internacional estuvo presente, pero adquirió especial 
significación por una constelación de factores internos, los que en definitiva 


tuvieron mayor incidencia. 
LAS CONDICIONES ECONÓMICAS Y SOCIALES DE LOS TRABAJADORES DEL CARBÓN 


González Videla justificó su política anticomunista en un supuesto plan 
sistemático del PC, destinado a dañar gravemente la economía nacional y 
debilitar las bases de la democracia. Ese peligro «inminente» debía ser 
enfrentado con energía y rapidez, empleando todos los medios 
institucionales. Sin embargo, el hecho real era la protesta de los trabajadores 
de los yacimientos de carbón de Lota, que recibían bajísimos salarios y 
vivían en pésimas condiciones. Es necesario tener presente esta realidad 
para comprender el trasfondo de la protesta laboral y la reacción del 
gobierno?. 

La principal explotación de este mineral estaba en Lota y pertenecía a la 
Compañía Carbonifera e Industrial de Lota, una empresa privada, con 
aproximadamente 10.000 obreros, de los cuales 7.000 trabajaban en el 
interior!9, Lo hacían en muy difíciles condiciones durante 11 horas diarias 
bajo tierra. Si bien la jornada laboral era de ocho horas consecutivas, con 
interrupciones de algunos minutos para alimentarse, debían viajar más de 
una hora para llegar a la faena, a varios kilómetros de distancia de las boca- 
minas, y necesitaban de un tiempo similar para volver a sus casas. El trabajo 
era bajo el nivel del mar, en túneles de baja altura, con alta temperatura y 


malas condiciones de seguridad. Con frecuencia se producían accidentes por 


derrumbes en los túneles y por explosiones producidas por los gases 
emitidos por el carbón, con muertes y heridos. 

Los mineros vivían en casas minúsculas de dos piezas para una familia 
con hijos, lo que daba lugar a un hacinamiento que dañaba la calidad de vida 
y producía una increíble promiscuidad frente a los niños. Una encuesta hecha 
en Lota y aplicada a 3.500 personas dio como resultado un promedio de 5,1 
personas viviendo en un dormitorio y 2,2 personas por cada cama. En esas 
condiciones, la pieza principal servía de comedor, cocina, sala de estar y 
dormitorio. Del total de 3.498 viviendas consideradas en el estudio, sólo 
428 eran higiénicas, 1.470 eran insalubres y 1.600 inhabitables!!. 

Los solteros vivían en barracas, en muchos casos compartiendo la misma 
cama (hecho conocido como las «camas calientes») por trabajadores que 
laboraban en distintos turnos. En ese ambiente social deprimido, el 
alcoholismo se encontraba ampliamente propagado, constituyendo una 
manera de escapar, como adujo el senador Eduardo Cruz-Coke en un 
discurso en 194212, Las condiciones de sanidad eran inexistentes, 
difundiéndose todo tipo de enfermedades. La principal causa de muerte en 
Lota era la tuberculosis (18%) y bronconeumonias (25%)!3. 

El general Pinochet recuerda las condiciones de vida en Coronel cuando 
estuvo bajo zona de emergencia, adonde había sido trasladado después de 


cumplir su destino en Pisagua: 


El cuadro que más me afectó fue el estado de las poblaciones de los mineros, sus lugares de 
descanso y la forma como vivían. Era tal el estado de abandono, desidia y miseria en que se 
encontraban estos trabajadores chilenos, que producía irritación y amargura. Era el caldo de cultivo 


para los comunistas de la zona!4. 


Dichas condiciones explican el fuerte apoyo que lograron los comunistas 
para controlar los sindicatos, a las cuales hay que agregar su politica de 


exclusión de otros partidos. El PC, además, recibía un gran apoyo en las 


elecciones, lo que se confirmó en los comicios municipales de 1947, al 
elegir a los alcaldes de Lota y Coronel. Nunca el gobierno negó las difíciles 
condiciones en que vivían los trabajadores y las familias de la zona del 
carbón, ni tampoco los dirigentes de los partidos de derecha lo 
desconocieron. Sin embargo, había visiones muy distintas para identificar 
sus causas y definir las alternativas de solución, impidiendo una política 
decidida para enfrentar los problemas económicos y sociales que aquejaban 


a esos trabajadores. 
EL COMIENZO DE LA «GUERRA» EN CONTRA DE LOS COMUNISTAS 


La ruptura de González Videla con los comunistas se produjo por un hecho 
puntual: un paro de los choferes y cobradores de locomoción colectiva de 
Santiago, efectuado el 12 de junio de 194715. Concluyó con graves 
incidentes en la vía pública y la intervención de carabineros, dejando un 
saldo de cuatro muertos y veinte heridos!® Estos incidentes no fueron más 
graves que los ocurridos en anteriores sucesos huelguísticos, como los de la 
Plaza Bulnes un año antes, pero ellos fueron utilizados por González Videla 
como el pretexto que estaba buscando en contra del PC. Sorpresivamente, 
los comunistas aparecieron ante sus ojos como un partido irresponsable, que 
buscaba dañar el sistema democrático. Por primera vez se pronunció 
públicamente en contra del PC, acusándolo de ser el responsable de los 
desórdenes y de emplear la violencia!”. Para hacer más visible la gravedad 
de los hechos, declaró el estado de zona de emergencia en la provincia de 
Santiago, por lo cual se prohibieron las manifestaciones politicas!8. La 
enérgica reacción de González Videla fue respaldada por los partidos de 
oposición, por el PR y por la Confederación de Trabajadores de Chile 


(CTCH), bajo conducción socialista, que también culpó a los comunistas por 


los hechos de violencia (declaración que daba cuenta de las relaciones 
conflictivas entre socialistas y comunistas). 

La huelga y la reacción del gobierno fueron discutidas ampliamente el 18 
de junio en ambas Cámaras del Congreso. En la Cámara baja intervinieron el 
diputado conservador Héctor Correa Letelier!” y el comunista Ricardo 
Fonseca20, El primero celebró las declaraciones de González Videla en 
oposición al PC, deseando que ellas fueran el comienzo de una política 
sistemática en contra de ese partido: «La Nación chilena espera que esas 
duras y justas palabras no sean la resultante de un momento de transitoria 
indignación, sino que sea el comienzo de una acción enérgica, meditada y 
progresiva que elimine el fascismo rojo internacional de la Administración 
Pública, y que libere a la masa obrera chilena de su implacable tiranía». 

Fonseca, el portavoz de su colectividad en la Cámara, destacó que la 
huelga había sido un movimiento justo, reivindicatorio y con un fin 
puramente económico. Criticó las declaraciones formuladas por el 
Presidente en contra de su partido, lamentándolas especialmente porque 
había sido un aliado político: «¿Cómo es posible que el señor González 
Videla nos haya dicho, ahora, que nuestra huelga “está propiciada por los 
comunistas”? Cuando era candidato afirmó que nuestras peticiones eran 
justas. No nos llamó entonces comunistas». 

En el Senado habló Pablo Neruda a nombre del PC, elegido senador en la 
misma lista con González Videla y jefe nacional de propaganda de su 
campaña presidencial. Neruda formuló una moderada crítica a González 
Videla (el PC todavía formaba parte del gobierno), aunque sus palabras no 
podrían ser del agrado de éste. Recordó que el triunfo del 4 de septiembre 
de 1946 se lo debía al apoyo recibido por el partido que ahora condenaba y 
con sus declaraciones y actos estaba violando el compromiso asumido en la 


campaña presidencial de llevar adelante un programa progresista?!. 


Manifestó su preocupación por el ambiente anticomunista que existía en el 
país y cuestionó la veracidad de las declaraciones del Presidente, al 
responsabilizar a su partido por el paro de los microbuseros. Señaló que de 
los tres mil trabajadores de autobuses y micros, sólo setenta pertenecían al 
PC, y que únicamente cuatro de los once miembros de la directiva eran 
comunistas. El discurso de Neruda demostraba el interés del PC de no 
escalar el antagonismo con el gobierno, haciendo un llamado a la unión de 
las fuerzas progresistas, especialmente con el radicalismo. Las palabras de 
Neruda tuvieron mayor impacto que las pronunciadas por el diputado 


Ricardo Fonseca, por su enorme prestigio nacional e internacional22. 
EL CAMBIO EN EL CONTEXTO INTERNACIONAL 


Las declaraciones formuladas por Gonzalez Videla en contra de los 
comunistas se deben analizar en el nuevo escenario internacional producido 
como consecuencia del agravamiento de las relaciones entre EE.UU. y la 
Unión Soviética: comenzaba entonces la «guerra fria» que dominará la 
política internacional por las siguientes tres décadas. 

A comienzos de 1947, Gran Bretaña pidió ayuda a EE.UU. para enfrentar 
la amenaza de los comunistas en Grecia, receptores de una considerable 
ayuda económica y militar de la Unión Soviética en la guerra civil posterior 
a la caída de la monarquía en 1945. Los comunistas griegos habían tenido un 
importante rol en la resistencia en contra de la ocupación alemana, ganando 
influjo en la población. La Unión Soviética, además, presionaba por alcanzar 
una mayor influencia en el estrecho de los Dardanelos, limitando con ello el 
tránsito marítimo de Turquía y también buscaba ganar influencia en Medio 
Oriente, particularmente en Irán. El subsecretario de Estado norteamericano, 
Dean Acheson, afirmó que existía el peligro de que el conflicto en Grecia y 


Turquía se expandiera al resto del Medio Oriente, a Egipto, al norte de 


África, y llegara hasta Europa a través de la participación de los comunistas 
en los gobiernos de Italia, Francia y Bélgica. Temía que los votantes 
europeos apoyaran a los comunistas en las elecciones, especialmente cuando 
los países enfrentaban las difíciles tareas económicas y sociales de la 
reconstrucción, al cabo de la Segunda Guerra Mundial. No descartó que 
buscaran tomar el poder como lo habían hecho en varios países de Europa 
del Este23, 

El Presidente Truman planteó una nueva política exterior de su país, 
conocida como de containment 24, en un discurso ante el Congreso el 12 de 
marzo de 1947. Propuso entregar una importante ayuda económica para 
defender «a los pueblos libres que resisten los intentos de sometimiento por 
grupos armados minoritarios, o por presiones externas». Pocas semanas 
después, EE.UU. anunciará un ambicioso plan de ayuda económica a los 
países de Europa Occidental, el European Recovery Plan, por intermedio 
del secretario de Estado, el general (r) George Marshall en un discurso en la 
Universidad de Harvard; el llamado Plan Marshall de cara a la postguerra?5. 

La mayor preocupación acerca del poder de los comunistas estaba puesta 
en Francia, donde el Partido Comunista Francés (PCF) había logrado un gran 
prestigio en la población y entre los intelectuales por su destacada labor en 
la resistencia en contra de la ocupación alemana. Así se reflejó en el gran 
respaldo electoral en las elecciones parlamentarias de noviembre de 1946, 
en las que el PCF alcanzó un 28,8% de votos, superando a los demócrata 
cristianos del MRP, quienes recibieron un 26,3%. El PCF formaba parte del 
gobierno desde el fin de la guerra y ocupaba en esos momentos la cartera de 
Defensa. Además, era el partido con mayor influencia en el movimiento 
sindical. En los últimos meses, los dirigentes comunistas de los sindicatos 
habían impulsado una activa movilización exigiendo aumentos salariales en 


las empresas privadas y públicas, conducente a huelgas en importantes 


industrias, todo lo cual complicó el programa económico. Esta conducta 
estaba en contradicción con formar parte del Ejecutivo. A la vez, había una 
gran desconfianza en el compromiso democrático del PCF, lo que llevó al 
primer ministro Ramadier (socialista) a limitar la autoridad del ministro de 
Defensa, ordenando que los comandantes en jefe de cada una de las ramas se 
relacionaran directamente con él y pusieran a los uniformados en estado de 
alerta26, 

El PCF no asumía las responsabilidades de ser un partido de gobierno a 
través del movimiento sindical y se comportaba como si fuera de oposición. 
Esta contradicción hizo crisis el 4 de mayo de 1947, cuando los 
parlamentarios del PCF votaron en la Asamblea Nacional en oposición al 
programa económico del primer ministro Ramadier, quien reaccionó 
expulsándolos del gobierno. 

Los diarios en Chile entregaron una amplia información sobre las huelgas 
convocadas por los sindicatos comunistas en Francia, con el objetivo de 
mostrar la similitud que había en el comportamiento de los comunistas en 
Chile en el sentido de llevar adelante una política dual. El Diario Ilustrado 
informó en mayo de 1947, durante 18 días, sobre los acontecimientos en 
Francia y puso especial atención a la ruptura del jefe del gobierno con el 
PCF2?, 

Lo mismo hizo El Mercurio y editorializo sobre los incidentes en Francia 
en más de una oportunidad, sacando conclusiones anticomunistas para la 
situación chilena. Por ejemplo, en su edición del 5 de mayo sostuvo en su 
editorial que «la máxima responsabilidad de la inquietante situación 
nacional corresponde al poderoso PC francés, sin lugar a dudas, que está 
actuando en forma que desmiente de una manera categórica la disolución en 


la práctica de la Tercera Internacional»: 


En Francia, como en tantas otras partes, los comunistas al ser incluidos en los equipos gobernantes, 


han seguido la inadmisible practica de doblez sobradamente conocida ya: por una parte, los Ministros 
—y sus dirigentes maximos— juran acatar los dictados del más fervientes patriotismo, y solidarizarse, 
como es absolutamente obligado, con las resoluciones de la mayoría del Gabinete. Pero, por otra 
parte, los jefes políticos y sindicales promueven incluso formidables huelgas, desencadenando estados 
de opinión que llevan a la ruma al país, al paralizar sus actividades productoras y agravar las 


condiciones de vida28, 


UN APOYO EN LA POLÍTICA ANTICOMUNISTA: EL GRUPO ESTANQUERO 


La política anticomunista contó con el respaldo de dirigentes e intelectuales 
de derecha, entre los que destacó el grupo ACHA (Acción Anticomunista 
Chilena), en el cual también participaron personeros socialistas; pero el más 
importante fue el grupo de extrema derecha Estanquero, que sacaba una 
revista del mismo nombre, dirigida por el abogado Jorge Prat29. Estaba 
conformado por intelectuales y profesionales que compartían una visión 
crítica de la democracia y de los partidos, tenían ideas nacionalistas, eran 
abiertamente anticomunistas y apoyaban el régimen autoritario del general 
Francisco Franco en España, en esos años con un carácter claramente 
fascista. Eran partidarios de una democracia restringida, en la cual los 
partidos no debieran tener un rol protagónico, y sostenían que Chile debía 
seguir el camino de Diego Portales en el siglo XIX, quien estableció un 
orden político conocido como «la república autoritaria» (según ellos, una 
etapa exitosa de la historia de Chile). Su concepto de democracia, por ende, 
no se correspondía a la que existe en el mundo occidental30, sino que eran 
partidarios de un régimen plebiscitario, con un Presidente dotado de 
altísimos poderes y un Congreso subordinado a sus decisiones?!. 

Estanquero planteó en 1947 la aplicación de medidas coercitivas hacia el 
PC, considerado «una plaga» al declarar que «los medios represivos son 
indispensables para exterminarla, por cuanto se trata de un adversario que, 


llegado el caso, no trepidará en eliminar a sangre y fuego cuanto obstáculo 


se atraviese en su camino»32. Rechazaban los planteamientos de quienes, 
como la directiva del Partido Conservador encabezada por Horacio Walker 
y dirigentes de la Falange Nacional, sostenían que el comunismo se combatia 
mejorando las condiciones económicas de los asalariados. Para Estanquero 
el fenómeno comunista no era sólo de carácter económico, sino que «se trata 
de una aberración psíquica que se estrella contra todos los medios de 
persuasión, y que es independiente de la condición económica de las masas 
obreras.. .»33. 

Según el grupo mencionado, el desarrollo del PC era una de las 
manifestaciones de la desintegración a la que había llegado el país, con un 
gobierno que no llevaba a cabo su labor y cedía ante los partidos. Debería, 
entonces, constituirse «un gobierno de salvación nacional», integrado por 
personeros que no fueran llamados al gabinete por pertenecer a un partido, 
sino por su «gran firmeza y solvencia moral», y que estuvieran «dispuestos a 
poner atajo a la ambición política de las masas, desarmando 
implacablemente la máquina sindical del Partido Comunista y creando, con 
el ejemplo y la propaganda estatal, una verdadera mística del trabajo y de la 
austeridad. ..»34. Para enfrentar estas tareas habia que organizar un gabinete 
formado no sólo por civiles, sino también por militares. 

Luego de que el gobierno obtuviera la primera ley de facultades 
extraordinarias, Estanquero fue más allá y planteó que el PC debiera ser 
puesto fuera de la ley35. Consideraba que el «problema comunista» era el 
principal obstáculo que tenía el país, y mientras no fuera resuelto, no se 
podría avanzar en los otros ámbitos de la actividad nacional. La 
ilegalización del PC era «el medio eficaz de resolverlo»36. 

Más tarde, cuando a comienzos de octubre de 1947 el gobierno dispuso el 
control de la zona del carbón con los militares y decretó la reanudación de 


faenas de las minas de Lota y Coronel, Estanquero apoyó las medidas de 


fuerza identificandolas con sus ideas portalianas. Debian ser acompañadas 
por otras, entre ellas la necesidad de poner al PC fuera de la ley37. En ese 
mismo sentido, aplaude la expulsión de los diplomáticos yugoslavos y la 
ruptura de relaciones con la Unión Soviética, Checoslovaquia y 
Yugoslavia3S, 

Estanquero no compartió el uso reiterado de las facultades 
extraordinarias, que habían sido empleadas con éxito, porque no podían 
esquivar las debilidades constitucionales debido a su transitoriedad. 
Consideraba que se habían prestado para abusos. Si bien eran legales, se 
caía en «la arbitrariedad cuando son prolongadas más allá de las estrictas 
exigencias de la conservación del orden público». Las medidas represivas 
eran apenas el primer paso; lo fundamental era impedir que el PC tuviera 
existencia legal39. 

Después de esas medidas y de la declaración de ilegalización del PC, 
estimó Estanquero que el gobierno debía impulsar políticas sociales y 
económicas que beneficiaran a los trabajadores, para mejorar sus malas 


condiciones económicas y sociales. 


Apoyamos ampliamente la primera etapa en que está empeñado el Gobierno, pero su obra 
resultaría trunca si ella quedara ahí. Junto con las medidas de orden policial deben abordarse las de 
carácter social, económico y cultural, que permitan a las clases desposeídas conservar el agrado de 


vivir... 40 


Es decir, además de las medidas en contra de los comunistas, se 
necesitaba un «gobierno de salvación nacional». Las propuestas 
anticomunistas eran compartidas por conservadores, liberales y por 
González Videla, pues las decisiones que adoptó en los meses siguientes 


iban en la dirección de los planteamientos de Estanquero. 


LA FORMACIÓN DEL GABINETE CÍVICO-MILITAR, AGOSTO 1947-JULIO 1948 


La ruptura de Gonzalez Videla con los comunistas se precipito con rapidez 
en el invierno de 1947. No se debió únicamente a los conflictos en la zona 
del carbón, sino también fue influida por la difícil situación económica que 
enfrentaba el gobierno, agobiado por los aumentos de precios de los 
productos de primera necesidad. En 1946, la inflación había tenido un fuerte 
incremento: subió del 8,8% del año precedente, al 15,9%. Según los 
antecedentes que manejaba el gobierno, en el primer semestre de 1947 la 
tendencia sería aún mayor, y en efecto alcanzó el 33,5% al finalizar el año. 
Las alzas fueron muy fuertes en productos sometidos al control de precios 
por la autoridad, como fue el caso de la harina, por lo cual había una baja 
producción de trigo a nivel local y, por ende, había que hacer costosas 
importaciones de ese producto, en especial de Argentina, para satisfacer la 
demanda, con un alto costo en divisas. El gobierno se propuso cambiar esta 
situación e incentivar a los agricultores a aumentar la producción de trigo, 
para lo cual subió fuertemente el precio de la harina y, con ello, autorizó el 
alza del precio del pan en un 53%. Fue una medida muy impopular, por ser 
un producto ampliamente consumido por la población, sobre todo en los 
sectores populares. El gobierno trató de disminuir la molestia de la 
población, fijando un precio mínimo para un cierto tipo de pan, que 
perjudicaba a los panaderos, lo que provocó problemas adicionales entre 
éstos y los consumidores. Luego, el Ejecutivo dio a conocer las razones que 
explicaban el aumento en el precio del pan“! con argumentos económicos, 
referidos a la menor producción nacional por falta de incentivos a los 
agricultores con el precio de la harina congelado durante un largo tiempo”. 
También denunció que algunos industriales acaparaban harina en espera del 
aumento del precio del pan, debiendo requisar el producto en panaderías de 
Santiago y, luego, detener y relegar a sus dueños. Un titular del diario La 


Hora, perteneciente a empresarios radicales, daba cuenta de esta situación: 


«Cinco industriales panaderos condenados a confinamiento en lugares 
inhóspitos del pais. Enĉrgica medida tomó el gobierno en defensa de los 
intereses del pueblo». Otro subtitulo de la noticia era aŭn mas explicito 
respecto de la política del gobierno: «Una decidida campaña contra la 
especulación inició S.E.»43. 

También había malestar en el Ejército. El gobierno no estaba 
solucionando las malas condiciones económicas del personal y tampoco 
tenía un plan para enfrentar las necesidades de equipamiento. De esta manera 
crecía la insatisfacción castrense hacia la gestión del ministro de Defensa, el 
joven abogado liberal Manuel Bulnes“. 

La difícil situación económica en el invierno de 1947 es descrita por el 
general Guillermo Barrios Tirado, comandante en jefe del Ejército, luego 
ministro de Defensa: «El déficit fiscal alcanzaba a la astronómica suma de 
mil millones de pesos, en consecuencia, no había seguridad de cancelar los 
sueldos de los servicios del Estado a fines del mes de agosto»*5. Es en este 
escenario económico y político en que González Videla declara la «guerra 
contra el comunismo», que iniciaría en agosto de 1947. Fue evidente que 
influyó el descontento popular hacia las medidas que adoptaba un gobierno 
que recién se encontraba en su primer año, augurándole un futuro difícil. De 
ahí que la política anticomunista constituyó una efectiva cortina de humo 
para esconder estas dificultades y desplazar la atención de los dirigentes de 
los partidos y de la población hacia otros objetivos. 

En esta compleja situación política y económica, González Videla quiso ir 
bastante más lejos. El espacio de acción estaba condicionado para 
entenderse políticamente con la derecha, lo que no era fácil por la 
resistencia en su propio partido. Ante ello, se propuso constituir un gabinete 
militar, con uniformados asumiendo la dirección de la mayoría de los 


ministerios, creyendo que sería un camino satisfactorio para lograr la 


incorporacion de las colectividades de derecha sin provocar la resistencia 
de su partido. Gonzalez Videla queria utilizar a los militares para actuar con 
mayor autonomía de los partidos, llegando cerca del límite del ejercicio 
democratico. Iba bastante mas lejos que las relaciones que tuvo el Presidente 
Juan Antonio Ríos con los militares, quien recurrió a ellos en una situación 
puntual y por escasos dos meses, para forzar el apoyo de su partido a su 
labor (objetivo que consiguió)*. 

El general Guillermo Barrios Tirado relata en sus memorias la decisión 
del Presidente de constituir un gabinete militar, que éste le comunicó 


personalmente al citarlo a su casa el 28 de julio: 


Los partidos de derecha se manifestaban decididos a no darle la combinación amplia a que 
aspiraba el Presidente desde su ascensión al poder para abordar la grave situación, para asfixiarlo 
económicamente hasta producir su caída. Dada las circunstancias señaladas, al Presidente se le 
presentaban dos caminos: organización de un gabinete de administración o militar. Al primero lo 
considera ineficaz por falta de respaldo parlamentario, y ellos no darán las leyes reclamadas por el 
país para detener la inflación y la especulación. En consecuencia, ante la angustiosa situación, 
violentando sus principios civilistas, se vería obligado a lanzar un manifiesto al país explicando las 
razones que le imponían la formación de un gabinete militar. En la citada reunión me pide me prepare 
y tenga listos los decretos de los Oficiales que han de reemplazar a los Generales que pueden ser 
llamados a ser sus colaboradores. Afortunadamente, la crisis fue resuelta con un gabinete de 


administración integrado por personalidades que tuvieron brillante actuación?”. 


El Presidente no dio este paso, probablemente porque no encontró 
simpatía en el Comandante en Jefe del Ejército, un uniformado de mayor 
personalidad que sus antecesores durante el gobierno de Juan Antonio Ríos 
(1942-1946)48. Como el Presidente fracasó en sus conversaciones para 
convencer a liberales y conservadores de entrar en el gobierno, por la 
negativa de los primeros, llamó al Partido Demócrata a integrarse al 
gabinete junto a radicales y personalidades independientes, incluyendo a dos 


oficiales de las Fuerzas Armadas. El 1” de agosto formó un gabinete cívico- 


militar, entregando a los uniformados la dirección de las importantes 
carteras de Interior y Defensa. Nombró al vicealmirante de la Armada (r) 
Inmanuel Holger en la primera y al Comandante en Jefe del Ejército, general 
Guillermo Barrios Tirado, en Defensa. Les acompañaban, en Relaciones 
Exteriores, German Vergara Donoso, independiente, un distinguido 
diplomático de carrera; Hacienda, Jorge Alessandri Rodríguez, hijo del ex 
Presidente Arturo Alessandri y en esos momentos presidente de la 
Confederación de la Producción y el Comercio (un nombramiento que fue 
considerado como un gesto hacia los liberales, con los cuales tenía buenas 
relaciones); Economía y Comercio, Alberto Baltra Cortés (PR); Justicia, 
Eugenio Puga Fischer; Obras Públicas, Ernesto Merino Segura; Educación, 
Enrique Molina Garmendía (PR), un destacado intelectual, fundador y primer 
rector de la Universidad de Concepción; Salubridad, José Santos Salas, 
candidato presidencial de la izquierda en las elecciones de 1926; 
Agricultura y Tierras y Colonización, Ricardo Bascuñán; y Trabajo, Juan 
Pradenas Muñoz (Demócrata). El nuevo gabinete fue bien evaluado por los 
dirigentes de los partidos de derecha, como se había propuesto González 
Videla al constituirlo%, 

La designación de un marino en retiro como ministro del Interior era un 
cambio importante, pues tradicionalmente esta designación había recaído en 
políticos de reconocida experiencia, por tratarse del principal Ministerio. A 
su titular se le consideraba el jefe de gabinete y le correspondía asumir 
como vicepresidente de la República, cuando el Presidente se ausentaba del 
país o se encontraba imposibilitado de ejercer su cargo por enfermedad. 
Pedro Aguirre Cerda había ocupado esta cartera en la primera 
administración de Arturo Alessandri (1920-1925); y Pedro Enrique Alfonso 
—candidato presidencial del PR en 1952— lo hizo en el gobierno del 


Presidente Aguirre Cerda, y volvió a detentarlo el gabinete de «sensibilidad 


social», constituido a comienzos de 1950 y que puso fin a «la guerra» en 
contra del comunismo*!. Holger se mantuvo prácticamente durante todo el 
período de la aplicación de los estados de excepción, hasta el 27 de febrero 
de 1950. 

La designación de un militar en servicio activo como ministro de Defensa, 
el general Guillermo Barrios Tirado, daba cuenta de la voluntad de González 
Videla de usar a los militares en su lucha en contra de los comunistas. Era un 
distinguido oficial del arma de infantería, que había ascendido a general 
cuatro años antes, y entre sus destinaciones se encontraba no sólo la 
dirección de la Escuela de Infantería de San Bernardo y la dirección de la 
Academia de Guerra, sino también fue comandante de la I división del 
Ejército y, luego, Jefe del Estado Mayor del Ejército (cargo desde el que fue 
nombrado por González Videla Comandante en Jefe del Ejército, apenas 
llegó a La Moneda). Su carrera profesional era un claro contraste con su 
antecesor en el Ministerio de Defensa, el general Arnaldo Carrasco, 
nombrado en octubre de 1944 por el Presidente Ríos. Había ascendido a 
general apenas dos meses antes, estando seis años como director de la 
Escuela Militar, nombramiento que provocó la salida de la mayoría del 
cuerpo de generales. El mayor prestigio del general Barrios le permitió 
cohesionar a los militares en un momento complejo y evitar que se 
produjeran tensiones al interior de las institución, como consecuencia de la 
participación de efectivos del Ejército en el control de la acción sindical, 
así como también por las acciones conspirativas impulsadas por 


uniformados simpatizantes del general (r) Carlos Ibáñez32, 


LA HUELGA DE LOS SINDICATOS DEL CARBÓN DE AGOSTO DE 1947 Y LA 
REACCIÓN DEL GOBIERNO, LA 1“ LEY DE FACULTADES EXTRAORDINARIAS 


El conflicto con los trabajadores del carbón se produjo en un contexto 


nacional adverso al gobierno. El episodio desencadenante fue el primer 
choque entre la postura del gobierno y los intereses del PC. El 17 de agosto 
de 1947 el gobierno aprobó el alza del precio del pan, lo cual produjo un 
gran rechazo en la población, especialmente en Santiago. Al día siguiente, el 
intendente de la capital, el comunista René Frías, se negó a firmar la 
resolución con el nuevo precio, contradiciendo un acuerdo unánime 
adoptado por el consejo del Instituto de Economía Agrícola, entre cuyos 
miembros se encontraba el diputado comunista Cipriano Pontigo“3. Esa 
noche comenzó la huelga ilegal indefinida en Lota, Coronel, Curanilahue y 
Lirquén y se plegaron los trabajadores de los yacimientos de Schwager y 
Lolito Sur54, La protesta sindical se extendió a otras zonas del país; en 
Antofagasta los choferes y cobradores de la locomoción colectiva acordaron 
sumarse a una huelga. 

La protesta de los trabajadores del carbón no fue improvisada. Desde 
fines de 1946 los sindicatos de obreros en Lota y Coronel habían demandado 
mejoras de remuneraciones a las empresas, y en julio de 1947 estaba en 
marcha una negociación colectiva, que fracasó por la negativa de la 
empresa. Ante ello los sindicatos acordaron convocar a una huelga legal el 
19 de agosto. La medida tenía graves consecuencias en el país, porque el 
carbón era el principal recurso energético de las industrias, de los 
ferrocarriles y de la calefacción de hogares y oficinas. La huelga fue 
apoyada por los sindicatos de Ferrocarriles del Estado, también controlados 
por los comunistas, con lo cual amenazaban con interrumpir el transporte 
ferroviario. En otros centros mineros como en el yacimiento de cobre El 
Teniente, en la provincia de O'Higgins, y en los del norte del país, se 
sumaron movilizaciones de los trabajadores planteando demandas 
económicas. 


González Videla reaccionó en términos enérgicos, calificando las huelgas 


de políticas y de responder a un plan de los comunistas destinado a dañar la 
estabilidad de la Nación. De inmediato ordenó la expulsión de todos los 
funcionarios públicos comunistas que todavía permanecían en el gobierno, 
incluyendo a ocho gobernadores y dos intendentes, de la provincia de 
Malleco y Aysen$5. Haciendo uso de las facultades de la Ley N° 7.200 de 
1942, decretó la zona en estado de emergencia para las comunas de Lota y 
Coronel y en el norte, designando a los correspondientes jefes militares para 
que controlaran las comunas del carbón. 

Por la noche del 22 de agosto, en un acto en La Moneda, en presencia de 
todos los ministros de Estado, de la directiva del CEN del Partido Radical y 
de representantes de la prensa nacional, pronunció un discurso transmitido 
por cadena nacional de radio a todo el país. En él anunció las medidas que 
había adoptado y calificó el conflicto en la zona del carbón como una acción 
del PC. El ataque a los comunistas fue directo y claro, acusándolos de seguir 
una estrategia revolucionaria para impedir que el gobierno resolviera las 
necesidades de abastecimiento de artículos de primera necesidad, entre ellos 


el pan: 


El Presidente de la República se ve en la imperiosa necesidad de hacer un serio y definitivo 
llamado al país, en especial a las clases trabajadoras en su propósito de evitar que sean víctimas de 
una campaña, destinada a hacer fracasar las medidas adoptadas por el gobierno y que tienen por 
objeto poner término a la gigantesca especulación que se estaba haciendo con el trigo, la harina y el 
pan... No obstante todos los esfuerzos del Presidente de la República para obtener que el Partido 
Comunista le prestase su leal cooperación ante la situación que atraviesa el país en la solución de los 
problemas nacionales, le ha impreso no sólo una orientación opositora sino de franca rebelión en 
contra del gobierno constituido, lanzando en una huelga revolucionaria a los sindicatos de carbón y de 
la Empresa de los Ferrocarriles, por el inaudito móvil de que el gobierno haya tomado medidas en uso 
de sus atribuciones privativas para conjurar una gigantesca especulación con el trigo, la harina y el 


pan 96, 


Era una reacción desproporcionada ante el conflicto laboral y 


sorprendente en un Presidente que conocia bastante bien las capacidades 
reales del PC, insuficientes para obstruir la acción de su gobierno. Dos dias 
después presentó al Congreso el proyecto de ley para hacer uso de las 
facultades extraordinarias de acuerdo al artículo 44, N°13 de la 
Constitución, por el plazo máximo de seis meses. También esta petición era 
desmedida porque, como vimos en el capítulo 1, el sentido de esta 
institución era de uso excepcional y por un tiempo reducido. El plazo 
máximo solicitado demostraba que quería ir más allá de los objetivos de 
enfrentar una coyuntura huelguística y de convulsión social en la zona de 
Lota y Coronel. 

En el mensaje que acompañó al proyecto de ley, denunció la existencia de 
«un plan atentatorio a la economía nacional, que se traduce en numerosas 
huelgas de carácter ilegal, mantenidas y alentadas en los principales centros 
de producción, como las zonas cupriferas, salitreras y carboniferas, (que 
apuntan a) la huelga general, poniendo en grave peligro la estabilidad de la 
República»57. El mensaje no hizo una referencia explicita al PC como 
responsable de los hechos. 

En verdad, en ese contexto nacional e internacional se desarrollaba un 
marcado anticomunismo en diversos sectores de élites, incluso entre los 
socialistas. Las acciones comunistas revivieron en la memoria de algunos de 
sus dirigentes las peores épocas de confrontación con los socialistas, que 
llevaron a que un sector de estos participara en su contra. Destacadas 
personalidades del socialismo, junto a connotados derechistas, dieron vida 
al ACHA (Acción Chilena Anticomunista), una iniciativa del diputado 
liberal Raúl Marín Balmaceda, cuyo presidente fue Arturo Olavarría Bravo 
(PR) —ministro del Interior del gobierno de Pedro Aguirre Cerda—, 
constituida después de las elecciones municipales de abril de 194758, Este 


grupo de políticos fue el primero que abiertamente llamó a tomar medidas en 


contra de los comunistas, provocando la indignación de la directiva del 
Partido Socialista. Veinte diputados, liberales, conservadores y radical- 
democráticos, plantearon la necesidad de promulgar una ley para poner a los 
comunistas fuera de la ley>9. La acción del ACHA tuvo un impacto limitado 
por el enorme protagonismo de los partidos, pero fue relevante en el sentido 
de legitimar tempranamente las iniciativas legales contra los comunistas. 
Éstas comenzarán con la primera ley de facultades extraordinarias, a fines de 
agosto de 1947, y continuarán con la presentación al Congreso del proyecto 
de ley de Defensa Permanente de la Democracia ocho meses más tarde. 

La importancia que tenía este proyecto de ley de facultades 
extraordinarias para el Ejecutivo fue resaltada al presentarlo en la Cámara 
de Diputados con la presencia de nueve ministros, entre los que destacaban, 
el de Interior y el de Defensa. La exposición la realizó el titular de Interior, 
quien se refirió a «un movimiento tendiente a socavar la tranquilidad social, 
indispensable no sólo para que se realice la vida económica del país, sino 
también para que sea posible encontrar soluciones a los problemas que 
angustian a todos los chilenos»60, Agregó que las causas de los conflictos 
laborales fueron motivos menores, lo cual demuestra que «lo único que se 
pretende es perturbar la producción, arrojar las semillas de desconciertos y 
trastornos sociales»®!. También mencionó los ataques hechos por dirigentes 
comunistas a la persona del Presidente de la República, los que consideró 
inaceptables. Su observación confirmó la alta sensibilidad de González 
Videla ante las críticas de los dirigentes comunistas, que algunos meses 
después se haría patente con la querella en contra de Pablo Neruda. 

El secretario general del PC, el diputado Ricardo Fonseca*?, calificó el 
proyecto de antidemocrático, porque entregaba un poder absoluto al 
Presidente de la República. Afirmó que el origen de la huelga del carbón era 


la difícil situación económica y social en que se en encontraban los 


trabajadores, por la responsabilidad del gobierno en esta situacion: «El 
pueblo esta exasperado por el alza irritante del costo de la vida, por el 
aumento escandaloso de la especulación, por los privilegios de los que 
usufructúan del hambre y de la miseria del pueblo, y por la tolerancia, por la 
complacencia y por la colaboración de muchos hombres del gobierno en este 
estado de cosas»®3. Recordó el rechazo que el propio González Videla dio 
en el pasado a una solicitud de facultades especiales por el Presidente 
Alessandri en 1938, cuando era diputado. 

Los socialistas rechazaron la iniciativa del Ejecutivo. El diputado Astolfo 
Tapia sostuvo que su partido siempre había sido contrario a que el Congreso 
concediera al Ejecutivo facultades extraordinarias, ya que el gobierno 
contaba con suficientes recursos legales en la Ley de Seguridad Interior del 
Estado para hacer frente a los casos que se aludían en el proyecto. Agregó 
que las causas de las huelgas del carbón eran económicas y que ellas no se 
debían a la acción de los dirigentes comunistas, sino a las pésimas 
condiciones en que trabajaban y vivían los asalariados. Su partido rechazó 
el proyecto en general y en particular. 

Un argumento similar fue utilizado por el diputado Juan Bautista Rosetti 
(PSA), quien sostuvo que el proyecto sería ineficaz y perjudicial para el país 
y que las huelgas no se debían a la agitación que estaría realizando el PC, 
sino a la crisis que afectaba a la economía nacional. 

El Partido Radical Democrático, a través de Julio Durán, también rechazó 
el proyecto, por considerar que su aprobación requería una alta confianza en 
el Presidente de la República, que ellos no teniane5. 

La Falange Nacional, por intermedio de Radomiro Tomic, se opuso a la 
iniciativa del gobierno, sosteniendo que los argumentos entregados por el 
Ejecutivo no justificaban las facultades extraordinarias. El gobierno 


subestimaba la fortaleza de los propios recursos legales y administrativos 


que tenia para hacer frente al conflicto y, en vez de buscar solucionarlo, 
declaraba sentirse amenazado por este. Con ello, el gobierno estaba creando 
una alarma publica sin motivos suficientes y yendo muy lejos en su conflicto 
con el PC, demostrando, ademas, su propia debilidad al solicitar estas 
facultades66, 

Finalmente, el proyecto del gobierno fue aprobado en la Camara baja por 
amplia mayoria con los votos de los diputados radicales, liberales, 
conservadores y los agrario laboristas, recibiendo 81 votos a favor y 29 en 
contra emitidos por los comunistas, socialistas, radicales democraticos, 
falangistas y democrático comunistas®’. El proyecto encontró oposición entre 
los parlamentarios radicales, pues diez de ellos no asistieron a la sesión, una 
advertencia acerca de los costos que esta iniciativa tenía para el partido del 
Presidenteó$, 

En el Senado, el debate tuvo un desarrollo similar al que hubo en la 
Cámara Baja: el proyecto fue apoyado por los parlamentarios de derecha y 
el PR y fue rechazado por los senadores comunistas, socialistas, radicales 
democráticos y algunos radicales®. El presidente del Partido Conservador, 
Horacio Walker, fundamentó el apoyo de su colectividad exigiendo que su 
aplicación no afectara los derechos de los trabajadores. Walker se vio 
enfrentado a una difícil situación, su partido estaba dividido por diferencias 
programáticas, que fueron visibles durante la campaña presidencial de 1946. 
Había acuerdo de enfrentar con decisión a los comunistas, aunque con 
importantes diferencias de estilo entre los sectores «socialcristianos» 
(representado por el Dr. Eduardo Cruz-Coke y el propio Walker, quienes 
planteaban un enfrentamiento de ideas y no represivo) y el sector 
«tradicionalista», el más retrógrado del partido y firme partidario de 
medidas represivas. González Videla empujó a los conservadores en una 


pendiente a favor de «los tradicionalistas», que Walker no supo contener. En 


su Intervencion hizo una puntualizacion que lo separaba de los fundamentos 
entregados por el gobierno. Argumento que el combate al comunismo se 
debía hacer antes que nada en las ideas y no a través de la represión, lo cual 


era un planteamiento inviable ante la polarización creada por el gobierno: 


No me preocupa tanto el Partido Comunista, porque siempre he creído que la mejor forma de 
combatirlo es oponiéndole otra doctrina. Las doctrinas falsas se combaten con doctrinas verdaderas: 


a la doctrina comunista yo le opongo la mía, la doctrina socialcristiana de nuestro partido/9, 


Al finalizar el debate en el Senado, el proyecto fue aprobado por 22 
votos, hubo cinco en contra y dos abstenciones que correspondieron a los 
radicales Rudecindo Ortega y Gustavo Jiron/!. Este último alzó su voz en 
contra de la iniciativa, reconociendo que su aprobación constituiría una 
derrota para la izquierda y un triunfo para la derecha. Agregó que era 
innecesaria porque se cuenta «con un exceso de leyes y lo suficientemente 
fuertes para permitir al gobierno, con ellas solas, enderezar el rumbo de la 
nacion en la forma que lo desea». Respecto a la manera de enfrentar al 
problema comunista, Jirón se manifestó en contra de la política represiva, 
pues se trataba de una realidad histórica que «cada partido debe enfrentar de 
acuerdo con su doctrina; pero no con represiones de tipo policial, porque 
esto sería el más tremendo de los errores». Se lamentó que el nuevo gabinete 
designado a comienzos de agosto no lograría controlar la situación y que en 
definitiva serían los militares los que tendrían un mayor protagonismo en el 
proceso político. Concluyó deseando éxito al gobierno, advirtiendo que «no 
querría que esta ley pusiera en el gobierno del señor González Videla una 
página de sangre»?2. Sus temores se verán confirmados, porque el gobierno 
hará aprobar un total de cinco leyes en sólo dos años de su mandato, y los 
militares tendrán una activa participación en controlar el movimiento 


sindical. 


La petición del Ejecutivo había sido aprobada con extraordinaria 
velocidad, en apenas 24 horas en ambas cámaras, promulgándose la Ley N° 
8.837 del 22 de agosto de 1947. Su importancia en la política anticomunista 
de González Videla fue muy bien resumida por el historiador Ricardo 
Donoso: «la sanción de esta ley fue el punto de partida de la lucha en contra 
del Partido Comunista, que González Videla encaró con la vehemencia 
natural de su carácter»?3, 

El gobierno decretó la reanudación de la faena y los trabajadores del 
carbón volvieron al trabajo. Sin embargo, se mantuvo el conflicto laboral en 
el yacimiento de cobre de Chuquicamata, cuyos sindicatos amenazaron con 
paralizar el trabajo. Además, declaró la zona en estado de emergencia para 
asegurar la continuidad de las faenas del yacimiento, designando al general 
de brigada, Silvestre Urizar, para su dirección. Los trabajadores 


suspendieron el plan de huelga”4. 


EL CONFLICTO DE LOS SINDICATOS DEL CARBON DE OCTUBRE DE 1947 Y EL 
ESCALAMIENTO DE «GUERRA» EN CONTRA DE LOS COMUNISTAS 


La situación en la zona del carbón no se calmó con las medidas decretadas y 
continuaron las negociaciones entre los trabajadores y las empresas 
carboniferas. Sin embargo, ellas fracasaron. Los sindicatos de las minas de 
carbón de la Compañía Carbonifera e Industrial de Lota y de la Compañía 
Carbonifera y Fundación Schwager, asi como también los de la Compañía 
Carbonifera de Lirquén, rechazaron las propuestas de las empresas y 
tampoco aceptaron las gestiones de avenimiento realizadas por los 
funcionarios del Ministerio del Trabajo y el propio ministro. El 3 de octubre 
de 1947 se declaró una nueva huelga ante la cual el gobierno decretó la 
reanudación de las faenas en cada una de esas empresas, por necesitar el 


suministro de carbón para atender las necesidades del país. En los 


respectivos decretos se acogieron las demandas de los trabajadores, con un 
importante aumento de remuneraciones de los trabajadores”5. De ahí que la 
reanudación de faenas fuera saludada por el PS y la Falange Nacional”$. Era 
notorio que los comunistas querian forzar un conflicto con el gobierno para 
fortalecer su influencia entre los trabajadores a nivel nacional, aunque sin 
medir las consecuencias: esa postura le proporcionaba el pretexto a 
Gonzalez Videla para declarar la existencia de un estado de «guerra» con el 
comunismo internacional. Chile debia enfrentarlo con la mayor energia y 
haciendo uso de todos los recursos institucionales existentes. 

En una declaracion del 6 de octubre a traves del secretario general, Raŭl 
Ampuero, el PS apoyó la reanudación de faenas por las condiciones 
beneficiosas para los trabajadores que establecía el decreto. Lo calificó de 
«una satisfacción importante —superior a todas las conquistas anteriormente 
logradas por los sindicatos—»/. En esa situacion, el PS entendía que la 
prolongación del estado de huelga «envuelve el propósito de imprimirle un 
carácter político que los socialistas repudiamos», y llamaba al 
restablecimiento de la actividad sindical en la zona, criticando la labor de 
los comunistas, por su «dictadura» en los sindicatos. Planteó que los 
trabajadores deberían recuperar «su derecho a gobernarse democrática y 
libremente. La burocracia estalinista —que se ha impuesto por la violencia y 
el terror sobre la gran mayoría de los obreros— ha demostrado una vez más 
su irresponsabilidad y su incapacidad para conducirlos a la victoria»”S. 

El gobierno endureció su postura y al día siguiente tomó drásticas 
medidas, declarando zona en estado de emergencia a las comunas de Lota y 
Coronel, y enviando un masivo contingente de militares del Ejército y la 
Marina para asegurar la continuidad de la explotación minera??. Ordeno el 
desplazamiento de cerca de cuatro mil uniformados, principalmente del 


Ejército, que procedieron a ocupar los centros mineros en una operación sin 


precedentes por la cantidad de los efectivos enviados, incluyendo el empleo 
de aviones de la Fuerza Aĉrea. Los militares ocuparon la zona del carbon 
como si estuvieran en una guerra y actuaran en un pais enemigo, 
atemorizando a los trabajadores y a sus familias para que desistieran de las 
protestas, en vez de crear un clima favorable para que regresasen voluntaria 
y pacíficamente al trabajo. 

El ingreso de los militares en los centros mineros encontró una respuesta 
pacífica de los mineros, aunque no acataron la orden de volver al trabajo. 
Hubo detenciones masivas de dirigentes sindicales y se impusieron estrictas 
normas de trabajo, que implicaron remover discrecionalmente a los 
trabajadores que no las acataran. Simultáneamente, comenzó a llamar a los 
reservistas, especialmente a los obreros del carbón que habían hecho el 
servicio militar, para someterlos a la disciplina de las instituciones armadas. 
Las autoridades militares amenazaron a los trabajadores con perder el 
puesto, ya que se les reemplazaría por mineros de otras localidades. Esta 
amenaza no se pudo materializar, era prácticamente imposible de aplicar por 
el tiempo requerido para capacitar a los mineros, estimado por los 
ejecutivos de la empresa entre tres a seis meses®?, Sin embargo, el gobierno 
se empecinó en describir la situación como de una violencia revolucionaria 
de proyecciones nacionales, con lo cual daba argumentos a las medidas de 
emergencia que habían adoptados!. 

El 5 de octubre, González Videla se reunió con personalidades del 
gobierno, jefes militares y técnicos para tratar el conflicto en la zona del 
carbón y buscar mayor apoyo a las medidas adoptadas. En esa reunión se 
adoptó la decisión de responsabilizar directamente al PC del conflicto, 
endureciendo la postura del Ejecutivo y comenzando la ofensiva política en 
contra de este partido, que dominaría su labor en los próximos dos años. 


Después de la reunión, el Ministerio del Interior entregó a la prensa una 


declaracion oficial, en la cual se culpaba al Partido Comunista de este 


movimiento huelguistico. 


... el Presidente de la Republica responsabiliza directamente al Partido Comunista de las desastrosas 
consecuencias que acarrea al pais la paralizacion de las faenas del carbon, que se ha hecho efectiva 
a pesar del decreto de reanudación de éstas y, no obstante, que los obreros obtienen aumentos de 


salarios y ventajas como nunca antes lo habían alcanzado®2. 


La declaracion explicitaba la decision de Gonzalez Videla de enfrentar de 
manera directa al PC como un agente de la Union Soviĉtica y quitarle su 


poder en el movimiento sindical: 


El Presidente de la Republica adoptará todas las medidas encaminadas a conjurar el peligro de esta 
acción revolucionaria que obedece a un plan premeditado, e igualmente está dispuesto a poner 
término definitivo al control que por medio de la violencia mantiene el Partido Comunista sobre las 
masas asalariadas de la zona carbonifera, control que se ejercita al amparo de nuestras leyes 
sociales, que no se han dictado para servir intereses políticos, ni menos aquellos que en las actuales 
circunstancias proceden por inspiración de potencias extranjeras, traicionando así los altos intereses 


nacionales®3, 


Las medidas en contra del PC afectaron al diario E/ Siglo, que fue 
sometido a censura previa desde el 6 de octubre“4. Los comunistas tenían en 
este periódico un medio de enorme importancia para mantener informados a 
sus militantes y simpatizantes de su línea política y así procurar una acción 
cohesionada. La censura explica que la crítica de Neruda en contra de 
González Videla, ante los acontecimientos que estaban ocurriendo, la haya 
hecho pública a través de un diario de Venezuela y México, porque no podía 
publicarla en Chile35. 

Esta interpretación del conflicto del carbón como una operación política 
promovida por el PC fue respaldada por las colectividades de derecha. El 
presidente del Partido Conservador, Horacio Walker, manifestó que, por la 


forma como había sido preparada y por las personas que la habían dirigido, 


era netamente política y no económica, y, más aún, movida por «los dedos 
del comunismo internacional». El Partido Liberal calificó de «francamente 
revolucionario» el movimiento huelguístico y de estar directamente 
relacionado con el comunismo$6, 

El senador comunista Pablo Neruda, junto a tres diputados —Bernardo 
Leighton (Falange Nacional), Damián Uribe y Natalio Berman (Partido 
Comunista)—, visitaron la zona del conflicto con la intención de informar 
luego al Congreso. Sin embargo, su ingreso no fue autorizado por el jefe de 
la zona de estado de emergencia, el vicealmirante Alfredo Hoffmann, quien 
les manifestó la prohibición de que políticos o parlamentarios visitaran el 
lugar. Su negativa contradecía las normas constitucionales, pues los 
parlamentarios no podían ser afectados en sus derechos por el estado de 
emergencia. 

La actitud del gobierno provocó el rechazo de la oposición. Pablo Neruda 
cuestionó con severos términos al Senado y en su discurso hizo una extensa 
exposición de los motivos que llevaron a los trabajadores a la huelga, habló 
de la realidad de los mineros del carbón y recordó las estrechas relaciones 
que González Videla tuvo con el PC. Señaló que se trataba de una huelga por 
razones económicas, pero el gobierno le daba otro carácter para eludir una 
definición sobre los problemas de fondo que la provocaban: 


Frente a la gravedad de este momento, el gobierno, pretendiendo desviar la atención pública de las 
verdaderas causas de la situación, se esfuerza y empecina en dar un carácter sedicioso a un conflicto 
provocado por la intransigencia de las Compañías...; atribuye finalidades políticas a peticiones 
estrictamente económicas y trata, con avieso designio de hacer creer que tiene extensión nacional, 


continental y mundial un movimiento local, circunscrito a la zona carboníferaS”, 


La responsabilidad de no haberse encontrado una solución al conflicto 
radicaría exclusivamente en el Presidente González Videla, quien mostró una 


postura intransigente, negándose incluso a recibir a una delegación de los 


partidos de izquierda de Concepcion, presidida por un dirigente radical, que 
le pedian buscar un arreglo. Tampoco acepto las peticiones en esa misma 
dirección de la industria afectada. «El señor Gonzalez Videla les ha 
manifestado que no acepta ningún arreglo, que la huelga no es un problema 
económico sino de política internacional, una primera batalla de la Tercera 
Guerra Mundial. O sea, la única persona que se opone a solucionar la huelga 
es el Presidente de la República.®88» 

Neruda hizo referencia a los reiterados ataques de Gabriel González 


Videla en contra del PC, responsabilizándolo por las huelgas. 


Desde hace tiempo, desde la huelga de los autobuseros y la injustificada matanza de gente pacífica 
que allí se realizó, el Presidente de la República ha querido hacer de los comunistas..., objeto 
preferente de ataques msultantes, que no respondimos, usando un lenguaje desconocido en el idioma 
de los Presidentes de Chile9. 


Concluyó señalando que la huelga había encontrado un único obstáculo, el 
gobierno «que sólo propició la solución o disolución de un movimiento tan 
justificado, que ha llamado la atención del mundo entero, cuando se han 
revelado los miserables salarios de los obreros del carbón», 

Bernardo Leighton, de la Falange Nacional, se refirió al problema de la 
zona del carbón a través de un discurso radial, pronunciado el 11 de octubre 
de ese año en la radio Corporacion?!, en el cual manifestó su rechazo a las 


medidas ordenadas por el gobierno, que sólo habían agravado el problema: 


... se prefirió apresar a los dirigentes sindicales con quienes hasta la víspera se discutieron libremente 
sus peticiones en el despacho ministerial, prohibir las reuniones, clausurar los locales en que funcionan 
los sindicatos..., y en vez de dar razones, emplea al Ejército, a la Armada, a los Carabineros y a la 
Aviación de Guerra. 


... Ciertamente nuestra democracia política y nuestra democracia sindical no son todavía perfectas... 
Con todo, no se corrigen estos defectos suplantando la libertad por la clausura, las directivas legítimas 
por el personal de las FF.AA., y la intervención de funcionarios civiles por el toque de cornetas y de 


bandas militares. Asi, tales defectos se agravan y, sin duda, se contribuye a prestigiar precisamente 


las ideas politicas que se desea combatir 92. 


Leighton rechazo que el conflicto del carbon hubiera sido provocado por 
una decision del Partido Comunista, sino que es «ante todo, y a pesar de 
todo, el resultado de las condiciones económicas y sociales en que viven y 
sufren los trabajadores de las minas y de su legítima aspiración de defender 
los sindicatos, donde está su salvaguardia, con sus inalienables 
prerrogativas», 

Las detenciones de dirigentes sindicales —agregó Leighton— se 
extendieron no sólo a los del PC, sino que también a dirigentes de otros 
partidos, como socialistas y falangistas. Pueden citarse los casos del 
presidente del sindicato de empleados de Schwager, también regidor de 
Coronel, y del director del sindicato de la empresa Fanaloza, de Penco, «que 
conquistaron sus cargos precisamente luchando contra los comunistas», 
como anotó Patricio Aylwin. Las distintas medidas en contra de los 
trabajadores lograron doblegarlos y el 18 de octubre los mineros aceptaron 
las condiciones ofrecidas por la empresa y se reincorporaron a sus labores. 

Los conflictos entre socialistas y comunistas en el movimiento sindical 
fueron aprovechados por González Videla, como se ha señalado, para 
perseverar en su política anticomunista. Para aumentar la gravedad del 
conflicto del carbón, el 14 de octubre el ministro de Defensa se trasladó a 
esa zona, sosteniendo reuniones con las autoridades civiles y militares, así 
como también con los ejecutivos de las empresas?5. Estos le informaron, 
entre otros aspectos, de la inviabilidad de las medidas de recontratación de 
personal para contrarrestar la paralización de faenas. Así, González Videla 
visitó Lota el 2 de noviembre, de manera sorpresiva e impactante para los 


mineros, quienes lo recibieron pacíficamente. 


LA RUPTURA DE LAS RELACIONES DIPLOMATICAS CON LOS PAISES COMUNISTAS 


El gobierno chileno informo al de los Estados Unidos, a traves de su 
embajador en Santiago y del chileno en Washington, de los pasos dados en su 
«guerra» en contra del comunismo, mientras que la embajada en Santiago 
daba cuenta detallada y diaria al Departamento de Estado de las medidas 
adoptadas por las autoridades chilenas%, La embajada norteamericana 
mantenía una información minuciosa de las acciones del PC y de su 
influencia en el país y en la zona del carbón”. El Presidente González 
Videla fue incluso más allá, comunicando personalmente al embajador 
norteamericano en Santiago, Claude G. Bowers, sus acciones anticomunistas, 
entre las que mencionó llamar a conscripcion militar a 16.000 mineros, pese 
a que dudaba lograrlo por la influencia de los agitadores comunistas. Para 
que esta política llegara a buen término, González Videla le recordó al 
embajador que «el éxito de las medidas depende de si Chile cuenta con el 
apoyo moral y material de los Estados Unidos?’». La principal ayuda que 
requería de EE.UU. era el envío de una cantidad significativa de carbón, que 
compensara la menor producción producida por el conflicto con los 
sindicatos, que estimó en cien mil toneladas mensuales para noviembre, 
diciembre y enero. Era una demanda muy dificil de atender por el gobierno 
estadounidense debido al crudo invierno en Europa, al difícil escenario 
económico y político en varios países y a sus otros compromisos en el 
mundo. Sólo estaba en condiciones de atender menos de la mitad de la 
demanda chilena”, 

En esta compleja situación nacional e internacional, el gobierno de 
González Videla optó por radicalizar su postura y avanzó hacia una «guerra» 
en contra de los países comunistas, que en esos momentos eran los 


principales actores de la guerra fría en Europa. El Presidente estaba 


convencido de que el comienzo de la Tercera Guerra Mundial se estaba 
produciendo en Chile: sólo las órdenes impartidas desde la Unión Soviética 
le explicaban la conducta del PC en nuestro país. La rigidez de los dirigentes 
sindicales comunistas de la zona del carbón le dio motivos adicionales. El 
gobierno acusó a funcionarios diplomáticos extranjeros de apoyar las 
huelgas impulsadas por el PC. Primero rompió relaciones con Yugoslavia y 
después lo hizo con la Unión Soviética y Checoslovaquia. El 8 de octubre 
denunció la intromisión del comunismo internacional en Chile, revelando una 
amplia red de activistas que trabajaban en contra de los intereses del país, y 
responsabilizó de mantener esa red a dos diplomáticos yugoslavos: Andrés 
Cunja, encargado de negocios en Chile; y Dalibor Jakasa, secretario de la 
legación de Yugoslavia en Buenos Aires, a quienes expulsó por decreto. 

Los antecedentes entregados para demostrar la existencia de una 
operación internacional en contra del gobierno de Chile fueron de escasa 
relevancia, y se referían principalmente a hechos ocurridos en el extranjero. 
En primer lugar, mencionó la reconstitución de la organización internacional 
comunista en Belgrado, que a su juicio impartía órdenes a los partidos 
comunistas a través de la Agrupación Latinoamericana, con sede en Buenos 
Aires. Y en segundo lugar no admitió la llegada a Chile de numerosos 
«agentes internacionales» del comunismo, en su mayoría yugoslavos, sin 
indicar su número ni tampoco entregar antecedentes!00, 

En una alusión que buscaba la simpatía de la administración 
estadounidense, la declaración del gobierno agregaba que la misión de esta 
red comunista era una campaña en contra de los Estados Unidos, dirigida a 
arrastrar a la mayor cantidad de sectores democráticos, además de amenazar 
la defensa nacional y desarrollar un plan de sabotaje de la producción 
mediante el «trabajo lento» o el estallido de huelgas y conflictos en las 


industrias productoras de materias primas. La huelga del carbón era una 


demostración clara de esta política, que obligaba a una acción enérgica e 


inmediata por parte del gobierno: 


. un golpe calculado para herir certeramente el corazón mismo del régimen republicano y 
democrático de Chile, ha sido detenido en forma dramática por nuestro gobierno al expulsar a dos 
diplomáticos yugoslavos que trabajaban de consuno en la preparación de un vasto plan que, entre 


otras cosas, tendía a desatar un ola de huelgas en nuestras industrias vitales!01, 


Esta reacción del gobierno concitó el apoyo inmediato de los dirigentes 
de algunos partidos, comenzando por el PR. El Consejo Ejecutivo Nacional 
del PR manifestó que no había dudas acerca de la existencia de un plan 


subversivo en el país: 


La declaración que S.E. el Presidente de la República ha entregado a la publicidad, informa sobre 
la acción perniciosa, dirigida desde el exterior, que ha venido inspirando y organizando una serie de 
conflictos del trabajo, de los cuales el último es la actual huelga del carbón, sostenida artificiosamente, 
con fines políticos, a pesar de que el decreto del gobierno que ordena la reanudación de las faenas, 
contiene condiciones, salarios y modalidades de trabajo ampliamente satisfactorios en las actuales 


circunstancias 102, 


Dos días después, el gobierno entregó los documentos oficiales en los que 
había basado sus aseveraciones, encontrados en poder del secretario de la 
embajada de Yugoslavia en Buenos Aires. Estos documentos fueron puestos 
en primera plana en algunos diarios, como La Hora y El Diario Ilustrado'3. 
Sin embargo, su lectura demuestra que se trataba de una débil prueba de 
«conspiración internacional» y evidenciaba que la decisión de expulsar a los 
diplomáticos yugoslavos había sido para escalar el conflicto y no por 
responder a hechos graves. 

Uno de los documentos era un informe acerca de la situación chilena, 
realizado por el funcionario radicado en Buenos Aires; otro, una carta 


enviada por la esposa a éste sin que tuviera mayor importancia política; y el 


tercero era la respuesta del funcionario a su cónyuge. El informe de la 
situación política y económica del país en ninguna parte dejaba entrever un 
plan subversivo en contra del gobierno. El documento analizaba el triunfo de 
González Videla, daba cuenta del apoyo brindado por el Partido Comunista a 
la victoria y se refería a las relaciones entre el PC y el Presidente. Hacía 
referencia al avance del comunismo en las masas trabajadoras y al freno que 
significaba la nueva línea de acción del gobierno en contra del PC: «Hace 
tiempo el comunismo se arraigó en el pueblo. En sus filas figuran líderes de 
bastante valor; pero, en estos últimos tiempos, está perdiendo terreno a 
causa de que el gobierno debe seguir la línea política que le dictan los 
Estados Unidos». Eran palabras propias de un funcionario comunista que 
informaba a la Cancillería del país del estado de la situación política y 
económica, tarea bastante común en las representaciones diplomáticas. 

La Hora advertía que se habían divulgado estos documentos para informar 
a los chilenos de lo que pretendía el comunismo internacional en el país: 
«Esta exposición no persigue otro fin que el de que cada chileno pueda 
conocer este asunto con el mayor acopio de antecedentes y formarse un cabal 
criterio de la forma en que desde el exterior se dirigían estas deleznables 
maniobras atentatorias contra la soberanía nacional, y que no tienden a otro 
fin que llevar al país al caos y a la ciudadanía al más absoluto desconcierto, 
a fin de servir intereses que van manifiestamente en contra de la seguridad 
continental». 

En respuesta a la expulsión de sus diplomáticos, el gobierno yugoslavo 
rompió relaciones con Chile, acusándolo de violar principios elementales 
del Derecho Internacional. Agregaba que la decisión del gobierno chileno se 
basaba en «fantásticas mentiras y calumnias», demostrando que actuaba 
como un títere de Estados Unidos 94, 


La Cancilleria chilena argumento que la ruptura de relaciones con 


Yugoslavia se habia ajustado al Derecho Internacional y que la expulsion de 
los funcionarios se realizó «una vez comprobadas, en forma fehaciente, las 
actividades sediciosas, atentatorias contra la independencia política de la 
Nación y contra la seguridad del Estado»!05, 

Ese mismo día, González Videla, en su discurso con motivo de la 
inauguración de la 77* Exposición de Animales —organizada por la 
Sociedad Nacional de la Agricultura—, se refirió a este hecho, insistiendo, 


con su reconocida retórica, en sus ataques al comunismo: 


Una potencia extranjera satélite creyó que era posible avasallar nuestra soberanía, inmiscuirse en 
nuestros intereses económicos y envenenar con odios el alma de nuestro pueblo... La política chilena 
no ha aceptado jamás la intromisión audaz de elementos extranjeros que pretendan orientarla de 


acuerdo con sus particulares y exclusivas conveniencias. 


González Videla llevaba este asunto nacional a un plan más amplio en el 
contexto de la guerra fría, usando un lenguaje propio de un militar y no de un 
Presidente de la República: situó a Chile como uno de los lugares en que se 


daba la lucha en contra del comunismo, a semejanza de países en Europa: 


En estos momentos, en el campo de batalla de lo económico se libran ya los primeros combates 
entre el concepto democrático de la vida y el totalitario, antidemocrático, que inspira a países de 
contexturas raciales, políticas y espirituales mcompatibles con las nuestras. 

Los soldados del ejército invisible que esas potencias han desplegado se encuentran en las 
trincheras fortísimas de nuestras actividades vitales y desde allí pretenden controlar y orientar 


nuestras actividades 106, 


La decisión del gobierno y los discursos de González Videla generaron un 
debate en el Senado. Pablo Neruda, convertido en el principal opositor de la 
campaña anticomunista del Presidente, cuestionó duramente al mandatario, 
provocando la ira de éste. El poeta señaló que la denuncia de González 


Videla acerca de una red comunista, era sólo una manera de desviar la 


atención del pais de los graves problemas sociales y económicos que se 
vivian!07, 

Neruda acusó al gobierno de no querer buscar una solución al conflicto 
del carbon, negandose a atender las propuestas planteadas por los dirigentes 
de los partidos de izquierda de Concepcion: «O sea, la Unica persona que se 
opone a solucionar la huelga es el Presidente de la Republica... No solo las 
espaldas ha dado el actual mandatario. Ha hecho algo mas grave, ha dado 
vuelta su corazón y su cabeza»!108. Sobre el tema específico de la ruptura de 
las relaciones con Yugoslavia, Neruda manifestó que el gobierno había 


seguido los dictados de Estados Unidos e invento un conflicto inexistente: 


Dirigidos por la Gestapo argentina y por la policia norteamericana dentro de nuestro pais, los 
falsificadores de documentos,... se han lanzado ahora en gran escala con documentos fraudulentos y 
adulterados para demostrar la existencia de un complot yugoslavo en Chile... Este complot sintético, 
sobre la base de una carta falsificada y de informes confidenciales saqueados a Legaciones 
extranjeras, ha tenido como fin calumniar al movimiento obrero chileno y a su partido de vanguardia, 
y romper relaciones con un grande y noble pais que renace del desastre a una nueva vida de 


realizaciones, llena de reformas profundas y pacificas!09, 


El 21 de octubre de 1947 Chile rompió relaciones con la Unión Soviética 
y Checoslovaquia. Una declaración pública entregada posteriormente dio los 
motivos y antecedentes de la decisión, reiterando las acusaciones de 
injerencia en la política interna que había denunciado desde hacía algún 
tiempo!!0, También analizaba el rol desempeñado por el PC, al cual acusaba 
de estar al servicio de los intereses políticos, económicos y militares del 
gobierno soviético y empleaba los recursos que tenía en el movimiento 
sindical, para beneficiar al comunismo internacional, provocando el 


desorden en la vida nacional y conflictos laborales: 


Utiliza así, dolosamente, los anhelos de justicia social de los obreros en beneficio de las finalidades 


internacionales que sirve, politica a la que no han sido ajenos los representantes diplomaticos de 


Rusia, Checoslovaquia y Yugoslavia, acreditados en nuestro pais. 


La declaración oficial enviada por el canciller German Vergara al 
embajador de la Unión Soviética y al encargado de negocios de 
Checoslovaquia enumeraba estas mismas razones para explicar la ruptura de 
las relaciones con ambos países: «El gobierno de Chile ha llegado al 
convencimiento de que los acontecimientos que han perturbado la 
tranquilidad pública de Chile en los últimos meses ha tenido como causa 
determinante las investigaciones del comunismo internacional ejercidas 
directamente o a través de grupos afines chilenos. Tales instigaciones 
obedecen a todo un sistema de acción política y de intromisión internacional 
dirigido desde la Unión Soviética. Tal convencimiento no permite a mi 
gobierno seguir manteniendo relaciones con un país que ha inspirado tan 
graves atentados contra la independencia política de la República y ha 
puesto en peligro la vida misma de la Nación»!!!. 

La ruptura de relaciones tuvo una amplia acogida en los partidos 
políticos, no sólo en los de derecha y en el radicalismo, sino también en 
otros que no habían apoyado al gobierno, como el Radical Democrático, el 
Agrario Laborista y el socialismo representado por Grove y Schnake!!2. No 
lo respaldaron el socialismo presidido por Raúl Ampuero!!3, asi como 
tampoco la Falange Nacional. 

Tanto la Junta Ejecutiva del Partido Conservador como la del Partido 
Liberal, se reunieron el mismo 21 de octubre, luego de conocer la decisión 
del gobierno. En el liberalismo le tributaron un aplauso al Presidente de la 
República, «por haber interpretado fielmente el sentir del país». 
Consideraban que con esas medidas se tendía a la consolidación del régimen 
democrático y a la defensa de la estabilidad económica de la Nacion!!4. 


El Consejo Ejecutivo Nacional del PR apoyó la decisión de González 


Videla a traves de una declaracion publica entregada el 29 de octubre, que 
criticaba fuertemente el PC, no sólo por su desempeño cuando formó parte 
del gobierno, sino también por su estrategia en los sindicatos, reiterando la 


acusación de González Videla de actuar subordinado a la URSS: 


Movido por factores externos el Partido Comunista, aprovechó su alta influencia de gobierno para 
desarrollar una acción que reputamos contraria a los intereses nacionales... Desencadenó una gran 
agitación social, innecesaria frente a un Gobierno dispuesto como ningún otro, no sólo a mantener sino 
a acrecentar las conquistas de las masas asalariadas y a defender sus intereses económicos; y aspiró 
a controlar en forma total las principales fuentes de nuestra industria extractiva, no sólo con el deseo 
de acrecentar su influencia política racional, sino de servir los intereses internacionales del 


comunismo! 15, 


La ruptura de relaciones también fue respaldada por la Confederación de 
Trabajadores de Chile (CTCH), dirigida por Bernardo Ibáñez (PS), quien 
dio un claro apoyo a González Videla. Ibáñez atacó duramente al PC por su 
«acción desquiciadora» entre los obreros del país. Sus argumentos se 
centraban en lo sucedido en la huelga del carbón, la que, según Ibáñez, había 
comenzado como un movimiento justo y legal, pero luego había mostrado un 
trasfondo meramente politico!!6, 

El gobierno continuó entregando antecedentes de la intromisión comunista 
en las zonas del carbón, del salitre y del cobre, con los cuales buscó 
confirmar ante la opinión pública la existencia de un plan de subversión 
comunista, que debía ser desmantelado con las medidas adoptadas. Dos días 
después decretó zona de emergencia en la zona de la industria del salitre y el 
cobre, en la provincia de Antofagasta, y los militares actuaron de inmediato, 
deteniendo a centenares de trabajadores para luego enviarlos a Pisagua. Al 
entonces capitán Augusto Pinochet le tocó participar en ello, recordando en 
sus memorias con entusiasmo el episodio!!7, Sin embargo, el gobierno 


repetía los argumentos en el sentido que el PC estaba controlado por la 


Unión Soviética y sus satélites, países que buscaban apoderarse de Chile a 
través del control de su economia!!8, 

La prensa favorable al gobierno difundió ampliamente esta información 
buscando convencer a la opinión pública de la existencia de pruebas 
irrefutables de la participación de los comunistas. Algunos titulares del 


diario La Hora son muy claros en este sentido: 


- La amenaza de la Cheka comunista impedía las labores en las minas H9, 

- El gobierno quebro la resistencia comunista 120, 

- Comprometedora documentación comunista encontraron en los sindicatos del carbón121, 
- Decidida actuación de jefes militares sofocó rebelión comunista en las minas 122; 

- Los comunistas procuran crear un clima de violencia en el país 123, 

- Comunistas iniciaron plan sedicioso en las zonas del salitre y el carbon!24, 

- Firme acción contra la penetración comunista desarrollan en P. Arenas 125, 

- Fracasó el paro comunista en las zonas del cobre y salitre 126, 

- Libres de la presión comunista obreros del carbón reconocen la acertada solución que el Ejecutivo 
dio a sus peticiones 127, 

- En centros carboniferos imperaba sin contrapeso la cheka comunista 128, 


- Plan comunista para provocar paro ferroviario, denunció S.E. a la FIFCH129, 


El Diario Ilustrado no era menos anticomunista que el periódico del 
radicalismo, retomando una tendencia que lo caracterizó una buena parte de 


su historia: 


- La ‘Cheka’ comunista será extirpada de raízl30, 

- Sastre español que vivía en Lota, era el jefe de la checa comunista en la zona del carbón!31, 

- Varios centenares de agitadores comunistas han sido detenidos en el territorio nacional!32, 

- Numerosos dirigentes comunistas prófugos son buscados activamente por personal de 
Investigaciones 133, 

- No basta la acción del gobierno para eliminar la ponzoña del comunismo; es necesaria la 


colaboración del país”, manifestó el grupo patriótico “Por Chile 134, 


A peticion de los parlamentarios, la politica del gobierno fue explicada 


ante la Camara de Diputados por el canciller German Vergara Donoso!35; 
por el ministro del Interior, Inmanuel Holger!36; y por el ministro de Defensa 
Nacional, el general Guillermo Barrios Tirado!37, 

Vergara expuso los ŭltimos hechos de la politica internacional del 
gobierno y analizo los motivos que llevaron a romper relaciones con 
Yugoslavia, la Unión Soviética y Checoslovaquia, indicando que se buscaba 


la guerra civil y destruir la economía y la sociedad. 


No era tolerable mantener relaciones normales, basadas en el respeto mutuo, con los gobiernos que 
instigaban en Chile una guerra civil. No era posible aceptar los dictados de un imperialismo totalitario, 
nacionalista y agresivo. No era posible dejar que libremente se atentara contra las bases de nuestra 
economía y contra el orden institucional, influyendo así también, en nuestra propia política exterior. No 
era posible permitir que mañosamente se limitara nuestra soberanía y se pusieran tropiezos a nuestros 
deberes de colaboración en la defensa del Hemisferio. No era tolerable ver, a cada instante, cómo 
fuerzas extrañas dirigían con fines propios a sectores importantes de nuestra vida nacional No 
podíamos permanecer impasibles mientras amenazaba desmoronarse nuestra organización económica 


y social trabajosamente construida a través de muchos años y muchos sacrificios 138, 


Vergara aclaró que las acciones del gobierno nunca estuvieron dirigidas a 
combatir las ideas, sino que fueron en defensa ante un movimiento que 
actuaba «descaradamente en el interior del país». Por lo tanto, el Ejecutivo 
había concluido que no era concebible «reprimir y castigar la subversión 
interior sin tener en cuenta a quienes desde fuera la instigabam». Según 
Vergara, éste había sido el raciocinio del gobierno para decidir en la ruptura 
de las relaciones diplomáticas con los países comunistas: «El plan de 
penetración soviética debía desaparecer y con él, los representantes del país 
que dirige y encabeza esta acci60n» 139, 

Al día siguiente, el ministro del Interior Holger expuso argumentos 
similares a los entregados por el Canciller. Principalmente, Holger se 
esforzó por demostrar la veracidad de los antecedentes que tenía el gobierno 


y lo llevó a romper las relaciones con los países mencionados. Sin embargo, 


no aportó nuevos antecedentes, puesto que se refirió a los mismos 
documentos de la diplomacia yugoslava ya conocidos. 

Las acusaciones del gobierno sobre los planes de sabotaje de la economía 
eran poco convincentes, se referían no sólo a las huelgas de la industria 
minera, sino también a paros de la locomoción colectiva, de ferrocarriles y a 
cortes de energía eléctrica. Pero esto último se debía principalmente a la 
debilidad del sistema eléctrico y no a acciones en su contra. Las 
imputaciones en contra de los comunistas eran claramente exageradas, como 
lo reconoció la Embajada británica en varios de sus informes!40, El 
embajador británico llamaba la atención al hecho de que los comunistas 
seguían bien organizados, a pesar del gobierno, y que la relegación de 
centenares de sus dirigentes y activistas a Pisagua los había favorecido, 
porque, al estar reunidos en un lugar, pudieron apoyarse entre sí, mantener la 
mística en su trabajo político y preparar con tiempo los mejores pasos para 
contrarrestar la represión. 

La gran difusión dada por el gobierno a la ruptura de relaciones con los 
países comunistas aumentó fuertemente el anticomunismo en el país. El 
escalamiento de la guerra fría desde marzo de 1947, ampliamente informado 
por la prensa nacional, ofrecía un escenario internacional favorable a la 


política anticomunista del Presidente González Videla. 


EL DESAFUERO DEL SENADOR PABLO NERUDA 


La persecución de González Videla en contra de los comunistas alcanzó 
enorme notoriedad internacional cuando se querelló contra el gran poeta 
Pablo Neruda a fines de 1947141. González Videla mostró en ello su carácter 
explosivo, al tomarse personalmente las críticas que Neruda le formuló en el 
Senado. El gran prestigio nacional e internacional del poeta daba a sus 


palabras una mayor influencia que las pronunciadas por otros senadores o 


diputados del PC y del socialismo. Como hemos visto antes Neruda habia 
pronunciado en el Senado discursos muy críticos de la represión de las 
huelgas de los choferes de la locomoción en Santiago de junio y de los 
trabajadores del carbón en agosto y octubre. En cada una de estas 
intervenciones Neruda responsabilizó al Presidente, criticándolo por 
traicionar sus ideas políticas y a los socios que lo habían llevado a La 
Moneda. Le recordó también que él había colaborado activamente en la 
campaña presidencial como jefe nacional de propaganda!42. Estas eran 
críticas que González Videla no podía tolerar y no aceptaba que quedaran sin 
castigo. 

La profundizacion de las medidas en contra de los dirigentes sindicales y 
del PC le llevaron a redactar un documento muy crítico del Presidente 
Gonzalez Videla. Censurado el diario comunista E/ Siglo y sin posibilidad 
de hacer hacer oir su voz en el pais cuando arreciaba el clima anticomunista 
difundido desde el gobierno publico el escrito en dos periódicos 
extranjeros: El Nacional, de Caracas (el 27 de noviembre de 1947)143, de 
gran prestigio en su país y en el exterior; y El Popular, de México (el 6 de 
diciembre)!44, Lo tituló: «La crisis democrática de Chile es una advertencia 
dramática para nuestro continente» 145, 

El artículo, calificado por el poeta como una «carta íntima para millones 
de hombres», formulaba una dura crítica a González Videla, con un 
descarnado análisis de la situación en que vivían los trabajadores y sus 
familias en los yacimientos carboniferos de Lota y Coronel, y describió la 
violencia empleada por el gobierno para reprimir la huelga legal de octubre: 
«Los obreros del carbón han sido bárbaramente atropellados. Dos horas 
antes de declarar la huelga, el ejército rodeó la zona carbonifera como si se 
tratara de una zona enemiga. Ni parlamentarios ni periodistas fueron 


admitidos desde entonces. Todos los líderes sindicales fueron presos 


manteniéndolos en barcos de guerra, o en islas inhospitalarias para ser 
relegados otras veces cerca del Polo»!46. Denunció el atropello a las 
libertades públicas al usarse las facultades extraordinarias, lo que condujo a 
la organización de «campos de concentración» en la isla Santa María y en 


Pisagua, como si Chile fuera un estado policial y no de una democracia: 


El terror, la intimidación, la censura de prensa y de radio, la delación instigada por el gobierno 
reinan en este momento. No hay garantías individuales, ninguna libertad es respetada por el Estado 
Policial de González Videla. Los domicilios son allanados de noche y los habitantes son arrojados a 
prisión o trasladados a zonas inclementes, sin interrogárseles, y sin siquiera hacérseles acusación 
alguna. La prensa es obligada a mentir diariamente y una atmósfera de envilecimiento de hombres y 


partidos se hace más densa en los círculos que rodean al gobierno de la Republica 147, 


Neruda denunciaba internacionalmente la relegación de centenares de 
personas y la violación a los derechos de los trabajadores, que lo convertían 


en el pais mas represivo de America Latina: 


Chile es el único pais del continente con centenares de presos políticos y relegados, con millares de 
seres desplazados de sus hogares, condenados a la cesantía, a la miseria y a la angustia. Chile es el 
único país del continente en que las huelgas se resuelven pisoteando el Código del Trabajo y con 
inmediatas exoneraciones en masas de los presuntos opositores políticos del gobierno. Yo acuso al 
Excmo. Señor González Videla de ser el culpable de estos procedimientos deshonrosos para nuestra 


democracia 148, 


González Videla era particularmente sensible a las críticas dirigidas a su 
persona, de ahí que consideró de la mayor importancia neutralizar la voz de 
Neruda en el Senado y ordenó una querella en su contra, acusándolo de los 
delitos de «ultraje a la nación e injurias y calumnias en contra del Presidente 
de la República», todo lo cual atentaría «contra la seguridad interior del 
Estado y el orden público»!*. Como era parlamentario, el gobierno debió 
recurrir a la justicia para que ordenara su desafuero, quitarle su inmunidad y 


condenarlo por las razones indicadas. Uno de los delitos estaría 


contemplado en el N° 9 del art. 1° de la Ley N° 6.026, de Seguridad Interior 
del Estado, que castiga a quienes «propaguen de palabra, por escrito o por 
cualquier otro medio en el interior, o envíen al exterior noticias O 
informaciones tendenciosas o falsas, destinadas a perturbar el orden, 
tranquilidad y seguridad del pais, el regimen monetario o la estabilidad de 
los valores y efectos públicos»!50, 

El ataque en contra de Neruda fue un grave error de González Videla!5! 
puesto que para ese entonces ya era un poeta de prestigio internacional, que 
había ingresado al PC en 1945, junto a otros destacados intelectuales!52, Era 
un momento muy favorable para los partidos comunistas a nivel mundial, que 
gozaban de un enorme prestigio en Europa por el protagonismo que habían 
tenido en la resistencia contra la ocupación alemana en Francia, Italia y 
Bélgica!53. Durante la campaña presidencial de 1946 Neruda fue jefe 
nacional de propaganda, cargo desde el cual apoyó activamente la 
postulación de González Videla e incluso le dedicó un poema en el cual 


señala: 


Como a hermano, hermano fiel, 
y entre todas las cosas puras 
no hay como este laurel, 

el pueblo lo llama Gabriel!54. 


Neruda fue defendido en los tribunales por los abogados Carlos Vicuña 
Fuentes!55 y Jorge Jiles Pizarro!56, quienes rechazaron las acusaciones de 
los delitos de injurias y calumnias y sostuvieron que se trataba de 
«apreciaciones y juicios legítimos y necesarios para el mejoramiento de la 
vida pública, y no puede razonablemente atribuírseles el animus injurandi, 
sino el animus reipublicae defendendi »!57. 

La Corte de Apelaciones concedió el desafuero el 5 de enero de 1948 y 


los abogados de Neruda apelaron de ese fallo ante la Corte Suprema!58. El 


maximo tribunal concedió en definitiva el desafuero en una sentencia del 3 
de febrero, sólo por «el delito de injurias publicadas por medio de 
periódicos extranjeros, enviadas desde el territorio de la República»!59. 

Sin embargo, los ministros Hermosilla, Bianchi y Aylwin no aceptaron 
que se diera lugar a la formación de causa por los delitos contemplados en el 
N° 9 del art. 1° de la Ley N° 6.026, porque en el documento que había dado 
lugar al proceso «no aparece que tenga por objeto perturbar el orden 
público, la tranquilidad y seguridad del país, el régimen monetario o la 
estabilidad de los valores y efectos públicos, que son los elementos 
constitutivos de los delitos contemplados en la referida disposición». Esto 
fue una derrota para el gobierno, pues desmentía las acusaciones de que las 
declaraciones de personalidades comunistas ponían en peligro «la 
tranquilidad y seguridad del país». 

Neruda alcanzó a pronunciar en el Senado un discurso muy crítico en 
contra de González Videla al día siguiente de darse a conocer el fallo de la 
Corte de Apelaciones, que acogía la petición de desafuero, pronunciado el 6 
de enero de 1948 y que tituló «Yo acuso». En esa intervención, reiteró las 
críticas formuladas en el artículo que le costó la querella y cuestionó en 
términos aún más duros a Gonzalez Videla!60, «Yo acuso al Presidente de la 
República desde esta tribuna de ejercer la violencia para destruir las 
organizaciones sindicales», usando estas palabras de «yo acuso» en doce 
ocasiones continuadas. Concluyó señalando que se trataba de un «juicio 
político e histórico» en su contra «por un político que se sentó a mi lado en 
esta Corporación, que fue elegido con los mismos votos que a mí me 
eligieron... Si quisiera injuriar al Presidente, lo haría dentro de mi obra 
literaria!©!. Estas palabras aumentaron la ira de González Videla contra el 
poeta y explican su interés en llevar adelante el proceso hasta detenerlo y 


ponerlo en prisión. 


La Corte de Apelaciones impartió una resolución ordenando a la policia 
de Investigaciones detener a Neruda!©2. El poeta se escondió con la ayuda no 
sólo de dirigentes de su colectividad, sino también de algunas personas que 
lo conocían y admiraban!3. Sabía que su detención seria un grave golpe 
para su partido y una humillación para él. Como no fue encontrado, el 
ministro instructor de la causa, Miguel González, se preocupó de renovar 
constantemente las órdenes impartidas a la policia de Investigaciones para 
detener a Neruda!ó, 

En sus Memorias, publicadas después del golpe de Estado de 1973 por 
una editorial de gobierno, González Videla dio otra versión, señalando que 
él habría ordenado a Investigaciones «buscarlo y no encontrarlo». Agrega 
que se produjo «una de las comedias más grotescas que ha forjado el 
comunismo: el poeta perseguido, el poeta encadenado y barbón atravesando 
la cordillera a pie y a caballo»165, 

La realidad fue distinta. Neruda fue buscado intensamente por la policía 
de Investigaciones. El gobierno no podía dejar de cumplir las órdenes 
judiciales, pues implicaría desconocer una resolución judicial, lo cual era 
inconstitucional. Es interesante la explicación entregada por González Videla 
en sus Memorias, porque entiende el poder presidencial por encima de los 
tribunales de justicia, una posición que contradice el principio democrático 
básico de separación de poderes e independencia del poder judicial. 

El ministro sumariante fue claro en hacer cumplir el fallo de la Corte, de 
hecho, la primera orden a la Policía de Investigaciones la dio con la facultad 
de allanamiento, si ello fuera necesario!%. Dando respuesta a esta orden, la 
policía allanó la casa de Neruda, sin encontrarlo. Luego informó al tribunal y 
dio los nombres y domicilios de cuatro personas con las cuales el poeta 
«mantiene estrechas relaciones de amistad». Adujo que podían esconderlo y 


solicitó la orden de allanar sus moradas!67, lo cual fue concedido por el 


tribunal!168, Este ordeno telegraficamente a todos los jueces del crimen del 
pais que dispusieran las medidas pertinentes para detener a Neruda, 
«autorizando el allanamiento de los lugares en que haya sospecha fundada de 
que se encuentra»!69, El ministro sumariante envió exhortos a diversos 
tribunales de diferentes localidades del pais en que creia estaba escondido 
Neruda, los que fueron cumplidos por las autoridades correspondientes!70, 

La orden de detención de Neruda provocó una ola de solidaridad con él y 
destacadas personalidades en América Latina y Europa enviaron al Senado 
cables de apoyo al poeta, que fueron acompañados por sus abogados al 
expediente de su causa en la Corte de Apelaciones de Santiago!7!. 

Como la policía no encontraba a Neruda, la Corte de Apelaciones pidió a 
Investigaciones que diera explicaciones «acerca de los motivos por los 
cuales no se había dado cumplimiento con éxito a la orden de detención 
dictada contra el Sr. Pablo Neruda»!”2. La petición fue respondida por el 
director general de Investigaciones en un largo y minucioso informe, en el 
cual señaló que, desde un comienzo, se «procedió a designar personal del 
Servicio a fin de que siguiera los pasos del señor Neruda, manteniendo 
sobre él una estrecha vigilancia; se colocaron puntos fijos en los domicilios 
en Santiago e Isla Negra y se dispuso vigilancia especial en aquellos sitios 
en que concurría con mayor frecuencia». Además, se hizo un seguimiento de 
numerosos vehículos «ocupados habitualmente por el señor Neruda», y se 
registraron decenas de propiedades. El informe concluía que su servicio «ha 
procedido con todo celo y acuciosidad, dentro de los medios que cuenta, a 
practicar cuanta diligencia le ha sido posible a fin de dar cumplimiento con 
éxito a la orden de detener al Senador don Pablo Neruda»!73, Como no fue 
encontrado después de dicho esfuerzo, el poeta fue sobreseído el 10 de 
septiembre de 1948. 


Neruda se mantuvo escondido durante un año, cambiándose múltiples 


veces de domicilio para evitar ser detenido, contando con la ayuda de 
muchas personas, no todas comunistas. Tuvo que llevar a cabo una dificil 
vida de clandestinidad en Chile, junto a su mujer!74, lo que implicó el 
esfuerzo de mucha gente (Neruda no era una persona fácil). Hasta que se 
decidió a salir clandestinamente del país en el verano de 1949. Luego de dos 
intentos fracasados, organizados por la directiva del PC, Neruda logró 
cruzar la cordillera a caballo en el sur del pais!”5, dirigiéndose a Buenos 
Aires. De esta ciudad se fue a Montevideo y de ahí cruzó el Atlántico, 
apareciendo de manera espectacular a la luz pública el 25 de abril de 1949 
en París, presentándose en el acto de clausura del I Congreso Mundial por la 
Paz. Allí recibió la bienvenida del físico francés Frederick Joliot-Curie, 
responsable del Alto Comisionado para la energía atómica del gobierno 
francés!76, 

Durante su estadia clandestina en el pais, Neruda habia pedido permiso 
constitucional para seguir recibiendo la dieta parlamentaria. Fue acusado 
por parlamentarios de derecha de ausentarse del territorio nacional por mas 
de un año, sin la correspondiente autorización del Senado, motivo por el 
cual querían declarar la vacancia de su senaturía y llamar a elecciones 
complementarias. Aparte de demostrar su rechazo hacia el poeta y los 
comunistas, la derecha ansiaba la posibilidad de ganar el escaño vacante de 
Neruda. La iniciativa no prosperó, porque el presidente de la Cámara Alta, 
Arturo Alessandri, accedió a la petición del senador Elías Lafertte (PC), de 
reunirse con Neruda para demostrarle que se encontraba en el país, por lo 
que se le renovó el permiso constitucional!77, Esta situación cambió cuando 
Neruda abandonó el país y se conoció su presencia en París. El 22 de 
febrero de 1950, los senadores liberales Hernán Videla Lira y Pedro Opaso 


Cousiño comunicaron al Ejecutivo la vacancia del cargo ocupado por 


Neruda, por permanecer más de un año fuera del pais sin la autorización 
competente. 

El Senado declaro vacante la senaturia, convocandose a elecciones 
complementarias realizadas el 28 de mayo de 1950, en la cual se impuso el 
diputado falangista Radomiro Tomic. Su partido en ese momento formaba 
parte del gobierno!” y recibió el apoyo de casi todas las colectividades, 
incluso los conservadores tradicionalistas, los liberales, el socialismo 
popular de Ampuero y Allende, y los comunistas. Derrotó a Luis Alberto 
Cuevas (PR), quien había sido por algunos meses ministro del Interior de 
Gabriel González Videla y presidente del radicalismo en la campaña 
presidencial de 1946. La elección se convirtió en una contienda contra 
González Videla y los radicales!79, ya que Cuevas sólo tuvo el apoyo de los 
socialistas de Rossetti y los democráticos. Tomic derrotó ampliamente a 
Cuevas por 15.705 votos contra 10.523, lo cual fue una severa derrota para 


el Presidente que había precipitado el desafuero de Neruda!80, 
Los RELEGADOS POR LAS LEYES DE FACULTADES EXTRAORDINARIAS 


Cada una de las leyes de facultades extraordinarias le permitieron al 
Ejecutivo tomar medidas en contra de personas acusadas de actividades 
políticas a favor del comunismo, pudiendo trasladar a los funcionarios 
públicos a oficinas ubicadas en otras ciudades, en que no les era posible 
realizar un trabajo de proselitismo político sin perder el puesto!8!. Aquellos 
funcionarios a los que se les atribuían trabajos políticos a favor del PC 
podían perder el puesto inmediatamente, mientras que sus sitios se 
declaraban vacantes 182, 

El mecanismo coercitivo empleado con mayor frecuencia para combatir la 
protesta sindical y la de los partidos fue la relegación de personas enviadas 


a pequeñas localidades rurales. La autoridad no necesitaba orden judicial 


para hacerlo, bastaba un decreto del Ministerio del Interior en respuesta a 
las denuncias hechas por gobernadores, intendentes o militares a cargo de 
zonas de emergencia. Los relegados permanecían allí mientras lo 
determinara el Ministerio del Interior. Estaban obligados a permanecer en la 
respectiva localidad en donde habían sido destinados y tenían que firmar 
diariamente en el recinto de Carabineros correspondiente para verificar la 
permanencia en el lugar. 

El gobierno detuvo y relegó a numerosos dirigentes sindicales a distintas 
localidades con escasos habitantes. El gobierno actuó no sólo contra 
dirigentes sindicales del PC, sino también de otros partidos, como 
falangistas, socialistas y hasta radicales. Por ejemplo, Francisco Javier 
Montesinos, falangista, presidente del sindicato de empleados de la 
compañía carbonifera Schwager, fue relegado a Pisagua. Se le envió en un 
buque junto a decenas de obreros del carbón, y allá permaneció seis meses, 
al término de los cuales volvió a Lota; pero no fue restituido en su puesto, ni 
encontró trabajo en ninguna empresa de la región, y debió trasladarse a 
Santiago con su familia, siendo ayudado por el partido para hallar 
empleo!83, Pero el gobierno no actuó sólo contra las protestas en la industria 
de la minería, sino también contra los reclamos en la capital. Fue el caso de 
Graciela Álvarez, joven abogada perteneciente al PC, detenida porque se 
presentó al cuartel de Investigaciones para impedir la relegación de los 
abogados de unos republicanos españoles. Asistió junto a otros abogados 
del PC, entre ellos Jorge Jiles, pero en el acto la apresaron y la enviaron a la 
isla de Chiloé, donde estuvo en la ciudad de Ancud durante cuatro meses. 
Pudo ejercer como abogado y sus honorarios le permitieron subsistir y 
ayudar a otros relegados en esa ciudad 184, 

El relegado podía estar acompañado de familiares, aunque esto no era 


fácil, porque planteaba considerables problemas de alojamiento y 


mantencion a todos ellos, cuando se trataba de obreros o campesinos que 
carecían de recursos económicos. 

Para poder subsistir, pues, los relegados debían buscar un trabajo que les 
permitiera pagar alimentación y alojamiento. Sin embargo, la autoridad local 
no podía desentenderse de las necesidades de los relegados, debiendo 
contribuir a su bienestar cuando carecían de medios!85, 

Las medidas en contra de los dirigentes sindicales se adoptaban sin 
considerar sus consecuencias, por ejemplo, disponer de un mayor número de 
carabineros en las localidades que los recibían, para que no tuviesen que 
desatender las obligaciones normales que les correspondía satisfacer. 

El Ministerio del Interior recibió frecuentes oficios de los jefes de la zona 
de estado de emergencia con peticiones de un mayor número de funcionarios. 
En un oficio de dicho Ministerio se respondió que el gobierno tenía 
conciencia de la situación y prometió presentar un proyecto de ley para 
aumentar la dotación de personal de Investigaciones en 600 plazas!8°, 

Algunos jefes militares a cargo de las zonas de estado de emergencia se 
entusiasmaban con las atribuciones que tenían y tomaban decisiones difíciles 
de llevar adelante. Creaban tensiones entre Carabineros e Investigaciones, e 
imponían metas de eficiencia y rapidez que no podían alcanzarse porque se 
carecía del personal necesario. Así, por citar un caso, el oficial encargado 
de la provincia de O” Higgins se quejaba de que la Policia de Investigaciones 
no descubriera a activistas comunistas, cuyos antecedentes habían sido 
encontrados en el allanamiento del Ejército y Carabineros a la secretaría 
regional del PC de la provincia, y pedía por tanto que se enviara más 
personal de Investigaciones. En esa ocasión se detuvo a un dirigente sobre el 
cual pesaba una orden de detención en su contra desde hacía cuatro meses y 
se halló gran cantidad de propaganda comunista!$”, 


En otros casos, los jefes militares ordenaban la relegación de numerosas 


personas supuestamente comunistas. Llevar adelante la orden era imposible 
por su alto costo económico y las dificultades logísticas que planteaba el 
traslado. Así, por ejemplo, el ministro del Interior rechazó la decisión del 
jefe de la zona de emergencia de Coquimbo de relegar a 28 personas de la 
provincia, con el argumento de que la medida no sólo es inviable por su 
costo económico, sino también porque no habría «localidad en el país donde 
no reclamen que se les envíe estos peligrosos elementos»!$$, 

Las acciones contra los comunistas en localidades de provincias afectaban 
la vida de la comunidad. Se perjudicaba, en primer lugar, a Carabineros, que 
debía retirar personal de las funciones de prevención y control de la 
delincuencia común. Además, podía ocurrir que debían destinarse 
habitaciones de las comisarías para alojar a los relegados, cuando estos no 
hallaban otro lugar donde vivir, lo que limitaba el espacio para su 
funcionamiento. Esta situación generaba una relación entre detenidos y 
policías que podía llegar a ser contraproducente para éstos!89, 

Los familiares de los relegados hacían enormes esfuerzos para 
proporcionarles los medios de supervivencia, pero muchas veces esto era 
imposible!” Los llamados de las autoridades solicitando recursos 
económicos para alimentos y hospedaje fueron frecuentes desde las 
localidades rurales!9!. 

La relegación terminaba cuando concluía el estado de emergencia, pero el 
castigo no finalizaba, porque entonces el mayor problema que enfrentaba el 
relegado era la reinserción laboral. A pesar de que legalmente conservaba el 
puesto y podía volver a tomarlo cuando terminaba el castigo, en la práctica 
no era posible. El empleador no estaba dispuesto a recontratarlo, creyéndolo 
un comunista que se dedicaría al activismo político y no a trabajar!”, 
Tampoco el gobierno quería que regresara a su trabajo original, porque 


temía que volviera a dedicarse al activismo a favor del PC. Esto provocaba 


un problema adicional al Ejecutivo, que sospechaba que al no tener trabajo, 
el ex relegado podria dedicar todo el tiempo a las labores politicas del 
partido, siendo financiado por el propio PC. Las relegaciones, por ende no 
eran sanciones que debilitaran al partido. De ahi se pensaba que era 
conveniente trasladar a los relegados a otro lugar donde pudieran mantenerse 


económicamente y no recayesen en el activismo político!9, 


PISAGUA, UNA LOCALIDAD DE RELEGADOS POLÍTICOS 


El lugar que concentró mayor cantidad de relegados fue Pisagua, ya que 
ofrecía especiales condiciones geográficas para ello: era un pequeño puerto, 
rodeado de una empinada ladera que conducía a una meseta y el mar. Allí se 
destinó a los relegados de la industria del salitre y el cobre de las provincias 
de Tarapacá y Antofagasta y a los de la zona del carbón de la provincia de 
Arauco. Estaba custodiado por un destacamento de militares, quienes solían 
tener una relación más bien amistosa con los relegados. El entonces capitán 
Augusto Pinochet fue durante un mes «jefe de las Fuerzas Militares» en 
enero y febrero de 1948, con una dotación de sesenta soldados y dos 
oficiales!94, 

No se dispone de antecedentes precisos para determinar el numero total 
de relegados a nivel nacional y el que hubo en Pisagua. Sólo podemos 
establecer una cantidad aproximada a partir de algunos informes preparados 
por el Ministerio del Interior y teniendo en cuenta la información entregada 
por algunas personas que conocieron el campamento. El gobierno no daba a 
conocer datos sobre este tema, los que reconocía eran inferiores a los reales. 
Las restricciones a la libertad de prensa impidieron que los diarios 
indagaran sobre la cantidad de relegados. Sin embargo, hay algunos 
antecedentes sobre la numerosa cifra de destinados a Pisagua. En sus 


memorias, el general Pinochet habla de unos 500 trabajadores que 


trasladaron desde la oficina salitrera Humberstone, en octubre de 1947195, A 
comienzos de noviembre de 1947 habia en Pisagua 210 relegados solo 
procedentes de la provincia de Antofagasta, lo que demuestra que la 
población superaría las 700 personas en el momento de máxima presión 
contra los sindicatos del cobre y el salitre, como consecuencia de la ley de 
facultades extraordinarias de agosto de ese año!%, A fines de febrero de 
1948, siete meses antes de que se promulgara la Ley de Defensa Permanente 
de la Democracia, el número había bajado, habiendo 505 relegados. Sin 
embargo, la embajada de Gran Bretaña entregaba una cifra superior, 600 
relegados!97, Debe tenerse en cuenta que una parte de los relegados estaba 
acompañado por familiares, que podían ser la esposa o la madre, lo que 
aumentaba el número de personas viviendo en forma permanente en Pisagua. 
En la fecha que mencionamos, había un total de 220 personas que 
acompañaban a los relegados!98. El general Guillermo Barrios Tirado afirma 
que a fines de febrero de 1948 habia 471 relegados y 157 familiares! 

La población de la localidad nortina aumentaba con las visitas temporales 
de los familiares, especialmente de esposas o sus parejas, creándole 
mayores complicaciones a la autoridad local en lo que respecta a 
alimentación, vestuario y medicamento 200, 

La comunicación entre los relegados y la directiva del PC era 
relativamente constante por intermedio de los familiares que los visitaban en 
Pisagua. El gobierno se dio cuenta de este efecto no buscado y sacó a los 
relegados de esa localidad y los distribuyó en forma separada en distintos 
pueblos del país, creyendo que así les impediría hacer su trabajo político. 

Pisagua se convirtió en el centro de las críticas al Ejecutivo por la 
concentración de relegados, asimilándolo a un campo de concentración. El 
ministro del Interior, al presentar en la Cámara el proyecto de la segunda ley 


de facultades extraordinarias quiso demostrar las buenas condiciones en que 


vivian los relegados. Para ello expuso las comunicaciones del jefe de la 
zona de estado de emergencia de Tarapaca, general Guillermo Aldana, 
donde señalaba que no se habían «omitido esfuerzos ni sacrificios para dar 
cumplimiento a los deseos del gobierno, para que Pisagua por ninguna causa 
tome el aspecto de un campamento de prisioneros, sino, por el contrario, los 
trasladados estén con el mínimo de comodidad que aconseja el respeto a la 
persona humana»20!. Indicaba que la comida que se les proporcionaba era la 
misma que recibían los soldados y que disponían de buenas condiciones de 
alojamiento, incluso para sus familiares, y señaló que la autoridad local se 
preocupaba de que tuviesen buenas condiciones sanitarias. 

Los relegados que eran profesionales y eran militantes del PC, 
aprovechaban de capacitar ideológica y políticamente a los trabajadores, 
con lo cual estos salían del lugar con mayores capacidades politicas292, Los 
relegados se iban de ahí aún más convencidos de sus posiciones políticas y 
con la decisión de continuar luchando en contra del gobierno. Pese a todo 
ello, Pisagua siguió siendo un campamento de relegados durante el período 
en que el gobierno de González Videla empleó las facultades extraordinarias 
para actuar en contra de los comunistas, y volvió a ser empleado por el 


régimen del general Pinochet. 


LA SEGUNDA LEY DE FACULTADES EXTRAORDINARIAS, ENERO DE 1948 


Hemos dicho que la política en contra de los comunistas se basó 
primeramente en el uso de las leyes de facultades extraordinarias entregadas 
por el Congreso y que fue una política continuada en el tiempo. Se 
implementó a través de cinco leyes, sólo la última de ellas fue promulgada 
sin que hubiera una continuidad con la anterior, aunque en el marco general 
de una postura policial en contra del PC. Hemos visto la tramitación de la 


primera ley de facultades extraordinarias y a continuación analizaremos la 


tramitacion parlamentaria de las otras cuatro leyes aprobadas por iniciativa 
del Ejecutivo, que les dio una fundamentación similar a cada una de ellas. 

La segunda ley de facultades especiales fue solicitada el 6 de enero de 
1948 con el objeto de dar continuidad a la política anticomunista: se 
acercaba el fin de la vigencia de la primera y, al igual que ĉsta, fue 
solicitada por el plazo máximo de seis meses. El Ejecutivo justificó las 
medidas de excepción apoyándose en los factores externos, constituidos por 
el conflicto en los países de Europa del Este, en que destacaba la toma del 
poder en Checoslovaquia por los comunistas. Entregó argumentos para 
demostrar la existencia de una conjura internacional en contra de Chile y de 
la dependencia que el PC tenía respecto de la Unión Soviética, cuya 
finalidad era convertir a Chile en «el pivote en que se asentará un estallido 
revolucionario en los países del continente sudamericano»203, Sin embargo, 
no entregó ningún antecedente concreto que demostrara la existencia del plan 
subversivo de los comunistas. 

En el mensaje del proyecto de ley, el Ejecutivo reconocía que no había 
ninguna huelga política en el país, pero advertía que las fuerzas del PC se 
mantenían «agazapadas en las sombras y esperando a sus dirigentes, 
sometidos a las medidas de restricción contempladas en la Ley N° 8.837, el 
momento de poder usar de la libertad amplia, casi absoluta que otorga la 
Carta Fundamental, para continuar la ejecución del plan que se habían 
propuesto desarrollar en nuestro pais 299». 

Agregó que la primera ley había cumplido sus objetivos, pero el PC 
todavía contaba con la fuerza para volver a actuar cuando se terminasen las 
medidas de excepción, lo que aconsejaba mantener la vigilancia sobre sus 


activistas y militantes: 


(Se ha podido) detener el plan sedicioso que pretendía aplicarse en Chile para colocar a nuestro 
pais dentro de la órbita de intereses internacionales... Si bien el gobierno ha podido destruir las 


formas externas de esta conjuracion, los fermentos sustantivos de ella se mantienen en plena 
actualidad295, 


En la Cámara de Diputados el debate se inició con el discurso del 
ministro del Interior, Inmanuel Holger, y repitió los argumentos contenidos 
en el Mensaje206, Para fundamentar su posición, leyó largas citas de 
documentos del PC encontrados por la policía, inmediatamente rechazados 
por los diputados comunistas por ser falsos. 

Los diputados socialistas, a través de Astolfo Tapia, rehusaron la petición 
del gobierno de facultades extraordinarias, manteniendo su postura con 
ocasión del debate sobre la primera ley. El representante socialista afirmó 
que ésta había sido una pésima medida, porque se habían cometido 
muchísimos abusos no sólo por parte de las autoridades civiles y militares, 
sino también a nivel de las empresas, ya que se «apresó a mucha gente 
modesta e incluso a elementos sin afiliación política»?207, 

El diputado comunista Ricardo Fonseca, secretario general del partido, 
rechazó los argumentos entregados por el gobierno y descalificó los 
documentos usados por éste en apoyo a su política: «En nombre de mi 
partido, afirmo rotundamente que esos documentos que dice poseer el 
ministro del Interior son absolutamente falsos, calumniosos y tendenciosos... 
Ese engendro tiene por objeto alarmar a la opinión pública, justificar las 
persecuciones contra el régimen democrático y constitucional de la 
República208,,. 

En representación del Partido Liberal intervino Raúl Marín Balmaceda, 
quien apoyó el proyecto con términos descalificatorios hacia el PC: «Sólo 
anhela implantar la dictadura roja del proletariado. Para ellos es totalmente 
indiferente la suerte de la tierra, tienen sus ojos fijos en la luz inspiradora 
del comunismo internacional, son leales a sus convicciones internacionales, 


leales hasta la muerte a Rusia Soviética2». 


Bernardo Leighton, diputado de la Falange Nacional, se opuso a la 
iniciativa del Ejecutivo. Reconoció tener una posición anticomunista, pero 
advirtió que con las facultades extraordinarias no se derrotaría a esta 
doctrina, sino que, por el contrario, se debilitarían «las defensas específicas 
de la democracia»210, Criticó en forma enérgica la política seguida por el 
gobierno en contra de los obreros del carbón, que había tenido como 
consecuencia aumentar la convulsión social en la zona y crear inseguridad en 
los trabajadores en el resto del país. «La huelga del carbón fue una huelga 
legal que el gobierno no quiso arreglar con razones, sino con bayonetas; los 
paros que en esos dias se produjeron fueron consecuencia 
preponderantemente de este criterio gubernamental, y desde entonces, hasta 
hoy, el gobierno ha realizado una política de debilitamiento sistemático de 
las organizaciones sindicales y de la respetabilidad de las funciones 
administrativas 211», 

Francisco Bulnes Sanfuentes, diputado conservador, fundó su voto 
favorable al proyecto haciendo una fuerte crítica del comunismo, y justificó 
las restricciones a los derechos cívicos por un período determinado de 
tiempo, porque, de lo contrario, Chile seguiría la misma suerte de los países 
de Europa del Este?!2. 

En el Senado, el debate fue más largo y se extendió durante los días 13 y 
14 de enero. Se inició con el discurso del ministro del Interior, similar al 
pronunciado en la Cámara de Diputados. Reiteró la amenaza que 
representaba el comunismo a nivel nacional e internacional, e hizo 
afirmaciones catastrofistas sobre la situación política en Europa, que tenía 
consecuencias para Chile. Según él, «el mundo entero atraviesa por una de 
sus crisis más profundas y se mantiene en suspenso el rumbo que en el futuro 
habrán de seguir la civilización y el progreso de la humanidad?!3». El 


movimiento comunista avanzaba ocupando el poder en diversos países de 


Europa del Este y amenazaba con lograrlo también en países de Europa 
Occidental, como Francia, Italia y Grecia. Sus palabras apuntaban a que 


Chile estaría en una espiral política: 


El Viejo Mundo... ha visto sacudidas sus más reacias raigambres democráticas por esta acción 
disolvente, la cual sin cesar ha ido generando la ola de fuego de la anarquía y del desconcierto, que 
constituyen los fermentos y ambientes propicios para la destrucción del orden existente y la 
disociación de los regímenes allí imperantes. Ya algunos han cedido: ...Polonia, Yugoslavia, Bulgaria y 
Rumania. Otros han estado al borde del abismo, cual nos lo muestra el cuadro de Francia, conmovida 


en una huelga revolucionaria de la cual a duras penas ha podido reaccionar, como también el de Italia 
o Grecia. ..214 


Refiriéndose a la situación en el país, leyó documentos que señalarían a 
Chile como foco insurreccional desde donde debía extenderse la revolución 
comunista a los demás países latinoamericanos?15, 

Por todos estos antecedentes, concluía que el país debía mantenerse alerta 
frente a una posible amenaza y la forma más eficiente de lograrlo era de 
manera preventiva, a través de las leyes de excepción: «No podemos esperar 
“hechos consumados”..., para que el gobierno haga uso de los medios que la 
ley franquea... Debemos prevenir y evitar la consumación de esos hechos... 
a fin de no tener que lamentar más tarde males que serían imposibles de 
solucionar o remediar»216, 

No proporcionó pruebas que demostraran la existencia del plan del PC. 
Sólo se apoyaba en supuestos. Los argumentos utilizados por los 
parlamentarios que aprobaron este proyecto fueron similares a los 
empleados en los debates de la primera ley. 

El conservador Manuel Muñoz Cornejo recurrió a argumentos 
doctrinarios y de principios del comunismo. Señaló que en el mundo se vivía 
una lucha entre el totalitarismo o fascismo rojo y la democracia, entre 


aquéllos que querían la esclavitud y aquéllos que anhelaban la libertad2!”7. 


El Partido Radical Democratico dio su apoyo al proyecto de ley. 
Florencio Duran manifestó que el Ejecutivo había demostrado usar 
correctamente las facultades extraordinarias, pues «las ha empleado para 
mantener la normalidad en los centros de trabajo y para alejar de éstos a los 
elementos disociadores que, obedeciendo a determinadas consignas, 
atentaban contra la economía nacional, persiguiendo de este modo el logro 
de su última finalidad: la revolución, para derribar nuestras instituciones 
democráticas218». Esto aseguraba que procedería con similar seriedad con la 
nueva ley. 

Rechazaron la iniciativa del Ejecutivo el PS y el PC, y sus parlamentarios 
entregaron argumentos similares a los empleados con ocasión del debate de 
la primera ley de facultades extraordinarias. Señalaron que el proyecto era 
inconstitucional, y la primera ley se había aplicado cometiendo demasiados 
abusos, que se repetirian con ésta. 

Elías Lafertte, senador comunista, desmintió las acusaciones del gobierno 
sobre un supuesto complot internacional que tendría su base en Chile y 
rechazó que el PC chileno representara una amenaza para la estabilidad del 
pais219, Carlos Contreras Labarca, en un discurso aún mas duro, sintetizó la 
posición de su partido, descalificando los planteamientos entregados por el 


ministro del Interior: 


Elevo mi más enérgica protesta por lo que considero una audaz falta de respeto del ministro del 
Interior hacia esta Alta Corporación, al presentar como antecedente de la petición de facultades 
extraordinarias algo que pomposamente ha denominado ‘documento’ probatorio de la existencia de un 
complot comunista de carácter internacional. Ese supuesto documento no es más que un escandaloso 
engendro elaborado en las cloacas de la reacción internacional, en las oficinas de espionaje 
norteamericano, para dar materiales falsificados a los gobiernos títeres de la América Latina, a fin de 


perseguir al movimiento obrero y democrático que lucha por la independencia nacional229, 


Mas adelante, increpó al gobierno por propiciar un clima de miedo entre 


las autoridades y los ciudadanos: 


¿Qué potencia extranjera amenaza invadir nuestro territorio?,... ¿qué movimiento popular o 
sindical existe que pueda amenazar de transformarse en conmoción interior, que ponga en peligro la 
estabilidad de las instituciones democráticas? ¿Acaso existe alguna huelga que verdaderamente 
perturbe la producción nacional, que no pueda ser resuelta por las vías legales que se indican en el 
Código del Trabajo?221, 


Salvador Allende también criticó con duros términos la postura del 
gobierno y, al igual que como lo hizo durante la discusión de la primera ley, 
manifestó su preocupación por los problemas económicos y sociales que 
aquejaban al país, principalmente los bajos salarios y la creciente 
inflacion???, 

Los senadores radicales Rudecindo Ortega y Gustavo Jirón se abstuvieron 
de votar, como también lo habían hecho con la anterior ley de facultades 
extraordinarias. Ortega fundamentó su postura con razones jurídicas, 
señalando que la Constitución sólo contemplaba el uso de los estados de 
excepción con motivo de un ataque extranjero o cuando hubiese una 
conmoción interna. Él creía que esta segunda situación no se daba en el país, 
por lo cual no procedía conceder estas facultades?23. La eventual aprobación 
del proyecto de ley dañaría la democracia, porque limitaría severamente los 


derechos de quienes discrepaban del gobierno: 


Dictada esta ley, como la anterior, ¡ay de los que puedan cometer la irreverencia de expresarse en 
contra de los actos ejecutados por el gobierno!, ¡ay de los que se atrevan a decir que su política es 
errada!... Tal régimen que lleva seis meses de vigencia entre nosotros, no pasaría de ser una 


democracia de opereta, una pseudodemocracia224. 


Apoyaron el proyecto aprobado en la Camara los senadores del Partido 
Conservador, Liberal, Radical, Radical Democratico, Agrario Laborista y 


Democrático225, 


Luego de un rapido debate en el Parlamento, de diez dias, la ley de 
facultades extraordinarias fue aprobada por 84 votos a favor y 26 en contra 
en la Camara de Diputados; y por 28 a favor, 8 en contra y 2 abstenciones en 
el Senado. La ley N° 8.940 fue promulgada el 16 de enero de 1948. 


LA TERCERA LEY DE FACULTADES EXTRAORDINARIAS, JUNIO DE 1948 


El tercer proyecto de ley de facultades extraordinarias fue presentado el 24 
de junio de 1948 durante la tramitación en el Congreso Nacional del 
proyecto de ley de Defensa Permanente de la Democracia. Como la segunda 
ley de facultades expiraria el 16 de julio de ese aŭo y el proyecto de Ley de 
Defensa de la Democracia no se sabia cuando entraria en vigencia, el 
Ejecutivo argumento que se produciria un vacio en el tiempo durante el cual 
el gobierno careceria de las facultades suficientes para prevenir la acción 
subversiva de los comunistas y mantener la tranquilidad pública?2, El 
gobierno sólo quería prorrogar la vigencia del estado de excepción 
aprobado en enero. Sin embargo, este objetivo contradecía su argumento 
para aprobar la Ley Maldita, en el sentido de que era necesaria porque el 
país no podía vivir en forma continua en estado de excepción. El gobierno 
tuvo que denunciar la existencia de un «plan subversivo» para justificar esta 
petición de facultades especiales22’7. Con esta tercera ley, el gobierno hacía 
permanente este estado de excepcionalidad, que antes había rechazado. 
Como en las anteriores ocasiones, el mensaje del Ejecutivo no entregó 
antecedentes que demostraran la existencia del peligro comunista en Chile. 
Era evidente que la justificación de la iniciativa era sólo prorrogar una 
situación que le permitiese seguir con la política anticomunista, en la cual el 
gabinete cívico-militar era una base fundamental. También necesitaba 
mantener el apoyo en el Congreso de liberales y conservadores para sacar 


adelante los proyectos de ley que le permitieran llevar adelante su programa. 


El 30 de jumo de 1948 comenzó la discusión del proyecto de ley en el 
Senado, que se prolongó durante ese día228, El senador comunista Carlos 
Contreras Labarca inició el debate rechazando la iniciativa del gobierno y lo 


acusó de buscar el establecimiento de «un estado policial»: 


Por tercera vez en el transcurso de un año, el Ejecutivo solicita se le otorguen facultades 
extraordinarias, las que están transformando a la República en un Estado policial permanente, en el 
cual han sido abolidas, prácticamente, las garantías que la Constitución Política del Estado asegura a 


todos sus habitantes, y sólo prevalece la voluntad omnimoda del déspota229, 


Advirtió que el gobierno no había presentado ningún antecedente que 
probara la existencia de la acción perturbadora y subversiva de parte de los 
comunistas y recurría a la mentira: «La verdad es que la mentira de los 
complots de comunistas está ya tan desacreditada que no engaña ni aún a los 
más incautos. ¡Acción perturbadora del orden público! ¿Dónde están los 
hechos que demuestran su existencia?..23%), 

Marmaduke Grove, en representación del PS Unificado, rechazó la 
solicitud del gobierno. Consideraba que eran innecesarias las facultades 
solicitadas y que ninguno de los hechos anunciados por el Ejecutivo, con 
ocasión de la anterior ley, se habían producido: «mi los grandes sabotajes, ni 
los disturbios internos, ni la paralización del trabajo en las distintas faenas, 
etc. Por el contrario, el país ha seguido su marcha normal y el trabajo 
continúa desarrollándose. ..231». 

El 12 de julio prosiguió la discusión parlamentaria en la Cámara de 
Diputados y se aprobó ese dia por amplia mayoria?32. El debate fue breve, 
tanto en el Senado como en la Cámara de Diputados, con intervenciones 
mayoritariamente del sector que rechazaba el proyecto de ley. En tres 
sesiones, dos del Senado y una de la Cámara de Diputados, el Congreso le 
dio la aprobación y fue promulgada el 15 de julio de 1948 la ley N° 8.960, 


que se aplicaría por un plazo de cuatro meses233, 


LA CUARTA LEY DE FACULTADES EXTRAORDINARIAS, OCTUBRE DE 1948 


La cuarta oportunidad en que el gobierno solicito una ley de facultades 
especiales fue el 27 de octubre de 1948, seis semanas después de la 
promulgacion de la Ley de Defensa Permanente de la Democracia. Su 
aplicación se extendería durante la campaña de las elecciones 
parlamentarias del primer domingo de marzo de 1949, pomendo en peligro 
las condiciones de una correcta competencia politica al permitir que se 
cometieran abusos con fines electorales por funcionarios de gobierno. Esta 
peticion aparecia sin ninguna justificacion, ya que con la Ley Maldita el 
Ejecutivo había recibido poderosos recursos jurídicos para actuar contra el 
PC. Respecto a la libertad electoral, el gobierno señaló en el proyecto que 
las medidas de excepción se suspenderían quince días antes de las 
elecciones234, La iniciativa de la autoridad perjudicaba esta vez a los 
conservadores, que se habían dividido por las diferentes posiciones ante el 
tema comunista durante el debate de la Ley Maldita, traducido en que el 
sector «tradicionalista» entró con dos ministros al gabinete de 
«concentración nacional», constituido en julio de ese año con la finalidad de 
ejecutar la ley. La situación era mirada con desconfianza por la directiva del 
partido, del sector socialcristiano, que temía se actuara en contra de sus 
candidatos235, Con esta iniciativa legal, el gobierno se proponía perjudicar 
las aspiraciones de los conservadores, creyendo que la continuidad del 
clima anticomunista, volcaría a favor del radicalismo los votantes de 
derecha. 

Los argumentos del gobierno fueron similares a los que dio en las 
anteriores ocasiones: referencias a la situación en Europa y acusar al PC de 
tener un «plan terrorista de sabotaje y subversión», que incluía «organizar 


atentados en las minas de carbón, en las plantas de la Siderúrgica de 


Huachipato y en otras usinas industriales, todo ello de acuerdo con un plan 
perfectamente coordinado para producir una alteración considerable en la 
economía nacional». 

Esta vez el Ejecutivo aprendió acerca de la aplicación de la relegación, 
planteando ahora la necesidad de mantener a los relegados adonde habían 
sido enviados. Porque al regresar a sus hogares, actuaban como 
«instigadores, directores o autores de los actos subversivos o de sabotaje a 
las industrias vitales del país»236, Con esto quería evitar que los relegados 
comunistas hicieran campaña electoral apoyando a los candidatos de 
OPOSICION. 

Los parlamentarios de oposición rechazaron el proyecto no sólo por 
razones entregadas en los anteriores debates, sino enfatizando que llevaría a 
los funcionarios públicos a cometer arbitrariedades durante la campaña 
electoral para beneficiar al PR. 

El proyecto agravó la división de los conservadores. La Junta Ejecutiva 
del partido resolvió rechazar el proyecto y recomendó a sus parlamentarios 
votar en contra, aunque podían adoptar otro criterio al votar en 
conciencia237, En el debate se hizo visible la división en sus dirigentes, muy 
evidente algunos meses antes, durante la discusión de la Ley de Defensa de 
la Democracia. Entonces los parlamentarios de la corriente «socialcristiana» 
votaron en contra de la Ley Maldita y los del sector «tradicionalista», lo 
hicieron a favor. El Diario Ilustrado, alineado con estos últimos, dio amplia 
información apoyando la iniciativa del gobierno y difundiendo la posición 
de este sector. Sin ir más lejos, publicó el discurso completo del diputado 
Francisco Bulnes Sanfuentes apoyando el proyecto, con el rimbombante 
titular: «Los conservadores no podemos desertar el puesto de combate junto 
al jefe de Estado»238, 


El senador Horacio Walker, presidente del Partido Conservador, recordó 


que su colectividad habia apoyado en las tres ocasiones anteriores las 
peticiones de facultades especiales, y con ocasión de la última, en junio de 
1948, el gobierno afirmó que las necesitaba porque todavía no entraba en 
plena vigencia la Ley de Defensa de la Democracia. Esto indicaba que al 
Ejecutivo le bastaría con esas facultades especiales, por lo cual consideraba 
inaceptable e innecesario conceder estas nuevas facultades en una etapa 
preelectoral, pues implicaría que muchas personas serían «privadas del 
derecho de sufragio, lo que es inadmisible en cualquier régimen 
democratico»239, 

Uno de los principales argumentos dados por el gobierno era la necesidad 
de prevenir los actos de sabotaje que cometerian los comunistas, indicando 
que la Ley de Defensa de la Democracia sólo castiga delitos consumados. 
Walker respondió que para esto el gobierno disponía de los mecanismos 
necesarios que le proporciona la Ley de Seguridad Interior del Estado y que 
la Ley de Defensa de la Democracia «está llena de disposiciones 
encaminadas a prevenir delitos»240, Aclaró que la ley de seguridad interior 
del Estado, luego de las modificaciones hechas por el otro texto legal, es el 
texto más riguroso que existe en el mundo, con la excepción de la ley 
brasilera. 

Walker llamó la atención sobre la gravedad que significaba el art. 19 del 
proyecto, porque autorizaba al Presidente a restringir la libertad personal, 
sin tener limitaciones en cuanto al territorio, al tiempo y las circunstancias, 
de tal manera que «cualquier ciudadano de la República puede ser 
trasladado de un punto a otro de la República, si asi lo determina una simple 
medida de carácter administrativo». Destacó que esto era gravísimo, ya que 
se usaría en un momento preeleccionario, y en la práctica daría al Ejecutivo 
la facultad de determinar quiénes iban a tener derecho a sufragio, 


sacrificando la libertad electoral. Afectaba así a su propio partido, pues 


hubo casos de militantes que fueron alejados de sus cargos publicos al 
tildárseles de comunistas24!, Concluyó afirmando que el gobierno estaba 
abusando de estas medidas extraordinarias, pues «se está penetrando en el 
campo sindical, se están desconociendo derechos de obreros buenos, que 
nada tienen de comunistas ni de agitadores. Ahora la persecución sería 
mucho más grave, porque sería llevada al terreno electoral»2%, 

Jorge Prieto, senador conservador del sector «tradicionalista», apuntaló la 
petición del gobierno y criticó los planteamientos entregados por el 
presidente de su partido243. Sostuvo que el peligro subversivo de los 
comunistas seguía amenazando al país, por instigación del movimiento a 
nivel mundial. Recordó el caso de Francia, indicando que los comunistas se 
habrían apoderado de las minas de una manera similar a como habían 
actuado en Chile. Consideró que la situación del país era más grave que la 
de hacía un año, que se estaba extendiendo un clima revolucionario por 
América Latina y que llegaría a Chile?44, 

El senador Eduardo Cruz-Coke, líder del sector socialcristiano, se opuso 
a las nuevas facultades extraordinarias, posición concordante con su rechazo 
a la Ley de Defensa Permanente de la Democracia. Calificó como una 
«experiencia dolorosa» la que había tenido el país con las anteriores leyes 
de facultades especiales, las que «no sólo no han conseguido remediar el 
problema, sino que lo han agravado». Agregó que no era posible defender la 
democracia con leyes que restringían las libertades públicas: «No es lícito 
defender una democracia dictando leyes que la destruyen; como decir que no 
se atenta contra la libertad de prensa cuando se atenta contra la libertad de 
las personas que la componen y la hacen; o que no se atenta contra la 
libertad de reunión cuando se atenta contra la libertad de las personas que se 
reúnen». Advirtió de los peligros que podía traer al régimen democrático la 


acción en que se empeñaba el gobierno. Concluyó con un llamado al 


Parlamento a velar por su dignidad: «un Parlamento para ser respetado no 
puede vivir legislando sobre el miedo. Ademas, un Parlamento que se 
respeta no puede entregarle al Ejecutivo instrumentos que alteren la 
generacion del poder electoral, como va a suceder si las facultades 
extraordinarias se aprueban a pocos meses antes de las elecciones 
generales»245, 

Jaime Larraín, del Partido Agrario Laborista que votó a favor de la Ley 
Maldita, afirmó que los senadores de su colectividad votarian en contra de 
la ley por considerarla innecesaria y se transformaría en una herramienta de 
intervención electoral246. Salvador Allende (PS) denunció los abusos que se 
estaban cometiendo en el país por la Ley Maldita, aplicada en forma 
discriminatoria por algunos funcionarios públicos, quienes detenían a 
personas que no eran ni siquiera de izquierda?47. Añadió que se había 
tratado de eliminar de los registros electorales a individuos que nada tenían 
que ver con el PC y necesitaron protestar ante el Presidente y los ministros. 
Concluyó señalando que estos hechos desprestigiaban al gobierno, al 
demostrar “injusticia, arbitrariedad y torpeza 248. 

El proyecto de ley fue aprobado en general por el Senado el 3 de 
noviembre por 25 votos a favor, 10 en contra y un pareo. Eduardo Cruz-Coke 
y Horacio Walker votaron en contra249; la Cámara de Diputados hizo lo 
mismo una semana más tarde, con 71 votos a favor y 31 en contra250, La 
nueva ley precisaba que las normas de emergencia se suspenderían desde los 
quince días anteriores a la fecha de realización de las elecciones 
parlamentarias de marzo del año siguiente, y que continuarían su vigencia 
una vez concluido el acto eleccionario?5!. 

Al día siguiente de la aplicación por el Congreso, el gobierno decretó 


«zona de emergencia» en las localidades en que el PC tenía mayor fuerza 


sindical, como los territorios con yacimientos de salitre y de cobre en el 
norte, y en localidades del centro y sur del pais?52. 

El Ejecutivo no pudo mantener el plazo de vigencia de las facultades 
extraordinarias, porque limitaba la competencia electoral, planteando una 
situación insostenible. De ahi que anticipó su suspensión al 27 de enero de 
1949, es decir, cinco semanas antes de las elecciones?53. Esto queria decir 
que los relegados podian abandonar los lugares en que se encontraban, 
incluidos los de Pisagua?54. 

El PC reinició sus actividades en forma pública, con el convencimiento de 
que, por estar en campaña electoral, el gobierno se inhibiría de actuar en 
contra de ellos, para evitar incidentes. Sin embargo, actuó con energía 
cuando los comunistas quisieron organizar actos públicos, impidiendo su 


realizacion255, 


LA QUINTA LEY DE FACULTADES EXTRAORDINARIAS, AGOSTO DE 1949 


Hubo una quinta ley de facultades extraordinarias: la Ley N° 9.362, 
promulgada el 18 de agosto de 1949, que rigió por seis meses, hasta el 18 de 
febrero de 1950. Tuvo alcances mas amplios que las anteriores, pues de 
acuerdo a ella se declararon siete provincias en estado de emergencia — 
Tarapaca, Antofagasta, Atacama, Santiago, O’ Higgins, Concepcion y Arauco 
— y 21 departamentos, desde La Serena hasta Magallanes, lo que implicó la 
participacion de un altisimo numero de altos oficiales de Ejercito y Marina 
en su dirección. Esta ley tuvo una justificación totalmente distinta a las 
cuatro anteriores, que se habian enmarcado en su estrategia de «guerra contra 
el comunismo», impulsada por el gobierno de Gabriel Gonzalez Videla con 
el objetivo de impedir y reprimir las huelgas de la industria de la minería, 
especialmente la del carbón. Ahora el escenario era diferente, la protesta 


social se produjo en Santiago y los principales manifestantes fueron los 


estudiantes y trabajadores, quienes reclamaron por el decreto del gobierno 
que subió la tarifa de los microbuses en 20 centavos, cuando la inflación más 
aumentaba. El argumento del gobierno de que los comunistas estaban detrás 
de toda protesta social perdía relevancia, y también perdía fundamento la 
tesis oficial de que la minería del carbón constituía la base de la rebelión 
subversiva contra el gobierno. En esta ocasión hubo incidentes con ataques 
de manifestantes a micros y autobuses que circulaban por la capital y el caos 
se desató cuando los microbuseros comenzaron a defenderse con armas de 
fuego256, Los enfrentamientos arrojaron un saldo de tres muertos, una gran 
cantidad de heridos y daños a la propiedad pública y privada?57. Los 
incidentes no eran nuevos, dos meses antes Carabineros había reprimido en 
Santiago una manifestación no autorizada, convocada por dos organizaciones 
sindicales controladas por el PC: el saldo fue de cinco carabineros y 
diecinueve civiles heridos, algunos de ellos graves?58, El gobierno usó este 
hecho para plantear nuevamente la existencia de un plan subversivo, 
impulsado por los comunistas para perturbar la estabilidad del país; aunque 
era notorio para los legisladores y los dirigentes de los partidos que el 
motivo del nuevo proyecto de ley de facultades extraordinarias fue reprimir 
la movilización a causa del rechazo al alza de las tarifas de la locomoción 
colectiva. Era una ironía que la ruptura contra los comunistas se hubiese 
producido dos años antes por una situación similar provocada por las tarifas 
de la locomoción colectiva. Ahora repetía el discurso anticomunista, cuando 
era claro que habían otros actores más influyentes en las manifestaciones, 
como los estudiantes de la Universidad de Chile259, 

El mensaje del Ejecutivo nuevamente advertía que estos acontecimientos 
eran la «materialización del plan sedicioso fraguado por el comunismo 
internacional», y confirmaban las advertencias que venía haciendo el 


gobierno en los dos últimos años260, El discurso del complot comunista 


aparecia gastado y reiterativo como para concitar el apoyo parlamentario de 
las anteriores leyes de facultades extraordinarias. 

Salvador Allende (PS) critico la actitud del gobierno y sus argumentos 
por el alza de las tarifas de los microbuses. Según él, no se podía culpar 
sólo al Partido Comunista de todos los movimientos huelguísticos y 
subversivos que se producían en el país. En este caso, eran los estudiantes 
de diversas universidades los que dirigían la huelga. «Tampoco se puede 
tolerar, permitir ni justificar que se diga que, en esencia, es única y 
exclusivamente el Partido Comunista el que ha provocado esta situación, y 
con la finalidad determinante y precisa de organizar y establecer un ‘soviet’ 
de obreros, campesinos y soldados.2°!» 

Eduardo Frei Montalva, senador de la Falange Nacional, recientemente 
incorporado al Senado luego de ser elegido por Atacama y Coquimbo en las 
elecciones de marzo de 1949, votó en contra del proyecto. Criticó la actitud 
del gobierno de atribuir y responsabilizar al PC de todos los movimientos 
huelguísticos y los actos de protestas que ocurrían en el país. Según Frei, 
estos hechos eran una demostración del descontento en la ciudadanía por la 
mala gestión económica, y que el alza de tarifas de la movilización colectiva 


había sido la «gota que desbordó el vaso»262, 


Las condiciones de vida del pueblo son el caldo de cultivo en que esa propaganda prospera. Si el 
pueblo viera una política destinada a defenderlo, esa propaganda se estrellaría contra la conciencia de 
su falsedad. Pero ocurre lo contrario, porque está encontrando honda acogida en la amargura y en la 
desesperación. 

No dudamos de que los comunistas tratan de aprovecharse del clima que se ha creado, pero no se 
los quiera destruir transformándolos en los portavoces de la angustia popular, porque ello significaría 


entregarles la mejor carta de triunfo293, 


Frei advirtió que las medidas de excepción sólo aliviaban 


superficialmente los males, sin afectar las causas de fondo, que eran la 


inflación y el bajo crecimiento: «Si no se extirpa de raíz este mal, si el nivel 
de vida no sigue subiendo, si no se detiene el alza constante de los precios, 
si la desesperación continúa cundiendo en los hogares de la clase media y 
del pueblo, estos estallidos se repetirán con violencia progresiva y entonces 
serán inútiles las Facultades Extraordinarias y el estado de sitio 264», 

Raúl Rettig habló por los senadores del PR y defendió la iniciativa del 
gobierno. Sostuvo que los episodios ocurridos en Santiago eran una 
demostración de la influencia comunista y debían ser detenidos265. Señaló 
que la política contra el comunismo sería agradecida en el futuro por los 
sectores de la izquierda democrática, representada por socialistas y 
socialcristianos. Gracias a esta política «no ocurrirá aquí lo que en Hungría; 
no habrá un gobierno débil que se deje avasallar y se entregue en manos de 
los enemigos de la democracia.. 266», 

El Partido Liberal y el Conservador argumentaron en términos similares a 
los parlamentarios radicales, basándose en la necesidad de lograr la 
tranquilidad social y la defensa del régimen democrático. Maximiano 
Errázuriz, liberal, señaló que la huelga era una demostración de la influencia 
comunista en el país: «Lo que en un comienzo fue una algarada estudiantil de 
protesta ha servido de pretexto para graves desmanes, causados por 
individuos que nada tienen de estudiantes, y ha sido hábilmente explotada 
por el Partido Comunista para producir un movimiento sedicioso hasta 
constituir una verdadera rebelión»?0”, 

En la Cámara de Diputados el debate se desarrolló en términos similares 
a lo ocurrido en el Senado. El ministro de Justicia representó la postura del 
gobierno y sus argumentos estuvieron centrados en la huelga de los 
estudiantes por el alza de los microbuses y la intervención del PC en este 
hecho. «El Partido Comunista, continuando sus planes internacionales, 


prosiguiendo la tenaz e implacable lucha contra la democracia, está 


poniendo en practica un plan sedicioso, destinado a derribar las 
instituciones, a derribar al Presidente de la República y a derribar también a 
este Congreso.298), 

Hugo Rosende, diputado conservador del ala socialcristiana269, tampoco 
apoyó el proyecto del Ejecutivo, poniendo nuevamente de manifiesto las 
diferencias en el conservadurismo con respecto al tema del comunismo y la 
manera de enfrentarlo. Según Rosende, el gobierno se había ido por el 
camino cómodo, a través de la contención, la represión y la aplicación de la 
sanción penal y punitiva, y no se había decidido a enfrentar las causas de los 
problemas que provenían del subdesarrollo: «Ha olvidado y no le ha dado la 
importancia que verdaderamente tiene aquello que importa sacrificio, que 
importa capacidad, cual es el desarrollo efectivo de una política de 
mejoramiento social y económico»270, Por ello, no lograría derrotar al 
comunismo?”!. 

Luis Valdés Larraín habló en representación del sector tradicionalista del 
Partido Conservador. Se refirió principalmente a los hechos de violencia 
que habían ocurrido en Santiago y a la responsabilidad que el PC había 
tenido en éstos. Su argumento era: el gobierno debía hacer frente a estos 
actos delictuosos, defender el orden público y sobre todo el régimen 
democratico?72. 

El diputado Hugo Lea Plaza, en representación de los diputados agrario 
laboristas, dio a conocer la actitud que había decidido tomar su partido, 
luego de una reunión de su junta ejecutiva. El partido había establecido que 
sus parlamentarios se abstuvieran de votar, basándose en apreciaciones de 
los hechos ocurridos en la capital. Según ellos, estos hechos habían sido una 
consecuencia del clima de angustia económica de los chilenos?73. 

Tomás Reyes, diputado de la Falange Nacional —elegido también en 


marzo de ese año—, criticó la postura y la política anticomunista del 


gobierno y su proposito de buscar quebrar a los partidos que no se le 
sometian a sus intereses. Agregó que el Ejecutivo se había acostumbrado a 
calificar todo acto de protesta de comunista, y rechazó que la real alternativa 
en el país fuera entre el gobierno y el PC, como lo planteaba aquél, porque 
con ello sólo se conseguiría fortalecer a la colectividad que se quería 
debilitar24. 

La ley fue tramitada rapidamente. Habia sido presentada al Congreso el 
17 de agosto y fue promulgada al día siguiente?75. En el Senado fue aprobada 
por 25 votos contra 4, con una abstención y un pareo. En la Cámara de 
Diputados fue aprobada por 95 votos contra 10. 

La política anticomunista de González Videla no se limitaba a las medidas 
represivas aplicadas mediante las facultades extraordinarias, sino también 
agregaba la eliminación del PC de los registros electorales, para impedirle 
que participara en las elecciones y no tuviera representación en el Congreso 
y en los municipios y para desmantelar su presencia en el movimiento 
sindical, privándolo de su base de apoyo entre los trabajadores. Estos fueron 
los objetivos del proyecto de ley de Defensa Permanente de la Democracia, 
que buscaba eliminar jurídica y políticamente a los comunistas, y que se 


analizará en el siguiente capítulo. 


Capitulo 4 


LA APROBACION DE LA LEY DE DEFENSA PERMANENTE 
DE LA DEMOCRACIA, LA LEY MALDITA 


La politica anticomunista de Gonzalez Videla ha sido asociada a la Ley de 
Defensa Permanente de la Democracia, N° 8.987, del 3 de septiembre de 
1948, conocida como la Ley Maldita. Con ella se propuso borrar a los 
militantes comunistas de los registros electorales, expulsarlos de la 
administracion publica y de las directivas de las organizaciones sindicales. 
Su finalidad era producir la muerte legal y politica de esta colectividad. 
Gonzalez Videla señaló que debido a que no se había conseguido controlar 
la acción del PC con la aplicación de las leyes de facultades extraordinarias 
—la primera de las cuales fue aprobada el 22 de agosto de 1947 y la 
segunda a fines de enero de 1948—, se hacía necesario aprobar una ley de 
alcance permanente que impidiera indefinidamente la acción de los 
comunistas, para así anular su influencia en la política nacional. Sin 
embargo, los objetivos de la ley fueron bastante más amplios, porque se 
redujeron los derechos de los sindicatos y de los trabajadores para 
organizarse y plantear demandas reivindicativas, como los de la 
administración pública, medidas que se mantuvieron en la legislación 
después de la derogación de la Ley de Defensa de la Democracia y que han 
permanecido hasta la actualidad. 

Esta iniciativa legal, cuya tramitación parlamentaria comenzó el 21 de 


abril de 1948, tenía vastas consecuencias institucionales y políticas, 


atentando contra derechos fundamentales establecidos en la Constitución. De 
partida, cancelar la ciudadanía era una materia muy controvertida. Se trataba 
de una institución regulada en la Constitución y sus opositores sostuvieron 
que, previamente, era necesaria reformarla para aprobar el proyecto de ley. 
Enseguida, por primera vez en la historia constitucional de Chile, se 
presentaba al Congreso un proyecto de ley que se proponía combatir una 
idea!, lo cual planteaba cuestiones de principios, al contradecir las 
libertades de pensamiento dispuestas en la carta fundamental. Además, el 
proyecto de ley constituía un exceso jurídico, porque existía la Ley de 
Seguridad Interior del Estado precisamente para la defensa de la 
Constitución, y que definía los delitos y las penas aplicables a quienes 
atentaban en contra de la democracia?. 

El contexto internacional favoreció la iniciativa del Ejecutivo, porque en 
esos meses se agravó el conflicto entre los Estados Unidos y la Unión 
Soviética, cuyo centro fue el bloqueo de Berlín Occidental por parte de la 
Unión Soviética, que puso a ambos países al borde de una nueva guerra. La 
crisis de Berlín comenzó el 31 de marzo de ese año, cuando la 
administración militar soviética de la ciudad ordenó detener el paso de los 
trenes militares de pasajeros hacia Berlín, a menos que el equipaje y los 
viajeros fueran revisados por ella. Decisión que fue denegada por los 
aliados de EE.UU., Gran Bretaña y Francia, porque violaba el acuerdo de 
administración conjunta entre ellos y la Unión Soviética. Al día siguiente, la 
autoridad soviética determinó que ningún tren de carga podía abandonar 
Berlín sin su autorización. Esta determinación unilateral puso a los 
soviéticos en pleno control del comercio de Berlín, como consecuencia de lo 
cual el tráfico hacia esta ciudad se limitó a la carga civil y militar, sin que 
hubiera carga que saliera de la urbe. El 10 de abril se interrumpió el paso de 


los trenes de pasajeros que llegaban a Berlín, incluso los internacionales. El 


24 de junio se detuvo todo tipo de trafico entre la zona occidental de 
Alemania y Berlin, extendiĉndose a autopistas y canales. La autoridad 
militar se había preparado para esta eventualidad y al día siguiente comenzó 
el puente aéreo con transporte de alimentos y otros productos básicos; el 4 
de agosto el bloqueo fue completos. 

La puesta en práctica de la Ley Maldita implicó constituir una verdadera 
red de espionaje policial, para identificar a miles de militantes del partido a 
lo largo y ancho del país; verificar la posición política de miles de 
funcionarios públicos de un Estado dotado de decenas de municipalidades y 
organismos públicos, y hacer algo similar con las organizaciones sindicales. 
El clima fue proclive a las mayores arbitrariedades de las autoridades 
intermedias e inferiores, así como también de individuos que se dejarían 
llevar por odios personales y celos profesionales en contra de personas 
denunciadas como comunistas. Implicaba constituir un Estado policial para 
identificar los nombres de miles de personas por tener ideas distintas y que 
no cometían acciones que dañaran la democracia, lo cual era un 
contrasentido con los objetivos declarados por la ley. 

A diferencia de las anteriores medidas legales, que contaron con un apoyo 
relativamente amplio de los legisladores y no fueron aprobados con 
claridad, esta iniciativa produjo un enorme debate en el Congreso Nacional, 
especialmente en el Senado. La discusión en la Cámara Alta es 
probablemente la más documentada y seria que registra su larga y continuada 
historia, porque los legisladores que intervinieron en ella, partidarios y 
opositores, fundamentaron cuidadosamente su posición, sabiendo que la ley 
tendría enormes implicancias en el sistema democrático y pasaría a la 
historia del Congreso como un controvertido hito. La ley tuvo fuertes 
consecuencias en los partidos. Durante el debate parlamentario las 


principales colectividades se dividieron, comenzando por los radicales y 


conservadores, como tambien los socialistas y los radicales democraticos. 
Sólo los liberales, los comunistas y la pequeña Falange Nacional se 
mantuvieron unidos en su posición respecto al proyecto del Ejecutivo, a 
favor el primero, en contra los otros dos. 

No era nuevo el interés de proscribir al PC, pues en 1940 los 
parlamentarios conservadores y liberales presentaron una iniciativa en esa 
dirección, aunque sin tener los amplios objetivos de 1948. Es interesante 
recapitular el debate parlamentario producido, porque los principales temas 
de la discusión de ese entonces estuvieron presentes en 1948 en el debate de 


la iniciativa de González Videla. Veamos. 


EL PROYECTO DE LEY CONTRA LOS COMUNISTA DE LIBERALES Y CONSERVADORES 
DE 1940 


Esta iniciativa legal estuvo fuertemente marcada por el estallido de la 
Segunda Guerra Mundial, ante la cual el PC apoyaba a la Unión Soviética, 
aliada con la Alemania de Hitler por el tratado firmado entre ambos países 
en 1939. Era un pacto impresentable, los comunistas aparecían respaldando 
a un país que apoyaba al régimen nazi, lo cual era rechazado no sólo por el 
socialismo“, sino también por los radicales y por sectores del catolicismo, 
que condenaban la persecución en contra de los judíos. 

Los parlamentarios de derecha presentaron en junio de 1940 un proyecto 
de ley bastante simple, de apenas nueve artículos, por el cual se prohibían 
todas «las actividades de carácter comunista, las que serán reprimidas y 
castigadas»3. Como el PC no estaba reconocido legalmente no se planteó 
prohibir al partido, sino que se condenaba la difusión de las ideas 
comunistas. Las medidas abarcaban diversos ámbitos de la actividad 
política: no podrían hacer propaganda; difundir sus documentos y 


declaraciones ni organizarse como partido; funcionar en células u otras 


formas de organizacion, entre otras. Como el PC era todavia un partido 
pequeño y no formaba parte del gobierno, los fundamentos para buscar su 
ilegalización eran pertenecer a una organización internacional, dirigida 
desde la Unión Soviética, cuyo régimen totalitario buscaba destruir a 
Occidente, y que en esos momentos estaba aliado con la Alemania de Hitler. 

El PC era señalado como un partido que buscaba destruir la democracia 
en Chile por medio de la violencia, siguiendo las instrucciones impartidas 
desde Moscú. El anteproyecto lo decía claramente: «El PC de Chile y sus 
miembros tienen la obligación de obedecer incondicionalmente todas las 
resoluciones de los Congresos Mundiales de la Internacional Comunista... 
El PC de Chile se encuentra en un estado de dependencia directa de un 
Dictador de un país extranjero, cuyas directivas deben obedecer aunque sea 
en perjuicio de su propia patria»”. Esta interpretación fue defendida por el 
diputado conservador Sergio Fernández Larraín, quien sostuvo que el PC era 
una colectividad que atentaba contra los intereses de Chile, pues se propone 
eliminarlo como país independiente. Según él, buscaba la «eliminación de 
las fronteras nacionales mediante la formación de una sola Comunidad 
Mundial bajo la égida de Moscŭ»S. En consecuencia, los fundamentos de la 
iniciativa legal fueron de carácter ideológico, teniendo en cuenta el contexto 
internacional y especialmente el comienzo de la Segunda Guerra Mundial y 
el apoyo que Stalin le daba a Hitler. 

El principal promotor de la iniciativa fue el diputado conservador Sergio 
Fernández Larraín que, obsesionado por el creciente poder que adquirían los 
comunistas en el mundo, había reunido una amplia documentación sobre 
diversos partidos comunistas latinoamericanos y europeos?. Señalaba que 
los comunistas se proponían infiltrar en forma sistemática a las Fuerzas 
Armadas!0, las organizaciones sindicales y el sistema educacional, con el fin 


de tomar el control del país!!. Chile no podía permanecer indiferente ante 


esa amenaza y debía prohibir su acción, sumándose a un amplio número de 
países que estaban poniendo al comunismo fuera de la ley!?. Argumentó que 
sus militantes no podían invocar a su favor las garantías establecidas en el 
régimen constitucional, porque con ellas se proponían precisamente la 
destrucción del sistema democrático. 

La participación de los comunistas en las instituciones democráticas, 
como el Congreso, era meramente instrumental, porque la entendían como 
una labor de agitación para fortalecer la marcha inevitable hacia la 
revolución. También alertó sobre la inmigración de los españoles que habían 
llegado como consecuencia de la guerra civil (1936-1939), porque serían 
comunistas, así como también los franceses que podían arribar por la 
ocupación alemana de Francia. Así, Chile tendría «el triste privilegio de 
constituir el monopolio de los revolucionarios más experimentados de los 
diversos paises»!3, En ningún momento se refirió a las acciones de los 
comunistas en Chile!*. 

El diputado socialista Ricardo Latcham!5 rechazó el proyecto de ley y 
rebatió los argumentos entregados por Sergio Fernández Larraín. Indicó que 
para combatir al comunismo no era necesario ponerlo fuera de la ley, como 
se habia hecho en México!®, Llamó la atención sobre la ambigtiedad de 
criticar a un partido por ser revolucionario, pero no tener el mismo criterio 
respecto de otros que también tenían postulados que podían ser considerados 
de ese carácter, como el Partido Socialista de los Trabajadores y el Partido 
Nazi de González von Mareés, que no eran condenados por el proyecto de 
ley. Advirtió que una eventual aprobación de esta norma abriría las puertas a 
otras leyes restrictivas hacia otras fuerzas políticas, lo que tendría graves 
repercusiones en la democracia!”. Rechazó las acusaciones de que el PC 
obedecía instrucciones desde el exterior, recordando que había en Chile una 


antigua tradición de combatir las ideas de los políticos alegando que estarían 


subordinados a intereses extranjeros. Y dijo: «En una ĉpoca no lejana (se 
combatió) nada menos que la candidatura del gran tribuno don Arturo 
Alessandri, porque se aseguraba que estaba vendido al oro peruano. En ese 
periodo, a todos los hombres que levantaban principios nuevos, justicieros, 
de equidad y renovación social, en esta sociedad carcomida en que vivimos, 
se les acusó de estar vendidos al oro peruano»!8. Latcham minimizó la 
influencia ideológica de la Unión Soviética como una causal para poner 
fuera de la ley a los comunistas, por cuanto todos los partidos en Chile, en 
términos de sus ideas, recibieron influencia extranjera: «Se ha dicho que es 
internacional el comunismo. Y yo pregunto, ¿qué doctrina no es 
internacional? ¿Hay aquí una doctrina que haya nacido por generación 
espontánea de esta tierra?»!9. 

Los diputados comunistas solo pudieron hacer una breve defensa de sus 
derechos, porque los parlamentarios de derecha aprobaron una rápida 
clausura del debate para impedirles expresar ampliamente sus opiniones. El 
único orador del PC fue Carlos Contreras Labarca, secretario general del 
partido, quien fue interrumpido en varias oportunidades por diputados 
liberales y conservadores?20, 

Uno de los tres diputados de la pequeña Falange Nacional, Manuel 
Garretón, expresó que su partido había estado dispuesto a apoyar el 
proyecto, porque su colectividad tenía una clara posición anticomunista, 
pero luego cambió de opinión porque la mayoría liberalconservadora 
impuso el cierre del debate, con lo cual fue imposible discutir el proyecto, 
lo que era indispensable hacer por la importancia de la materia. 
Responsabilizó al Ejecutivo de favorecer el desarrollo del comunismo al no 
enfrentar sus causas, que se encontrarían en los problemas sociales y 
económicos del país. El gobierno «indirectamente (ayuda a) la penetración 


comunista, (porque) ha dejado que vegeten sin solución los problemas del 


pueblo de Chile. Nosotros no criticamos al gobierno por ser avanzado, ya 
que no lo es. Lo criticamos por su inacción, por su ineficacia, por su falta de 
rumbo, de plan, de voluntad realizadora»?!. La Falange termino 
absteniéndose como señal de protesta por la decisión de haber impedido la 
discusión del proyecto ante la prematura clausura del debate. 

La discusión en el Senado mostró las posiciones de apoyo y rechazo que 
se manifestaron, aunque brevemente, en el accidentado debate en la Cámara 
Baja. Los conservadores, a través del senador Maximiano Errázuriz, 
reiteraron las acusaciones de que el PC era una colectividad totalitaria 
dependiente de decisiones de la Unión Soviética y era necesario prohibirla 
para prevenir que sus activistas afectaran a la democracia, cayendo en 


descalificaciones extremas contra sus dirigentes: 


Engañados sin piedad por agitadores perversos, y explotados sin escrúpulos por ciertos aliados 
políticos, la gran mayoría de nuestros comunistas son individuos ilusos, cuya ignorancia les priva de 
discernimiento. Como niños chicos se esfuerzan por romper el mecanismo del juguete, y no piensan 
que van a hacer un mal irreparable. A los niños con esa manía destructora hay que quitarles, mientras 
llegan a la edad de la razón, el juguete de las manos, o, más bien, como no hay para qué privar de la 
entretención a los niños juiciosos, basta con amarrar las manos de los primeros. El proyecto contra el 


comunismo no es sino eso: consiste en amarrar las manos a algunos hasta que les entre el juicio22, 


La defensa del PC fue hecha por el senador Elias Lafertte23, quien 
descalificó el proyecto, porque se trataría de una conspiración de los 
partidos Conservador, Liberal, Falange Nacional y Vanguardia Popular 
Socialista en contra de su colectividad, que buscaba, en definitiva, 
perjudicar al gobierno del Frente Popular y llevarlo forzadamente a su caída 
para implantar un régimen de fuerza que atendiera los intereses de los 
Estados Unidos?*, 


No es mi intención hacer la defensa del Partido Comunista, para convencer a la mayoría de esta 


Cámara, para convencer a las Derechas por dos razones muy sencillas... En primer lugar, porque el 


Partido Comunista es el que acusa y son las Derechas las que se hallan en la necesidad de 
defenderse ante el tribunal de la opinion popular... de agitar la campaŭa contra el comunismo con el 
proposito perfectamente madurado y planeado de destrozar la unidad del pueblo chileno, de provocar 
la ruptura del Frente Popular, para debilitar el Gobierno, para derrocarlo violentamente, para implantar 
un regimen de terror y para someter a Chile a las exigencias apremiantes de las potencias 
imperialistas en guerra, particularmente de los Estados Unidos... En segundo lugar, no podria yo ni 
nadie tener la ingenuidad de pretender convencer a la mayoría de ésta Honorable Cámara, cuando es 
un hecho por todos sabido que la oligarquia esta resuelta a hacer aprobar el proyecto 
anticonstitucional, bajo cualquier forma, en el minimo de tiempo indispensable, es decir, a rajatablas, 


sin reparo en las mas elementales normas de democracia parlamentaria25, 


Se refirió a las críticas formuladas por la postura de su colectividad 
respecto de los regímenes fascistas y nazis, incluyendo el apoyo entregado al 
acuerdo entre Stalin y Hitler, afirmando que el PC optaba por la neutralidad 
ante un conflicto entre los imperialismos capitalista y fascista, sintetizando 
su pensamiento con la frase de que no había que estar «ni con Nueva York ni 
con Berlin». 

Por los socialistas intervino el senador Guillermo Azócar, quien sostuvo 
que no era propio de las democracias prohibir a un determinado partido o 
ideal democrático, lo cual sería una decisión muy peligrosa, puesto que en el 
futuro este mismo criterio podría ser empleado por la izquierda para castigar 
a las colectividades de derecha: «¿Qué dirían Sus Señorías si mañana las 
izquierdas de Chile tuvieran mayoría y presentaren un proyecto para eliminar 
de la vida política a estos ideales, fundado en que ambos han cumplido esa 
misión histórica? Yo pregunto ¿sería esto democrático?»2”. Se refirió al 
comportamiento del PC frente al Frente Popular, criticando en duros 
términos sus acciones, que estaban perjudicando al gobierno y dañando la 


unidad de la coalición?8. 


No ha existido jamás una verdadera unidad en el Frente Popular. El Partido Comunista, adherido a 
la Tercera Internacional, ha sido el más fuerte obstáculo para que se pudiera sellar la verdadera unión 
de la fuerzas de Izquierda. Desde la formación del Frente Popular hasta hoy, dicho partido no ha 


hecho otra cosa que pregonar la unidad para mistificar a las masas y utilizarlas como instrumentos de 


su politica nacional e internacional2?, 


Es interesante mencionar el discurso del senador radical Rudecindo 
Ortega, que participó también en el debate el año 1948. En su argumentación 
del rechazo de su partido a la iniciativa de la derecha destacó el peligro que 
constituía este proyecto para prohibir en el futuro determinados partidos, 
argumento que retomó ocho años después. Advirtió que el combate al 
comunismo había sido usado para esconder los problemas del país y lo que 
correspondía hacer era mejorar las condiciones de vida de los chilenos 
mediante la aplicación de medidas como la Reforma Agraria, lo cual 


combatiria con mayor efectividad los efectos del comunismo?9. 


Con el pretexto de combatir el comunismo se han atacado todas las grandes doctrinas de progreso 
de la humanidad... en el siglo XX, los radicales éramos los comunistas: antes lo habían sido los 
liberales; también ellos sufrieron las consecuencias de defender doctrinas que no eran las de las 
clases dirigentes de esta tierra, y ahora a los que han tenido el coraje de llamarse sencillamente con 
este nombre execrado, se les quiere colocar al margen de los beneficios que otorga nuestra Carta 


Fundamental a todos los ciudadanos de Chile3!. 


En un tercer trámite en la Cámara de Diputados, el radical Raúl Brañes 
llamó la atención acerca de la inutilidad del proyecto de ley, indicando que 
«no podemos concurrir con nuestros votos a sancionar una ley que es lo mas 
monstruoso que puede haber salido del Parlamento chileno»?. 

Luego de una amplia discusión en el senado, desarrollada en tres sesiones 
los días 7, 14 y 15 de enero de 1941, el proyecto fue aprobado por 19 votos 
contra 1333 y enviado al Presidente para su promulgación. Sin embargo, 
desde la discusión en la Cámara Baja, parlamentarios radicales y socialistas 
advirtieron que el Presidente tendría que vetar el proyecto. El 21 de febrero 
de 1941 el Presidente Aguirre Cerda envió al Congreso el veto del 


proyecto>4, entregando argumentos muy interesantes de tener en cuenta para 


el análisis que se realizaría después con ocasión del debate de la Ley de 
Defensa Permanente de la Democracia. Vetaba el proyecto de ley, en primer 
lugar, porque consideraba innecesaria su promulgación, pues la legislación 
existente permitía reprimir las actividades que estuvieran fuera del marco 
jurídico, especialmente a través de la Ley de Seguridad Interior del Estado. 
En segundo lugar, porque, como Jefe de Estado, contaba con sólidos 
recursos institucionales para mantener el orden público: «Dispongo de las 
fuerzas de orden de la República que, disciplinadas y enérgicas, bastan para 
deshacer cualquier aprehensión que el Honorable Congreso pudiera tener 
acerca de la estabilidad de nuestras instituciones»35, dijo. En tercer lugar, 
porque había sólidas razones de principios, puesto que la promulgación 
establecía un peligroso precedente, aduciendo que en el día de mañana, la 
actual minoría, convertida en mayoría, podría excluir a los acusadores de 


hoy: 


Si el Presidente de la República convirtiera en ley, promulgándolo, el proyecto que pende de su 
consideración, no podrían estar seguros los miembros de las instituciones o partidos que profesan 
ideas distintas a las que hoy se pretenden prohibir, de contar con la alta garantía constitucional que les 
permite ahora emitir sus opiniones, reunirse para propagarlas y asociarse para convertirlas en realidad 
social o legislativa, siempre que sus actividades se compadezcan con las exigencias de la democracia. 

La mayoría que hoy desea impedir la actividad comunista no debe olvidar que los hechos políticos 
determinan las más imprevisibles mutaciones y que, mañana, convertidos en miembro de una minoría 
legislativa pudieran encontrarse en la imposibilidad moral de invocar su actitud de ahora para impedir 
que fueran sus propias ideas las proscritas. Por mi parte, con la presente desaprobación de la ley que 
se me ha propuesto conservo la suficiente autoridad moral para evitar en el futuro que cualquiera idea 


sea legalmente considerada imposible de profesarse en el País36, 


El veto presidencial fue duramente criticado por la prensa de oposición. 
El Diario Ilustrado rechazó esta decisión en un editorial, arguyendo que se 
mantendria latente en el pais un foco de actividades revolucionarias, 


destacando el hecho de que otras repúblicas si habían tomado medidas en 


contra de la amenaza comunista37. En su edición dominical, su portada 
reprodujo una caricatura de Stalin moviendo unos títeres sobre un mapa de 
Chile, haciendo referencia a una unión comunista y radical38, El matutino 
radical La Hora defendió la decisión presidencial, sosteniendo que 
impediría que se concretara una arbitrariedad de la coalición 
liberalconservadora que vulneraba derechos esenciales39. 

Los argumentos de Aguirre Cerda seran recogidos por los opositores al 
proyecto de Ley de Defensa Permanente de la Democracia presentado por el 


gobierno de Gonzalez Videla. 


LA PREPARACION DEL PROYECTO DE LEY DE DEFENSA PERMANENTE DE LA 
DEMOCRACIA 


A partir del segundo semestre de 1947 se comenzó a difundir la idea entre 
parlamentarios de derecha y en el gobierno sobre la necesidad de promulgar 
una ley que eliminase de raiz al comunismo y con un caracter permanente, 
por las sólidas raíces que tenía en el país. El buen resultado del PC en las 
elecciones municipales lo habia confirmado en el plano electoral, que 
anunciaba, con esa votación, una fuerte representación parlamentaria en los 
comicios de 1949, como lo advirtió al Presidente Gabriel González Videla 
el director del Registro Electoral, Ramón Zañartu. Como vimos en el 
capítulo anterior, el escenario internacional había cambiado en contra del 
comunismo por el comienzo de la guerra fría y la confrontación entre 
Estados Unidos y la Unión Soviética. En amplios sectores de gobierno, 
partiendo por el Presidente González Videla, había consenso en que se vivía 
en un estado de guerra entre las dos potencias, en la cual Chile no podía 
permanecer ajeno y neutral, como lo hizo durante gran parte de la Segunda 
Guerra Mundial, sino que debía tomar parte, junto a EE.UU. en la lucha 


contra el comunismo. Por otro lado, los conflictos laborales en las zonas 


mineras habian incentivado las agresiones de los comunistas contra los 
socialistas, haciendo recordar en estos últimos los largos años de 
confrontación en el movimiento sindical entre ambos partidos, resurgiendo 
en los socialistas sentimientos anticomunistas que servían de apoyo a la 
iniciativa del gobierno. 

Las leyes de facultades extraordinarias no eran el camino preferido por el 
gobierno porque era una medida excepcional, transitoria, que se podía 
aprobar sólo por un máximo de seis meses y no entregaban recursos para 
desmantelar las bases políticas del comunismo en el electorado y en el 
movimiento sindical. 

Los partidos Conservador y Liberal comenzaron a preparar un proyecto de 
ley en esta dirección desde el segundo semestre de 1947. Los primeros 
estaban divididos frente al problema comunista, mientras que en los 
segundos había consenso en el sentido de combatir al comunismo con una ley 
de vigencia permanente, que consideraban indispensable. Paralelamente, el 
gobierno comenzó a preparar el proyecto de ley con la activa participación 
del director del Registro Electoral, Ramón Zañartu, quien había mantenido 
una postura contraria al PC desde su nombramiento durante la dictadura del 
general Carlos Ibáñez (1927-1931) en 1929 y que ejerció el puesto hasta 
1958, cuando se derogó la Ley de Defensa Permanente de la Democracia. 

Zañartu consideraba al PC como una «asociación ilícita», de acuerdo a la 
definición del Código Penal, que le impedía tener existencia legal. Vimos en 
el capítulo 2 que los comunistas pudieron esquivar esta negativa, 
participando en las elecciones con otro nombre y sólo cuando formaron parte 
del gobierno de González Videla lograron el reconocimiento legal por una 
decisión de enero de 1947 del Tribunal Calificador de Elecciones. La 
instancia accedió a la petición comunista, luego de una negativa del director 


de Registro Electoral, que fue apelada a este tribunal. 


Zañartu se alarmo de la alta votación obtenida por el PC en las elecciones 
municipales de 1947, informando al Presidente Gonzalez Videla que, con esa 
votacion, estaba en condiciones de obtener 30 diputados en los comicios 
legislativos de 1949, lo que le permitiria «alcanzar un total predominio 
político e imperio mediante sus prácticas de extorsión, no tan sólo sobre el 
Congreso Nacional, sino sobre el gobierno y los destinos de la 
Republica»49. Su objetivo era evidente: eliminar de los registros electorales 
a los comunistas para conseguir un Congreso favorable a González Videla en 
los comicios legislativos de 1949. Sin embargo, la aplicación de la ley dañó 
al radicalismo, no le dio estabilidad al gobierno y benefició a sus 
adversarios, especialmente al general (r) Carlos Ibáñez, que fue elegido 


senador por Santiago con una amplia votación. 
VISIONES ANTAGÓNICAS ENTRE LOS CONSERVADORES 


Había consenso entre los conservadores sobre la necesidad de combatir a 
los comunistas, pero había una profunda diferencia en los medios para 
hacerlo. González Videla conocía esta división y el proyecto de ley fue un 
instrumento que empleó para debilitar a los conservadores, partido con el 
cual sentía escasa simpatía desde su postura laica y anticlerical. Tampoco 
perdonaba el hecho de que la candidatura presidencial del Dr. Cruz-Coke le 
había impedido alcanzar la victoria por mayoría absoluta, obligándolo a un 
pacto con los liberales para llegar a La Moneda. El sector socialcristiano — 
cuyos principales personeros eran los senadores Horacio Walker, presidente 
del partido, y el Dr. Eduardo Cruz-Coke— sostenía que el comunismo era 
una realidad política y social producida como consecuencia de las 
condiciones de pobreza en que vivían millones de chilenos. La manera más 
eficaz de combatirlo era a través de políticas que buscaran eliminar sus 


causas, constituidas por el subdesarrollo y la pobreza y no a través de la 


represión. Una política conservadora que buscara el apoyo de la población 
no se podía basar en una postura «anti», sino que en una política asertiva. 
Esta opción era compartida por sectores de la Iglesia Católica y la Falange 
Nacional. Walker, como jurista, planteaba que sólo correspondía sancionar 
las acciones y no las ideas, las que sólo adquirían relevancia para el 
régimen punitivo cuando se convertían en hechos atentatorios contra el 
sistema legal. Sin embargo, al momento de la votación en el senado, Walker 
dio su apoyo en general a la iniciativa del gobierno, mientras que Cruz-Coke 
votó en contra. 

Los «tradicionalistas» —cuyos principales representantes fueron los 
senadores Joaquín Prieto y Héctor Rodríguez de la Sotta, ex candidato 
presidencial en 1932, y los diputados Sergio Fernández Larraín y Julio 
Pereira Larrain—, por el contrario, sostenían que el problema comunista 
constituía una realidad con un origen exterior por la acción de la Unión 
Soviética. Ésta buscaba expandir su poder destruyendo la sociedad 
occidental, y Chile era uno de los países en los cuales actuaría. Por eso era 
indispensable que el combate al comunismo se centrara en medidas 
represivas. Las políticas de superación del subdesarrollo tomaban 
demasiado tiempo para dar resultados, mientras que la amenaza era actual y 
sólo cabía enfrentarla con medidas legales y policiales, a fin de eliminarla 
de la política nacional. 

El problema comunista fue el principal tema que trató el directorio 
general, órgano superior del partido, el 21 de marzo de 1948. El clima 
internacional había cambiado fuertemente hacia posturas anticomunistas, 
disminuyendo el margen de acción de los socialcristianos. La sesión fue 
calificada de «tumultuosa» por la apasionada defensa que hicieron los 
oradores de una y otra corriente. Existía el peligro de una nueva división del 


Partido Conservador, como ocurrió diez años antes con la ruptura que 


originó la Falange Nacional4!. El presidente del partido, Horacio Walker, 
criticó el proyecto de ley preparado por director del Registro Electoral por 
ser inconstitucional, ya que establecía una causal de pérdida de la calidad 
del elector no contemplada en la Constitución. Lo jurídicamente posible era 
que el proyecto contemplara separar a los comunistas de la administración 
pública, y si se quería quitarles el derecho a voto, era necesario reformar la 
Constitución. Reiteró que la acción punitiva del Estado debería recaer en 
quienes cometieran acciones y no por sus ideas. 

Héctor Rodríguez de la Sotta defendió el proyecto del gobierno y rechazó 
las críticas a su inconstitucionalidad, señalando que durante la vigencia de la 
constitución de 1833 se sentó el precedente de establecer inhabilidades no 
contempladas en ella. También criticó el planteamiento de Walker, de que 
sólo correspondía sancionar los hechos, propugnando que debía actuarse 
antes: «El delito de lesa democracia y lesa patria no sólo debe ser castigado 
después de cometido, sino en su organización y preparación y como simple 
tentativa», argumento“?. 

Al final del largo debate se llegó a una resolución de acuerdo entre ambas 
corrientes, aprobada por 297 votos contra 22 correspondientes a los 
representantes de la juventud, y que dejó satisfecho a ambos sectores. El 
voto ratificaba la gestión de la directiva encabezada por Walker y lo 
apoyaba en sus acciones tendientes a alcanzar los «valores socialcristianos», 
respaldando a ese sector. Por otro lado, se acordó que el partido y sus 
parlamentarios deberían preparar un proyecto de ley que incluyera una 
reforma constitucional, la cual privara del derecho a voto a los comunistas, 
acogiendo la tesis de Walker, y alejase de la administración pública a los 
militantes del PC*. 

Sin embargo, la resolución constituyó un triunfo para el sector 


«tradicionalista», pues puso al partido en la dinamica de participar 


activamente en el combate a los comunistas por medios legales, es decir, se 
apoyó una estrategia negativa, un objetivo planteado por esta corriente desde 
hacía meses y que había sido resistida por el sector socialcristiano. Los 
socialcristianos no tuvieron la fuerza política para excluirse del clima 
anticomunista expandido en el país por el conflicto del carbón, explotado 
hábilmente por el gobierno con la ayuda de los medios de comunicación. 
Pensaron de una manera poco realista que, si el partido preparaba el 
proyecto de ley, éste podría influir en el contenido del proyecto del gobierno 
y limitar el discurso y la acción anticomunista sólo a medidas 
constitucionales. Sin embargo, ese objetivo no fue posible, porque el 
gobierno estaba empeñado en eliminar a los comunistas mediante todos los 
recursos legales y políticos existentes, lo cual iba mucho más allá del 
proyecto preparado por los conservadores. 

En definitiva, fue una resolución que perjudicó a Walker, porque las 
posiciones anticomunistas se extenderían entre los votantes conservadores, 
apoyadas por El Diario Ilustrado, donde el director y el presidente del 
directorio impusieron una línea editorial de apoyo a las políticas en contra 
de los comunistas y que entregaba más espacio a la corriente tradicionalista. 

Los conservadores entregaron su proyecto de ley anticomunista. En su 
largo preámbulo señalaba que la Constitución no permitía quitar el derecho a 
sufragio a los comunistas por sólo pertenecer al PC. Prepararon un proyecto 
de reforma de la Constitución, estableciendo una norma general que 
permitiera quitar el derecho a voto a determinados partidos, sin referencia a 
una ideología específica. Además, redactaron otro proyecto para darle la 
facultad al gobierno de alejar a todos los militantes comunistas de la 
administración pública, incluyendo los organismos semifiscales y las 
municipalidades, medida represiva admisible en el marco de la 


Constitución. Según la embajada de Gran Bretaña, los conservadores 


socialcristianos estaban preocupados de que el proyecto de ley del gobierno 
fuera contrario a la Constitución, amenazando la libertad de prensa y con el 
grave peligro de convertir a todos los abogados de la administracion publica 
en fiscales de casos contra funcionarios acusados de militar en el PC*4. 

Por su lado, los liberales presentaron un proyecto de ley en contra de los 
comunistas bastante más duro. Castigaba con la prisión o relegación o con 
multas de hasta $50.000, a los comunistas o a los que les ayudaran directa o 
indirectamente; los privaba de sus puestos de trabajo en la administración 
pública*5; autorizaba al gobierno a suprimir por seis meses a los diarios o 
radios que estuvieran haciendo propaganda comunista y les quitaba el 
derecho a voto a los militantes del PC*6, Sin embargo, el Partido Liberal fue 
desbordado por el gobierno, que se apresuró a preparar un proyecto de ley 
en una dirección similar?”. 

Es interesante considerar la visión que tenía la embajada británica acerca 
de las acusaciones del gobierno sobre los planes de los comunistas, que eran 
calificadas de exageradas, majaderas y, algunas de ellas, hasta de 
«absurdas»48. Estimaba el embajador británico que no era creíble 
responsabilizar a los comunistas de todos los problemas que afectaban al 
país, acusándolos de la menor protesta en contra del gobierno o de cualquier 
anuncio de acción de los trabajadores exigiendo mejores condiciones de 
vida. Ciertos problemas específicos, atribuidos a los comunistas, como los 
cortes de energía eléctrica —agregaba el informe—, se debian a debilidades 
del sistema eléctrico y no a una acción política. Las protestas de los 
trabajadores de Ferrocarriles del Estado se explicaban porque el gobierno 
había tomado duras medidas en el mes de diciembre de 1947, despidiendo a 
600 trabajadores. Esto creó un clima de inseguridad y malestar en el 
conjunto de los empleados y obreros, independiente de los comunistas, 


llevando a acciones de los sindicatos amenazados en sus derechos? . 


Cuando el 21 de abril de 1948 el gobierno presentó a la Cámara de 
Diputados el proyecto de Ley para la Defensa Permanente de la Democracia, 
su viabilidad parlamentaria estaba asegurada, porque los dos principales 
partidos de oposición favorecían tomar medidas legales en contra del PC. La 
iniciativa del Ejecutivo buscaba, en primer lugar, la cancelación de la 
inscripción legal en el Registro Electoral del Partido Comunista y del 
Partido Progresista Nacional, nombre con el cual había actuado 
anteriormente, cuando fueron impedidos de participar en las elecciones 
usando su nombre original. En segundo lugar, pretendía despedir a todos los 
militantes comunistas consejeros o directores de empresas públicas, y a 
todos los que trabajaran en la administración pública, incluyendo las 
municipalidades y empresas autónomas del Estado. En tercer lugar, eliminar 
a todos sus votantes de los registros electorales, de tal forma que no 
pudieran sufragar a partir de las próximas elecciones parlamentarias, a 
efectuarse en marzo de 1949, Y, en cuarto lugar, sacarlos de las directivas de 
los sindicatos, para quitarle su base de apoyo entre los trabajadores. Fue un 
texto relativamente breve, con trece artículos, enfatizando las medidas en 
contra de los comunistas, como el establecimiento de penas a quienes los 
apoyaran con cualquier medio, desde difundir sus ideas hasta prestar locales 
para reuniones; la prohibición de realizar cualquier tipo de actividad 
sindical O paralización de actividades en las instituciones públicas, 
sancionando a quienes «organicen, mantengan o estimulen paros o huelgas 
con violación de las disposiciones legales que las rigen y que produzcan o 
puedan producir alteraciones del orden público o del normal desarrollo de 
las actividades productoras del país o daño a cualquiera de las industrias 
vitales, y, en general, a la economía nacional». Desde luego, era un texto 
demasiado amplio para actuar contra cualquier actividad organizada por los 


trabajadores. El gobierno esperaba que durante el debate en el Congreso se 


perfeccionaria el proyecto, para hacerlo mas efectivo en el combate a los 
comunistas. 

Para justificar el proyecto, el gobierno continuó formulando acusaciones 
sobre los supuestos planes de sabotaje del PC que realizaría durante los 
actos del Día del Trabajo, el 1% de mayo. El embajador de Gran Bretaña 
concluía señalando que las causas del «complot» denunciado por el 
gobierno eran más bien consecuencia del amplio descontento que había en el 
país, del cual los comunistas se beneficiaban, antes que el resultado de una 
campaña preparada y muy bien organizada por éstos. Consideraba que el 
gobierno era apoyado por la embajada de EE.UU., la cual advertía al 
gobierno de que habría problemas con ocasión del Dia del Trabajo%. 

Junto con la presentación de este proyecto de ley, el Ejecutivo ingresó al 
Congreso proyectos de leyes que apuntaban a mejorar la situación 
económica del país. Sin embargo, no podían introducir reformas, porque 


éstas eran vetadas por la derecha. 
EL PROYECTO DE LEY PRESENTADO POR EL GOBIERNO AL CONGRESO 


En esta oportunidad, el gobierno no entregó nuevos antecedentes que 
demostraran la existencia de un plan del PC para atentar contra el orden 
democrático, pues consideró que lo había hecho en dos ocasiones al 
presentar los proyectos de ley de facultades extraordinariass!. El Ejecutivo 
justificó el proyecto por el nuevo desarrollo político en Europa, donde los 
comunistas habían tomado el poder en Checoslovaquia y Hungría; y los 
partidos democráticos en Francia e Italia habían roto su política de 
cooperación con los partidos comunistas luego de la Segunda Guerra 
Mundial, alejando a sus militantes de los cargos ejercidos en gobiernos de 
coalición con otras colectividades. El gobierno también recurrió a la tesis de 


la guerra mundial, su principal argumento para justificar las leyes de 


facultades extraordinarias, afirmando en el mensaje que «el mundo esta 
viviendo una verdadera guerra, circunstancia de la cual no puede eximirse 
nuestro pais»2. La participación de dos ministros militares, el de Interior y 
de Defensa, favoreció la tesis de la guerra, escenario en el cual éstos se 
sentían mas cómodos, difundiéndose un cierto lenguaje bélico en los 
discursos en el Congreso y en declaraciones de gobierno y del Presidente. 

Se enfatizó en esta ocasión que el país no podía enfrentar la amenaza 
comunistas sólo con recursos de excepción, ya que se trataba de un desafío 
permanente, que amenazaba la estabilidad políticaS. 

El proyecto fue presentado en la Cámara de Diputados y fue examinado 
por la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia. Los opositores a la 
iniciativa la descalificaron por ser contraria a la Constitución, pero la 
mayoría de sus miembros aprobó el texto del Ejecutivo y el informe de la 
Comisión fue presentado a la sala el 11 de mayo, iniciándose una discusión 
que se prolongó durante cuatro sesiones, los dias 11, 12 y 13 de mayo>4. Fue 
el ministro del Interior, el vicealmirante (r) Inmanuel Holger, quien 
fundamentó el proyecto del Ejecutivo y basó su discurso en la denuncia de 
que los comunistas estaban empeñados en llevar adelante un plan 
antidemocrático, que habían comenzado al inicio del actual gobierno, cuando 
formaban parte de él: 


... la acción desarrollada por el PC en el gobierno iba desquiciando a nuestro régimen institucional en 
condiciones tales de poner en grave peligro los fundamentos esenciales de nuestro sistema 
democrático, fraguando el derrumbe de nuestra economía, hiriendo de muerte a nuestras principales 
actividades productoras, ciertamente con el propósito de convulsionar el orden social y crear en el 


país un ambiente de desesperación propicio a un movimiento revolucionario?. 


La falta de evidencias sobre ese plan se confirmaba en las vagas 
referencias formuladas por Holger a la acción de los comunistas, en las que 


aludía en especial al proselitismo ideológico con los profesores de la 


Educación Pública. Señalaba que «la labor comunista se ha esparcido en la 
escuela primaria, en la escuela rural, donde se ha ido envenenando el alma 
del niño, del adolescente...»56. Consideraba indispensable modificar la 
legislación vigente para tomar medidas más enérgicas, que perduraran en el 
tiempo e impidieran que el PC continuara debilitando al sistema 


democrático: 


Los mentores del nuevo ideal soviético han adoctrinado a sus huestes que lanzan a la lucha, usando 
procedimientos que hacen que las leyes existentes en nuestras democracias resulten inoperantes, por 
lo que es menester atender a la defensa, buscando nuevos medios. Es necesario remozar nuestras 
disposiciones legales en vigencia, adaptándolas a las nuevas modalidades y circunstancia del 
momento, para poder subsistir al ataque, manteniendo nuestra soberanía y nuestras instituciones 


fundamentales)”. 


El proyecto de ley fue apoyado en la Comisión por los diputados de los 
partidos Conservador, Liberal, Democrático, Agrario Laborista y Radical, 
aunque en este último hubo una disidencia representada por el diputado 
Holzapfel58. Se abstuvo de apoyarlo, porque consideró que atentaba contra 
los principios del partido y tendría efectos adversos a los esperados por sus 
promotores. Advirtió, además, que el proyecto contenía importantes 
disposiciones inconstitucionales que no podían ser permitidas por el 


Congreso>9. 


LA DISCUSION EN LA CAMARA DE DIPUTADOS 


En la sala, el proyecto fue ampliamente debatido. Por los conservadores 
intervimeron Raul Yrarrazabal, Héctor Correa Letelier y José Alberto 
Echeverria, apoyando el proyecto presentado por el gobierno. El primero de 
ellos analizo el extraordinario crecimiento del electorado comunista desde 


la llegada a La Moneda de Pedro Aguirre Cerda, lo cual se deberia a la 


«tolerancia complaciente» de los hombres de gobierno60, Correa Letelier se 
limitó a defender los fundamentos constitucionales que habían sido 
criticados por algunos diputados en la Comisión. Su principal argumento fue 
que las normas legales debían adecuarse a las necesidades del momento, lo 
que no significaba 1r en contra de la Constitución, pues «de no seguirse estos 
procedimientos, las Constituciones tendrían que ser modificadas con 
demasiada frecuencia o se provocarían trastornos con el objeto de 
derogarlas y desconocerlas»®!. Echeverria se refirió a las graves 
consecuencias planteadas por la amenaza comunista, pues «si el comunismo 
triunfa, todo habrá terminado y desaparecido, y no habrá manera de 
combatirlo... porque el comunismo establece una dictadura brutal que 
impedirá la expresión de toda idea contraria»ó2, 

Miguel Luis Amunátegui y Raúl Marín Balmaceda hablaron en 
representación de los diputados liberales63. Ambos argumentaron sobre el 
enfrentamiento entre comunismo y democracia y plantearon la necesidad de 
combatir al comunismo antes de que éste triunfara, concluyendo que la forma 
más efectiva era ponerlo fuera de la ley. Marín Balmaceda resumió así la 
posición de su partido: «he aquí el dilema: o combatimos al comunismo para 
defender la democracia y la libertad, o dejamos a Chile en peligro de ser 
arrasado por el comunismo™»). 

Carlos Cifuentes, presidente del Partido Democrático, se refirió 
principalmente a la polarización que se daba en el mundo entre totalitarismo 
y democracia, realidad que su partido no podía desconocer. Ejemplificó sus 
argumentos con los hechos ocurridos en otros países de América y en 
Europa, que demostraban la existencia de un movimiento universal actuando 
coordinadamente contra las democraciasó5, 

Julián Echavarri, en representación del Partido Agrario Laborista, 


desarrolló un argumento de tipo doctrinario y también se refirió a los abusos 


cometidos por los comunistas en Europa del Este. Manifestó que el 
comunismo no solo debia combatirse «privando a sus dirigentes y militantes 
de las facilidades que poseen para la expansion de sus ideas», sino que 
también se debían tomar medidas prácticas que pusieran fin a la miseria y al 
abandono en que se encontraban las clases desvalidas$6. 

Raúl Brañes, a nombre del Partido Radical, se limitó a aclarar que el 
proyecto de ley no se proponía combatir ideas ni filosofías, sino que sólo 
pretendía entregar al gobierno las herramientas necesarias para mantener la 
estabilidad del régimen democratico®’. 

El proyecto también fue apoyado por los diputados socialistas 
pertenecientes a la CTCH, explicable —como hemos dicho— por la historia 
de enfrentamientos en el movimiento sindical con los comunistas. El 
diputado Luis Alberto González Olivares, miembro del consejo directivo 
nacional de la organización sindical, se refirió a la «traición» del PC al país 
y a los trabajadores, pero llamó a no confundir a los obreros en general con 
las actividades de los militantes del PC, y pidió que no se dañara a las 
organizaciones sindicales con la aplicación de las medidas contempladas en 
el proyecto de leyó8, 

El secretario general del PC, Ricardo Fonseca, rechazó el proyecto del 
Ejecutivo y las acusaciones del ministro Holger en contra de su partido, 
responsabilizándolo por actos de sabotaje. Sostuvo que el gobierno tomaba 
esta medida porque había fracasado en la solución de los graves problemas 
económicos y sociales que afectaban al país, que contrastaba con las 
enormes ganancias obtenidas por las grandes empresas, especialmente las 
norteamericanas. Planteó que el Congreso no podía aprobar este proyecto 
inconstitucional, en cuanto atentaba contra el principio de soberanía popular, 


poniendo en riesgo los derechos de los militantes de los otros partidos 


democraticos y progresistas, como habia ocurrido con las facultades 


extraordinarias??. 
EL DISCURSO DE RADOMIRO TOMIC 


Uno de los discursos mas destacados en la Camara fue el de Radomiro 
Tomic, diputado de la Falange Nacional (FN) por Antofagasta, presentando 
con sólidos argumentos y bastante elocuencia el rechazo de su partido al 
proyecto de ley del Ejecutivo? Nos detendremos en su exposición por 
tratarse de un joven político que llegará a ser, después de Eduardo Frei, la 
principal figura de la Falange Nacional, convertida en 1957 en el Partido 
Demócrata Cristiano (PDC) (del cual fue candidato presidencial en 1970). 
La FN había logrado una cierta presencia en los sindicatos del carbón, 
salitre y el cobre con la ayuda de los conservadores. Tomic era un destacado 
parlamentario de Antofagasta, en la zona norte del país, con un excelente 
conocimiento de la realidad económica y social de los trabajadores del 
salitre y el cobre. Esto le permitió gozar de una amplia simpatía entre los 
trabajadores, que explica su victoria en la elección complementaria de mayo 
de 1950 por la senaturía vacante tras el desafuero de Pablo Neruda. 

Tomic argumentó, primeramente, que la FN era contraria al comunismo y a 
la acción del PC en Chile, cuestionando en duros términos el 


comportamiento sectario de sus dirigentes en los sindicatos: 


Hemos visto, y lo he podido comprobar, que la «mano de hierro» fanática y partidista de los 
comunistas cuando controlan la organización sindical, deja muy poco o ningún espacio a la 
democracia interna sindical, a la libertad de los obreros que no son comunistas. Son injustos, 
despóticos, implacables, seguidores de la línea del Partido, cualesquiera sean los intereses concretos 


de los trabajadores que dirigen/1, 


Planteó factores que explicaban el arraigo del comunismo en los 


trabajadores, desarrollando la tesis del falangismo de que era consecuencia 
de las pésimas condiciones económicas y sociales en que vivían los 
asalariados. Hizo un detenido análisis de los factores que explicaban el 
apoyo electoral del PC y de su influencia en el movimiento sindical, factores 
que se encontraban en las condiciones económicas del régimen capitalista72. 

Enseguida, Tomic rebatió los fundamentos doctrinarios que inspiraban la 
iniciativa del Ejecutivo y cuestionó la conveniencia de esta iniciativa”, 
Señaló que la historia había demostrado el fracaso de ese camino, desde la 
represión de los zares en Rusia contra los bolcheviques a comienzos del 
siglo XX, que terminó en la toma del poder por los comunistas años más 
tarde. Respecto a la Italia de Mussolini, dijo que tras la Segunda Guerra 
Mundial, el PCI había obtenido siete millones de votos; y en cuanto a la 
España de Franco, el PCE seguía siendo un poderoso movimiento, 
reconocido por los propios partidarios del general Franco cuando advierten 
«que si Franco se va, España quedará entregada al comunismo»”4. De aqui 
que, agregó Tomic, combatir al comunismo a través de excluirlos de la vida 
legal y perseguirlos policialmente «es un método que, históricamente, ha 
fracasado en forma rotunda»”>, 

El diputado falangista rechazó los argumentos del Ejecutivo para justificar 
las medidas represivas, señalando que los gobiernos democráticos de 
Francia, Italia y Bélgica —todos encabezados por políticos 
demócratacristianos—, no perseguían a los partidos comunistas, sino que los 
dejaban actuar en el sistema democrático y priorizaban las mejoras a las 
condiciones económicas y sociales de los obreros. Sólo se castigaba 
aquellos hechos antidemocráticos de personas de cualquier colectividad. 
«¡No se pueden equivocar —apuntó— todos los gobiernos democráticos del 
mundo cuando han hecho lo contrario de lo que vosotros venís a pedir a la 
Cámara!»76 


Criticó la propuesta del Ejecutivo por ser ineficaz: no conseguiría 
eliminar al PC, sino que, por el contrario, éste saldría fortalecido. Dio como 
ejemplo el caso del Brasil, que había prohibido al PC durante el régimen de 
Getulio Vargas (1930-1945)77, pero que luego de su caída en 1945 había 
reaparecido con el apoyo de un millón de votantes, pudiendo elegir 
numerosos parlamentarios en las primeras elecciones legislativas después de 
aquel régimen autoritario’’. Estas medidas sólo fueron aplicadas por las 
dictaduras, como la de Franco en España; se habían adoptado en Paraguay; y 


las impulsaron Trujillo y Somoza en América Central: 


Este método de luchar contra el comunismo declarándolo fuera de la ley y persiguiéndolo con la 
policía, es un método históricamente ineficaz; es un método que nos liga exclusivamente a las peores 
dictaduras; es un método que nos aparta de lo que están haciendo todas las democracias libres del 


mundo que se han batido con el comunismo y lo han vencido/9. 


La ley tendria consecuencias negativas al castigar a familias enteras 
reprimiendo a alguno de sus miembros, y despertaria la solidaridad de los 
parientes que no eran comunistas. Tendria, ademas, efectos muy negativos en 
el movimiento sindical, porque serviria de pretexto para que se cometieran 
abusos en contra de los dirigentes, independientemente de sus simpatias 
partidarias. Todos serian descalificados como comunistas nada mas que por 
defender los intereses de los trabajadores y estos, sin poder ocupar cargos 
directivos, descalificarian a su vez a los que actuaran en las negociaciones 


colectivas cuando llegaran a acuerdos con los empleadores: 


Esta ley no va a aplicarse sólo a los comunistas, no va a servir sólo para la represión policial del 
comunismo, sino que va a sofocar, a asfixiar, a estrangular lentamente los esfuerzos del sindicalismo y 


del gremialismo por dar a los asalariados mejores condiciones económicas90, 


Por último, Tomic advirtió que el proyecto sería inútil, pues al final 


reaparecería el PC más fuerte, con sus adherentes solidarizando con su 


partido, mientras los votantes comunistas votarian por los candidatos 
socialistas y se crearian lazos efectivos de solidaridad entre ambos 


movimientos, beneficiando a los comunistas: 


Veinticuatro horas después de aprobada esta ley, quedará fundado, de hecho, el Partido Marxista 
Único de los trabajadores chilenos. La fusión de hecho comunista-socialista.... 


¿Por quién creéis que votarán los comunistas? ¿A quién creéis que apoyarán los comunistas?... El 
Partido Comunista es frío, sabe lo que quiere, es marxista, permanece fiel al marxismo y no traiciona 
los principios en los cuales cree. El Partido Comunista, en cuanto tal, en cuanto pueda controlar por 
disciplina o por adhesión ideológica, votará en masa por los candidatos marxistas que levante el 
Partido SocialistaS!. 


La Cámara aprobó el proyecto del Ejecutivo por amplia mayoría de 93 


votos a favor, 20 en contra y una abstención, y fue enviado al Senado. 


LA DISCUSIÓN EN EL SENADO 


El proyecto despachado por la Cámara Baja lo estudiaron tres comisiones, 
la de gobierno, la de Constitución, Legislación y Justicia, y la de Trabajo y 
Previsión Social, lo que daba cuenta de la variedad de temas que trataba y la 
voluntad de la mayoría del Senado de perfeccionar el proyecto aprobado en 
la Cámara Baja. Fueron especialmente controvertidos los artículos 
transitorios sobre la cancelación de los partidos y de los electores 
comunistas de la inscripción en el Registro Electoral y de Municipalidades. 
Horacio Walker se opuso a que se legislara sobre estos puntos, porque no 
podía una ley privar de derechos establecidos en la Constitución, como era 
el de sufragio, afirmando que «las leyes no pueden otorgar la ciudadanía a 
aquellos a quienes la Constitución no se las otorga ni pueden negarla a 
aquellos a quienes la Constitución se las concede»$?. 


Al final del examen de las comisiones, hubo dos informes, uno de 


mayoria, que apoyaba el proyecto, y otro de minoria, que lo rechazaba. El 
informe de mayoria, apoyado por senadores radicales, conservadores, 
liberales y un democratico®3, calificó al PC como una asociacion ilícita que 
atentaba contra la democracia y el estado de derecho y rechazaba al 
comunismo, arguyendo que era en «su esencia, en su doctrina y en su acción, 
la negación misma de la democracia, de las libertades y de los derechos más 
inalienables de la persona humana, y sólo pretende valerse de la democracia 
para llegar, por cualquier medio, a establecer la dictadura del proletariado y 
el régimen del terror»4. Por este hecho, la democracia no sólo tenia el 
derecho, sino también la obligación de defenderse, y sus gobernantes 
cometerían un delito si no consideraban oportunamente los medios 
necesarios para protegerla. No se trataba de combatir una idea por medio de 
una ley, sino de combatir a una asociación ilícita que constituía un 
«concierto permanente y organizado destinado a destruir la democracia y las 
libertades y derechos más sagrados del ser humano»$5. El informe se 
preocupó de defender la constitucionalidad del proyecto, señalando que se 
encontraba en el marco del artículo 19 de la Constitución, ya que su finalidad 
era «asegurar y defender el régimen democrático representativo»*6, 

El informe de minoría, suscrito por los senadores comunistas Carlos 
Contreras y Elías Lafertte, rechazó el proyecto por ser inconstitucional, 
afirmando que atentaba contra los principios básicos de la democracia. 
Destacaba, además, el hecho de que uno de los objetivos esenciales del 
proyecto —prohibir la existencia del Partido Comunista— contenía 
«aberraciones jurídicas», al pretender «borrar de la vida política activa del 
País a un sector importante» por «sustentar determinadas ideas políticas y 
económicas», convirtiendo «automáticamente en delincuentes a decenas de 
miles de ciudadanos»’’. Señalaba que se establecían nuevos delitos: el 


delito de pensar y el delito de opinar, calificandolos como una 


«monstruosidad jurídica que no tiene precedentes en la legislación positiva 
de ningún país»88, Por último, consideraba que el proyecto era un atentado 
en contra de la legislación social y de las conquistas esenciales de la clase 
obrera’?. El proyecto era considerado como «inquisitorial, reaccionario, 
fascista y anticonstitucional», y debía ser rechazado en su totalidad, 

La discusión en el Senado abarcó varias sesiones, en las cuales 
intervinieron la mayoría de sus miembros. Estas sesiones constituyeron, 
probablemente, las oportunidades en que la calidad del debate político 
alcanzó su mayor altura, por el esfuerzo de la mayoría de los senadores para 
hacer una sólida fundamentación de sus posiciones, reconociendo que había 
importantes derechos que estaban en juego y que la historia los juzgaría. 
Como dijimos en el capítulo 1, el proyecto dividió a todos los partidos, con 
excepción de los liberales, lo que se puso de manifiesto en la discusión en la 
sala del Senado. Es muy difícil hacer un resumen de las distintas posiciones, 
pero indicaremos los argumentos proporcionados por los principales 
senadores que estuvieron a favor y en contra. 

El primer senador que intervino, después de los discursos de los ministros 
de Interior y del Trabajo, fue el agrario laborista, Jaime Larraín García 
Moreno. Recordó que su partido fue invitado a formar parte del gobierno de 
González Videla, lo cual rechazó porque los comunistas también lo 
integrarían. Consideró entonces que era un grave error haberlos incorporado 
al Ejecutivo por ser un partido revolucionario que buscaría alcanzar sus 
propios objetivos y de ahí que desde un comienzo advirtieron al Presidente 
sobre los peligros que producía la presencia de los comunistas en el 
gobierno; pero no fueron escuchados. 

Definió a los comunistas como una amenaza a la civilización occidental y 


la lucha en su contra constituía «una lucha de supervivencia. Conocemos al 


enemigo y conocemos sus métodos. En la jornada decisiva, vacilar es la 
derrota; transigir es la muerte»?!, 

Larraín sostuvo un anticomunismo distinto al que promovían los liberales 
y los conservadores tradicionalistas, reconociendo el alcance limitado de las 
políticas represivas, consideradas fundamentales por éstos. Incluso las creyó 


contraproducentes, pues el comunismo podría resultar fortalecido: 


No lo venceremos, señor Presidente, con medidas policiales, ni con métodos represivos que pecan 
de ingenuidad. Si se le prohíbe, se hace subterráneo, porque ha nacido y fue formado para la 
conspiración. Si se le corta una cabeza, como a la hidra mitológica, le brotan ciento. Si se le persigue 


cobrará aureola de martirio?2. 


El comunismo es un problema mayor porque cuenta con un aliado más 
poderoso que las organizaciones partidistas, constituido por «las fallas y 
vacíos de nuestra democracia, los problemas sociales, las ansias que sienten 
las masas de una vida mejor, los sueños de felicidad humana, los que 
favorecen al comunismo. Son los errores y extralimitaciones del capitalismo, 
el egoísmo humano, los mejores amigos de las doctrinas soviéticas%», 
decía. 

Larraín fue crítico de la política anticomunista impulsada por el gobierno, 
al concentrarse sólo en una postura negativa, lo cual reducía el problema 
comunista a una cuestión meramente policial. La política negativa era sólo 
una parte de la lucha, que «debe ser mantenida en los límites de una política 
policial enérgica y eficiente, pero sin el aspecto integral pseudocreador y 
absorbente que detenta en la actualidad». Lo que corresponde era impulsar 
una «política social positiva de superación, de marcha hacia un orden justo, 
en que el trabajo tenga el papel preponderante que humanamente le 
corresponde; la política de esfuerzo por imponer los valores espirituales 
auténticos (es) la que debe ocupar el primer plano en los actos de quienes 
dirigen los pueblos y la sociedad 94». 


Por ese motivo, rechazó con vehemencia los cambios introducidos en la 
Cámara al proyecto del Ejecutivo, ya que destruían y atropellaban 
importantes conquistas de la legislación social, lo cual no sólo era una 
injusticia, sino también constituía una grave torpeza política. Les daría 
mayores argumentos a los comunistas, porque demostraría que el combate a 


ellos implicaba eliminar las conquistas obreras?, 
EL DISCURSO DEL DR. EDUARDO CRUZ-COKE 


El discurso más elocuente, con mayor solidez conceptual e impacto nacional, 
fue el pronunciado por Eduardo Cruz-Coke, quien intervino en la discusión 
en general del proyecto el 15 de junio. Sus palabras tuvieron un enorme 
coraje cívico, implicaban asumir una postura fuertemente rechazada tanto 
por el sector tradicionalista de su colectividad, como por los liberales, la 
mayoría del radicalismo y por el Presidente González Videla. Además se 
separó de la postura adoptada por su amigo y correligionario Horacio 
Walker, al cual le ligaba una antigua y estrecha amistad que había apoyado el 
proyecto de ley en la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia. Sin 
embargo, consideró que la iniciativa era negativa y no podía dejar de 
expresar su opinión en un tema tan decisivo, respondiendo a sus 
convicciones, más allá de su costo personal. Cruz-Coke, como ningún otro 
político chileno, estaba al tanto de cómo las democracias europeas 
enfrentaban a los comunistas por la vía legal, pues conocía la política 
europea directamente a través de sus viajes al viejo continente por razones 
académicas o políticas, especialmente a Francia. Estudió cuidadosamente su 
posición frente al proyecto de ley, preparando su discurso con la ayuda de 
diversas personas, y consultó la opinión de monseñor Manuel Larraín, 
obispo de Talca”, pues no quería que sus palabras significaran ningún 


alejamiento de la doctrina social de la Iglesia. Además, antes de pronunciar 


su famoso discurso informo al presidente del partido, el senador Horacio 
Walker. 

Comenzó indicando que su posición era difícil, porque su partido tendía a 
apoyar el proyecto del Ejecutivo, que él rechazaba, y que su amigo Horacio 
Walker, presidente de los conservadores, debía seguir lo acordado por la 
colectividad. Precisó los dos criterios fundamentales acordados por la Junta 
Ejecutiva de su partido, en marzo anterior, respecto a la Defensa de la 
Democracia: definió al comunismo como una «asociación ilícita en cuanto a 
que propicia la metódica revolucionaria y la lucha de clases para establecer 
la dictadura del proletariado», y estableció «la inconstitucionalidad que 
representaría el dejar fuera de los registros electorales por una simple ley a 
un partido cualquiera, aunque éste sea el comunista, y, por lo tanto, la 
necesidad de proceder para este efecto a una reforma de la Constitución», 
Agregó que ambos principios no eran arbitrarios, sino que correspondían a 
la forma adecuada en que se debe combatir al comunismo, «con los 
instrumentos de justicia y caridad que informan nuestra línea doctrinaria». 
Recordó que la guerra se libró para defender la democracia occidental y las 
libertades esenciales del hombre, que se encuentran establecidas en la carta 
de los Derechos del Hombre suscrita en Ginebra, y que se habían reiterado 
en la conferencia de San Francisco, en la cual él participó como delegado de 
Chile, 

Agregó que el proyecto del gobierno, aprobado por la Cámara de 
Diputados, se apartaba muchísimo del acuerdo de la junta ejecutiva de su 
partido, ampliando en exceso el objeto de la represión: «como para 
transformarlo ya no en un instrumento de lucha anticomunista, sino 
simplemente en un arma peligrosa para todas las libertades públicas. 


Podemos así decir, en su forma actual, es un proyecto que socava la justa 


mezcla de autoridad y libertad sobre la cual está construida nuestra 
República». 

Su cuestionamiento se dirigía al fondo de la iniciativa legal, estimándolo 
un proyecto que dañaría profundamente a la democracia creando un estado 


policial al combatir a ciudadanos por sus ideas: 


Vulnera la más elemental concepción de democracia cristiana; ignora los límites de eficacia que 
puede tener una ley; promovería su aplicación más vicios que virtudes; su anticomunismo negativo lo 
es sólo en la letra de algunas disposiciones; crea un Estado policial, suprime la oposición; es 


inconstitucional. Un Parlamento que se respeta a si no lo puede aprobar 100, 


Señaló comprender que el gobierno hubiera pedido facultades 
extraordinarias, pero no entendía que las quisiera transformar en 
permanentes, y, menos aún, que personas que aprobaban esta ley no vieran 
que mañana podían ser ellos los que tuvieran que sufrir la interpretación por 
parte del Estado, de lo que es contrario al interés nacional!0!. 

Cruz-Coke retomó el argumento del Presidente Aguirre Cerda, al vetar en 
1941 el proyecto anticomunista aprobado en el Congreso con los votos de la 
derecha, seĥalando que la propuesta constituia un grave precedente, porque 
los mismos argumentos empleados ahora contra el comunismo, se podrian 
utilizar después contra cualquier otro partido o idea política, incluso contra 


los católicos: 


Mañana, con cambiarle una palabra a este y otro artículo, no sería difícil hacer de este proyecto de 
ley un proyecto anticatólico, antimasón, anti cualquier cosa, ya que gran parte de su articulado no es 
sino una ley de sospechosos, para lo que el gobierno por sí y ante sí juzgue contrario al interés 


nacional, aunque no lo sea 102, 


Consideraba que el proyecto era peor que el mal que deseaba combatir, 
que agravaría la situación, en vez de mejorarla. Ahí habló el académico, al 


sostener que «estamos acostumbrados en farmacología a despreciar aquellos 


medicamentos que matan al enfermo a veces antes que el microbio, y a 
despreciar a los facultativos que olvidan la fórmula suprema de toda acción 
terapéutica: “primero no dañar”. Primero no dañar a Chile, señores 
senadores!03»,, 

Cuestionó la efectividad de la iniciativa, ya que al comunismo no se le 
combatía con la policía, sino con ideas. Si no se provocarían efectos 
contrarios a los planteados por el gobierno, estimulando la solidaridad entre 
los perseguidos. Esa situación la habían provocado las dos leyes de 
facultades especiales aprobadas por el Congreso en el último año y que 
habían producido «una nueva solidaridad entre obreros, empleados y 
estudiantes, uniendo a grandes sectores de la clase media y del pueblo en un 
sordo gesto de protesta, a pesar de la aparente sumisión para lo que es 
ordenado»!04, 

Como entendia el problema comunista como consecuencia de la pobreza 
entre los trabajadores y no como el resultado de la acción de un poder 
exterior, Cruz-Coke consideraba que debía ser combatido por medio de un 
programa económico que apuntara a mejorar las condiciones de vida de los 
asalariados, «porque el comunismo no es sólo una reacción contra 
situaciones de miseria y de injusticia, sino que además es una rebelión 
espiritual»105, 

No descartaba el combate al comunismo empleando los métodos 
represivos, «pero dentro de normas que respeten nuestra tradición 
democrática, en orden a impedir que la acción policial pueda transformarse 
en dictadura sobre las conciencias y los espíritus». Recordó que la Ley de 
Seguridad Interior del Estado había sido «un instrumento de extraordinaria 
eficacia para una lucha anticomunista dentro de los moldes democráticos», 
por lo cual no era necesario aprobar una nueva ley!%. «Vigorizar la acción 


de la justicia es mucho más importante para este objeto que multiplicar las 


leyes penales.»!07 También rechazó los artículos destinados a reprimir a los 
comunistas entre los trabajadores porque se vulneraban derechos esenciales 
de éstos, independientemente de su posición política. 

El discurso de Eduardo Cruz-Coke no dejó indiferentes a los partidarios 
de la iniciativa del Ejecutivo y fue criticado por sus compañeros de partido 
del sector tradicionalista, motivando un duro rechazo del presidente de los 
liberales, el senador Gustavo Rivera. Este calificó como ignorancia los 
argumentos de Cruz-Coke en temas jurídicos, señalando que “ha dicho el 
senador por Santiago que este proyecto abre las puertas a la denuncia 
irresponsable”, frente a lo cual Rivera citó artículos del Código Penal que 
contradecian ese temor!98, «Todavía ha de saber el señor Cruz-Coke que en 
materia penal existe, en el concepto moderno, el delito de peligro y el delito 
de daño y que desde que existe el delito en la legislación se contemplan los 
casos de los cuasi delitos, todos los cuales por su naturaleza misma no están 
categóricamente delineado por el precepto legal.» También criticó las 
palabras de Cruz-Coke, cuando hizo un llamado al Senado a respetarse a sí 
mismo como institución republicana, señalando que «debemos rechazar 
indignados esta desatentada manifestación del señor Senador, de quien por 
muy respetable que sea, no podemos aceptar que colocándose en el Olimpo y 
a una altura sin duda desmesurada, nos dé estas lecciones de dignidad. Y es 
mucho más inaceptable que un hombre que ha llegado a la altura y los 
honores que ha alcanzado su Señoría que veladamente desde esta Alta 
Tribuna venga a incitar al pueblo a la falta de acatamiento y de respeto a las 
decisiones del Congreso Soberano». 

Cruz-Coke respondió a Rivera a través de una declaración a la prensa, en 
la cual señaló que «las injurias pronunciadas por el señor Rivera durante mi 
ausencia en la sala, no hacen otra cosa que comprobar la mala causa que está 


defendiendo... En mi discurso no me he referido a nadie, no he atacado a 


nadie, no he hecho referencias personales; sólo he reafirmado principios 
políticos que no puedo traicionar... Estos principios hieren al señor Rivera, 
cuyos oídos veo que se mantienen sordos a la angustia y a los anhelos del 
pueblo. Es este pueblo, en último término, quien ha de juzgarnos, porque 
para él debemos hacer las leyes, y no para nosotros»102, 

Rivera formuló una declaración de prensa en respuesta a lo dicho por 
Cruz-Coke, bajando el tono crítico de su discurso en el Senado, aclarando 
que no lo ha herido personalmente y que confiaba en que el electorado 
apoyará la posición de su partido en este proyecto de ley!!9. 

A continuación de Cruz-Coke intervino el presidente del Partido 
Conservador, Horacio Walker!!!, quien, a pesar de pertenecer al mismo 
sector de la colectividad, el socialcristiano, sostuvo una posición diferente a 
aquél, pues apoyó en general el proyecto del Ejecutivo, aunque cuestionó 
diversas disposiciones de éste!!2. Reconoció que el primer deber de la 
democracia era defenderse de sus enemigos!13, Estimo que el proyecto de 
ley en discusión era necesario para la tranquilidad y el desenvolvimiento del 
país, por lo cual votaría favorablemente la mayoría de sus artículos, pero 
estimó que era insuficiente para enfrentar el problema comunista!!4, 
Cuestionó las repercusiones de la iniciativa del Ejecutivo en la legislación 
laboral, sosteniendo que no podía aceptar que, con el propósito de reprimir 
las actividades comunistas, se menoscabaran los derechos fundamentales que 
concede el Código del Trabajo a las organizaciones sindicales!!5, Expuso la 
inconstitucionalidad del art. 2 transitorio que eliminaba de los registros 
electorales a los comunistas, señalando que «a los comunistas, por el sólo 
hecho de serlo, la ley no puede impedirles que se inscriban en los registros 
electorales ni ordenar que se les borre de ellos, ya que la Constitución no 
considera esa circunstancia en ninguno de los tres artículos referidos». Y 


agregó más adelante que «con una terquedad que sorprende, se pretende 


exigir al Senado como única solución la de que un simple funcionario 
administrativo determine quiénes son “actuales miembros del Partido 
Comunista” (y) se les cancele sus inscripciones, sin que siquiera se le den 
normas para ejercer esa extraña atribución, ni se recojan pruebas para 


averiguar los hechos»!!6. 
Los DISCURSOS DE LOS CONSERVADORES TRADICIONALISTAS 


El senador conservador Héctor Rodríguez de la Sotta, la principal figura del 
ala tradicionalista del partido, quien fuera candidato presidencial en 1932, 
intervino a favor del proyecto de ley. Defendió su constitucionalidad, ya que 
para él lo que se buscaba prohibir era una asociación ilícita constituida por 
el PC, objetivo establecido en el artículo 3°, el cual prohibía la existencia 
del mismo y de toda otra colectividad u organización que persiguiera la 
implantación de un régimen opuesto a la democracia, o que atentara contra la 
soberanía del país. La idea fundamental del proyecto era impedir la 
existencia de organizaciones que quisieran imponer un regimen totalitario!!7, 
Rebatió en este punto la afirmación de Cruz-Coke, de que este proyecto era 
totalitario y policial, que suprimiría la oposición y prescindiría del Poder 
Judicial, señalando, por el contrario, que «este proyecto no va contra 
ninguna oposición; va contra toda asociación ilícita que tienda a instaurar en 
el país una dictadura o gobierno totalitario»!!8, 

Agregó que no estaban persiguiendo ideas, sino que acciones de 
individuos y de un partido, pues los comunistas realizaban actos que 
atentaban contra el orden democrático. Él también compartía la posición de 
que nadie podía ser perseguido por el solo hecho de profesar una idea, por 
errada, inmoral o absurda que fuera. Sin embargo, desde el momento en que 


esa idea se convierte en un acto que tiene consecuencias en el sistema 


politico, aunque fuera a traves de un articulo de prensa, puede ser sometida 


al control y a la eventual sancion por parte de la autoridad: 


Mientras un comunista crea, en su fuero interno, que el regimen politico ideal es la dictadura del 
proletariado y, aŭn, se limite a decirlo en su hogar y en el circulo privado de sus amigos, nadie tiene 
ningun derecho a molestarlo. Pero, si ese mismo comunista sale a pregonar esa idea, con espiritu de 
propaganda, a la plaza pública o a las columnas de la prensa de un diario, comete un delito de 


atentado contra el régimen democrático e incurre en las penas que la ley va a señalar para ese delito. 


... En resumen, nadie piensa en perseguir ideas en el fuero interno y por el sólo hecho de profesarlas. 
Esta ley perseguirá ideas en acto, en el fuero externo, y que constituyan alguno de los delitos contra 


el régimen democrático o la seguridad interior del Estado que en ella misma se especifican!!9, 


Fue particularmente duro en su rechazo al argumento de Cruz-Coke, de 
que la causa del problema comunista era la pobreza de las clases asalariadas 
y era en su erradicacion donde se debia priorizar una eficaz accion del 


gobierno: 


No tratemos de introducir confusion en la opinion publica con sofismas que no resisten el menor 
análisis. El comunismo nada tiene que ver con el bienestar de la masa asalariada; es tan sólo un 
instrumento politico de lucha social y revolucionaria, que trata de imponer al mundo un barbaro 


régimen policial de dominación y esclavitud!20. 


Defendió la constitucionalidad del proyecto en lo relacionado con la 
privación de los derechos ciudadanos a los comunistas. Apoyándose en la 
práctica constitucional de Chile, señaló que, desde la Constitución de 1833, 
la ley había fijado limitaciones a la ciudadanía, aunque las causales no 
estuvieran contempladas en la Carta Fundamental, y nadie había cuestionado 
ese procedimiento por ser inconstitucional. En consecuencia, había una 


práctica legal legitimada con el paso del tiempo!?!, 


LA POSICIÓN DE LOS LIBERALES 


En representacion de los liberales intervino el senador Francisco Bulnes 
Correa, quien comenzó aclarando que su partido había acordado 
unánimemente, en la última convención general, «declarar al comunismo una 
asociación ilícita y excluir a sus adeptos de toda función de orden político», 
dando un mandato a sus parlamentarios de apoyar la iniciativa en el 
Congreso!22, 

Defendió las medidas de coerción y de orden político contenidas en el 
proyecto, diciendo que la amenaza comunista era esencialmente política, por 
lo cual se requería aplicar instrumentos de ese tipo para combatirla. Por ese 
motivo, rechazaba los argumentos de los parlamentarios sosteniendo la 
inutilidad de las medidas coercitivas y lo que correspondía era combatir las 
causas del comunismo, constituido por la pobreza y las injusticias!23, 

Fundamentó este rechazo señalando que «las medidas de mejoramiento 
económico-social de las clases populares, que nadie rechaza y que todos 
anhelamos, no son antídoto suficiente contra el peligro que nos amenaza». Y 
esas medidas no son suficientes, porque los comunistas seguirían adelante en 
su afán de conquistar el poder a toda costa: «Su táctica consiste en estimular 
de modo progresivo los apetitos y en explotar las pasiones, en forma de 
mantener siempre vivo el descontento y de crear odio entre los hombres» 124. 

Las acciones políticas contra los comunistas eran indispensables, además, 
para impulsar con éxito decisiones económicas que ayudaran a una mayor 
producción, y para lograr que los sindicatos cumpliesen su genuina función, 
eliminando de ellos la coerción ejercida por los comunistas, que sólo 
buscaban la desorganización y el caos!25, 

No aceptaba el argumento de que las desigualdades fueran atribuibles al 
capitalismo liberal, pues ellas eran inevitables en la vida social, más allá de 
los regímenes políticos: «Las desigualdades son inherentes a la condición 


humana; han existido en todos los tiempos y en todos los regímenes, porque 


Dios no dio a todos los hombres la misma inteligencia, ni la misma 
capacidad, mi el mismo espiritu de trabajo. Y sera ley de la vida que 
continúen existiendo, sin perjuicio de que la acción del Estado se haga sentir 
en protección del débil contra el más fuerte»!26, 

Aclaró que el proyecto no perseguía ideas, pues el comunismo era una 
acción en marcha, que quería alcanzar el poder fuera de las formas de la 
democracia, su objetivo era establecer una tiranía de unos pocos. Y si ellos 
se habían aprovechado de los recursos de la democracia para ganar 
adherentes, era legítimo defenderse para impedir que cometieran los delitos 
que se proponían para alcanzar el poder!?”, 

Recordó que los liberales habían aceptado por patriotismo entrar al 
gobierno en las circunstancias especiales por la participación de los 
comunistas, colaborando lealmente y así «contribuyeron a descorrer la venda 
que oscurecía la visión del Presidente de la República, y a convencer al Jefe 
de Estado de que la presencia del Partido Comunista era un peligro para 
nuestras instituciones, y (nuestros ministros) se mantuvieron firmes en sus 
cargos, hasta que pudieron arrastrar en su caída a los representantes del 


comunismo» 128, 


LA DIVISION ENTRE LOS RADICALES 


La discusión en el Senado también dividió al PR, dos senadores — 
Rudecindo Ortega y Gustavo Jirón— se abstuvieron de apoyar el proyecto, 
desconociendo la orden de partido de la directiva a los parlamentarios de 
ambas cámaras. Era una decisión muy valiente, porque podía dañarles el 
futuro: ambos terminaban su mandato en 1949 y sabían que, si no apoyaban 
el proyecto, corrían el peligro de no ser respaldados por su partido en la 
reelección. 


Rudecindo Ortega pronunció un documentado discurso, en el cual recordó 


el veto del Presidente Aguirre Cerda al proyecto que ponia fuera de la ley al 
PC, en que su principal argumento fue rechazar la situacion de indefensión en 
que quedarian los militantes de partidos que profesaran ideas distintas a las 
comunistas!29, Este argumento, segun Ortega, cobraba actualidad por los 
terminos demasiado amplios en que estaba redactado el proyecto de ley, de 
tal manera que su aplicación dependería del criterio de los altos 
funcionarios de gobierno, quienes tendrían un poder discrecional muy 


grande, originando abusos inaceptables: 


Vamos a instituir, en virtud de este proyecto, al Estado pontífice en materias políticas. Él dirá lo que 
es herético y lo que es lícito. Estará dotado, por lo tanto, del anacrónico y absurdo atributo de la 
infalibilidad, pues la ley en proyecto le da las herramientas para llegar a ese resultado, puesto que lo 


supone depositario de lo que debe entenderse por verdad en materia de convicciones politicas 130, 


Gustavo Jirón enumero las fallas del proyecto para fundamentar su 
discrepancia a la posición adoptada por su partido. En primer lugar, 
consideró inadmisible que se excluyera de los registros electorales a miles 
de ciudadanos; en segundo, estaba en desacuerdo con todas aquellas 
disposiciones que afectaran los derechos de los trabajadores contempladas 
en las leyes de trabajo; en tercer lugar, se manifestaba alarmado de pensar 
que sería el Director del Registro Electoral quien ejerciera una especie de 
«purga», la que en el futuro podía volverse contra ellos; y, por último, 
rechazaba el clima de delación y soplonaje que fomentaría esta ley!31. 

Humberto Álvarez (PR) expuso la posición de su partido a favor del 
proyecto de ley. Recordó los días en que el PC era aliado del gobierno, 
mencionó su participación durante una primera etapa de la actual 
administración y se refirió a los posteriores problemas que habían afectado 
al gobierno por la acción de los comunistas. Luego aludió a la política 
internacional de carácter hegemónica, impulsada por la Unión Soviética, por 


la cual el PC estaba interfiriendo en la política nacional. Esto obligaba al 


gobierno, como a otros también en América Latina, a adoptar medidas de 


Defensa de la Democracia: 


De las repúblicas de este hemisferio, nosotros somos los que tenemos, dentro de nuestro territorio 
y en proporción a nuestra población, un mayor número de miembros del Partido Comunista. 
Además... nuestra república, como productora que es de materias primas esenciales como el salitre, 
el cobre, el hierro, el manganeso, etc., tiene que estar más expuesta que otras de nuestras hermanas 
repúblicas de Sudamérica, a la acción de hegemonía y de absorción de la URSS. 


Por eso... el Jefe de Estado, que había sido gran amigo del Partido Comunista, cumpliendo sus 
deberes de gobernante, ha enviado este proyecto de ley. 


Por eso también mi partido ha acordado apoyarlo y ha dado instrucción a sus parlamentarios para 


que lo votemos favorablemente 132. 


El Partido Radical Democrático también se dividió. Mientras el ex 
vicepresidente de la República, Alfredo Duhalde, rechazó el proyecto del 
Ejecutivo, Florencio Durán votó a favor. Duhalde había sido ministro del 
Interior de Juan Antonio Ríos y vicepresidente de la República cuando éste 
dejó la presidencia por su enfermedad. Como vimos en el capítulo 2, el 
entonces vicepresidente Duhalde debió enfrentar la oposición de su partido, 
el Radical, que llegó a expulsarlo por discrepar de algunas de sus 
decisiones, particularmente ante los incidentes en la Plaza Bulnes el 28 de 
enero de 1946. También se había enfrentado con González Videla, pues 
aspiró a ser candidato presidencial del radicalismo. 

Duhalde pronunció un discurso rechazando el proyecto, porque lo 
consideraba inconstitucional. A su juicio, se contradecia con el N°13 del art. 
44 de la Constitución, que establecía: «fuera de los casos previstos en este 
número, ninguna ley podrá dictarse para suspender o restringir las libertades 
o derechos que la Constitución asegura»!33, 


También fundamentó su rechazo arguyendo que la iniciativa subestimaba 


la fortaleza del comunismo para resistir la represión, por lo cual tendría un 


efecto negativo en el combate a éste, fortaleciéndolo en definitiva: 


Estamos ante un enemigo hábil y poderoso, cuyos recursos no están al alcance de los regímenes 
democráticos. Subestimarlo es una torpeza, creer que se le puede vencer con superficiales medidas 
de represión es incurrir en una ingenuidad que tiene el carácter de un delito político. La represión 
policial fortifica la resistencia, provoca la rebelión y perfecciona los métodos de lucha. Condenar al 
comunismo a la ilegalidad es colocarlo en su ambiente de lucha, donde se ha formado y 
fortalecido134, 


El gobierno actuaba equivocadamente, pues «anda por caminos 
extraviados y está confundiendo lamentablemente las causas con los efectos. 
No es el comunismo lo que hay que combatir, sino las causas que lo 
originan», enfatizando un planteamiento formulado por conservadores 
socialcristianos y por el falangista Radomiro Tomic en la Cámara Baja. En 
consecuencia, lo que el país necesitaba no era una ley represiva, sino «un 
vasto programa de realizaciones que elimine la pobreza, detenga la carestía, 
restaure la justicia y el respeto a la ley y produzca, en una palabra, 
satisfacción de vivir» 35, 

Agregó que promulgar esta ley era innecesario, ya que el gobierno 
disponia de recursos legales para enfrentar las amenazas a la estabilidad 
democratica: «El regimen democratico le proporciona las herramientas 
legales suficientes para contenerlo (al comunismo) y someterlo al marco de 
la ley»!36, Apoyó este argumento recordando su propia experiencia como 
vicepresidente de la República el 28 de enero de 1946, con ocasión de la 
manifestación en Santiago de apoyo a la huelga de los trabajadores del 
salitre, cuando «hubo un momento en que pareció que el orden institucional 
de la República iba a sufrir un colapso lamentable. La rebelión estaba 
organizada y sólo esperaba la voz de mando de sus dirigentes radicales y 


comunistas. Se le había planteado al Vicepresidente un dilema imperativo: el 


gobierno o la huelga revolucionaria. Pues bien, señor Presidente, la crisis 
fue resuelta dentro de las 24 horas con los recursos legales de que dispone el 
gobierno de la República. Ni siquiera estimé necesario aceptar las 
facultades extraordinarias que me ofrecieron dirigentes de partidos»!37. 
Florencio Durán basó su argumentación en la penetración comunista que 
se daba en el país, de lo que responsabilizó a los sectores dirigentes de la 
izquierda y, en especial, al Partido Radical. La actitud permisiva frente al 
comunismo estaba dando malos resultados y era indispensable legislar de 
manera enérgica en esta materia, para impedir que se produjera mayor daño 


al sistema democrático!38, 
LA DIVISIÓN EN EL SOCIALISMO 


También hubo diferencias en el socialismo. Mientras el senador Eleodoro 
Domínguez votó a favor de la iniciativa del gobierno, Salvador Allende, 
Marmaduke Grove y Carlos Alberto Martínez lo hicieron en contra. 
Domínguez realizó un duro discurso, cuestionando en severos términos el 
sistema político adoptado en la Unión Soviética y su política exterior, 
incluso rechazó la intervención de ésta en la guerra civil en Grecia, con su 
apoyo a los comunistas en pugna con el gobierno constitucional. Criticó «el 
ensayo socialista en Rusia. Allí no hay libertad; hay un régimen policial, hay 
una dictadura que, de acuerdo con la doctrina socialista, debió ser transitoria 
y, sin embargo, se ha hecho permanente, que debió ser del proletariado, y 
que en Rusia se ejerce contra el proletariado». Cuestiono el hecho de que el 
PC chileno siguiera la política adoptada por la Unión Soviética, 
obedeciendo las decisiones de ésta!39. Fundamento su posición, señalando 
que «votaré esta ley favorablemente, porque no puedo ser socialista sin 
libertad y sin patria»!49, Y concluyó que «yo, que no creo en la maldad, pero 


sí en la debilidad de estos comunistas, frente a su patria por la defensa de 


ella y en resguardo de la libertad del pueblo de Chile, votare favorablemente 
el proyecto de ley» !41. 

Salvador Allende pronunció un bien argumentado discurso de su 
posición!2, con extensa y documentada exposición sobre los principios 
filosóficos del socialismo y su carácter marxista, para luego dar cuenta de 
las diferencias que los socialistas tenían respecto de los comunistas en el 
plano ideológico y de la estrategia política. Consideró que el tema era de 
una gran trascendencia y que tendría enormes repercusiones negativas en el 
sistema politico!43. El proyecto del Ejecutivo, aseguró, estaba dividiendo a 
los partidos, comenzando por el poderoso Partido Conservador y siguiendo 
por la colectividad de gobierno y también al suyo. 

Allende puso de relieve la posición internacional de los socialistas que él 
representaba y sus diferencias con los comunistas. Su partido miraba con 
interés la evolución de la política en la Unión Soviética, aunque sus críticas 
eran moderadas en comparación a las formuladas por el senador Domínguez. 
Para los socialistas, agregó Allende, lo prioritario era el entendimiento entre 
los movimientos latinoamericanos y por eso era necesario mantener la 


independencia de la Unión Soviética: 


... los socialistas chilenos miramos con profundo interés lo que sucede en la Rusia Soviética. Interés 
que no nos hace olvidar el espiritu crítico y que no nos coloca como incondicionales de su política; por 
el contrario, siempre nos hemos ubicado en nuestra realidad geográfica-económica y, por lo tanto, 


estimamos esencial para Chile realizar una política de unidad continental! 44, 


También descartó las diferencias que los socialistas tenían con los 
comunistas, especialmente en el movimiento sindical, empleando términos 
criticos, aunque moderados, para no caer en el anticomunismo del sector 
socialista encabezado por Grove. Afirmó que «nos ha separado del Partido 


Comunista la orientación política que esa colectividad ha dado a la acción 


sindical, que en diversas oportunidades ha mirado fortalecer la politica 
internacional de la URSS»45, 

Sostuvo que su partido reconocia la conveniencia de defender la 
democracia, pero debía hacerse con estricta sujeción al estado de derecho y 
no sacrificándolo: «La democracia tiene derecho a defenderse; pero dentro 
de sus normas y sus principios. No se puede combatir el totalitarismo y 
adoptar actitudes similares a las que él usa. Esa es la diferencia que hay 
entre el demócrata y el totalitario» 146, 

El proyecto fue votado en general en el Senado el 22 de junio, cuyos 
resultados fueron de 29 votos por la afirmativa y 8 por la negativa. Se 
opusieron al proyecto los senadores Allende, Contreras Labarca, Cruz-Coke, 
Duhalde, Grove, Guevara, Lafertte y Carlos Alberto Martinez!47. El 
presidente de los conservadores, Horacio Walker, votó a favor de la idea de 
legislar, aunque luego se opuso en las votaciones en particular a los artículos 
que había cuestionado durante el debate en general !48. 

La votación en particular se efectuó al día siguiente, 23 de junio, 
aprobándose cada uno de sus artículos con el respaldo de los partidos 
Radical, Conservador y Liberal, con lo cual el proyecto quedó en 
condiciones de ser promulgado como ley de la República. El proyecto 
aprobado por el Congreso fue enviado al Ejecutivo, que le introdujo 
diversas indicaciones, especialmente en relación a los derechos de los 
trabajadores, criticadas por el departamento sindical del partido y muy 
especialmente por la masonería, que hizo pública su oposición a la iniciativa 
del gobierno!49. Las indicaciones fueron después aprobadas por el Congreso 
en agosto, y el proyecto estuvo en condiciones de ser promulgado y 
publicado, lo que ocurrió el 3 de septiembre de 1948, bajo la Ley N° 8.987 
de Defensa Permanente de la Democracia. Fue conocida desde entonces por 
sus detractores como la Ley Maldita. 


EL CONTENIDO DE LA LEY 


El proyecto presentado por el Ejecutivo al Congreso era relativamente 
simple, siendo ampliado y perfeccionado durante la tramitación, para regular 
en forma pormenorizada las diversas instancias y situaciones en que podía 
actuar el PC150, 


La disposición principal estaba contenida en el art. 3, que estableció: 


Se prohíbe la existencia, organización, acción y propaganda de palabra, por escrito, o por cualquier 
otro medio, del Partido Comunista y, en general, de toda asociación, entidad, partido, facción o 
movimiento, que persiga la implantación en la República de un régimen opuesto a la democracia o que 
atente contra la soberanía del país. 

Sólo se tendrán como regímenes opuestos a la democracia los que, por doctrina o de hecho, 
aspiren a implantar un gobierno totalitario o de tiranía, que suprima las libertades y derechos 
inalienables de las minorías y, en general, de la persona humana. 

Las asociaciones ilícitas a que se refieren los incisos anteriores importan un delito que existe por el 
solo hecho de organizarse. 

Las personas, asociadas o no, que infrinjan cualquiera de las prohibiciones establecidas en este 


artículo, serán sancionadas con las penas señaladas en el artículo 1° de la presente ley. 


Implicó la modificación de cuatro leyes de enorme importancia: la Ley de 
Seguridad Interior del Estado de 1937; el decreto-ley de Abusos de 
Publicidad; la Ley General de Municipalidades; la Ley General de 
Elecciones y el Código del Trabajo. La reforma a la Ley de Seguridad 
Interior del Estado significó, entre otras cosas, endurecer las penas por los 
delitos contemplados en ella y amplió las situaciones en las cuales se 
cometían los de apoyo a la difusión de las ideas comunistas a través de la 
prensa escrita, radial y otras formas de comunicación. 

Se buscó impedir la difusión de las ideas comunistas por todos los medios 
posibles, no sólo a través de la prensa escrita y radial, sino también aquélla 


que se hiciese mediante «afiches, altoparlantes, exhibiciones teatrales, 


impresos, carteles, panfletos, avisos, letreros, caricaturas, inscripciones 
murales o por otros medios análogos destinados a darle difusión». 

Eran responsables de los delitos contemplados en la Ley de Seguridad 
Interior del Estado no sólo los directores de medios, sino también sus 
propietarios, responsabilidad que, además, se extendía a sus gerentes y 
directores según la organización legal que tuviese la empresa. 

Como hubo bastantes críticas a la constitucionalidad del proyecto de ley 
al restringir la calidad de ciudadano sin modificar la Constitución, se 
puntualizó que el derecho a sufragio se condicionaba a tener «la inscripción 
vigente en los Registros Electorales», con lo cual se creía haber subsanado 
la crítica formulada por ser inconstitucional. 

El art. 8 estableció normas muy claras para debilitar el poder de los 
comunistas en los sindicatos, señalando: «No podrán ser director de 
sindicato, miembro de Junta de Conciliación o de Junta Especial de 
Conciliación y Arbitraje Agrícola, árbitro o miembro del tribunal arbitral en 
conflicto colectivo del trabajo, miembro de la Comisión Mixta de Salario 
Mínimo, miembro de la Comisión Mixta de Sueldos, Vocal de Corte del 
Trabajo, Delegado de los empleados, miembro de delegación representativa 
de obreros o empleados en conflicto colectivo del trabajo, ni asumir cargo 
alguno de representación de patrones, empleados u obreros en organismos 
oficiales, fiscales o semifiscales, las personas que hubieren sido condenadas 
o encargadas reos por crimen o simple delito, m las que hubieran sido 
excluidas de los Registros Electorales o Municipales, ni aquéllas que 
pertenezcan a alguna de las asociaciones, entidades, partidos, facciones o 
movimientos de que tratan los artículos 19, 3% y demás disposiciones de la 
Ley N° 6.026 y sus modificaciones». 


En una palabra, los comunistas no podian ser miembros, dirigentes, ni 


participar en instancias de negociacion laboral, ni siquiera en representacion 
de empleadores y trabajadores. 

La ley tuvo disposiciones que limitaron severamente la actividad sindical 
y el derecho de huelga. De partida fue bastante mas lejos que la Ley de 
Seguridad Interior del Estado, porque prohibió la huelga y la suspensión de 
labores de todos los funcionarios de los organismos estatales, incluyendo las 
municipalidades y empresas fiscales de administración autónoma e 
instituciones semifiscales. Esto ampliaba de manera significativa las 
restricciones al derecho de huelga. Las situaciones calificadas como paros o 
huelgas prohibidas, eran aquellas que implicaban «alteraciones» del orden 
público o «perturbaciones» en los servicios públicos, conceptos que podían 
abarcar fácilmente las principales actividades del sector privado. Tampoco 
podrían ser declaradas huelgas o paralización de faenas por los empleados u 
obreros de empresas privadas o de instituciones particulares que tuvieran a 
su cargo servicios de utilidad pública!3!. 

Estas disposiciones constituían un claro debilitamiento de los derechos de 
los trabajadores, dando cuenta de una voluntad política que imaginaba un 
sistema económico sin sindicatos ni protestas laborales: un escenario ajeno a 
la democracia. Fueron empleadas por el gobierno de González Videla para 
reprimir la protesta sindical de organizaciones no controladas por el PC y 
como respuesta obtuvo una fuerte oposición del movimiento sindical, que 
dio un importante paso adelante en su organización al crear la Central Única 
de Trabajadores (CUT) en 1953152, 

Para poner en aplicación la ley se estableció un plazo de cien días 
contados desde su vigencia, para que el Director del Registro Electoral 
cancelase las inscripciones en los registros electorales o municipales de los 
miembros del PC. Implicó una enorme operación política identificar a los 


miles de comunistas que podrían estar en la administración pública y en los 


sindicatos. El director del Registro Electoral comunicaria a los 
conservadores de bienes raíces respectivos, la nómina de los ciudadanos 
excluidos de los registros electorales, quienes procederían a realizar la 
cancelación de los registros a su cargo y a publicar la nómina por dos veces 
en un periódico de la cabecera del departamento y, si no lo hubiere, de la 
capital de la provincia. También se publicaría en el Diario Oficial. 
Cualquier persona podía solicitar a la justicia la eliminación de los registros 
de personas que aún estuviesen incluidos o se hubieran inscrito con 
posterioridad. 

El afectado podría reclamar ante el Conservador de Bienes Raíces en 
contra de la resolución del Director del Registro Electoral en un plazo de 
diez días, contados desde la segunda publicación, para que fuera remitida al 
Tribunal Calificador de Elecciones, el organismo que decidía sobre su 
procedencia. Esta apelación daba pocos derechos al afectado, porque el 
tribunal «apreciará la prueba en conciencia y resolverá sin más formalidad 
que la de fijar día para la vista de la causa». La sentencia del Tribunal 
Calificador sería definitiva, contra la cual no procederá ningún recurso, ni 
siquiera el de queja!>3. El ciudadano al cual se le canceló la inscripción, 
sólo podrá reinscribirse después de cinco años, contados desde la vigencia 
de esta ley, si desaparece la causal de inhabilidad que motivó la medida y no 
le afecta ninguna otra de las contempladas en la ley, o antes, si el Senado le 
otorga expresa rehabilitación»!31, 

De esta manera, quedaba inhabilitado para participar en las elecciones 
parlamentarias de 1949 y 1953, así como también en las presidenciales de 
1952 y en las municipales de 1951. 

El PC trató de detener la aplicación de la ley, presentando un recurso de 
inaplicabilidad por inconstitucionalidad ante la Corte Suprema, que fue 
rechazada por fallo del 3 de febrero de 1949155, 


La aplicacion de esta ley no era facil, implicaba identificar los nombres 
de los comunistas, sin que hubiera un listado de sus militantes. El gobierno 
desplegó una activa labor para llevar adelante la ley, como se examinará en 


el siguiente capítulo. 


Capitulo 5 


LA APLICACION DE LA LEY DE DEFENSA PERMANENTE 
DE LA DEMOCRACIA 


En este capítulo analizaremos el trabajo que se realizó para confeccionar la 
lista de los votantes comunistas que serían eliminados de los registros 
electorales, para luego examinar la cantidad de votantes que en definitiva 
fueron borrados. Después se verá cómo el gobierno identificó a los 
comunistas que trabajaban en la administración pública, incluidas las 
municipales, y que procedió a expulsar. Esta fue una iniciativa que costó 
bastante llevar adelante, concitando rechazo en los directivos intermedios 
del Estado, que no quisieron responsabilizarse del perjuicio material que 


provocaría a las familias de los funcionarios expulsados de sus cargos. 


LA FORMACIÓN DEL GABINETE DE «CONCENTRACIÓN NACIONAL», JULIO DE 
1948 


Una vez aprobado el proyecto de ley de Defensa Permanente de la 
Democracia, el Presidente se propuso ampliar la base de apoyo a su 
gobierno, con la incorporación de liberales y conservadores. Aunque esto no 
le fue posible en agosto del año anterior, la invitación ahora podía ser más 
fácilmente aceptada por los partidos de derecha, debido a que ambos 
apoyaron su política contra el PC y la Ley Maldita. Ya no tenían la 
posibilidad de rechazar el ingreso al gobierno, lo cual implicaría 


desentenderse de la aplicación de la ley. Los liberales condicionaron su 


participación en el gabinete a la incorporación de los conservadores, para 
compartir los posibles costos. 

La invitación de González Videla a los conservadores puso en dificultades 
a su directiva, encabezada por el senador Horacio Walker. Persistía la 
oposición a la Ley Maldita en el sector socialcristiano, de tal manera que 
participar en el gobierno provocaría un conflicto que agravaría la división 
interna. González Videla necesita la incorporación de los partidos de 
derecha al gobierno para darle mayor legitimidad a su política y así 
beneficiar a su partido en las elecciones parlamentarias de 1949. El sector 
tradicionalista estaba dispuesto a entrar al gobierno y el presidente de la 
Cámara, el diputado Juan Antonio Coloma, de este sector, había propuesto 
un gabinete de administración integrado por personalidades partidistas, con 
sólo tres técnicos: Alberto Baltra en Economía, Jorge Alessandri en 
Hacienda y Germán Vergara Donoso en Relaciones Exteriores!. Para evitar 
que esta propuesta fuera de inmediato rechazada por la junta ejecutiva del 
partido, Coloma sugirió a González Videla que pidiese una rápida 
aprobación a esta invitación, requisito exigido por el estatuto de la 
colectividad. El Presidente ofreció dos ministerios a los conservadores: 
Salubridad a Guillermo Varas Contreras y Justicia a Luis Felipe Letelier. El 
partido negó el pase para ingresar al gabinete, pero éstos aceptaron la 
invitación con el apoyo de numerosos dirigentes y parlamentarios, que lo 
consideraron como el paso natural después de aprobar la Ley N” 8.987. 
Ambos fueron censurados por la junta ejecutiva, pero asumieron sus cargos 
el 7 de julio de 1948, cuando se formó el gabinete de «Concentración 
nacional»?. Esta invitación de Gonzalez Videla tuvo profundas 
consecuencias en el desarrollo del partido, porque «el ingreso del sector 
tradicionalista al gabinete significó una división de hecho del Partido 


Conservador, aunque ella no se formalizara hasta un año mas tarde»3. 


Los liberales recibieron las carteras de Agricultura, que ocupó Pedro 
Opaso Cousiño; y Relaciones Exteriores, para Germán Riesco. Siguió en el 
cargo el ministro de Defensa, general Guillermo Barrios Tirado y, luego de 
un mes de ausencia, el de Interior, almirante Inmanuel Holger. La cartera de 
Educación recayó en el socialista Armando Mallet, del sector de Juan 
Bautista Rosetti. 


LA PUESTA EN MARCHA DE LA APLICACION DE LA LEY DE DEFENSA 
PERMANENTE DE LA DEMOCRACIA 


Con este gabinete de amplia base política, el gobierno actuó con celeridad 
para aplicar la Ley N° 8.987 publicada el 3 de septiembre de 1948, de 
Defensa Permanente de la Democracia, o la Ley Maldita (como la llamaron 
sus críticos), y poder alcanzar sus objetivos: poner al PC fuera de la ley, 
eliminar de los registros electorales a sus votantes y expulsar a los 
comunistas de la administración pública y de los sindicatos. La formación de 
un gabinete político, en el contexto de la campaña de los comicios 
legislativos de marzo de 1949, provocó abusos en la confección de las 
listas. Fueron denunciadas como comunistas personas partidarias de la 
oposición, como socialistas, falangistas y hasta conservadores 
socialcristianos?, 

Al día siguiente de su entrada en vigencia, el director del Registro 
Electoral, Ramón Zañartu, canceló la inscripción de los partidos Comunista 
de Chile y Progresista Nacional. Enseguida, ordenó el cese de funciones de 
los militantes comunistas que ejercían cargos públicos, como consejeros o 
directores de empresas fiscales o semifiscales y se instruyó a todos los 
organismos del Estado, tanto centralizados, como descentralizados y 
municipalidades, despedir a los funcionarios, empleados o dependientes de 


las instituciones y servicios fiscales, municipales, semifiscales y de los 


demás organismos del Estado». También se actuó en contra del diario del 
partido, E/ Siglo, que fue requisado. 

Sin embargo, el trabajo era bastante mas amplio y complejo, pues el 
objetivo de la ley era la eliminacion masiva de los comunistas de los 
registros electorales. La meta a la cual se quiso acercar el gobierno fue el 
electorado obtenido por los candidatos del PC en las elecciones municipales 
de 1947, y que alcanzó a 91.204 electores, representando el 16,5% de los 
votos. Los alcaldes, concejales y parlamentarios comunistas conservaban sus 
cargos hasta el término del período en que fueron elegidos, pero, como 
perdían su calidad de ciudadanos, no podían ser candidatos nuevamente. 

La ley estableció algunas presunciones para facilitar la preparación de las 
listas. Se suponía que eran comunistas todos los dirigentes de cada una de 
las organizaciones del partido, los alcaldes, regidores y parlamentarios 
elegidos por sus partidarios, así como también quienes fueron candidatos a 
parlamentarios o regidores del PC o del Partido Progresista Nacional; o las 
personas que, sin ser candidatos, hubieran firmado como patrocinantes en las 
últimas elecciones ordinarias o extraordinarias para parlamentarios o 
regidores. También se presumían como comunistas las personas que hubieran 
sido ministro de Estado, intendentes, subdelegados o inspectores de distrito 
en representación del Partido Comunista. 

La ley también presumió que eran comunistas «las personas que, sin haber 
sido miembros de otros partidos hayan actuado como apoderados, en 
representación de los partidos ya nombrados, ante las Mesas Receptoras de 
sufragio o ante los Colegios o Juntas Escrutadoras Departamentales en las 
últimas elecciones ordinarias o extraordinarias para parlamentarios, para 
regidores y para Presidente de la República»”. 

Sin embargo, las presunciones abarcaron una cantidad muy reducida de 


comunistas y el objetivo de la ley, como mencionamos, era su eliminación 


masiva. La ley estableció el plazo de cien dias para preparar esta lista, a 
contar desde su publicación en el Diario Oficial“, para que no estuviesen en 
condiciones de sufragar en los comicios parlamentarios de 1949, lo cual 
esperaba el gobierno beneficiaria al PR y a los partidos de derecha. Esto 
requeria conocer los nombres de los militantes y adherentes del PC, una 
informacion que no seria facilitada por el partido, mi por ninguna 
colectividad de izquierda, de tal manera que el gobierno debia conseguirla 
directamente. 

El gobierno requeria de un vasto trabajo en distintos niveles para 
identificar los nombres de los comunistas, pero tambien necesitaba el apoyo 
de numerosas personas que, sin trabajar en el Estado, estuvieran en 
condiciones de entregar antecedentes sobre quienes eran de dicho partido. 
Para llevar adelante esta tarea era necesario mantener vivo en la opinión 
pública el clima anticomunista, que el Presidente González Videla se 
empeñó en crear desde cuando inició esta «guerra», trece meses atrás. La 
prensa escrita partidaria de la ley apoyó su puesta en marcha, informando de 
los avances del gobierno para alcanzar la meta propuesta y reafirmando el 
rechazo hacia los comunistas de la derecha y el radicalismo. El PC instruyó 
a sus partidarios para que negasen las imputaciones de militancia y que, en 
cualquier caso, apelaran si eran incluidos en las listas para impedir a toda 
costa su eliminación de los registros electorales. 

Pese a todos los esfuerzos del gobierno y del apoyo que le dieron los 
parlamentarios de derecha y del radicalismo, no se formó un clima favorable 
a la denuncia. Era una actitud que violentaba a las personas; la «guerra 
contra el comunismo» estaba agotando a los dirigentes de los partidos y no 
concitaba apoyo en la ciudadanía. De ahí que el trabajo de confección de las 
listas de los electores radicó en el personal de la administración pública — 


que lo hizo con escaso entusiasmo—-; en la labor de los militares y de los 


ministerios de Interior y Defensa, actuando bajo la coordinación del 


Presidente. 
Los ANTECEDENTES DE LA INDIVIDUALIZACIÓN DE LOS COMUNISTAS 


El gobierno estaba convencido de alcanzar la meta de eliminar masivamente 
a los comunistas de los registros electorales. Creía disponer de una amplia 
información para ello, recopilada en los últimos doce meses gracias al 
trabajo de los militares, Carabineros y la policía de Investigaciones, en el 
marco de las leyes de facultades extraordinarias y las zonas de estado de 
emergencia?. Desde fines de agosto de 1947 se controló y reprimió la 
actividad sindical, deteniendo y relegando a los dirigentes de las 
organizaciones de trabajadores de la minería. Además, existía información 
acerca del trabajo que realizaban los comunistas en distintas partes del país, 
que fue reunida antes de que González Videla llegara a La Moneda por 
autoridades provinciales y comunales. Esto puede parecer sorprendente, 
porque los radicales y comunistas tenían un acuerdo electoral desde hacía 
una década, yendo en listas conjuntas a las elecciones municipales y 
parlamentarias, y apoyando el PC a los candidatos presidenciales del 
radicalismo en 1938 y 1942. Sin embargo, los dirigentes y militantes del 
radicalismo tenían una gran desconfianza hacia los comunistas, acentuada 
durante la presidencia de Juan Antonio Ríos (1942-1946), que no escondió 
su rechazo a esta colectividad. Un análisis de los oficios de intendentes y 
gobernadores hacia el ministro del Interior, da cuenta de esta preocupación 
por las actividades de dirigentes y personeros del PC, especialmente 
sindicalistas y alcaldes. 

Los intendentes y gobernadores informaban con cierta regularidad al 
ministro del Interior de las actividades organizadas por comunistas, que 


tenían como función protestar contra el desempeño del gobierno, o para 


llevar adelante acciones que fortalecieran su presencia en las localidades o 
entre los trabajadores!ó. Estaban particularmente preocupados por las 
acciones en contra del gobierno, convocadas por los alcaldes comunistas de 
las capitales de provincia, ya que temían que las autoridades en Santiago les 
atribuyeran un mal desempeño!!. 

Especial preocupación existía también en las autoridades provinciales 
ante los diarios locales pertenecientes al PC, cuyo periódico, El Siglo, tenía 
una distribución nacional. La prensa escrita era políticamente muy 
importante para el partido, porque le permitía mantener informado a sus 
militantes y simpatizantes acerca de las principales decisiones de la 
directiva y entregar sus opiniones acerca del acontecer nacional, lo que 
permitía una postura común. Los diarios llevaban un recuento constante de 
los errores y deficiencias cometidas por el gobierno, en Santiago o en 
provincias, lo cual fortalecia su voluntad de ser una alternativa 
revolucionaria, cuyo propósito era cambiar el orden establecido!?. 

Una de las preocupaciones del gobierno respecto de la prensa comunista 
era su financiamiento, pues consideraba imposible que tuviese recursos 
económicos para adquirir imprentas. Se temía que los periódicos se 
imprimieran en forma clandestina, en linotipias pertenecientes a entidades 
del Estado, que realizarían militantes que, a la vez, serían funcionarios de 
alguna repartición pública. Ésta era la preocupación del intendente hacia el 
ministro del Interior respecto al diario El Popular, de Antofagasta, que creía 
impreso en alguna imprenta del Estado!3. 

Los dirigentes sindicales entonces eran objeto de un constante seguimiento 
por las autoridades de gobierno, a través de los inspectores del trabajo. 
Predominaba en el Ejecutivo la convicción de que los dirigentes sindicales 
del PC eran activistas desinteresados en mejorar las condiciones laborales y 


económicas de los trabajadores, atentos sólo a fortalecer al partido, lo cual 


se buscaba a través de acciones que alteraban el orden público y dañaban la 
economía nacional. Los intendentes tenían poca paciencia ante los conflictos 
laborales promovidos por sindicatos comunistas y planteaban al ministro del 
Interior reprimir sus actos a través de la Ley de Seguridad Interior del 
Estado, cada vez que se convocaban huelgas ilegales o se llamaba a la 
paralización de faenas!4. 

El seguimiento de las actividades realizadas por los comunistas también 
se producía por denuncias de particulares, como agricultores o pequeños 
empresarios, que acusaban a algún obrero o empleado público de realizar 
una actividad, mantener reuniones con campesinos o trabajadores de su 
empresa. Aunque las denuncias de actividades de los comunistas en el 
campo eran escasas, porque no había sindicatos agrícolas, se daban 
situaciones en las cuales los patrones denunciaban a campesinos de 
pertenecer al PC al oírles planteamientos reivindicativos. La denuncia a la 
Inspección del Trabajo o a Carabineros era una forma de represalia a esos 
campesinos y también constituía una advertencia a otros que quisieran seguir 
ese camino. 

Las denuncias de particulares a campesinos o trabajadores no llevaban a 
que se adoptaran medidas en contra de éstos, sino que eran revisadas por 
Carabineros, Investigaciones o la Inspección del Trabajo, quienes 
verificaban la certeza de la información. En una oportunidad hubo una 
denuncia en contra de un empleado de una estación de la empresa 
Ferrocarriles del Estado, dependiente del Ministerio de Obras Públicas, que 
hipotéticamente realizó una labor partidista en una compañía maderera. La 
denuncia condujo a una investigación ordenada por el intendente, para que 
Carabineros indagara qué había ocurrido, y, en definitiva, se demostró que la 
acusación era falsa. Como la denuncia había provocado malestar en 


Ferrocarriles del Estado, creando un clima de sospecha contra el 


funcionario, la autoridad de la empresa resolvió su traslado a otro lugar, en 
el cual no pudiera hacer un eventual trabajo politico!>. 

También se manifestaba la desconfianza hacia los alcaldes comunistas por 
disponer de facultades que le permitían influir en la política local. Por 
ejemplo, fijando los precios de algunos productos de primera necesidad por 
tener las funciones de «comisario de subsistencia y precios». Los 
adversarios de los comunistas temían que usaran dichas atribuciones con 
fines políticos, beneficiando a los consumidores para obtener ventajas 
electorales, o a comerciantes con el fin de conseguir dinero para las 
campañas electorales!®, 

La desconfianza de las autoridades de gobierno hacia los comunistas fue 
particularmente alta respecto a los profesores de la educación pública. 
Como el PC era considerado «una asociación ilícita», que se proponía la 
toma del poder por cualquier medio, incluso la violencia, se creía que el 
partido tenía un plan muy bien estructurado para captar la adhesión de los 
profesores. Además, sospechaban que los maestros comunistas realizarían 
una sistemática labor de proselitismo político en los escolares, incluidos los 
niños en las escuelas primarias, con la finalidad de convertirlos en 
militantes. Los profesores del PC estarían decididamente comprometidos 
con los intereses del partido, sin ninguna limitación, abusando así de la 
confianza que tenían sobre los niños y adolescentes. De ahí el interés del 
Ministerio de Educación y de los rectores de los liceos y escuelas de 
controlar que el contenido de la enseñanza fuera en el marco de los planes y 
programas aprobados por la autoridad, sin que se hiciera dicho proselitismo 
político. Por esta razón, las jefaturas educacionales informaban al 
gobernador o al intendente cuando creían detectar situaciones en las que no 
se respetaban las decisiones del Ministerio y se temía que profesores 


comunistas estuvieran haciendo una labor política en las aulas!”. 


El anticomunismo también se dirigió al control de los extranjeros, cuyo 
ingreso al país hacía intervenir al Ministerio de Relaciones Exteriores, en 
colaboración con la policía de Investigaciones. Se revisaba, la posición 
politica de los extranjeros que solicitaban el permiso de residencia!8. Las 
embajadas en los países latinoamericanos informaban de las actividades del 
Partido Comunista local, como era el caso de Uruguay y Brasil. Los informes 
llegaban a la Cancillería y ésta procedía a transmitirlos al Ministerio del 
Interior, por su posible interés en disponer de mayores antecedentes sobre 


este partido!9. 


LA DIFUSION DEL CLIMA ANTICOMUNISTA A TRAVES DE GONZALEZ VIDELA 


Decíamos que la ejecución de la Ley de Defensa Permanente de la 
Democracia requería mantener vivo el clima de «guerra» contra el 
comunismo, para que hubiera un activo interés de los funcionarios de la 
administración pública y en la sociedad por entregar nombres de comunistas. 
El Presidente González Videla se preocupó de mantener vivo este clima, al 
difundir ampliamente el sentido y alcances de la ley a través de discursos en 
Santiago y diversas ciudades de provincia, en giras realizadas con esa 
finalidad. A menudo reiteró que el mundo se encontraba en «una guerra» 
contra el comunismo, presente también en Chile. En cada una de estas 
intervenciones defendió con energía la necesidad de esta ley y rechazó con 
vehemencia las críticas de la oposición, especialmente aquéllas que 
denunciaban el daño a los derechos de los trabajadores y a la misma 
Constitución. 

La primera oportunidad en que González Videla difundió la necesidad de 
esta ley fue en una corta visita a San Bernardo, localidad situada por 
entonces en las afueras de Santiago. Fue bien elegida, porque el PR tenía una 


fuerte implantación electoral: el diputado de ese distrito, Raúl Brañes, era 


una respetada personalidad del radicalismo; el alcalde pertenecia al PR; y el 
radicalismo era la principal fuerza politica en el sindicato de la Maestranza 
de Ferrocarriles del Estado, la principal fuente de trabajo de la ciudad, con 
mas de tres mil trabajadores. En una multitudinaria concentración en la plaza 
de la ciudad, acompañado de ministros —entre los cuales estaba el de 
Defensa—, dio una amplia explicación de los motivos que llevaron a la 
promulgación de esta ley, refiriéndose a la situación internacional. Existía 
una nueva guerra que puso fin a la paz alcanzada tras la reciente 


conflagración bélica y la posterior creación de las Naciones Unidas: 


Debemos convencernos de que el mundo es escenario de una nueva guerra, una guerra invisible, 
guerra fría; pero guerra al fin, que ha impedido que las promesas de Paz, que garantizaban las 


grandes potencias victoriosas, llegaran a cristalizarse20, 


La Unión Soviética se proponía destruir a los Estados Unidos debilitando 
a las democracias en el mundo, utilizando todos sus recursos de poder, 
especialmente los partidos comunistas de los diferentes países, que estaban 
férreamente disciplinados bajo las decisiones de Moscú. Chile constituía 
entonces un paso decisivo en esa estrategia mundial, como «una magnífica 
cabeza de puente, (porque) aquí había un partido comunista poderoso y con 
posiciones estratégicas en el gobierno, que controlaba totalmente, a través de 
los sindicatos, los productos básicos de la guerra: carbón, cobre y salitre». 
La acción de sabotaje del PC había comenzado con un trabajo lento en la 
industria minera, que «ha quedado plenamente demostrada al conocerse el 
considerable aumento de la producción del cobre, del salitre y del carbón». 
El PC no era una colectividad democrática, que podía hacer uso de los 
derechos establecidos en la Constitución, sino que «un ejército enemigo 
invisible, que atentaba contra la vida económica del país y del propio 


pueblo chileno»?!. 


Una semana mas tarde realizó una gira al sur del pais, que incluyó entre 
otros lugares, la ciudad de Curicó, en la cual tuvo una intensa actividad, 
reuniéndose con dirigentes de los partidos, de las organizaciones gremiales 
—especialmente agricultores— y con la población. En cada uno de estos 
encuentros se refirió ampliamente a los motivos que lo llevaron a actuar en 
contra de los comunistas. En una concentración en la plaza de la ciudad, 
resumió la posición de su gobierno rechazando que se le calificara como un 
dictador por esos pasos. Por el contrario, era un demócrata que había 


tomado esta difícil decisión en beneficio del país: 


Dicen que me he transformado en un dictador, pero yo os declaro, con la conciencia muy tranquila, 
que sólo he previsto las consecuencias funestas que han sufrido otros países, porque no tomaron a 
tiempo las medidas que he venido implantando en la República para defender nuestra tradición 
democrática y que ayer se vieron atacadas por la actuación cobarde e hipócrita de los satélites de 
Rusia22, 


Sus palabras demostraban comprender que con esta ley no podría borrar 
de raíz la influencia de los comunistas entre los trabajadores. Tuvo palabras 
para éstos, buscando convencerlos de la necesidad de la ley, asegurándoles 
que su verdadero objetivo sería asegurar un mayor bienestar para los 


asalariados: 


Yo os invito, y en especial a los obreros comunistas que me escuchan, a desmentir 
categóricamente esas afirmaciones, porque sólo he suprimido la libertad a quienes pretendían 
entregarnos a una potencia extranjera. Yo señores seguiré siendo el patriota, el Mandatario justo que 
lucha y se sacrifica por obtener para su pueblo todas las conquistas sociales que respeto y trataré de 


conseguir en mi Gobierno23, 


Un mes más tarde realizó una gira a Talca, que incluyó las localidades de 
San Fernando y Rengo, pronunciando discursos en las plazas y teatros de 


cada una de estas ciudades en actos que fueron organizados por el PR. En los 


discursos se refirió ampliamente a las medidas tomadas contra los 
comunistas, defendiéndolas por razones de seguridad nacional y para 
permitir una tranquila labor en las empresas y en la agricultura. 

Más tarde, viajó a Temuco, la capital de la provincia de Cautín, para 
participar en la inauguración de la exposición anual de esa ciudad (un evento 
de gran importancia para la agricultura del sur del país, en el cual 
participaban las empresas del sector y asistían numerosos agricultores). El 
ministro de Agricultura, el liberal Víctor Opazo, pronunció un discurso en el 
cual se refirió a la ley, justificándola como una medida indispensable para 


beneficiar el fortalecimiento de la actividad económica: 


Perdónenme si en esta reunión de productores de Cautín insista en declarar que el Gobierno ya ha 
cumplido parte importante de su misión al clarificar el ambiente político y social, permitiendo y 
asegurando paz y tranquilidad en las faenas hasta ayer entrabadas y amenazadas por la permanente 
agitación comunista y el sindicalismo revolucionario. Eliminada ya la funesta influencia de los 
elementos que traicionaban nuestro régimen democrático, restablecidos el orden y la tranquilidad 
sociales, ahora el patrón y el obrero, en común esfuerzo, sin presiones ni amenazas, pueden dedicarse 
de lleno a sus labores para que, en un esfuerzo nacional y de sacrificio, se logre colocar a la 
República en un plano que le permita afrontar con éxito los agudos problemas financieros de la hora 


actual24, 


El Presidente recibió el respaldo de los dirigentes y simpatizantes del PR 
en actos multitudinarios organizados por el partido en diversas ciudades del 


país, hecho resaltado por el diario La Hora 2. 
EL TRABAJO DE IDENTIFICACIÓN DE LOS COMUNISTAS 


El director del registro electoral, Ramón Zañartu, había iniciado la 
confección de las listas26 desde que el gobierno presentó el proyecto de ley 
al Congreso en abril27, Cuando fue aprobado por el Congreso a mediados de 


julio, luego de que la cámara aceptó las modificaciones introducidas por el 


Senado, envió un oficio secreto con fecha 19 de julio28 a los jefes militares a 
cargo de las zonas de estado de emergencia y a los intendentes de las 
provincias, con instrucciones precisas para preparar la confección de las 
listas. En esa circular les recomendó apoyarse en la información que les 
podían entregar los gobernadores, los inspectores del Trabajo y los jefes 
locales de los servicios de Investigaciones, para que «formen las nóminas de 
los ciudadanos de filiación comunista domiciliados en la provincia de su 
jurisdicción, con el fin de poder realizar su eliminación de los registros 
electorales». Advirtió que se trataba de una labor delicada y compleja, que 
debía hacerse con meticulosidad para evitar problemas por las apelaciones 
que pudieran interponer las personas incluidas que no fueran comunistas. El 
fuerte lenguaje anticomunista empleado por Zañartu correspondía al tono 
utilizado por el gobierno en los últimos meses, en que se acusaba al PC de 
servir a los intereses de la Unión Soviética, tema de especial atractivo entre 


los militares: 


Estas nóminas deberán confeccionarse con independencia de todo interés de carácter político y 
teniendo solamente en vista, con elevado espiritu patriótico, el sano interés nacional en defensa del 
régimen legal y jurídico de la República y los principios de nuestra organización democrática 
amagados por el Partido Comunista, que diciéndose de Chile, obedece, sin embargo, las consignas del 
Comunismo Internacional sometido a directivas de la Rusia Soviética, y no trepida, así, en traicionar al 
pais buscando los medios de destruir las fuentes de la producción nacional para crear el caos 
económico y político, como el medio de llevarnos a la revolución social para implantar, por el régimen 


del terror, el totalitarismo Soviĉtico. 


Para lograr una mejor calidad de la información y evitar errores la lista 
debería firmarse por cada uno de los funcionarios que la habían hecho, «en 
testimonio de la corrección e imparcialidad política con que ha sido 
confeccionada»??. Estos eran, en cada provincia, el general jefe de la zona 
de emergencia, si lo había, y el intendente, asesorado por los gobernadores, 


inspectores del Trabajo y los jefes locales de la policía de Investigaciones. 


Agregaba que las personas que deberian ser consideradas comunistas eran 
notoriamente partidarios del PC, como también aquéllas sobre las cuales 
existieran sospechas fundadas de serlo. Las listas debían incluir no sólo a 
los comunistas domiciliados en esa comuna e inscritos en la zona respectiva, 
sino también a los que estuvieran inscritos en otro lugar, lo cual se hacía más 
dificil de conseguir. También debían indicarse a las mujeres y a los 
extranjeros inscritos en los registros municipales, que asimismo debían ser 
eliminados30, El único criterio fundamental era no incluir a personas que 
notoriamente apoyaran a otros partidos3!. Esta amplitud abría la posibilidad 
de cometer abusos. 

El Ministerio del Interior envió a los intendentes y gobernadores los 
resultados electorales por comuna de los comicios municipales de 1947, 
esperando que la cantidad de comunistas eliminados de los registros 
electorales en cada comuna, fuera similar o cercana al número de votos de 
los candidatos del PC. 

Cuando la ley fue publicada en el Diario Oficial, el Presidente González 
Videla convocó a una reunión en La Moneda a todos los intendentes e 
inspectores jefes del Trabajo, los ministros del Interior, Trabajo y de 
Defensa Nacional, así como también a los generales y almirantes que en esos 
momentos eran jefes de zona de emergencia, para indicarles su decisión de 
cumplir los objetivos de la ley y aprobar las orientaciones generales de la 


labor que se encontraba en marcha: 


Instruyó sobre la misión de confianza que les encomendaba el Gobierno para que en cada 
provincia, departamento y comuna procurasen descubrir y tomar nota de los individuos activistas del 
Partido Comunista, que ejercen propaganda perturbadora y desquiciadora en los centros de trabajo y 
de las industrias y, en general, desenmascarar aquellos elementos que obedeciendo consignas del 
Partido Comunista se ocultan, siendo, sin embargo, los agitadores de oficio para sabotear la 
producción y organizar el trabajo lento, manteniendo una agitación ficticia de rebeldía en los centros 
del trabajo?2. 


No podía sorprender la participación de militares en la identificación de 
los comunistas, ya que era una consecuencia de su activa participación en 
«la guerra contra el comunismo», a través de las jefaturas de zonas de estado 
de emergencia en diversas comunas del país. Esta labor les permitió reunir 
una amplia información sobre la organización del PC, de su presencia en los 
sindicatos, los nombres de sus principales dirigentes en el partido y en el 
movimiento sindical, que era de enorme importancia para la preparación de 
las listas. El mayor porcentaje de eliminados se consiguió precisamente en 
las comunas mineras con nutrida protesta laboral, en las cuales los militares, 
apoyados por la policía de Investigaciones, tuvieron el trabajo principal. 

La participación de los uniformados no estuvo exenta de problemas por 
diferencias con la policía de Investigaciones, que se creía con mayor 
legitimidad para reunir información sobre los comunistas, por su experiencia 
más prolongada, pues, como vimos antes, había vigilado las actividades del 
PC durante años, reuniendo información desde muchos lugares y sin hacer 
exclusiones. Verificaban incluso las ideas políticas de los militares, 
identificaban a oficiales posiblemente comunistas y lo comunicaban a la 


autoridad pertinente33. 


NÚMERO Y DISTRIBUCIÓN TERRITORIAL DE LOS COMUNISTAS ELIMINADOS DE LOS 
REGISTROS ELECTORALES 


Al finalizar el plazo fijado por la ley, el director del Registro Electoral 
canceló las inscripciones de un total de 28.300 personas, que 
correspondieron a 26.474 electores varones y 1.826 del Registro Electoral 
de mujeres y extranjeros. Hubo una considerable cantidad de apelaciones 
ante el Tribunal Calificador de Elecciones, porque las listas no fueron 
preparadas con prolijidad, incluyendo a personas que claramente no eran 


comunistas. Lo cual llevó a que se restablecieran en su derecho de sufragio 


4.773 varones y 216 mujeres. El saldo total fue de 23.311 personas 
eliminadas del Registro Electoral por ser comunistas, lo que representó el 
25,6% del número de electores que obtuvo el PC en los comicios 
municipales de 194734, 

Hubo una enorme heterogeneidad provincial en la meta planteada por el 
gobierno, que era acercarse al porcentaje de votación obtenido por el PC en 
las municipales del “47, El mayor porcentaje de eliminados en relación a esa 
meta se obtuvo en la provincia de Coquimbo, con un 75,25% de los votantes 
del PC (cuadro 5.1). El porcentaje más bajo se obtuvo en las provincias 
agrícolas de Cautín, 5,05%, y de Maule, con un 5,91%. Las diferencias 
podían explicarse por el distinto grado de efectividad alcanzado por el 
gobierno para identificar a los votantes del PC, así como también por la 
distinta visibilidad que tuvo el partido, especialmente a través de la 
actividad de los sindicatos. 

Fue muy alto el porcentaje de eliminados en aquellas provincias en las 
cuales el PC fue muy activo y era electoralmente fuerte, acrecentando la 
posibilidad de que sus adherentes fueran conocidos por las autoridades. En 
Antofagasta alcanzó el 54,64%, provincia que incluye la industria de la 
minería del cobre y del salitre. También fue muy alta en Magallanes, 
43,94%, y Concepción, con el 40,44% (una provincia en la cual el PC era 
influyente en la zona industrial y del carbón). Fue alto también en la 
provincia de O” Higgins, 33,88%, en la cual se halla el yacimiento de cobre 
El Teniente, cuyo sindicato fue muy activo en esos años. Las eliminaciones 
fueron levemente superiores a la media en provincias agrícolas, en las que el 
PC impulsó una activa movilización política en el verano de 1947, como 
Colchagua, 17,53%, y Curicó, 27,74%; mientras que en Talca fue menor a la 


media, pues sólo se eliminó el 9,97%. 


Cuadro 5.1 ELIMINACION DE LOS VOTANTES COMUNISTAS EN RELACION AL 
RESULTADO OBTENIDO EN LAS ELECCIONES MUNICIPALES DE 1947 


Total 96 de co- 
Total Total % parti- = munistas 
joa" ; z LAR votos 
Provincia inscritos votos cipación rai sobre to- 
hábiles emitidos electoral : tal votos 
nistas “i 

emitidos 
Tarapaci 15018 11.624 77,40 4.225 36,35 879 20,80 
Antofagasta 24.957 18.767 75,20 9.162 48,82 5.006 54,64 
Atacama 10.196 8.019 78,60 2.007 25,03 797 39,71 


Coquimbo 24.855 20.977 8440 4332 2065 3.260 75,25 
Aconcagua 16.780 14.708 87,70 1.771 12,04 201 11,35 
Valparaíso 62.646 54707 87,30 6.757 1235 1221 18,07 
Santiago 197.084 158.197 80,30 26.667 16,86 3.206 12,02 
O'Higgins 29.568 25.534 86,40 3.775 1478 1.279 33,88 
Colchagua 16.310 14.121 86,60 1.375 9,74 241 17,53 


Curic6 9797 8.540 8720 977 1144 271 27,74 
Talca 18.698 15.999 85,60 2.477 15,48 247 9,97 
Maule 10.185 8.965 88,00 948 10,57 56 591 
Linares 15.599 13.821 88,60 1.243 8,99 170 13,68 
Nuble 24.980 21.883 87,60 1.303 5,95 242 18,57 
Concepción 38.725 35.597 91,90 9.510 26,72 3.846 40,44 
Arauco 8435 7.635 9030 2884 3777 701 24,31 
Bio-Bio 14.426 12.343 85,60 1.750 14,18 119 6,80 
Malleco 16.394 14700 8970 910 619 166 18,24 
Cautin 31.785 27.135 85,40 2.747 10,12 139 5,06 
Valdivia 23.152 21127 9130 2796 1323 404 14,45 
Osorno 12.658 10.916 86,20 888 8,13 92 10,36 
Llanquihue 14.748 12146 8240 848 € 698 158 18,63 
Aysĉn 10000 (1030 69,30 338 32,82 56 16,57 
Chiloĉ 1719 6928 59,90 426 615 112 26,29 
Magallanes 8.770 6.615 75,40 1.097 16,58 482 43,94 
Total 657.485 552.034 84,00 91.204 16,52 23.351 25,60 


Fuente: Los resultados electorales se encuentran en Registro Electoral, Elecciones Muni- 
cipales. Tomo II. 1944-1956, pp. 227-249; los comunistas climinados fucron calculados 
por Maria Paz Lanas, de Dirección del Registro Electoral. La Dirección del Registro Elec- 
toral y el Partido Comunista de Chile ante la Ley de Defensa Permanente de la Democracia. 
Exposición, antecedentes y documentos anexos, Santiago, 1950. 


Es interesante examinar las comunas en las cuales el PC había obtenido el 
mejor resultado electoral, es decir, las zonas mineras, de acuerdo al clásico 


estudio de Ricardo Cruz-Coke35. Sus candidatos obtuvieron un gran apoyo 


popular en el territorio del carbón: un 81,69% en Lota, el 68,11% en 
Coronel y el 62,2% en Curanilahue. Los trabajadores de esta zona fueron los 
más afectados por la represión anticomunista del gobierno, viviendo 
permanentemente en estado de emergencia con los militares y junto a la 
policía de Investigaciones en un constante control a los trabajadores. En 
consecuencia, el gobierno disponía de una amplia información acerca de los 
activistas y adherentes del PC, que le permitió preparar listas con muchos 
nombres que debían ser eliminados de los registros electorales. En la 
comuna de Lota la lista de votantes eliminados alcanzó el 67% de la 
votación del PC en las elecciones comunales de 1947. En Coronel, fue del 
45,63%. En Curanilahue, una localidad minera de menor importancia y en la 
cual hubo, por lo tanto, una menor influencia de los comunistas y una menor 
conflictividad laboral en comparación a las otras dos, el porcentaje de 
eliminados fue incluso inferior a la media, alcanzando el 15,3%. La 
eliminación fue altísima también en las oficinas salitreras en las cuales los 
comunistas eran muy influyentes, por ejemplo, hasta un 71,23% en Pedro de 
Valdivia. La magnitud de la eliminación en las comunas del cobre fue 
asimismo muy alta, aunque menor a las dos primeras: 67,82% en 
Chuquicamata (también fue objeto de acción militar en 1947), y 44,7% en 
Sewell, en la provincia de O’ Higgins. 

La inmensa mayoría de los comunistas estaban afiliados a un sindicato, 
por lo cual la identificación de los votantes le ayudó a saber cuáles 
pertenecían a alguna organización de trabajadores. 

Los comunistas afiliados a un sindicato eran eliminados automáticamente, 
esperando con ello lograr una mayor paz social en las relaciones capital- 
trabajo. La aplicación de la Ley de Defensa Permanente de la Democracia en 
los sindicatos fue valorada muy positivamente por el director del Registro 


Electoral, pues dicha medida «liberó la masa asalariada de la tiranía de los 


dirigentes comunistas, anulando su acción de presión sobre los electores a 
través de los sindicatos, lo cual desarticuló y prácticamente eliminó al PC 
como fuerza electoral para las elecciones de senadores y diputados al 
Congreso Nacional de marzo de 1949»36, 


Cuadro 5.2 ELIMINACIÓN DE LOS VOTANTES COMUNISTAS EN LAS COMUNAS 
MINERAS, EN RELACIÓN AL RESULTADO OBTENIDO EN LAS 
ELECCIONES MUNICIPALES DE 1947 
% de 
Total comunis- Total % de 


Comuna/ eras = votos tassobre climi- votos co- 

Subdelegación hábiles emitidos PE total nados munistas 

nistas votos 1948 afectados 

emitidos 

Toco 2.822 2.243 79,48 1.975 88,05 
odie 1752 1.168 66,66 832 71,23 
Lota 2.977 2.432 81,69 1.631 67,06 
Huara 613 393 60,12 185 47,07 
Coronel 4.105 2.746 68,11 1.253 45.63 
Sewell 1999 1.020 51,52 456 44.70 
Potrerillos 1.748 834 47,71 271 32,49 
Pozo Almonte 1.159 813 70,15 239 29,40 
Chuquicamata 2856 1.937 67,82 557 28.75 
Laguna 837 525 62,75 120 22,86 
Curanilahue 2.243 1.396 62,24 213 15,25 
Iquique 5.388 1.760 32,66 183 10,40 
le 28.499 17.267 60,59 7.915 45,84 


tl 657.485 552.034 91.204 16,52 23351 25,60 


Fuente: las mismas del cuadro anterior. 


Esta afirmacion estuvo lejos de la realidad, porque la eliminacion de los 
comunistas en los sindicatos no consiguió borrar su influencia en ellos. El 
PC pudo conservar un amplio poder en los sindicatos, captando nuevos 
adherentes no afectados por la Ley Maldita (sin militancia en el partido). 
Los cautivaron con su coraje para sobrevivir en la clandestinidad. Tampoco 


la ley trajo la paz social que se había propuesto, por cuanto la difícil 


situación económica, especialmente la inflación, produjo manifestaciones de 
protestas de estudiantes y sindicatos de empleados de la administración 
pública, que fueron promovidas por dirigentes de izquierda, como también 


del PR y de la Falange Nacional. 


LA IDENTIFICACIÓN Y ELIMINACIÓN DE LOS COMUNISTAS EN LA ADMINISTRACIÓN 
PÚBLICA. 


Habíamos dicho que el segundo objetivo de la Ley de Defensa Permanente 
de la Democracia era la expulsión de los comunistas de la administración 
pública, incluidas las municipalidades. No fue fácil conseguir este objetivo 
por la baja disposición de los funcionarios públicos a delatar a sus 
compañeros de trabajo, particularmente por el daño económico que 
produciría en los afectados. 

Como en el caso de la identificación de los votantes comunistas, la tarea 
de ubicar a los que trabajaban en el Estado comenzó antes de la aprobación 
del proyecto de ley por el Congreso. No existía en el país un clima de 
denuncias en contra de los comunistas y, menos aún, entre el personal de la 
administración pública. La mayoría del personal directivo de nivel 
intermedio se limitaba a cumplir las instrucciones al pie de la letra, 
entregando datos generales o imprecisos sobre las personas que podrían ser 
comunistas: una información insuficiente para el fin requerido. Por este 
motivo, el Ministerio del Interior debió reiterar a los jefes de servicio que el 
incumplimiento de la confección de la lista sería sancionado. Por ejemplo, el 
alcalde de la municipalidad de Santiago recibió una dura recriminación del 
ministro del Interior, porque los jefes de sus reparticiones dependientes no 
habían entregado el informe de la manera en que se había establecido, sino 
con datos vagos. Procedió a devolver los antecedentes que le envió «con el 


objeto que proporcionen una información clara, precisa y concreta con 


respecto a aquel personal» comprendido en la Ley de Defensa de la 
Democracia, aclarandole que era inaceptable incluir personas sin filiacion 
comunista?”. 

Como no se obtenían resultados en los plazos fijados por el ministro del 
Interior, éste reiteró las instrucciones a los jefes de servicios, a los 
intendentes, gobernadores y alcaldes, para cumplir con la entrega de las 
listas ese 30 de octubre, argumentando que era posible, porque «los jefes de 
servicio deben conocer la ideología o condición política de cada uno de los 
miembros del personal de su dependencia». Esto suponía un conocimiento de 
las opiniones de los funcionarios, lo cual estaba muy lejos de la realidad en 
un país en que el anticomunismo no era compartido por amplios sectores del 
país y, además, una denuncia implicaba que el afectado perdía el trabajo. Se 
les instruyó que «tenían la obligación legal de poner en conocimiento del 
Ministerio respectivo las nóminas del personal a quienes afecten las 
disposiciones legales», advirtiéndoseles que se sancionaría a los jefes de 
servicio que mostraran omisión o negligencia en el cumplimiento de esta 
tarea3$, Esta advertencia demostraba el poco éxito del gobierno en su afán de 
conseguir pronto la lista de los funcionarios comunistas, y daba cuenta de la 
resistencia de muchos jefes de servicio a participar en esta política que 
quitaría el empleo a muchos subalternos o compañeros de trabajo. 

Hubo directivos de organismos públicos que rechazaron formar parte en 
la tarea de identificación y hubo casos de destacados profesionales que 
salieron en defensa de colegas calificados de comunistas y, por ello, en 
peligro de ser despedidos. Ocurrió en el Ministerio de Salud, en que los 
destacados médicos Sótero del Río y Enrique Laval defendieron al director 
de la Casa de Socorro, Alejandro del Río de Puente Alto, Dr. Raúl 


Cantuarias Bernal, y al jefe de la sección Pediatría de ese centro, Dr. Manuel 


Zorrilla Moreira, declarando que no eran comunistas «y, por el contrario, se 
trata de dos abnegados profesionales»?. 

Tampoco hubo una gran dedicación para identificar a los comunistas en el 
Ministerio de Educación, en particular a profesores de liceos y escuelas a lo 
largo del pais. Las autoridades superiores del Ministerio impartieron 
amplias instrucciones a los rectores de establecimientos en ese sentido*?. La 
información recogida por los funcionarios del Ministerio no siempre fue 
completa y hubo numerosos errores, que fueron descubiertos posteriormente 
en el Ministerio del Interior, cuando se procedía a decretar la vacancia del 
cargo, lo que implicaba el alejamiento del funcionario público del 
Ministerio 4. 

La prensa partidaria del gobierno colaboró en el esfuerzo de 
identificación de los comunistas en la administración pública, incluidas las 
municipalidades en las cuales el PC había obtenido una alta votación*. Una 
especial atención puso la prensa oficialista en los organismos dependientes 
del Ministerio del Trabajo, particularmente entre los inspectores del 
Trabajo, pues existía el convencimiento de que eran firmes partidarios del 
PCS, 

El gobierno podía declararse satisfecho con la cantidad de comunistas 
eliminados de los registros electorales, del alejamiento de ellos de los 
sindicatos y de la administración pública. Sin embargo, los beneficios 
políticos de tales medidas serían medidos en las elecciones parlamentarias 
de 1949 y en las presidenciales de 1952, que no fueron beneficiosas para el 


radicalismo, como esperaba González Videla y la directiva de su partido. 


Capitulo 6 


LAS CONSECUENCIAS DE LA POLITICA ANTICOMUNISTA EN 
LOS CATOLICOS 


Hemos justificado el estudio de la politica anticomunista del gobierno de 
Gabriel Gonzalez Videla como una manera de comprender la evolucion 
institucional del pais, de hecho, tuvo un efecto devastador en el sistema 
político, dañando instituciones y actores que estaban muy lejos del PC. Uno 
de ellos fue la Iglesia Católica y el mundo católico que actuaba en política. 
El impacto se produjo en tres direcciones. En primer lugar, tuvo una clara 
repercusión en la jerarquía de la Iglesia, que cayó en la pendiente del 
anticomunismo y postergó el desarrollo de la doctrina social de la Iglesia. 
Ésta se desarrollaba con dificultades en el país, por el rechazo del sector 
tradicionalista del Partido Conservador y por el escaso apoyo que tuvo en un 
gran número de obispos. El anticomunismo se manifestó en la intervención 
de la Acción Católica, la organización juvenil de los laicos, efectuada por el 
asesor de ella, el obispo auxiliar de Santiago, Augusto Salinas, con acuerdo 
del Cardenal Arzobispo de Santiago, monseñor José María Caro. Frente a 
una declaración pública de la Acción por el 1° de mayo de 1947, en que 
opinaron sobre la cuestión social y el comportamiento de los católicos, 
Salinas fue enfático en su rechazo. En segundo lugar, el anticomunismo que 
afectó a la Iglesia se expresó en la iniciativa de Salinas contra la Falange 
Nacional, a la cual acusó de empujar a los jóvenes católicos a emitir esas 
declaraciones, provocando un grave conflicto entre la jerarquía de la Iglesia 


con este pequeño partido, fundado en 1938 como consecuencia de la ruptura 


del Partido Conservador!. Antes, el obispo acusó a la Falange de cooperar 
con los comunistas, provocando un incidente con enorme visibilidad y un 
gran impacto en el mundo católico. 

En tercer lugar, provocó la división del Partido Conservador, la 
colectividad histórica de los católicos hasta 1938, y que había sido un fuerte 
adversario del Partido Radical, y, por ende, una tienda a la cual González 
Videla consideraba un adversario que debía combatirse. La ruptura de los 
conservadores fue un objetivo no explicitado por el Presidente, pero 
perseguido por él a medida que avanzaba en su «guerra» en contra del 


comunismo, y de un sector de la colectividad que no lo acompañaba en ella. 
LA IGLESIA CATÓLICA ANTE EL GOBIERNO DE GONZÁLEZ VIDELA 


La política anticomunista de González Videla afectó duramente a la Iglesia 
Católica, ya que se produjo en un momento en que buena parte de su 
jerarquía no había asumido la doctrina social de la Iglesia promovida desde 
El Vaticano, a través de diversos documentos e iniciativas, lo que implicaba 
un vuelco en la forma en que la Iglesia veía y se relacionaba con la 
sociedad. 

Su jerarquía estaba dominada por las opiniones de obispos nacidos en el 
siglo XIX y formados en otra época, en que la Iglesia no veía la cuestión 
social como una preocupación importante, primando en ellos una línea 
pastoral centrada en la oración. El arzobispo de Santiago, José María Caro, 
había sido designado cardenal por Pío XII en 1946, a los 80 años de edad, y 
en su larga vida sacerdotal había publicado en 1924 un libro en contra de la 
masonería, entendida como una organización secreta, dominada por malos 
hábitos y actitudes, y que había producido un gran daño a la humanidad?. 

La jerarquía chilena ignoraba los esfuerzos de la Iglesia en Europa, 


especialmente en Alemania, Bélgica, Italia y Francia, para expandir la fe 


entre los trabajadores y enfrentar el desafío de la cuestión social. Esa 
generación de obispos y sacerdotes fueron impactados por la revolución rusa 
y las luchas religiosas en la Segunda República de España (19311936), 
valorando el triunfo en la guerra civil española (1936-1939) de las fuerzas 
nacionalistas del general Francisco Franco, creyéndolo legítimo y necesario. 

Una descripción de la jerarquía católica hizo el padre Alberto Hurtado 
S.J. en el informe que entregó al Papa Pio XII, con ocasión de la audiencia 


que éste le concedió el 18 de octubre de 1947: 


Los obispos son piadosos, preocupados del bien espiritual de las almas, pero la mayoría parece no 
darse cuenta de los reales movimientos de la masa. El ambiente que los rodea les hace pensar 
solamente en el peligro comunista. Me permito señalar que el Arzobispado de Santiago ha sido 
gobernado hace más de 40 años por Arzobispos santos, pero de edad, cuya falta de dirección 


personal se hace sentir en la capital con repercusiones en todo el pais?. 


A pesar de esta tendencia dominante había obispos, como Manuel Larraín, 
que se esforzaban por renovar la postura de la Iglesia ante la cuestión social, 
y esto se tradujo en la postura inicial de la jerarquía Católica hacia el nuevo 
gobierno. Fue una actitud positiva, a pesar de que los comunistas formaban 
parte del gabinete. El cardenal Caro había dado un paso político de 
acercamiento a Gabriel González Videla cuando, en una iniciativa que no se 
dio a conocer a la prensa, lo visitó en su casa después de la elección 
presidencial, para demostrarle que era el candidato que debía ser elegido 
por el Congreso Pleno, dejando sin piso la pretensión del abanderado 
conservador, Dr. Eduardo Cruz-Coke, de aspirar a la elección con el apoyo 
de los liberales, como lo vimos en el capítulo 2. González Videla valoró este 
gesto y durante su gobierno evitó que se produjeran problemas con la 
Iglesiaf. 

Escasas semanas después de que González Videla entró a La Moneda, los 


obispos emitieron el 1 de enero de 1947 una importante declaración —«El 


deber social de los católicos»— con la cual quisieron orientar a los fieles 
sobre «las graves necesidades y problemas de la hora presente». Es 
importante analizar ese documento, porque representó un sólido 
planteamiento sobre el problema económico y social de Chile, presentó una 
definición del problema comunista con una visión positiva y se refirió al 
papel que le correspondía a los católicos en ese momento, de apoyar un 
cambio social, todo lo cual se inscribía en los planteamientos de la doctrina 
social de la Iglesia$. 

El documento comenzó reconociendo la urgencia de enfrentar las enormes 
necesidades económicas y sociales que afectaban a la mayoría de la 
población, para lo cual se precisaba llevar adelante una reforma social: 
«muchos aspectos de la actual organización económica y social no 
responden al verdadero concepto del orden socialcristiano», se decía. 
Especial referencia hicieron a la situación de los obreros, señalando que se 
encontrarían en «una condición de inmerecida miseria». 

La participación del PC en el gobierno obligó a los obispos a exponer la 
posición de la Iglesia frente al marxismo y las respuestas que éste ofrecía 
sobre la cuestión social, calificándolas como profundamente erradas. Aclaró 
la existencia de una «absoluta oposición» entre el marxismo y la fe cristiana 
—una posición muy clara en los documentos pontificios—, señalando que el 
cristianismo y el marxismo «son dos filosofías del mundo en completa 
oposición», y llamó la atención a los fieles a no dejarse seducir por éste. En 
el marco de esos planteamientos, los obispos agregaron que el problema 
comunista debería ser enfrentado sin necesidad de recurrir a medios 
negativos y represivos, sino que, por el contrario, a través de «una acción de 
verdadera redención proletaria en justicia social y caridad». El camino a 
seguir era a través de medidas positivas, opuesto al que siguió el gobierno 


de González Videla algunos meses más tarde. 


Los cristianos estaban llamados a desempeñar un rol activo en el 
mejoramiento de las condiciones de vida de los trabajadores, porque era un 
imperativo de la fe y contaban con las soluciones para ello en la doctrina 


social de la Iglesia: 


La errada solución comunista, no será vencida por medios negativos como la violencia o la 
coerción, sino superándola por una acción de verdadera redención proletaria en justicia social y 
caridad. 

Es deber del católico, asumir todas las reivindicaciones justas del pueblo, y darles una solución 
inspirada en el espíritu cristiano. 


Esa enseñanza y esa solución, la da la doctrina social de la Iglesia”. 


El documento era crítico de los católicos ante la escasa aplicación de la 
doctrina social en la vida real, lamentando que no fuera conocida en la 
sociedad. Por esta razón, muchos católicos la consideraran limitada y la 
vieron «sólo (como) un remedio para evitar el Comunismo, o un muro que se 
levanta para detener movimientos de renovación social y verdadero 
progreso». La declaración enfatizaba que los documentos de los pontífices 
planteaban la necesidad de impulsar reformas profundas al orden 
establecido, ya que «las doctrinas sociales de la Iglesia son una valiente 
ofensiva para establecer sobre las injusticias presentes, la justicia de un 
nuevo orden, que levanta sobre los odios de doctrinas, la caridad que une». 
El objetivo de la doctrina social de la Iglesia no sería otro que llevar a cabo 
«la redención del proletariado y la reforma de la vida social en 
conformidad a los principios del Evangelio» 8. 

El documento no eludió definiciones sobre temas controvertidos en el 
mundo católico, como la función social de la propiedad privada, afirmando 
que ésta significaba no sólo un derecho sobre los bienes, sino también un 
deber hacia la sociedad por quienes los poseen. También se refirió el texto 


al salario de los trabajadores, estableciendo ciertas condiciones, pues se 


debia regir por «las normas de la justicia», y reunir algunas condiciones 
minimas, como permitir el sustento del obrero y de su familia: «El salario 
debe ser en primer lugar vital. Debe, en segundo lugar, ser suficiente, no sólo 
para el decoroso sosten del obrero, sino tambien, para el de su familia», 
haciendose eco de los bajos salarios que tenian los obreros de las industrias 
y de los campesinos?. 

También se manifestó a favor de la «justa y moderada intervención» del 
Estado en la economía, y destacó el importante papel que les correspondía a 
las organizaciones sociales, incluyendo a los sindicatos. Estos serían «un 
organismo de defensa de legítimos derechos», y no debían ser empleados 
como «arma de lucha de clases, de penetración política, o de agitación 
social», como era el sentido que le daban los comunistas. Y concluía 
aclarando que la Iglesia no se identificaba con ningún partido, con lo cual no 
sólo reiteraban su distancia del Partido Conservador, sino también se 
restaban de la división de los católicos en política en esos momentos, entre 
los conservadores y los falangistas. La Iglesia se encontraba «fuera y sobre 
la política de partido»!0, 

El pensamiento de los obispos, expresado en este documento, mostraba 
una postura abierta hacia las tareas que se proponía enfrentar el nuevo 
gobierno. Su posición frente a los problemas económicos y sociales del país, 
y frente al problema comunista, estaba en sintonía con los planteamientos del 
sector socialcristiano del Partido Conservador, que representaban los 
senadores, Dr. Eduardo Cruz-Coke y Horacio Walker, este último el 
presidente de la colectividad. Esa perspectiva también era compartida por la 
Falange, que, como vimos en el capítulo 2, había apoyado la candidatura 
presidencial del Dr. Cruz-Coke. 

Sin embargo, el documento no fue bien acogido por políticos del sector 
tradicionalista del Partido Conservador. El Diario Ilustrado, de propiedad 


de este partido y de la Iglesia, adopto una actitud pasiva ante esta importante 
definicion jerarquica, publicando el documento y dedicandole un editorial 
elogioso!!, Pero no le dio la significación que tuvo, con lo cual desconoció 
su Importancia!?. El documento fue ignorado por personalidades 
tradicionalistas de la colectividad, que lo criticaron en forma privada, pero 
efectiva, rebatiendo la opinión de los obispos sobre la doctrina social de la 
Iglesia. La crítica de este sector se realizó a través de un extenso documento, 
que circuló en forma de carta privada en sectores de la élite de derecha y 
que conocemos a través del sacerdote Julio Jiménez, S.J.13. Es muy 
interesante conocer este escrito, porque demuestra el rechazo del sector 
conservador tradicionalista a las posiciones sociales de la Iglesia, haciendo 
una evaluación positiva de la realidad económica y social del país. 

La primera crítica se dirigió contra la afirmación de los obispos de que 
«la Iglesia no teme a toda reforma social que se proyecte. El orden social en 
que vivimos debe ser reformado, a fin de que responda mejor a las 
exigencias de la justicia social»! El anónimo autor cuestionó este 
planteamiento, porque la Iglesia no podría apoyar «toda» reforma social, y 
ello significaría aceptar situaciones que podrían ir en contra de sus propios 
principios: «¿No teme la Iglesia a una reforma socialista o aun comunista? 
¿No teme a reforma condenadas por los Pontifices?!5». El argumento del 
peligro ante ciertas cuestiones sociales para justificar la conservación del 
orden económico y social ha sido un recurso utilizado constantemente en la 
historia por políticos intransigentes o reaccionarios, como ha escrito con 
suma inteligencia Albert Hirschman!6, 

También criticaba la afirmación de los obispos de que «la actual 
distribución de las riquezas adolece de injusticias» y «los obreros se 
encuentran a menudo en una condición de inmerecida miseria». Muy por el 


contrario el articulista justifica las desigualdades e incluso consideraba que 


tenían funciones positivas para el sistema económico: «La actual 
distribución de las riquezas podrá ser desigual, y cada día lo es menos... 
pero, en todo caso, esa distribución es: 1° Justa y natural porque justos y 
naturales son los factores que la producen... 2” Conveniente, porque es el 
estímulo del trabajo y del ahorro. 3” Indispensable para la distribución de 
los diferentes oficios...» 1. 

También cuestionó el planteamiento de los obispos, sosteniendo que era 
«un error afirmar que el actual régimen es injusto e incompatible con el 
orden social-cristiano»... Escribió que nuestro Señor Jesucristo, predicando 
su doctrina, no ofreció jamás a sus oyentes un mejoramiento económico. 
Manifestó solamente que para los pobres sería más fácil alcanzar el Reino 
de los Cielos. Pero sus promesas fueron todas exclusivamente para después 
de la vida mortal.!8 

El padre Jiménez concluyó señalando que esta carta «contribuyó bastante 
a impedir que ese documento episcopal tuviera o conservara la respetuosa 
acogida y los efectos prácticos que merecía tener»!9. 


ELPADRE ALBERTO HURTADO Y EL PROBLEMA COMUNISTA 


La posición de la Iglesia Católica de enfrentar el problema comunista a 
través de una actitud positiva expuesta en el documento de los obispos y no 
negativa como lo hizo el gobierno de González Videla, correspondía al 
pensamiento de la doctrina social de la Iglesia y había sido planteada antes 
en Chile por el padre Alberto Hurtado S.J. Éste, fue un sacerdote que tuvo 
una enorme influencia en el mundo católico en esos años y que conviene 
considerar en este libro, porque fue una de las grandes figuras del 
catolicismo que se mantuvo al margen del clima anticomunista impulsado 
desde el gobierno y enfrentó el problema comunista en forma positiva. Su 


vida es recordada por su papel de educador, su influencia en la vocación de 


numerosos jóvenes que optaron por el sacerdocio, sus escritos sociales y las 
instituciones que creó, desde el Hogar de Cristo, hasta la revista Mensaje, y 
porque es el primer santo chileno; pero poco se sabe de su posición en esos 
difíciles años del desarrollo político de Chile20. 

Luego de terminar sus estudios de derecho en la Universidad Católica y de 
titularse de abogado en 1923, entró a la congregación de los jesuitas, 
prosiguiendo sus estudios en el extranjero, principalmente en España (1926- 
1931), los cuales debió abandonar en mayo de 1931 como consecuencia de 
la política anticlerical de la II República (1931-1936) —que decretó la 
disolución de la Compañía de Jesús en 1932 2!—, y los continuó primero en 
Irlanda durante un año, y luego en la Universidad de Lovaina, Bélgica, donde 
finalmente se ordenó de sacerdote en 1933. Después, realizó un doctorado en 
educación en la misma universidad, que terminó en octubre de 1935 con una 
tesis sobre John Dewey y la educación. Fue una persona muy abierta, 
estudioso de los problemas sociales, lector de variados libros y 
tremendamente inquieto por el conocimiento de la realidad social durante su 
larga estadía en la conflictiva Europa de la entreguerras (1926-1936). Viajó 
por diversos países europeos y se familiarizó con su historia social??. 

El padre Hurtado no tuvo una actitud negativa y de temor ante el problema 
comunista, ya que chocaba con la fortaleza de sus convicciones religiosas y 
de su conocimiento acerca de los límites de la influencia del PC en Bélgica y 
Francia. Estaba familiarizado con los esfuerzos de los cristianos en ambos 
países, para alcanzar la confianza de los obreros y, con ello, detener el 
crecimiento de los comunistas entre los trabajadores. Tuvo especial 
admiración por la labor de la Juventud Obrera Cristiana (JOC), fundada en 
1924 por el sacerdote belga José Cardyn, que pronto tuvo un gran éxito, 
alcanzando aproximadamente a 100.000 jóvenes trabajadores en Bélgica en 


1941. Después se extendió a Francia y Holanda. Por cierto, los comunistas 


eran un partido influyente en Belgica y Francia, habiendo formado parte del 
gobierno del Frente Popular en éste último (1937-1938). 

A su regreso a Chile, el padre Hurtado hizo clases y fue guía espiritual en 
el colegio San Ignacio, logrando una gran simpatía entre los alumnos. Fue 
nombrado asesor de la juventud de la Acción Católica en julio de 1941, 
cargo que ejerció en forma brillante hasta diciembre de 1944. Dotado de una 
gran inteligencia, enorme atractivo personal y una notoria capacidad de 
trabajo, dejó una huella imborrable en los jóvenes que se incorporaron a 
trabajar en la Juventud Católica, en buena medida atraídos por su palabra y 
por su fuerte compromiso de fe?23. También se empeñó con energía en 
organizar la participación de los católicos entre los trabajadores, inspirado 
en la experiencia de Francia, Italia y Bélgica, formando la Asociación 
Sindical Chile (ASICH)2*, Tuvo enormes dificultades para llevar adelante 
este programa, ante el limitado apoyo que tuvo en la propia Iglesia y el 
rechazo y la indiferencia de los empresarios y agricultores por el prejuicio 
político existente contra los sindicatos en el contexto de la política 
anticomunista de González Videla. No creían en la necesidad de las 
organizaciones de trabajadores y miraban a los sindicatos como entidades al 
servicio de los comunistas. 

Su preocupación por el conocimiento del trabajo y acerca del papel de los 
católicos en éste, se reforzó con ocasión de su viaje de estudios a Europa, 
iniciado en julio de 1947 y que se prolongó hasta enero de 1948. Así, estuvo 
ausente del escenario del comienzo de la «guerra» contra el comunismo 
impulsada por González Videla. Visitó Francia, Bélgica, Italia y Gran 
Bretaña, conociendo los logros de las organizaciones católicas preocupadas 
de los trabajadores, una década después de su estadía en Europa, y constató 
que el avance de los comunistas en ellos era limitado. En Francia se 


desplegaba un gran esfuerzo para lograr que el catolicismo tuviera influencia 


en el mundo del trabajo, con sacerdotes que vivian con los obreros y 
compartían sus penurias y esperanzas. 

Su preocupación por el problema del trabajo y la necesidad del 
fortalecimiento de los sindicatos era compartida por sus superiores en la 
Compañía de Jesús25, que lo alentaron a seguir en esa dirección. Fue 
motivado por el propio Papa Pío XII, en una audiencia que le concedió el 18 
de octubre de 1947. En 1950 publicó su libro Sindicalismo. 

La posición sobre el problema comunista lo había expuesto en el libro ¿Es 
Chile un país católico?, publicado en 194126, Era un verdadero documento 
de estudio de la realidad económica y social del país que, junto al libro de 
Eduardo Frei, Chile desconocido, de 1937, y el del Dr. Salvador Allende, 
La realidad médico-social chilena, de 1939, correspondían a los 
principales análisis críticos de la realidad nacional después del 
restablecimiento de la democracia en 1932, y antes del influyente libro de 
Jorge Ahumada, En vez de la miseria 27. Es necesario revisar el libro del 
padre Hurtado para comprender cómo un católico destacado consideraba el 
problema comunista, cuando González Videla llegó a La Moneda, con una 
visión muy distinta a la sostenida por éste. 

El libro se refirió a los principales problemas que aquejaban a los 
chilenos, con énfasis en el problema de la vivienda, por su impacto en la 
vida de las familias: «¡qué horriblemente mal vive nuestro pueblo! No se 
puede hablar de la casa obrera en nuestras ciudades, sino de la pieza en que 
vive toda la familia, y a veces, varias familias, con escasa luz, sin medios 
higiénicos, amontonados en una cama, en la cual duermen hasta siete 
personas»28, Esta situación la consideraba extremadamente perjudicial para 
los trabajadores, pues les impedía una vida familiar digna: «(viven) en la 


mayor promiscuidad de sexos, edades... ¿Podrá haber moralidad? ¿Qué no 


habrán visto esos niños habituados a esa comunidad absoluta desde tan 
temprano?», escribió??, 

El conflicto del trabajo fue uno de los que tuvo mayor atención en su 
libro30, refiriéndose a las bajas remuneraciones que recibían los obreros, 
apoyando su argumentación en datos obtenidos de los organismos de 


gobierno: 


La miseria en que vive nuestro pueblo es grande. Los salarios no bastan para llenar en muchas 
industrias y zonas agrícolas las necesidades de un individuo, menos de la familia, en forma humana. 
En 1938 se estimó en Santiago el salario mínimo individual de $16,37. El salario medio pagado en la 
industria manufacturera en 1937 fue de $14,40, y nótese que estas industrias son de las que pagan 
mejor salario, pero sus jornales no llegan al mínimo. La Inspección General del Trabajo estimaba a 
fines de 1938 en 828.000 el número de obreros que ganaba menos de diez pesos diarios, de los cuales 


476.000, en su casi totalidad campesinos, tenían un salario inferior a cinco pesos diarios?1. 


Si la población económicamente activa era de 1.450.000, le parecía «de 
alcance gravísimo» que un tercio viviera en pésimas condiciones. 
Consideraba de «justicia social» que hubiera un «salario familiar», que lo 
definió como aquel que «baste para que la familia tenga una vida digna». El 
salario que recibían los trabajadores no les permitía cubrir las necesidades 
de alimentación, lo cual tenía consecuencias negativas en la salud de las 
personas32, 

En el marco de este análisis, el padre Hurtado examinó el problema 
comunista, que lo consideraba una consecuencia de la pobreza y la miseria 
en que vivían los trabajadores. El comunismo no era un problema ajeno al 
mundo católico, como lo veían los católicos más conservadores, sino el 
resultado de las falencias económicas y sociales del pueblo, en el cual los 
propios católicos tenían una enorme responsabilidad al no preocuparse de 
atender las necesidades de los trabajadores, lo que aumentaba la influencia 


de los comunistas entre los asalariados: «Es un hecho que la masa obrera de 


nuestras ciudades ha engrosado en su inmensa mayoria las filas del 
marxismo... Pero si ese pueblo quiere buscar un mejoramiento legitimo y 
pide a las asociaciones cristianas un cuadro de vida donde lograr sus 
aspiraciones, sin abandonar su fe, por desgracia, en Chile, hoy por hoy, no 
podemos ofrecérselo. ¿Dónde están los sindicatos católicos? ¿Dónde las 
mutualidades? ¿Dónde las asociaciones de defensa justa de los intereses 
obreros? El marxismo se las presenta. Los católicos, no»33. Y esa ayuda no 
la tienen porque no haya sido planteada por los pontífices, ni tampoco por 
los obispos en Chile, «sino porque no han encontrado eco entre los 
católicos; por la falta de sacerdotes que puedan consagrarse por entera a esa 
labor de formación y organización social, y por las dificultades mismas del 
problema propias de nuestra Patria». 

El padre Hurtado rechazaba la postura negativa para enfrentar el problema 
comunista, pues «contradice nuestros principios, por su concepción del 
hombre, de la vida y del más allá», y agregó que esa crítica se debe hacer 
«con enorme lealtad», asumiendo las propias responsabilidades en las 


causas sociales que explican el apoyo a los comunistas en el mundo obrero: 


Nada más contrario al cristianismo que ese ataque cerrado a todo lo que sea elevación del 
proletariado, sin detenerse a considerar las exigencias del pueblo para ver lo que haya en ellos de 
justificado. Toda crítica de las doctrinas disolventes debe tener dos puntos: una vuelta hacia nosotros, 
hacia nuestros egoísmos, hacia nuestras culpabilidades para corregirlas; otra, al sistema disolvente en 
lo que tiene de falso, de destructor. No es justo condenar al enemigo, mientras yo guardo mis egoístas 


complicidades34. 


La responsabilidad de los católicos en el crecimiento de los comunistas 
en el país fue una preocupación que se mantuvo en el pensamiento social del 
padre Hurtado, reiterada en la audiencia con el Papa Pío XII, en Roma, el 18 
de octubre de 1947. En esa oportunidad le entregó una minuta en que resumía 


su visión sobre la Iglesia chilena y los desafíos del catolicismo en el pais35. 


En la minuta escribió que «las actitudes sociales de los católicos parecen 
orientadas más bien a impedir el avance comunista que a desproletarizar a 
las masas. De ningún modo se ve un esfuerzo para hacer pasar al terreno de 
las realizaciones las enseñanzas de las encíclicas, y hasta en la exposición 
de estas doctrinas se es demasiado “prudente”, a fin de no alienarse las 
clases dirigentes. La clase obrera sube sin nosotros, y se da cuenta de ello 
36», Agregó en ese escrito que el problema comunista no podia ser encarado 
con una postura negativa, como lo planteaban muchos católicos: «El 
comunismo es un peligro extremadamente grave, pero existe la tendencia de 
combatirlo por medios más bien negativos, favoreciendo la formación de 
grupos de asalto que pueden llevarnos a una lucha sangrienta. Y al contrario, 
se teme lanzarse a la difusión de la doctrina (social de la Iglesia) y de la 
acción social»37. Esta postura defensiva ante el problema comunista sería 
compartido por los obispos, que viven a espaldas de las necesidades de los 
pobres: «Los obispos son piadosos, preocupados del bien espiritual de las 
almas, pero la mayoría parece no darse cuenta de los reales movimientos de 
la masa. El ambiente que los rodea les hace pensar solamente en el peligro 
comunista 38». 

El pensamiento social del padre Hurtado fue especialmente asumido por 
los jóvenes de la Juventud Católica, que trataron de llevarlo a la práctica a 
través de su labor en esta organización, en declaraciones de su directiva y en 


trabajo con los pobres. 
EL IMPACTO DE LA POLÍTICA ANTICOMUNISTA EN LA JUVENTUD CATÓLICA 


La Asociación de Jóvenes de la Acción Católica, conocida como Juventud 
Católica, había sido fundada en 1931 como una organización de la Iglesia, y 
tuvo una influencia más allá de ésta, pues numerosas personalidades 


destacadas en la política o en la actividad profesional fueron activos 


dirigentes de ella, comenzando por Eduardo Frei Montalva, su primer 
presidente3?. En un país caracterizado por el bajo nivel de afiliación en las 
asociaciones voluntarias, incluyendo los sindicatos, el número de jóvenes 
que participaban en las actividades de la Juventud Católica fue relativamente 
alto40, Alcanzaron a tener una organización nacional, con representación en 
cada una de las provincias y en las principales ciudades del país, con 
aproximadamente unos 10.000 miembros y unos 600 centros, desplegando 
una intensa actividad*!. Como los jóvenes eran especialmente universitarios, 
la composición social de la Juventud Católica era un reflejo de la realidad 
estudiantil de la época, dominada por estudiantes procedentes de la clase 
media y alta, especialmente este último sector entre los alumnos de la 
Universidad Católica. 

La Juventud Católica convocaba a jóvenes universitarios de todas las 
orientaciones políticas, sin que se expresara en ella la división entre los dos 
partidos de los católicos desde 1938, los conservadores y los falangistas. 
También atraía a los jóvenes católicos con posturas nacionalistas, 
admiradores del régimen del general Franco en España; era, en suma, un 
lugar de encuentro y no de división. Esta diversidad de orientaciones 
políticas se expresaba entre sus dirigentes y no fue un obstáculo para que la 
Juventud Católica emitiera opiniones sobre algunos problemas de la realidad 
nacional, con implicancias políticas. 

El dinamismo de la Juventud Católica estuvo asociado al liderazgo del 
padre Alberto Hurtado S.J., que fue su asesor entre julio de 1941 y 
diciembre de 194442, periodo en el cual desplegó una intensa labor, 
recorriendo el país de Arica a Punta Arenas para impulsar el desarrollo de 
la Acción Católica. Su trabajo fue tremendamente efectivo, logró motivar a 
muchísimos estudiantes universitarios y jóvenes para ingresar a la 


organización y participar en sus actividades. Convenció a los muchachos de 


acercarse a la sociedad y conocer las necesidades de los mas pobres, 
alentándolos a visitar los lugares de trabajo, incluso las salitreras y los 
yacimientos del cobre y del carbón, oportunidades en las cuales entendieron 
sus pobrísimas condiciones de vida y se encontraron con los dirigentes 
sindicales, la mayoría de ellos comunistas. 

Su labor fue cuestionada por el sector tradicionalista del Partido 
Conservador, que le reprochaba, ante los obispos y sin hablar con él, que su 
trabajo con los jóvenes tenía la finalidad política de favorecer a la Falange 
Nacional y perjudicar al partido pelucón. Estas críticas lograron dañar la 
confianza hacia el padre Hurtado de algunos obispos, incluso de su amigo, el 
obispo auxiliar de Santiago, Augusto Salinas, el encargado de la juventud de 
la jerarquía y, por ende, superior directo de aquél. Se trató de acusaciones 
no sólo falsas, sino también dañinas a su persona y a la organización juvenil. 
Monseñor Salinas le criticó de favorecer a la Falange Nacional, un 
cuestionamiento absurdo, provocado por la influencia sobre Salinas de 
políticos del sector tradicionalista del partido Conservador, que no 
toleraban la existencia de la Falange, y discrepaban del pensamiento y la 
acción social del padre Hurtado%. Esto lo llevó a renunciar al cargo de 
asesor de la Acción Católica a fines de 1944. 

En una extensa y detallada carta al cardenal Caro, del 1° de diciembre de 
1944, respondiendo a las críticas formuladas en su contra por monseñor 
Salinas, el padre Hurtado se defendía con fuerza de la acusación de 


favorecer a un partido: 


En cuanto al problema político, mi norma ha sido sujetarme a las instrucciones oficiales dadas por 
la Jerarquía: la A.C. (Acción Católica) fuera y por encima de los partidos políticos; 
incompatibilidad en los cargos de dirigentes políticos y de A.C... Durante estos tres años y medio no 
he sido testigo de un solo acto de lucha partidista en el seno de la Asociación. En ella militan jóvenes 
de las varias tendencias en que están divididos los católicos... Si se me dice que hay acción política 


en la Asociación, no sabría ni siquiera barruntar en qué sentido se hace. El Presidente es 


conservador; el Vicepresidente, falangista; el segundo Vicepresidente, no sé qué color político tenga; 
igual cosas puedo decir del secretario; el Prosecretario ha salido del movimiento nacionalista; el 
Encargado de Prensa ha estado en contacto con el grupo que llaman hispanista. Todos ellos se 


entienden, y he contado con la confianza de todos ellos44, 


Esta actitud de monseñor Salinas le produjo mucho dolor al padre 
Hurtado, porque éste era un amigo y nunca buscó conversar con él para tratar 
las diferencias y exponerle su posición“. Una postura similar tendrá el 
obispo Salinas tres años más tarde, cuando discrepe del trabajo de la 
Juventud Católica, sin buscar el diálogo con jóvenes que no habían 
terminado los estudios universitarios y que, en el entusiasmo de su trabajo, 
podían haberse excedido en los márgenes que la Iglesia podía esperar en 
esos momentos. 

El alejamiento del padre Hurtado del trabajo de la Juventud Católica dejó 
una profunda huella en la organización. La mayoría de los dirigentes, al 
comienzo del gobierno de González Videla, habían entrado en ella 
convocados por su carisma y continuaron trabajando con el mismo 
entusiasmo%. 

Decíamos que el segundo impacto en el mundo católico de la «guerra 
contra el comunismo», impulsada por el gobierno de González Videla, fue la 
intervención de la Juventud Católica por parte de la jerarquía. Las causas de 
esta censura tienen que ver con declaraciones públicas de su directiva. En 
junio de 1946 (es decir, antes de las elecciones presidenciales), el Consejo 
Nacional de la Asociación de Jóvenes de la Acción Católica, cuyo 
presidente era Hugo Montes y Julio Silva Solar, secretario general, emitió 
una declaración sobre un aspecto de la cuestión social que impactaría en su 
posterior desarrollo*”. En ella reconoció las dramáticas condiciones de 
miseria en que vivía la inmensa mayoría de la población, se refirió a algunos 


de los problemas más apremiantes que la aquejaban, como la mortalidad 


infantil, y se refirió en términos muy críticos al comportamiento de los 
católicos de las familias acomodadas, cuestionando el exceso de lujo en que 
vivían muchas de ellas, especialmente en la capital, que «no dudamos en 
calificar de criminal derroche»%8, Criticaban esta forma de vida, porque era 
el caldo de cultivo para fomentar los conflictos sociales y ayudaba al 


desarrollo del marxismo: 


Los lujos son verdaderos latigazos dados al rostro del pobre, latigazos que son la causa principal del 
odio social y de la lucha de clases, único sustento y clave del éxito de las doctrinas marxistas. 


El documento tuvo un impacto favorable en amplios sectores del 
catolicismo, pero fue cuestionado por personalidades del sector tradicional 
del Partido Conservador, que lo consideraron como un planteamiento 
político inaceptable para una organización de la Iglesia, mucho más allá de 
los criterios fijados por los obispos. Aunque la crítica no salió a la prensa, 
se transmitió a los obispos y se produjo un incidente suficientemente 
importante, que movió a los anteriores presidentes de la Acción Católica a 
enviar una carta pública expresando su decidido apoyo a la directiva, 
valorando su contenido y adhiriendo a sus planteamientos*. Esta 
declaración detuvo las acciones en contra de la directiva, pero no eliminó 
los gérmenes de la desconfianza hacia ella en sectores de la Iglesia. 

Los jóvenes recibieron con especial alegría la declaración emitida por los 
obispos el 1% de enero de 1947, que hemos comentado antes, pues 
entendieron que el controvertido documento de junio del año anterior no 
estaba ajeno a las preocupaciones de sus pastores. Por el contrario, 
consideraron que su declaración se encontraba plenamente ajustada a las 
orientaciones pastorales de la jerarquía. Aún más, se sintieron de alguna 
manera respaldados en su posición y entendieron que ese documento de los 


obispos era una invitación a continuar en la línea del compromiso social. 


Dieron un importante paso adelante, refiriĉndose ahora al problema del 
trabajo y la situación de los trabajadores, una cuestión también controvertida 
en el mundo católico. 

Con ocasión del 1° de mayo de 1947, el Consejo Nacional de Asociación 
de Jóvenes de la Acción Católica dio a conocer un «Manifiesto de la 
Juventud Católica», de mayores alcances que la anterior declaraciónó0, 
Sintiéndose respaldados por el documento de los obispos, recordaron el 
llamado que hicieron un año antes y afirmaron la necesidad de «llevar una 
vida menos dispendiosa, cuando vemos que continúa el mismo ritmo de 
juego, de bailes fastuosos, de derroches, de gastos absolutamente 
superfluos». Agregaron que «el problema social aún no es abordado en 
Chile de acuerdo con la voluntad de la Iglesia». 

Se refirieron con relativa extensión al problema comunista, criticando la 
postura de los católicos que promovían una reacción negativa hacia éste, y 
señalaron que «la gran mayoría de nuestros católicos ocupa sus fuerzas en un 
anticomunismo estéril y perjudicial, sin inquietarse por llevar al pueblo, que 
sigue sufriendo una pavorosa miseria, las reivindicaciones a que tiene 
derecho». La declaración era explícita en rechazar al comunismo, por ser 
una «una solución falsa, por contrariar principios fundamentales de la ley 
natural». Sin embargo, destacaron que, para combatirlo, había que 
preocuparse del bienestar del pueblo y desarrollar «una doctrina positiva e 
integral», lo ofrecido por la doctrina social de la Iglesia. 

También se refirió al sindicalismo, que definieron como una de las 
principales manifestaciones del derecho de asociación de las personas para 
defenderse. Se lamentaban que los católicos no participasen en el 
movimiento sindical, incluso se resistieran a su desarrollo5!, Los jóvenes 
fueron bastante más lejos que lo adecuado en un tema tremendamente 


conflictivo en la derecha en esos momentos, manifestándose a favor de la 


sindicalización campesina, rechazada entonces por el Partido Liberal y el 
sector tradicionalista del Partido Conservador32. Lamentaron que «hoy 
mismo vemos que el sindicato campesino no es promovido, salvo 
excepciones, por los que se dicen portavoces del social cristianismo». El 
manifiesto indicaba la posición de la Iglesia «de dar posibilidades a los 
campesinos, para que un día sean dueños siquiera de una parte de la 
propiedad trabajada, (sobre lo cual) tampoco ha habido el menor 
movimiento entre los agricultores católicos». El manifiesto concluía 
haciendo un llamado para vivir los principios del cristianismo, con palabras 
que invitaban a una acción efectiva de acuerdo a los principios de la 


doctrina social de la Iglesia: 


Ante tan grave situación, la Asociación de Jóvenes de la Acción Católica hace un fervoroso 
llamado a la juventud chilena, para que, desprendiéndose de prejuicios y comodidades, realice un 
supremo esfuerzo por lograr una vida integralmente cristiana. 

El amor al prójimo, sea quien fuere o esté en el bando político más apartado; la pureza en las 
intenciones y la serenidad en los juicios; el sacrificio heroico de dejar bienes materiales legítimos para 
acercar a la realidad el ideal cristiano de la pobreza; el ir con franqueza, con buena fe, al pueblo que 
sufre; y, por sobre todo, la resolución firme de luchar por la aplicación total de la doctrina social 


cristiana>>, 


El contenido del manifiesto provocó una polémica en la Iglesia que no se 
produjo con ocasión del anterior documento de la Juventud Católica, 
motivando la crítica de diversos obispos, como el de la Araucanias4 —el 
cual prohibió su distribución en su diócesis—, mientras otros enviaron sus 
críticas y protestas al Consejo Nacional de la Juventud Católica. Los 
conservadores tradicionalistas expresaron a la jerarquía católica su rechazo 
al documento, sin dar a conocer sus opiniones públicamente, para no causar 
una polémica que podía beneficiar a la izquierda. Pese a las críticas 


formuladas por obispos y políticos, la jerarquía no se puso en contacto con 


la directiva de la juventud para expresarle sus reparos y orientarla sobre la 
acción futura. 

La reacción de la jerarquía católica demoró varias semanas en darse a 
conocer a través de una larga carta, del 18 de agosto, escrita por el asesor de 
la Juventud Católica, monseñor Augusto Salinas35, quien la difundió por la 
prensa sin tratar antes el tema personalmente con la directiva36. La crítica 
fue dura y desproporcionada, expresándoles que la diatriba formulada a la 
Iglesia estaba movida por un «espíritu de ataque y odio», que no se podía 
aceptar. Enseguida, agregó que el manifiesto se refería a temas propios de la 
jerarquía y no de la juventud; que no habían respetado acuerdos suscritos 
con él, y les reprochó que hubieran opinado sobre temas de la contingencia 
politica, como la referencia al anticomunismo. Monseñor Salinas les aclaró 
que la postura de los obispos del 19 de enero de ese año, a favor de una 
política positiva contra el comunismo, no impedía que también se ejerciera 
una política negativa, complementaria con aquélla, como dos caras de una 
misma moneda: «Lo principal es lo positivo; no triunfaremos solamente con 
lo negativo. Pero, ¿será necesario decirlo?, no condena esta declaración el 
anticomunismo, sino que dice que con sólo él no se vencerá»””. 

Les recordó que la Acción Católica estaba «por encima y fuera de los 
partidos políticos y, por lo tanto, de la política de partido». En este aspecto, 
culpó indirectamente a la Falange Nacional de estar atrás del grupo y seguir 
una postura contraria a las orientaciones de la jerarquía de la Iglesia. Se 
refirió a ella al señalar que hay «una corriente ideológica entre algunos 
católicos, especialmente los jóvenes, que trata de sustraerse a las 
disposiciones de la jerarquía, pretextando que ciertos asuntos sociales o 
políticos están fuera de su órbita». Agregaba que esta organización «había 
caminado junto al comunismo en algunos de los más importantes 


acontecimientos nacionales e internacionales (y había atacado) a potencias 


católicas (la España de Franco), que han sido víctimas de la persecución 
comunista, so pretexto de que se oponen a la democracia». Esta acusación 
carecía de fundamentos, porque, como ya lo vimos, los dirigentes 
pertenecientes a la Falange eran la excepción. Volveremos más adelante 
sobre la respuesta de la Falange a esta acusación y la réplica de monseñor 
Salinas, que condujo a un grave conflicto entre la jerarquía y la Falange 
Nacional. 

La carta de monseñor Salinas fue una respuesta durísima a la declaración 
de los jóvenes y una reacción desproporcionada al hecho que la motivó, 
provocando un severo golpe a la directiva de la Acción Católica. Monseñor 
Salinas reaccionó con argumentos de autoridad, sin el menor rasgo de 
recurrir a virtudes católicas, como el diálogo y la comprensión. Los jóvenes 
se sintieron injustamente tratados por él y respondieron a cada una de sus 
acusaciones. No era la primera ocasión en que reaccionaba de esta forma, 
era conocido por su rigidez y por exigir el respeto a la jerarquía de la 
Iglesia. Antes había chocado con dos asesores de la Juventud Católica, el 
sacerdote Jorge Gómez Ugarte y el propio padre Hurtado, que llevó a la 
renuncia de ambos a ese cargo en 1941 y 1944 respectivamente38. En esa 
misiva, del 9 de septiembre, puntualizaron que sus documentos y acciones se 
inspiraban en los textos de la Iglesia, recordándole que el manifiesto del lujo 
desarrollaba una alocución del Papa Pío XII, del 4 de abril de 1946, en el 
cual mostraba el cuadro pavoroso de hambre y muerte en el mundo y 
criticaba a quienes «atizan (al pueblo) con el espectáculo de su lujo o de sus 
derroches». Aclaraban que el documento del 1° de mayo se ceñía al marco 
de las ideas planteadas por el Episcopado, en su declaración del 1” de enero 
de 1947, y rechazaban sus críticas de una posible colaboración y simpatía 


con el comunismo. Se lamentaban que monseñor Salinas nunca se hubiera 


acercado a ellos para conversar personalmente las diferencias, a pesar de 
sus reiteradas peticiones hechas en ese sentido. 

Como esta posicion de monseñor Salinas era respaldada por la jerarquía 
de la Iglesia, comenzando por el Cardenal Arzobispo de Santiago José 
María Caro, la directiva de la juventud renunció a sus cargos; consideraron 
haber perdido la confianza del obispo. Este aceptó de inmediato la renuncia, 
procediendo a nombrar como presidente a Roberto Prat Echaurren, un 
abogado y agricultor de 24 años. Fue suspendida la celebración del cuarto 
congreso de la juventud, en preparación por la directiva que renunció, y 
debía realizarse en septiembre de ese año, porque monseñor Salinas temía 
que llevara a nuevas declaraciones sobre los problemas sociales que 
causaron nuevamente polémicas entre los católicos. 

El padre Hurtado se encontraba en Europa cuando se produjo el conflicto, 
pero se mantenía informado de las actividades de la Juventud Católica y de 
sus vicisitudes a través de cartas que le enviaban algunos de sus dirigentes. 
La decisión del obispo Salinas le produjo un enorme dolor. Sabía que los 
jóvenes habían actuado de buena fe y en el ámbito de las orientaciones de la 
doctrina social de la Iglesia, y conocía y apreciaba a sus dirigentes. 
Consideró que fue una decisión injusta y perjudicial para la propia Iglesia, 
que confirmaba una postura equivocada seguida por la jerarquía sobre la 
cuestión social y el problema comunista?9. En una carta fechada el 18 de 
septiembre desde Roma —un mes antes de que fuera recibido por el Papa 
Pio XII—, el padre Hurtado escribió a Hugo Montes, el renunciado 
presidente de la Juventud Católica, dándole su apoyo y alentándolo a revelar 
la reacción de monseñor Salinas al Vaticano. Consideraba que las medidas 
constituían una reafirmación del desconocimiento de las nuevas 


orientaciones del Papa Pío XII sobre los asuntos sociales: 


Creo indispensable se informe al Vaticano sobre estos asuntos... Tú comprendes que Roma tiene 


que saber lo que pasa en Chile. Por eso redacten un informe... que contenga una breve historia de 
las dificultades, desde Jorge Gomez, Alberto Rencoret, padre Hurtado y ahora. Incluyan la carta 
pública, el memorándum del Consejo Nacional, los dos manifiestos, etc. Hagan recalcar el espiritu 


con que siempre se han llevado las cosas, sobrenatural, respeto y obediencia a la Jerarquia.. 60 


La intervencion en la Juventud Catolica tuvo efectos devastadores en ella. 
En la practica se desintegro, porque también renunciaron numerosos 
dirigentes en las provincias que se sintieron castigados injustamente por el 
obispo y abandonados por la jerarquía. La decisión de monseñor Salinas 
produjo un importante daño a la Iglesia, perdiendo arraigo en la juventud, e 
interrumpiendo un notable trabajo en marcha desde hacía varios años. La 
gravedad de la crisis y la errada decisión de la jerarquía creó una situación 
extraordinariamente difícil para el nuevo presidente, que no pudo evitar el 
desplome de la Juventud Católica y, en la práctica, la organización llegó a 
ser cas1 inexistente. 

Más de una década después, con una nueva jerarquía y en un nuevo 
contexto nacional, la Iglesia podrá superar esta crisis al volver a tener una 
organización entre los universitarios, aunque centrada en las ciudades en las 
cuales había planteles: Antofagasta, Santiago, Valparaíso, Concepción y 
Valdivia. Pero no volverá a tener una organización nacional como la que 


tuvo bajo el liderazgo del padre Hurtado. 


EL CONFLICTO DE LA JERARQUÍA DE LA IGLESIA CATÓLICA CON LA FALANGE 
NACIONAL 


El segundo impacto por la política anticomunista de González Videla en el 
mundo católico fue el conflicto entre la jerarquía católica y la Falange 
Nacional. Fue provocado por la carta que dirigió monseñor Augusto Salinas 
a la directiva de la Juventud Católica, criticando su declaración del 1° de 
mayo de 1947. 


Monseñor Augusto Salinas había formulado una grave acusación a la 
Falange Nacional, no sólo la responsabilizó del contenido del manifiesto de 
la Juventud Católica, sino también por mantener una actitud de cooperación 
con los comunistas. Era una acusación sin fundamentos, la Falange tenía una 
clara postura de rechazo a cooperar con el PC, aunque su visión del 
problema comunista era distinto al sector tradicional de los conservadores y 
de una parte de los obispos. Los falangistas enfatizaban tomar en cuenta las 
causas del apoyo de los trabajadores a los comunistas, para lo cual había 
que considerar los factores sociales y económicos que afectaban a la 
población chilena, que vivía en pésimas condiciones. De ahí que el combate 
al comunismo no podía limitarse a políticas negativas y a medidas 
represivas, sino que debía abarcar un amplio abanico de medidas destinadas 
a eliminar la miseria y mejorar las condiciones laborales y de vida de los 
chilenos. 

Javier Lagarrigue, otrora presidente de la Juventud Católica, lo expuso al 
escribir que «su caldo de cultivo (del comunismo) es la miseria, la injusticia 
de un régimen que a la mayoría de los hombres impide satisfacer las 
exigencias más fundamentales de la vida y los deja sin participar 
razonablemente de las riquezas que Dios ha puesto en la tierra para el goce 
de todos»®!, 

Un articulista de Política y Espiritu, la revista de los falangistas, 
desarrollaba esta argumentación en términos aún más explícitos, cuando 
señalaba que «al amparo de la miseria y de la desorganización causadas por 
el régimen capitalista en crisis, al amparo de la inflación y del formidable 
aumento del costo de la vida que estrangulan a nuestro pueblo, cobijado bajo 
la crisis moral provocada por el materialismo liberal que todo lo corrompe, 
surge, crece, se impone el comunismo»é?. Este contexto nacional llevaba a 


los falangistas a rechazar el argumento de políticos de derecha, de que el 


comunismo tenía arraigo en sectores de la sociedad por la acción de 
agitadores que seguían instrucciones de la Unión Soviética, lo cual era 
ignorar la importancia de la realidad chilena. 

Patricio Aylwin lo había expresado con claridad al decir que «... al 
parecer nunca han pensado en que este fenómeno tremendo (el comunismo) 
que desde hace años viene agitando al mundo, pueda tener raíces más hondas 
que la prédica subversiva de unos cuantos agitadores... No les preocupa que 
algo pueda estar fallando en el orden actual de nuestro mundo, que haya 
alguna dosis de injusticia en el régimen económico que acumula la riqueza 
en unas pocas manos, mientras la enorme mayoría de los que trabajan apenas 
logran lo indispensable para existir...»03, 

Para detener el avance de los comunistas había que enfrentarlo desde el 
plano de las ideas, ofreciendo un pensamiento distinto, coherente en sus 
distintas partes y que se propusiera dar una respuesta a las aspiraciones y 
necesidades de los más desposeídos, con una visión de la sociedad, la 
persona y el Estado para que ese conjunto de medidas tuvieran coherencia. 
Los falangistas no temían declararse anticomunistas y justificar una postura 
anticomunista, pero con un contenido cristiano y social que diera una 


respuesta sólida a las necesidades del país, como lo definió Eduardo Frei: 


El verdadero anticomunista es el que presenta a un sistema ideológico total, como es el marxismo, 
otra filosofía total, como es la que dimana del espiritualismo cristiano; es el que opone a un estado 
totalitario y proletario..., un sistema basado en la comunidad de trabajadores libres; es el que opone el 
concepto digno de la persona humana, capaz de propiedad personal, de familia organizada, de libertad 
de expresión y de critica, al hombre sometido a una táctica que define el Estado omnipotente y por lo 


mismo opresorO4, 


Monseñor Salinas no justificó en su declaración ni en los meses siguientes 
sus acusaciones de la cooperación de la Falange con los comunistas. Lo hizo 


varios años más tarde, en un libro sobre el cardenal Caro, en el cual escribió 


que ésta «se dejó engañar y colaboró con el comunismo». Entregó cuatro 
ejemplos para fundamentar esta grave acusación, cada uno de los cuales era 
absurdo por su trivialidad. El primero se refería al discurso pronunciado por 
Radomiro Tomic en la Cámara de Diputados en 1947, apoyando la apertura 
de relaciones diplomáticas con la Unión Soviética decidida por el gobierno. 
Era un tema de política internacional y muchos países democráticos, 
comenzando por los Estados Unidos y países europeos gobernados por 
políticos demócrata cristianos, como Francia, Bélgica e Italia, mantenían en 
esos años relaciones con la Unión Soviética. El segundo ejemplo era un 
artículo de Manuel Garretón en la revista Política y Espiritu, que no se 
refería a los comunistas, sino a las relaciones de la religión con la política, 
rechazadas por el obispo. En tercer lugar, citaba unas declaraciones de 
Eduardo Frei a una revista argentina, Orden Cristiano, donde precisaba que 
los políticos actuaban con independencia de la Iglesia, un hecho indiscutible 
y consecuencia natural de la separación de lo religioso y lo político, sin 
referirse al problema comunista. 

El cuarto fundamento del obispo Salinas era más simple que los anteriores 
y estaba constituido por la participación del diputado Bernardo Leighton en 
un acto público organizado por el PC en agosto de 1947, en apoyo a 
personalidades norteamericanas, como Lincoln y Roosevelt. Entonces 
pronunció un discurso «aplaudido frenéticamente por los asistentes y objeto 
de un especial comentario del órgano comunista El Siglo. La sola presencia 
del Sr. Leighton en tal asamblea constituía una expresión de unión con los 
comunistas, pero sus palabras fueron más allá. Dijo, entre otras cosas: “Para 
los pueblos la única lucha está entre el capital y el trabajo. Nosotros estamos 
con el trabajo”» 65. Concluía señalando que «todas estas expresiones y 
actitudes de los líderes falangistas estaban en abierta contradicción con las 


palabras ya citadas de S.S. Pío XI y de varios otros Papas, y producían en el 


pueblo la idea de que los católicos pueden unirse con los comunistas sin 
inconveniente ninguno»96, 

La crítica de monseñor Salinas a la Falange Nacional por su influjo en la 
Juventud Católica fue respondida por la colectividad a través de una carta 
del 14 de septiembre, en la que rebatió cada una de las recriminaciones. 
Cuestiono sus palabras, porque serian «una incalificable injusticia, la cual 
afecta nuestro honor de fieles de la Santa Iglesia». Enseguida, recordó las 
bases doctrinarias del partido, que no era confesional, sino de clara 
inspiración católica, adherente del humanismo cristiano y que buscaba para 
Chile un «orden de justicia, de acuerdo con las doctrinas sociales de la 
Iglesia». Agregaba que el mayor obstáculo para alcanzar este orden era «la 
miserable condición, económica, higiénica, cultural y moral de los obreros y 
de una gran proporción de los empleados. Ella se agrava en Chile por el 
enorme y desproporcionado desnivel económico que existe entre los 
poseedores de la fortuna y de los medios de producción, y los que dependen 
únicamente de la remuneración de su trabajo para vivir». 

El documento de la Falange rechazaba la acusación de cooperar con los 
comunistas, puntualizando que era una imputación de políticos de otros 
partidos, y sostuvo que «nuestra línea política tiene como uno de sus 
objetivos más concretos combatir el comunismo. Con tal fin lo enfrentamos 
en los campos donde el comunismo cosecha, crece, presentando bajo su 
verdadera faz una solución cristiana distinta y contraria a la comunista». 
Advertía que en las actuaciones prácticas, en la defensa de las aspiraciones 
justas de los trabajadores se originaban coincidencias con los comunistas, 
pero «estas coincidencias no implican unión o colaboración con el 
comunismo»%”. Por último, la Falange se defendía de una posible 
identificación con el comunismo, estableciendo las diferencias entre estar 


unidos a éste y no participar de un anticomunismo estéril y defensor del 


capitalismo, cuya inspiración y objetivos nada tenían que ver con la doctrina 
socialcristiana. 

Monseñor Salinas respondió la carta de la Falange con extraordinaria 
dureza a través de un discurso radial, que luego fue publicado en portada y 
con grandes titulares por E/ Diario Ilustrado el 9 de noviembre de 1947 68, 
bajo el titulo de «Enemigos de Cristo». Era un titular de extraordinaria 
violencia, sin precedentes: nunca antes un obispo se habia dirigido en esos 
términos en contra de los más duros adversarios de la Iglesia Católica. 
Monseñor Salinas arremetió con toda la fuerza que creía tener, por ser el 
secretario del cardenal Caro y, por ende, se sentia respaldado por la 
principal autoridad de la Iglesia. 

La declaracion comenzaba recordando las frases del Evangelio: «El que 
no está conmigo, está contra mi», y «El que no siembra conmigo, 
desparrama», con lo cual ponía a la Falange en una postura contraria no sólo 
a la jerarquía, sino también a principios fundamentales del Evangelio. Era 
notorio que el obispo se había contagiado del violento clima anticomunista 
impuesto por el gobierno, afirmando nuevamente que los falangistas estarían 
interesados en cooperar con los comunistas, con lo cual perjudicarían a la 
Iglesia: «En los tiempos actuales del mundo importa sobre manera que los 
cristianos sean bien definidos, porque hay quienes tienen interés en 
perturbarlos, para dividirlos y tratar así de derrotar al cristianismo. Esta es, 
sin lugar a dudas, la finalidad de la política llamada de mano tendida, cuya 
aceptación ha prohibido la  TIglesia...». Concluía la declaración 
estableciendo que los falangistas tenían que definirse, en el sentido que, o se 
luchaba con el Papa contra el comunismo o se estaba en contra de Cristo: 
«No caben, pues, disculpas de ningún género ni menos bajo componendas 
políticas, en que se venda a Cristo por el vil puñado de unas monedas 


constituidas en prebendas electorales»%%. Su declaración tuvo amplia 


difusión en la prensa, exponiendo el conflicto de tal manera que obligó a la 
Falange a responder. 

Lo hizo tres dias después, a través de una carta enviada a los obispos” y 
mediante una declaración pública, que llevaba por título: «Nuestra 
Protesta», publicada en la prensa el 12 de noviembre”!. En ambos 
documentos expresaba su «protesta más enérgica» frente a lo que 
consideraban una acusación extraordinariamente grave, pidiendo una 
definición de los obispos, si acaso respaldaban el ataque recibido: «La 
gravedad indiscutible de las afirmaciones de monseñor Salinas, que nos 
declara enemigos de Cristo y de su Iglesia, nos obliga a solicitar 
simultáneamente con esta protesta un pronunciamiento del Episcopado... Ha 
sido nuestro propósito y continuará siéndolo, cumplir integralmente con la 
Doctrina Cristiana, seguir a la Iglesia y respetar a su jerarquia»”2. 
Declaraban que el partido no era procomunista y consideraban una 
demostración el hecho de que uno de sus dirigentes, Eduardo Frei, hubiera 
rechazado el respaldo comunista en una elección complementaria en 
Antofagasta, a pesar de que dicho apoyo le significaba el triunfo. 

Para sorpresa de los falangistas, el episcopado les respondió con una 
escueta carta dirigida a monseñor Salinas, en la cual le daba un claro apoyo 
a su posición mantenida contra la Falange, lamentaba que hubiera sido 
ofendido públicamente y se adhería a la condenación del comunismo hecha 
por el suscrito73. La respuesta sorprendió a los falangistas, porque fue 
firmada por obispos considerados amigos y que tenían similares posiciones 
sobre las cuestiones sociales y el problema comunista, como era el caso de 
monseñor Manuel Larraín, obispo de Talca”4. La declaración de los obispos 
puso a la Falange en una difícil situación política, pues sus palabras 
«desautorizan todo el sentido cristiano del movimiento; coartan su libertad 


para actuar en el campo político y despojan de autoridad a sus dirigentes». 


Sus dirigentes estimaron que, en esas condiciones, el partido no podia 
continuar existiendo y debía proceder a disolverse, porque, como católicos, 
creían no poder actuar en contra de la opinión de sus obispos. De ahí que 
decidieron convocar a un congreso extraordinario para el 6, 7 y 8 de 
diciembre, con la finalidad de decidir la disolución del partido”». 

El conflicto iniciado por monseñor Salinas había alcanzado niveles que 
dañaban el prestigio de la Iglesia como institución de paz y concordia 
nacional, dejando la impresión de ser ésta un actor belicoso en contra de un 
grupo de católicos muy respetado. Pese a que la Falange era un partido 
pequeño en términos de los votos obtenidos y su representación 
parlamentaria, sus principales dirigentes gozaban de un alto prestigio en 
círculos católicos y laicos, y habían mantenido una actitud de constante 
fidelidad al magisterio de la Iglesia. 

Como monseñor Salinas estaba empecinado en una cruzada contra la 
Falange y contaba con el respaldo del cardenal Caro, para que se detuviera 
el conflicto tuvo que ser desactivado por iniciativa del obispo de Talca, 
monseñor Larraín, gran amigo desde la juventud del padre Hurtado, quien 
tomó la decisión de resolver el problema y enfrentar la inminente disolución 
de la Falange, que habría sido una pésima señal para la participación de los 
católicos en política (de hecho, el conflicto era seguido atentamente en otros 
países de América Latina por políticos católicos que compartían las 
posiciones de la Falange). Así, monseñor Larraín envió una carta al 
presidente de la Falange de su diócesis de Talca, en la cual le señaló que la 
jerarquía nunca había presionado directa ni indirectamente la labor 
desarrollada por el partido, para que éste se sintiera llevado a declarar su 
disolución, por lo cual la Falange suspendió la convocatoria al congreso 
extraordinario’®. 


También el Cardenal Arzobispo de Santiago, monseñor Jose Maria Caro 


dirigió una carta a la Falange Nacional en esa misma dirección””. Sin 
embargo, algunos dias después reiteró su apoyo a la postura adoptada por 
monseñor Salinas y reafirmó sus críticas a la Falange por haber ofendido a 
éste, lo cual daba cuenta del clima contrario a la Falange existente en la 
jerarquía. En una extensa declaración, en la cual hizo una detallada relación 
de los hechos en que justificó la declaración de la Conferencia Episcopal de 
apoyo a monseñor Salinas y aludió a la respuesta de la Falange, el Cardenal 
Arzobispo de Santiago afirmó que «comparando el acto de la Comisión 
Episcopal con el manifiesto de la Dirección de la Falange, cualquiera 
deduce de éste que para realizar ese movimiento socialcristiano y actuar con 
libertad política se necesitaría ofender a los miembros de la jerarquía y 
colaborar con el comunismo, que fue lo condenado por la Comision...»”8. 

El conflicto entre monseñor Salinas y la Falange tuvo cierta repercusión al 
interior de la propia Iglesia y hubo varios actos de apoyo al obispo, 
organizados por párrocos y laicos, ampliamente difundidos por El Diario 
Ilustrado. Algunos titulares lo demuestran: «Los párrocos de Santiago 
ofrecieron una brillante manifestación de apoyo en honor del Excelentísimo 
Sr. Augusto Salinas» (2 de diciembre); «Significativa manifestación al 
Excmo. Monseñor Salinas» (7 de diciembre), en que la Acción Católica 
llamó a asistir al homenaje que se realizaría unos dias después’9. Este 
homenaje fue ampliamente informado en la edición del 11 de diciembre, y la 
información resalta la clara adhesión de la Acción Católica a la jerarquía 
eclesiástica, aludiendo implícitamente a la actitud de la Falange, que la 
habría desconocido. En su discurso de agradecimiento, monseñor Salinas 
defendió su desempeño, señalando que «no podía guardar silencio cuando se 
alzaban voces que inferían injuria al Episcopado, y cuando las orientaciones 
doctrinales que ésta daba a sus hijos eran objeto de ataques y de torcidas 


interpretaciones 8%. Al igual que en cada uno de sus controvertidos escritos 


anteriores, monseñor Salinas nunca mencionó a la Falange, aunque era 


evidente que se refería a ella. 
EL IMPACTO DEL ANTICOMUNISMO EN EL MUNDO CATÓLICO SEGÚN LA PRENSA 


La información entregada por la prensa de los conflictos en el mundo 
católico fue limitada e informó sólo a partir de la declaración de monseñor 
Augusto Salinas, «Enemigos de Cristo», aparecida en El Diario Ilustrado 
del 9 de noviembre, sin que haya trascendido el conflicto de la Juventud 
Católica. Hay que considerar el contexto de esos meses, dominados desde 
junio por el quiebre entre González Videla y los comunistas, agravado en los 
meses siguientes, especialmente en octubre de 1947, con la ruptura de 
relaciones con Checoslovaquia, Yugoslavia y la Unión Soviética. 

Ercilla reprodujo las declaraciones de monseñor Salinas en contra de la 
Juventud Católica, que hemos analizado antes, así como también la respuesta 
de la Falange, señalando que claramente los ataques del primero se refieren 
a este partido, aunque no lo mencionara’!. Dos semanas después, el 
respetado periodista Luis Hernández Parker analizó el conflicto entre la 
jerarquía y la Falange, que ya se había aclarado, con una cierta simpatía 
hacia la posición de los últimos, señalando que se trató de un «drama 
ideológico que conmueve a los cimientos del mundo católico 
contemporáneo»$2. Agregó que el afán de detener las aguas renovadoras es 
un fenómeno propio de todos los países democráticos de Occidente y que 
monseñor Salinas contaba con el apoyo de la amplia mayoría de los obispos, 
que criticaban la postura de la Falange, pero no querían limitar la libertad de 
los cristianos para actuar en politica’. 

El Mercurio no informó acerca del desarrollo del conflicto entre la 
jerarquía católica y la Falange, y sólo publicó la adhesión de la Comisión 


Episcopal a monseñor Augusto Salinas, en la que se enfatizara la condena al 


comunismo, la sumisión de los fieles a la jerarquía eclesiástica y la no 
tolerancia al trabajo por causas contrarias a la Iglesia Católica. 

El Imparcial, que se definía como un «diario independiente» (pero que no 
escondía su simpatía con la jerarquía católica), dio una mayor atención al 
conflicto, exponiendo los hechos y los planteamientos de ambas posiciones, 
expresando el malestar de la Falange y la postura favorable de ciertos 
sectores para disolver el partido, aunque no informó sobre la posición de la 
Falange, ante lo cual ésta tuvo que pagar una inserción titulada «Nuestra 
protesta»84, «Pese a que Monseñor Salinas no individualiza a ninguna 
colectividad en forma específica, del texto de sus cargos se infiere 
claramente que ha querido referirse a la Falange Nacional, cuya actitud 
frente a la política nacional calza perfectamente con las críticas formuladas 
por el mencionado prelado»®5, decía. El diario siguió informando y publicó 
una misiva del secretario general de la Falange, Arturo Valdés Phillips, 
quien expresó que su colectividad ha debido enfrentar por mucho tiempo las 
críticas frente a su accionar. Señala que los ataques, lejos de debilitarlos, 
fortalecieron a la colectividad: «Pueden pues abandonar sus temores quienes 
creen que pudiéramos disolvernos, no hay peligro alguno de ello»*6. 

La Hora, de propiedad de empresarios radicales, dio escasa atención al 
conflicto entre la Falange y la jerarquía católica. Reprodujo las 
declaraciones de monseñor Salinas, incorporando una entrevista al diputado 
de la Falange, Bernardo Leighton, en la cual expuso la posición del partido 
pidiendo una definición de los obispos. También informó de la decisión de 
la Falange de disolverse como consecuencia del respaldo que la jerarquía 
eclesiástica dio al obispo, reproduciendo la declaración de la 
colectividad’’. El diario se limitó a informar, sin dar opiniones, acerca de 
los hechos acaecidos. 


La Opinión, en cambio, apenas dio cuenta de lo sucedido y se limitó a 


publicar en el mes de noviembre que «La Falange Nacional acordó su 
disolución», señalando como causa «la alianza que parece existir entre la 
Falange y el Partido Comunista, alianza que los dirigentes de la Falange 
niegan de modo terminante, pero que, ante el gran público, aparecía como 
existente...»88. Luego, afirma que el apoyo de la Falange al Partido 
Comunista se hizo patente en los últimos tiempos, «notándose una 
vinculación demasiado estrecha con esa secta... al extremo de que la 
Falange aparecía como el único partido nacional que no tenía inconveniente 
en escudar al comunismo y estimular sus actividades»9. 

El Diario Ilustrado fue el único periódico que informó en forma regular y 
detallada de los acontecimientos, mostrando su abierto respaldo a la 
posición de Salinas y de rechazo a la posición de la Falange, sin informar 
sobre su postura. Esta posición era comprensible, ya que correspondía a la 
línea editorial a favor de la política anticomunista del gobierno, 
identificándose con las posiciones anticomunistas de los conservadores 
tradicionalistas. Publicó en la portada del 9 de noviembre el polémico 
artículo «Enemigos de Cristo» y después, en un editorial del 15 del mismo 
mes, se refirió a la grave situación generada por «el ataque a las autoridades 
eclesiásticas en que ha incurrido la Falange». Citó las declaraciones de sus 
dirigentes Radomiro Tomic y Eduardo Frei, en cuanto a separar la acción 
política de la actividad religiosa. Tal afirmación era rechazada por el diario, 
«porque el católico no puede jamás desentenderse de sus principios... 
aunque la Iglesia no se mezcle en la política de partido, tiene, sin embargo, 
el derecho y deber de orientar a los católicos sobre las normas que en algo 
toquen a su dogma o a la moral», El diario dio una escasa cobertura a la 
postura de la Falange, con breves artículos informando de la convocatoria a 
un consejo extraordinario para acordar su disolución y después publicó una 


inserción de la Falange Nacional, reproducida en la mayoría de los medios 


de comunicación, en la cual informaba de su rechazo a la disolución, luego 
de intervenir el obispo Manuel Larraín. 

En los días siguientes, El Diario Ilustrado informó con regularidad sobre 
actos de apoyo a monseñor Salinas, para reafirmar su respaldo a su postura 
en este conflicto. 

El apoyo entonces a monseñor Salinas explica la publicación en portada 
de una extensa declaración del cardenal José María Caro, en la cual hizo una 
defensa de la postura adoptada por la jerarquía y de monseñor Salinas®!. 
Finalizó señalando: «Declaramos que nuestra actitud no significa disolver la 
Falange y distribuir en otros partidos a sus miembros, como 
calumniosamente se ha querido hacer creer. Tampoco significa coartar la 
libertad política de los partidos, en lo que nada tiene que ver con la Iglesia, 
sus derechos o doctrinas». 

La actitud adoptada por monseñor Salinas contra la Falange Nacional tuvo 
consecuencias para él, porque la Santa Sede, algún tiempo después —el 3 de 
agosto de 1950—, lo trasladó como obispo de Ancud’, una pequeña 
diócesis en la isla de Chiloé. La decisión reflejó la molestia del Vaticano 
con la forma en que había enfrentado sus diferencias con la Juventud 
Católica, y luego con la Falange Nacional, colectividad que tenía canales 
para hacer llegar su opinión a la Santa Sede, expresando su malestar por el 
trato del obispo. 

El conflicto entre los católicos movió al Vaticano a reiterar su posición 
acerca del papel de los católicos en política, con la finalidad de evitar 
nuevos incidentes, entregando una postura muy lejana de los planteamientos 
defendidos por los conservadores tradicionalistas. Así se manifestó en la 
carta de monseñor Domingo Tardini, Secretario de la Congregación de 
Negocios Extraordinarios del Vaticano, dirigida al Cardenal Arzobispo de 


Santiago, monseñor José María Caro, en que repetía los conceptos emitidos 


en la carta de 1934 del entonces secretario de Estado, cardenal Pacelli, 
futuro Papa Pio XII. La misiva se refirió a la necesidad de que Chile 
enfrentara los problemas sociales, aunque la referencia que hizo al 
comunismo fue lateral, tomando distancia del estilo agresivo empleado por 
monseñor Salinas y el propio cardenal Caro%, Afirmó que los católicos 
podían pertenecer a distintos partidos y, para no desautorizar la postura 
seguida por la jerarquía católica en Chile, reiteraba que debían obediencia a 
los pastores: «Anteponer siempre los supremos intereses de la Religión, a 
las del propio partido, y estar siempre prontos a la obediencia a sus 
pastores, cuando, en circunstancias especiales, los llamaren a unirse para la 
defensa de los principios superiores». 

Pese a que la Falange recibió una menor atención de los medios de 
comunicación, el conflicto con la jerarquía católica le valió el respeto en 
amplios sectores católicos y laicos, que le vieron como una colectividad que 
no se dejaba presionar por la firme oposición de la jerarquía Católica. En 
definitiva, la Falange salió fortalecida del incidente, como bien lo reconoció 
el periodista Luis Hernández Parker, cuando escribió: «En el fondo, fue un 
match cuyos primeros rounds fueron de Monseñor Salinas, pero que al final 
ganó por sorpresiva K.O. la adolorida y pobrecita Falange». 

De esta forma, el tema del comunismo y anticomunismo significó un 
conflicto serio para la Falange Nacional y, según Grayson, «la actitud de la 
Falange en el problema comunista produjo un debate que conmovió los 
cimientos del partido y lo puso en trance de sucumbir». El tema del 
comunismo y anticomunismo siguió teniendo importancia dentro del mundo 
católico y político, y en otras ocasiones la Falange volvió a ser atacada. Se 
le consideró procomunista o defensores del comunismo, debido a su actitud 


frente a esta doctrina y a sus ideas de justicia social. 


LA RUPTURA DEL PARTIDO CONSERVADOR 


La tercera consecuencia de la política anticomunista de Gabriel González 
Videla en los católicos fue la ruptura del Partido Conservador en 1949, 
surgiendo el Partido Conservador Tradicionalista —partidario de la linea 
política seguida por el Presidente —, y el Partido Conservador Social 
Cristiano, que la cuestionaba. 

Los conservadores se habían convertido en la principal colectividad del 
país en las elecciones legislativas de 1945, alcanzando el 23,6% de los 
votos. Un considerable aumento de 6,4 puntos respecto de las elecciones de 
1941, que les permitió elegir 36 diputados, superando ampliamente al PR, 
que obtuvo un 19,9% (bajaron dos puntos, aunque lograron elegir un número 
mayor de diputados que los conservadores, 39, porque sus candidatos se 
beneficiaban del hecho de ir en listas con los comunistas). Los liberales, que 
se ubicaron en tercer lugar, con 17,9%, subiendo 3,9 puntos, eligieron 31 
diputados. 

Este poder electoral de los conservadores se confirmó en los comicios 
presidenciales, como vimos en el capítulo 2, porque su candidato, el Dr. 
Eduardo Cruz-Coke —apoyado por la Falange Nacional— obtuvo una gran 
votación, 29,7%, más del doble del porcentaje obtenido en la otra elección 
en que llevaron candidato propio, en las de 1932, con Héctor Rodríguez de 
la Sotta. En esta oportunidad aventajaron al candidato de los liberales, el 
senador Fernando Alessandri, quien fue apoyado por el partido Agrario 
Laborista y recibió un 27,2%, Los conservadores lograron este resultado 
trabajando unidos, con una directiva encabezada por el senador Joaquín 
Prieto Concha, figura principal del sector tradicionalista. 

La división se produjo por las diferencias entre los dirigentes del partido 


sobre el problema comunista y la manera de enfrentarlo. Las causas de estas 


discrepancias se originan antes de que Gonzalez Videla llegara a La 
Moneda, y se refieren a la division en el mundo católico entre la visión 
tradicional de ignorar la cuestión social y entenderla como una realidad 
inevitable del progreso social, desechando las posiciones de la doctrina 
social de la Iglesia y del sector socialcristiano, que reconocía la existencia 
de los problemas sociales y económicos del país. Para los primeros, el 
comunismo constituía el principal peligro que enfrentaba el sistema político, 
por lo cual desviaban la atención sobre los problemas sociales hacia las 
medidas para combatirlo. Para los socialcristianos, en cambio, el problema 
comunista se explicaba por la pobreza y el camino para resolverlo era 
superando esa situación económica y social a través de una política positiva 
y sin represión. 

El anticomunismo era un tema muy arraigado en el Partido Conservador, 
que se tradujo durante el gobierno de Pedro Aguirre Cerda en la 
presentación de un proyecto de ley en contra de ellos, que fue aprobado por 
el Congreso y no llegó a convertirse en ley por el veto del Presidente de la 
República. 

También había diferencias entre ambos sectores, en cuanto a las alianzas 
para llegar a La Moneda. Los tradicionalistas preferían un acuerdo con los 
liberales para que la derecha enfrentara con unidad a la izquierda y a los 
radicales, ofreciendo una alternativa programática común. Los 
socialcristianos, por el contrario, consideraban que los conservadores 
debían convertirse en una alternativa propia, que buscara el entendimiento 
con los radicales, a pesar de existir en ellos posiciones anticlericales que 
negaban las aspiraciones de un conservador de llegar a La Moneda. 

El liderazgo alcanzado por los planteamientos del Dr. Cruz-Coke durante 
la contienda presidencial, permitió a los socialcristianos obtener la mayoría 


de los delegados a la XIV Convención del partido, celebrada a mediados de 


Junio de 1947; aunque no pudieron controlar sus resoluciones. Este 
organismo eligió al senador Horacio Walker como presidente de la 
colectividad, quien obtuvo la mayoría de los miembros de la junta ejecutiva, 
Órgano superior con la facultad de tomar las principales decisiones de 
mediano y corto plazo”. Sin embargo, el sector socialcristiano se enfrentó 
con un contexto político adverso a sus posiciones, por la espiral 
anticomunista impulsada por el gobierno. No fue capaz de separar al partido 
de ese clima y cedió a éste, que fue aprovechado por el sector tradicionalista 
para imponer sus posiciones, a través de un voto político marcadamente 
anticomunista, que fue aprobado en la convención. Esta decisión significó un 
claro triunfo para el sector, que era minoría en la Convención, y constituyó 
una derrota para los socialcristianos ya que situaba al partido en una postura 
de combate al comunismo que no se diferenciaba del gobierno, y era 


apoyada por los tradicionalistas”, El voto sostuvo que: 


El problema fundamental que afronta la civilización cristiana, es la lucha contra el comunismo 
internacional que, desde su centro de actividades en Moscú, mantiene por medio de la fuerza, el 
crimen, la violencia y la más despiadada dictadura, en la esclavitud y la miseria a millones de seres 


humanos. .. 100 


La politica contra el PC impulsada en los meses siguientes —la primera 
ley de facultades extraordinarias en agosto de 1947, la ocupacion de la zona 
del carbón a comienzos de octubre y la ruptura de relaciones con la Unión 
Soviética, Checoslovaquia y Yugoslavia algunos días después— acentuó el 
clima anticomunista en el país, favoreciendo a los tradicionalistas. En 
diciembre de 1947 los tres miembros de esta tendencia de la junta ejecutiva 
del partido, Sergio Fernández Larraín, Joaquín Prieto Concha y Fernando 
Aldunate, renunciaron a ella por discrepar con la directiva sobre la juventud 
del partido, dirigida por jóvenes de la corriente socialcristiana, opuestos a 
la política anticomunista del gobierno!0!, 


Las diferencias entre ambos sectores se agravaron en marzo de 1948, al 
reunirse el directorio general del partido para adoptar decisiones 
estratégicas respecto del problema comunista. La directiva dio un paso 
controvertido, porque, haciendo uso de una facultad reglamentaria, a través 
de la junta ejecutiva, nombró a diez delegados de los empleados y diez de 
los profesionales, todos pertenecientes al sector socialcristiano, con los 
cuales lograba la mayoría del directorio. El presidente de la colectividad, 
Horacio Walker, no manejó bien este tema. Si bien es cierto que se opuso a 
esa alternativa, votando en contra de que la elección de los delegados la 
hiciera la junta ejecutiva, no tuvo la capacidad de impedir que se 
materializara, con lo que su imagen como presidente quedó cuestionada ante 
el sector perjudicado!02, Fue un error, entonces, que la designación de los 
delegados recayera en un solo sector del partido, algo inaceptable para los 
tradicionalistas, que acusaron a la directiva de buscar el control de la 
mayoría del directorio general, que adoptaría definiciones fundamentales 
para el futuro del partido. Esta controvertida designación fue la primera 
cuestión que trató el directorio, y la directiva evitó por estrecha diferencia 
de votos la impugnación formulada por los tradicionalistas: 165 delegados 
apoyaron la tesis de que el nombramiento de esos 20 delegados había sido 
correcta, 130 opinaron que fue incorrecta y hubo 20 abstenciones!0. 

El incidente dejó debilitado a los socialcristianos para enfrentar a los 
tradicionalistas en torno a qué postura adoptar respecto del problema 
comunista. Los discursos de los oradores de ambos sectores no se 
diferenciaron mayormente en su tono anticomunista, y en definitiva, los 
socialcristianos apoyaron un voto político aprobado casi con unanimidad 
por los delegados, lo cual fue visto como un triunfo de los 
tradicionalistas!94, Sólo se opusieron los representantes de la juventud. 


Lo resuelto por la convención incluía un punto explicitado antes por 


Horacio Walker, en el sentido de reformar la Constitución para privar de 
derechos políticos a los comunistas; pero el resto de la declaración tenía un 


contenido definido por el tradicionalismo, al sostener que el partido: 


Condena la doctrina comunista, por ser contraria a los más inalienables derechos de la persona 
humana (y) recomienda a la Junta Ejecutiva y a los parlamentarios del Partido que preparen, a la 
mayor brevedad, un proyecto de ley o de reforma constitucional... que prive del ejercicio de los 
derechos políticos y de la admisión a los empleos y funciones públicas a quienes practiquen o ejerzan 
actividades comunistas y propaguen o fomenten, de palabra o por escrito o por cualquier medio, 


doctrinas que tiendan a destruir el orden social o la organización política y jurídica de la Nación!05, 


Como los socialcristianos tenían la mayoría del directorio y se 
entendieron con los tradicionalistas en el problema comunista, se eligió una 
directiva de consenso con personeros de ambos sectores, que se consideró 
necesaria para enfrentar en buenas condiciones las elecciones 
parlamentarias de marzo de 1949, Horacio Walker continuó como 
presidente, el primer vicepresidente sería un socialcristiano y el segundo, 
tradicionalista; fueron elegidos Eduardo Cruz-Coke y Sergio Fernández 
Larraín respectivamente!%, y hubo integración entre los vocales que 
integraban la Junta Ejecutiva!97, Esta elección permitió a los socialcristianos 
tener la mayoría de la junta ejecutiva, ocho contra cuatro; pero Fernández 
Larraín, el principal exponente de la postura anticomunista del partido —que 
patrocinó el proyecto de ley en contra de los comunistas en 1940108—, 
quedaba con una fuerte posición de poder como vicepresidente del partido. 

Sin embargo, el acuerdo entre ambos sectores tuvo una corta vida, que se 
quebró por la discusión parlamentaria de la Ley de Defensa de la 
Democracia. Como vimos en el capítulo 4, durante la discusión en la 
comisión del Senado se manifestaron las diferencias entre socialcristianos y 
tradicionalistas, y cuando se votó en general el proyecto, el 22 de junio, el 


Dr. Cruz-Coke votó en contra del proyecto del Ejecutivo. El partido entonces 


no había tomado una decisión que obligara a sus parlamentarios a votar a 
favor del proyecto del Ejecutivo. 

Los tradicionalistas condenaron la votación del Dr. Cruz-Coke y, a través 
de Sergio Fernández Larraín, tomaron la decisión de sancionarlo, 
presentando un voto de censura en su contra, una iniciativa que fue 
ampliamente difundida en la prensa!%. Significaba actuar en contra de la 
principal figura del partido, pero fue rechazada de plano por la mayoría 
socialcristiana de la junta ejecutiva, y de esta manera la censura no se 
produjo. Los socialcristianos fundamentaron su posición sosteniendo que el 
partido había acordado un proyecto de ley distinto al del Ejecutivo, que 
incluía una reforma constitucional para privar de derechos electorales a los 
comunistas!10, 

Como respuesta a esta decisión, Sergio Fernández renunció a su cargo en 
la junta ejecutiva, dando a conocer públicamente el motivo que le llevó a dar 
ese paso. Dijo que habia un grave problema doctrinario en el partido, porque 
«cuando las diferencias llegan, como han llegado entre nosotros, a extremos 
que tocan puntos esenciales y básicos de la doctrina, la misma convivencia 
espiritual se hace imposible, y entonces, aparecen simultáneamente nuevos, 
distintos e inentendibles lenguajes que impiden todo entendimiento y toda 
comprensión»!!!, Esta actitud fue seguida dos días después por Joaquín 
Prieto!!2, acentuando con ello la crisis del partido. Cuatro dias más tarde 
renunció el representante de los diputados en la junta ejecutiva, Julio Pereira 
Larraín, también con una declaración pública!!3, Los tres condenaban la 
decisión de Cruz-Coke de rechazar el proyecto de Ley de Defensa de la 
Democracia, lo que planteó «en su verdadera magnitud el profundo problema 
doctrinario que separa a los conservadores...». Prieto agregó que la actitud 
asumida por Cruz-Coke «es de extrema gravedad, ya que significa un 
quebrantamiento en la unidad espiritual y doctrinal que debe existir en el 


Partido en materia tan esencial como esta». Los tradicionalistas 
personalizaban la crisis en el ex candidato presidencial conservador, pero 
ellos sabian que las causas eran mas profundas y la critica a Cruz-Coke 
parecia mas bien un pretexto para precipitar la division del partido. 

En estos momentos de virtual quiebre partidario, el Presidente Gonzalez 
Videla intervino en la crisis conservadora agravandola, pues invito a 
ingresar al gabinete a dos personalidades del tradicionalismo, Guillermo 
Varas y Luis Felipe Letelier!!4, miembros del directorio general del partido, 
para que le acompañaran en la aplicación de la Ley de Defensa de la 
Democracia. Esta iniciativa era claramente hostil a los socialcristianos y al 
presidente del partido, quien no fue informado porque se sabía de su 
oposición respecto al ingreso al gobierno de su colectividad. 

González Videla actuó a espaldas de Walker y se entendió directamente 
con los tradicionalistas a través del presidente de la Cámara, Juan Antonio 
Coloma, quien le sugirió un camino para permitir el ingreso de los dos 
conservadores al gabinete. Coloma le propuso a González Videla evitar 
comunicarse con el presidente del partido para pedir el pase para los dos 
ministros, construyendo un gabinete de administración y no de carácter 
político. Sin embargo, Varas y Letelier solicitaron el pase porque era 
impresentable que juraran sus cargos sin haber seguido el protocolo de su 
partido. 

El pase fue negado por la junta ejecutiva, por su rechazo a que el partido 
ingresara al gobierno!!5, pero ambos aceptaron la invitación respaldados por 
el sector tradicionalista que vio la posibilidad de tener en ello ventajas 
electorales de cara a las elecciones parlamentarias nueve meses más tarde, 
en las cuales esperaban elegir más diputados y senadores que el sector 
socialcristiano por la ventaja de poder usar los amplios recursos del 


gobierno. Esta era una elección crucial para definir el futuro de la 


colectividad. Esta invitación fue el paso determinante en la ruptura del viejo 
partido pelucón. Como anotó la historiadora Teresa Pereira, «el ingreso del 
sector tradicionalista al gabinete significó una división de hecho del partido 
Conservador, aunque ella no se formalizará hasta un año más tarde»116, 
González Videla no se detuvo en esto en su intervención en la crisis 
partidaria, sino que, además, arremetió contra Cruz-Coke, criticándole en 
duros términos (nuevamente sin controlar sus emociones), descalificando a 
un respetado científico y político de gran nivel, que había sido su 


competidor en las elecciones presidenciales dos años antes: 


«(Cruz-Coke) se ha sumado decididamente al bloque de oposición al Gobierno..., sin pensar que 
por su condición de líder de una corriente política poderosa esta conducta debía engendrar, como 
engendró fatalmente, consecuencias perniciosas para el Gobierno y para nuestro orden político... El 
partido Comunista ha aprovechado la existencia de esta oposición, haciendo aparecer al señor Cruz- 
Coke como cabeza visible de este movimiento de opinión adverso al Gobierno, lo que ha venido a 
robustecer su posición revolucionaria y a entonar su campaña de difamación en contra del Jefe de 
Estado» 117, 


La directiva conservadora no se quedó inmóvil ante el ingreso al gabinete 
de dos militantes del partido, y el 8 de julio la junta ejecutiva censuró y 
suspendió a Varas y a Letelier de sus cargos de directores generales por un 
mes por haber aceptado entrar al gobierno sin la autorización del partido!!8, 

La gravedad del conflicto interno debilitaba seriamente las posibilidades 
de los candidatos conservadores en las elecciones parlamentarias de marzo 
de 1949. Ello movió a diversas personalidades del partido a buscar un 
entendimiento que dejara de lado las diferencias para enfrentar unidos 
dichos comicios. Esto se materializó en un acuerdo entre los representantes 
de los dos sectores, suscrito el 8 de septiembre!!” Sin embargo, las 


diferencias se mantuvieron y cada sector trabajó a favor de sus propios 


candidatos, produciendose una intensa competencia entre los postulantes del 
socialcristianismo y los tradicionalistas, lo cual tuvo costos electorales. 

Los conservadores bajaron su votación respecto de la obtenida en 1945 en 
dos puntos y medio, al 21,1%, y perdieron cuatro diputados, disminuyendo a 
32. De éstos, los tradicionalistas se impusieron ampliamente al conseguir 21; 
mientras que los socialcristianos eligieron sólo 11120, Era un resultado muy 
adverso para la directiva. En las elecciones al Senado, que elegía la mitad 
de sus miembros, los tradicionalitas eligieron dos —Joaquín Prieto Concha 
y Julio Pereira Larrain—, y uno los socialcristianos, el Dr. Eduardo Cruz- 
Coke, reelegido por Santiago!?!. 

Cuando la junta ejecutiva analizó el resultado, algunos días después de las 
elecciones, los tradicionalistas hicieron un análisis en que enfatizaron el 
hecho de que el resultado había significado una derrota para el partido!22. 
Sin embargo, Horacio Walker opinó que los resultados no constituían un 
fracaso, y los atribuyó a la división en el partido; una interpretación alejada 
de la realidad, ya que su sector había sido castigado en los comicios. E/ 
Diario Ilustrado, que se identificaba con los tradicionalistas, calificó el 
resultado como una derrota, destacando que, con todo, los tradicionalistas 
habían salido favorecido!23, 

Las cifras electorales llevaron a los tradicionalistas a forzar una 
definición para recuperar el control del partido, aprovechando ahora que el 
poder de los socialcristianos y el liderazgo del Dr. Cruz-Coke se habían 
debilitado. Joaquín Prieto Concha sostuvo en la reunión de la junta ejecutiva 
del 29 de marzo, que el presidente y la junta debían renunciar para designar 
a otras personas, que no estuvieran involucradas en el conflicto y buscaran la 
unidad del partido. Era un planteamiento plausible a la luz del resultado de 
las elecciones, pero Walker lo rechazó, apoyándose en un argumento 


reglamentario. Señaló que «la junta ejecutiva no tiene motivo para poner 


termino anticipado a las funciones que se le encomendaron, eludiendo asi 
cómodamente sus deberes y responsabilidades ante un proceso electoral que 
aún no termina...». Este argumento, de carácter legal, carecía de sentido 
frente a una realidad política interna constituida por un resultado electoral 
claramente favorable para el tradicionalismo, con una nueva relación de 
poder al interior de la colectividad que no podía ignorarse. Su argumento 
adicional, en el sentido de que el partido había privilegiado la postulación 
de los parlamentarios en ejercicio, cuya inmensa mayoría pertenecían a ese 
sector, tampoco era bueno, porque en ese caso cometió el error de ceder en 
la confección de las listas de postulantes!24. La propuesta fue rechazada por 
los socialcristianos!25, 

Los hechos, entonces, se precipitaron hacia la división. Como la mayoría 
socialcristiana de la junta ejecutiva ignoro las críticas de los 
tradicionalistas, éstos se organizaron en una comisión nacional prounidad, 
que fue rechazada por la junta ejecutiva, pues dividía al partido e infringía 
los estatutos, y les dio ocho días para que se disolviera, a contar del 12 de 
abril!26, Como esto no ocurrió, el 20 de abril Walker aplicó medidas 
disciplinarias a 9 de los 14 miembros de la comisión nacional de unidad 
conservadora, con lo que el partido se quebraba!?”. 

El 14 de mayo de 1949 el sector tradicionalista formó una junta ejecutiva 
independiente!28, A la reunión asistieron cinco de los siete senadores 
pertenecientes al Partido Conservador!29, y 20 de los 31 diputados. 
Eligieron una nueva junta ejecutiva con Joaquín Prieto Concha como 
presidente 130, 

La directiva de Horacio Walker decidió eliminar de los registros a los 
integrantes de la nueva junta y establecio que los parlamentarios que 
siguieran a los disidentes dejaban de pertenecer al partido, con lo cual se 


consumó la división de éste!3!, 


El problema que se planteó fue cuál de las dos colectividades podia 
utilizar el nombre del partido. El director del Registro Electoral, Ramon 
Zañartu, emitió un fallo el 28 de diciembre de 1949, otorgándole este 
derecho al sector tradicionalista, lo cual no sorprende por sus abiertas 
posturas anticomunistas, que eran también las de este sector del partido. La 
directiva de Horacio Walker apeló a esta decisión ante al Tribunal 
Calificador de Elecciones, que falló a su favor. El sector tradicionalista 
formó entonces el Partido Conservador Tradicionalista. 

Walker es una figura trágica de la política chilena. Durante las dos etapas 
en que fue presidente del Partido Conservador (1937-1938 y 1947-1949), 
éste se quebró y en ambas oportunidades su comportamiento no fue ajeno al 
desenlace final. En 1938 cuestionó el comportamiento de la Juventud en la 
campaña presidencial después de que en su directiva ordenara la libertad de 
acción frente a la candidatura de la derecha unida del ex ministro de 
Hacienda de Alessandri, Gustavo Ross. Esta situación provocó el 
alejamiento de los jóvenes y la formación de la Falange. La segunda vez, 
elegido en 1947, terminó con la ruptura del partido dos años más tarde, 
como se analiza en este capítulo!32, por una baja flexibilidad para enfrentar 
la crisis e impedir la división. 

El Partido Conservador Social Cristiano ingresó, junto a la Falange 
Nacional, al gabinete que fue conocido como de «sensibilidad social», 
constituido en febrero de 1950. González Videla nombró a Horacio Walker 
como ministro de Relaciones Exteriores, a quien en menos de dos años antes 
había atacado duramente y perjudicado severamente cuando invitó a los 
conservadores tradicionalistas a ingresar a su gobierno. González Videla 
cambió en forma drástica su política de coalición y adoptó una orientación 
centrista alejándose de la derecha, como fue en los últimos dos años y medio 


de su mandato. 


Los socialcristianos se mantuvieron en el gobierno y apoyaron la 
candidatura presidencial del radical Pedro Enrique Alfonso, pero siguieron 
debilitandose en el electorado. En las elecciones parlamentarias de 1953 
obtuvieron un 4,3%, y eligieron a sólo dos diputados y a ningún senador. 
Con la Falange constituirán la Federación Social Cristiana, que convergerá 
más tarde con otros partidos para fundar, en 1957, el Partido Demócrata 
Cristiano (PDC). Un sector de los socialcristianos no participó en este 
proceso y se unió a los tradicionalistas, formando en 1953 el Partido 
Conservador Unido, que en las elecciones parlamentarias de 1957 eligió 21 
diputados y obtuvo un 13,8% de los votos. 

El Dr. Eduardo Cruz-Coke no ingresó al PDC, sino que siguió el camino 
de los anteriores socialcristianos que se unieron a los tradicionalistas, 
ingresando al Partido Conservador en 1958. 

En las elecciones presidenciales de 1958, el Partido Conservador apoyó 
la candidatura presidencial de Jorge Alessandri, quien salió electo, pero éste 
no lo incorporó al gabinete en los primeros treinta meses de su gobierno, 
nombrando a ministros independientes. Alessandri impulsó una gestión 
alejada de los partidos y fue muy crítico de ellos, incluso de los de derecha. 
Los conservadores ingresaron al gobierno después de los comicios 
legislativos de 1961, junto a liberales y radicales, cuando Alessandri perdió 
el tercio parlamentario. Quedaba entonces sometido a la mayoría del 
Congreso, que podía aprobar proyectos de leyes sin su intervención, ya que 
la oposición tenía dos tercios de los miembros de cada una de las cámaras. 

El Partido Conservador ingresó al Ejecutivo pero sin la fuerza política 
para influir en su agenda programática y para tener liderazgo en el proceso 
político. Tampoco tuvo esas capacidades el Partido Liberal. Ambas 
colectividades apoyaron la candidatura presidencial del senador radical 


Julio Durán, quien había votado en contra de la Ley de Defensa de la 


Democracia en 1948; los tres partidos formaron el Frente Democratico. Este 
se desplomó en la elección complementaria de marzo de 1964 en una 
comuna rural, en que se impuso el candidato del Frente Popular, el Dr. Oscar 
Naranjo (PS). El resultado indicaba la fortaleza de los partidos de izquierda 
y, por ello, las excelentes posibilidades que tenía la candidatura presidencial 
del Dr. Salvador Allende. Durán se adelantó a la decisión de los partidos de 
derecha y renunció a la candidatura, y liberales y conservadores 
desahuciaron el Frente Democrático, entregando su apoyo al candidato del 
PDC, el senador Eduardo Frei Montalva, quien se impuso con el 56% de los 
votos. 

El debilitamiento de la derecha se confirmó en los comicios 
parlamentarios de 1965, cuando los conservadores alcanzaron apenas el 
5,2% y los liberales, un porcentaje levemente superior (pero mínimo 
comparado con los resultados históricos), de 7,3%. Los primeros eligieron 
tres diputados y los segundos seis!33, La victoria abrumadora del PDC en las 
elecciones parlamentarias movió a ambas colectividades a acordar su 
disolución y fundar un nuevo partido, creando al año siguiente, junto a otros 
grupos de derecha, el Partido Nacional. Era una colectividad distinta a la 
suma de los dos históricos de la derecha, pues incluyó a sectores 
nacionalistas que adquirirán su dirección dos años más tarde, cuando Sergio 
Onofre Jarpa gane la presidencia de la colectividad, venciendo al senador 
conservador Francisco Bulnes Sanfuentes. El desplome de la derecha en 
pocos años tiene una larga historia de errores y conflictos, que comenzó con 
la política anticomunista de González Videla menos de 20 años antes, y 
agravada por la pésima orientación política del gobierno de Jorge 
Alessandri, quien gobernó criticando a los partidos, incluyendo a los de 
derecha. 


La larga marcha hacia el desplome de la derecha, que fue de la mano con 


la crisis del PR, favoreció el crecimiento de la DC, aunque la falta de 
consolidación de ésta permitió el triunfo de la izquierda en las elecciones 
presidenciales de 1970. Las decisiones de la derecha en el período 
estudiado en este libro tuvieron enormes repercusiones en el desarrollo 
posterior del país, incluyendo la caída de la democracia en 1973, y el largo 
y represivo régimen del general Augusto Pinochet, que se extendió hasta 


1990 y que fue apoyado por los dirigentes de los partidos de derecha. 


Capitulo 7 


LA DEROGACION DE LA LEY DE DEFENSA PERMANENTE 
DE LA DEMOCRACIA 


La Ley N” 8.987, de Defensa de la Democracia, fue derogada en 1958, en el 
contexto de la elección presidencial de ese año y como consecuencia de un 
acuerdo político entre partidos de centro e izquierda, patrocinado por el 
gobierno del general (r) Carlos Ibáñez (1952-1959). Éste, a pesar de 
haberse comprometido en la campaña presidencial de 1952 a derogarla — 
promesa hecha para satisfacer a los partidos de izquierda que lo apoyaron, 
el socialista de Raúl Ampuero y Clodomiro Almeida, y los comunistas—, no 
patrocinó ninguna iniciativa legislativa para cumplir con su compromiso. Por 
el contrario, la utilizó en varias oportunidades para enfrentar las huelgas, 
legales e ilegales, convocadas por organizaciones de trabajadores. 

El fin de la exclusión de los comunistas se logró al incluirse ese cambio 
legal en una iniciativa más amplia, la reforma del sistema electoral 
impulsada durante años por algunos partidos, especialmente la Falange 
Nacional, con la finalidad de modernizarlo y, además, impedir el triunfo del 
candidato de la derecha: Jorge Alessandri, el ministro de Hacienda del 
gabinete de concentración nacional en el gobierno de Gabriel González 
Videla. El gobierno exigió la aprobación de una nueva Ley de Seguridad 
Interior del Estado, que recogiera las principales normas contenidas en la 
Ley N” 8.987 para limitar las actividades huelguísticas y de protesta de los 


trabajadores. La aprobación de ese requisito por la oposición permitió que 


el gobierno patrocinara el proyecto derogatorio de la Ley Maldita, en lo 
referido a la exclusión de los comunistas del sistema electoral. De esta 
manera, la legalización del PC pasó a ser un elemento de un cambio 


institucional más amplio, que analizaremos en este capítulo. 


EL FIN DEL GABINETE DE «CONCENTRACIÓN NACIONAL)» 


La política anticomunista del gobierno de Gabriel González Videla era 
dificil de mantener en el tiempo, porque se había justificado con la situación 
excepcional en que se encontraba el pais en 1947 —las huelgas del carbón, 
un recurso fundamental para el país como fuente de energia—. El gobierno 
en ese momento se había negado a reconocer la existencia de otros factores 
que provocaron la protesta laboral, como los problemas económicos que 
aquejaban al país, en que destacaba el aumento de la inflación. Esta política, 
además, tenía enormes costos para el sistema político y para el Partido 
Radical, la colectividad del Presidente, porque implicaba no sólo romper 
con su trayectoria de izquierda, sino que significaba una alianza con los 
partidos de derecha, con los cuales mantuvo una larga lucha, especialmente 
en contra de los conservadores. 

Por otro lado, esta política no produjo ventajas electorales para el 
radicalismo, esperadas por González Videla, resultado indispensable para 
justificar su continuidad. En las elecciones parlamentarias de 1949 el 
radicalismo obtuvo una buena votación en la Cámara Baja —21,7% en votos 
y eligiendo 34 diputados, la bancada más numerosa—, pero sufrió un revés 
en las elecciones senatoriales por Santiago, en que fue elegido, con la 
primera mayoría, el general (r) Carlos Ibáñez, opositor de los gobiernos 
radicales, incluyendo el de González Videla. El candidato radical se ubicó 
en tercer lugar, con un 13,39% de los votos, muy por debajo de los agrario- 


laboristas, que alcanzaron un 20,26%, y la lista de los conservadores que 


obtuvo un 24,47%, pudiendo reelegir al Dr. Eduardo Cruz-Coke, un 
reconocido opositor a la Ley de Defensa de la Democracia como ya vimos. 
El triunfo de Ibáñez lo convertía en una figura presidencial, que ponía en 
riesgo las aspiraciones del PR de continuar en La Moneda en los comicios 
de 1952. 

Los liberales no se beneficiaron con apoyar la política contra los 
comunistas, manteniendo su votación, 17,9%, en comparación a la obtenida 
en los anteriores comicios legislativos, aunque eligieron dos diputados más 
(33). Los conservadores, si bien mantuvieron su votación, resultaron 
perjudicados, porque se consolidó el quiebre del partido como consecuencia 
de sus diferencias por el problema comunista. En efecto, hubo un claro 
triunfo de los candidatos del sector tradicionalista, que ganaron 21 de los 32 
diputados elegidos por el partido, mientras que los socialcristianos 
obtuvieron 11!. González Videla logró debilitar a la izquierda, pues los 
socialistas, que estaban divididos, lograron 9,4% de los votos, eligiendo a 
12 diputados?. Por la pequeña circunscripción de Atacama y Coquimbo, la 
Falange Nacional logró su primer senador, Eduardo Frei Montalva, quien 
llegaba al Congreso después de tres fallidas postulaciones a la Cámara de 
Diputados; su colectividad también se había opuesto a la Ley Maldita. 

Como la división de los conservadores se confirmó algunas semanas 
después de los comicios legislativos, el apoyo partidista a la política 
anticomunista se redujo aún más. El gobierno sólo contaba con el aval de los 
radicales, liberales y los conservadores tradicionalistas, lo que acentuaba la 
orientación derechista de su política. 

Si el resultado electoral no fue favorable al gobierno, el contexto social y 
político después de los comicios era más dificil que en 1947 para mantener 
la política anticomunista. La inflación seguía siendo el principal problema 


económico que afectaba al país3, golpeando fuertemente a los trabajadores 


con constantes aumentos de precios, especialmente de los articulos de 
primera necesidad. Durante una parte de la administracion del Presidente 
Ríos la inflación había sido baja, un 11,8% y 8,8% en 1944 y 1945, 
respectivamente. Esto representó una fuerte caída respecto al 29,4% 
alcanzado en 1943. Sin embargo, volvió a subir en 1946, llegando al 15,9%. 
Y el aumento fue aún superior en 1947, duplicándose en apenas un año al 
33,5%. Esto era una pésima señal para el primer año de gobierno, y la 
difícil situación económica auguraba un futuro político complicado. 

El gabinete de concentración nacional constituido el 1° de agosto de 1947, 
se propuso detener la inflación, bajo la responsabilidad del ministro de 
Economía, Alberto Baltra (PR), y el de Hacienda, Jorge Alessandri 
(independiente). Diseñaron un programa destinado a activar la economía y 
controlar la inflación a través de una política fiscal que congelaba los 
reajustes de remuneraciones del sector público y aplicaba un estricto control 
de las alzas de precios de los productos de primera necesidad. Sin embargo, 
estas últimas medidas fueron negativas, porque perjudicaban a productores y 
comerciantes, que reaccionaron con el acaparamiento de productos tras 
congelarse sus precios. El ministro Alessandri pudo mostrar buenos 
resultados de su programa, la inflación bajó al 18% en 1948, y se mantuvo 
en el 18,9% al año siguiente. Sin embargo, ello se logró con un alto costo 
político, que significó postergar el reajuste de remuneraciones de los 
trabajadores del sector público. Limitación que no afectaba a los del sector 
privado, quienes sí pudieron obtener una mejoría de sus sueldos. Esto se 
aprecia en el aumento de su sueldo vital —el equivalente del actual salario 
mínimo, aplicado a los empleados del sector privado— en porcentajes 
superiores a la inflación, particularmente en 1949, cuando el aumento fue de 
26,7%, casi siete puntos por encima del aumento del costo de la vida*. Esta 


política salarial tuvo consecuencia en el ingreso real de los habitantes, que 


en 1950 fue inferior en un 7% al que tenia en 19455, Los trabajadores del 
sector público, por ende, estaban perjudicados en comparación a los del 
sector privado, una realidad que no podía dejar de ser cuestionada por las 
organizaciones de los primeros y que los motivaba a exigir mejorías en sus 
remuneraciones, para acercarse así a las ventajas que tenían los empleados 
particulares. 

El gobierno no apreció el potencial de inestabilidad política constituido 
por este contexto económico-social, acostumbrado a enfrentar en los dos 
últimos años una débil protesta laboral, por el impacto de las restricciones 
de los derechos sindicales con las leyes de facultades extraordinarias y la de 
Defensa de la Democracia de 1948, la cual, como vimos en el capítulo 4, 
prohibía la paralización de faenas de los trabajadores de instituciones 
públicas y de las empresas privadas que atendieran utilidades públicas. 

La posible protesta laboral tenía varias fuentes. En primer lugar, estaba el 
protagonismo del PC en la clandestinidad, pues no había sido eliminado del 
movimiento de trabajadores y estaba interesado en mantener su influencia en 
éste. En segundo lugar, el partido Radical tenía un departamento sindical 
presidido por el senador Ángel Custodio Vásquez, con el cual buscó 
mantener una significativa influencia en las organizaciones de los 
trabajadores del sector público, particularmente de las municipalidades y de 
las instituciones semifiscales, lo que requería hacerse eco de sus dificultades 
económicas. En tercer lugar, a diferencia de 1947 —en que las protestas 
laborales provinieron de los sindicatos de obreros del carbón o el cobre y 
eran controlados por el PC—, en 1949 fueron planteadas desde las 
organizaciones por empleados del sector público y privado, especialmente 
de empresas privadas de servicios públicos (teléfonos, electricidad) en las 


cuales el propio partido del Presidente jugó un activo rol. Era un nuevo 


escenario para el gobierno, que no era posible enfrentar con el discurso y la 
acción de la «guerra contra el comunismo». 

La primera expresión del malestar en el PR hacia la continuidad de la 
coalición con los partidos de derecha se produjo en sus diputados, los 
cuales, después de las elecciones de 1949, negociaron con los partidos de 
centro e izquierda para la elección de la nueva mesa de la Cámara Baja, 
cuyo presidente durante la anterior legislatura había sido el conservador 
tradicionalista Juan Antonio Coloma. Como resultado de este acuerdo, fue 
elegido presidente de la Cámara de Diputados Raúl Brañes (PR), una 
destacada figura del partido, y un socialista ocupó la vicepresidencia. Esta 
elección irritó al Presidente, porque implicaba un rechazo a su política de 
alianzas con liberales y conservadores, lo cual haría más difícil el trabajo 
legislativo para el gobierno. 

La situación en el radicalismo se complicó aún más cuando los senadores 
tomaron una opción distinta, acordando con la derecha la elección de la 
mesa de la Cámara Alta. Con ello dieron una señal de apoyo al Presidente 
González Videla. Fue reelegido el ex Presidente Arturo Alessandri en la 
testera del senado (lo era desde 1945), y fue elegido como primer 
vicepresidente el radical Ulises Correa. Sin embargo, este acuerdo provocó 
un conflicto en la dirección del partido, pues fue rechazado por el órgano 
decisorio superior del radicalismo, el Comité Ejecutivo Nacional (CEN), 
que condujo a la ruptura del PR con González Videla, superada luego de 
intensas conversaciones$. 

El Presidente González Videla, en síntesis, estaba debilitado para 
mantener la continuidad del gabinete de concentración nacional establecido a 
comienzos de julio de 1948. Lo cual se manifestó cuando se rompió el clima 
de relativa paz social, producido por el contexto de los comicios 
legislativos de 1949, 


EL RESURGIMIENTO DE LA PROTESTA LABORAL 


La politica anticomunista se basaba en que la protesta de las organizaciones 
de trabajadores estaba conducida por dirigentes del PC, pero esa no fue la 
situación en los conflictos laborales posteriores a los comicios 
parlamentarios de 1949. Una concentración no autorizada en el Teatro 
Caupolicán, a comienzos de junio —en la que participaron trabajadores del 
sector público, de algunas industrias de Santiago y del sector de la 
construcción—, en cuya preparación intervinieron personas del PC, terminó 
con incidentes con Carabineros, a consecuencia de lo cual resultaron varios 
heridos”. 

Algunas semanas mas tarde los gremios de los empleados publicos — 
agrupados en la Asociacion Nacional de Empleados Fiscales (ANEF)—, de 
los trabajadores semifiscales, ferroviarios, profesores y los particulares en 
la Confederación de Empleados Particulares de Chile (CEPCH), se 
organizaron para presionar al gobierno a que acogiera sus reivindicaciones 
económicas, constituyendo la Junta Nacional de Empleados de Chile 
(JUNECH), cuyo lider fue el presidente de la ANEF, Clotario Blest. Esta 
organización se dio a conocer el 4 de agosto a través de una manifestación 
que repletó el Teatro Caupolicán, en la cual Blest criticó duramente al 
gobierno por su incapacidad para contener la inflación y responsabilizó de 
ello al ministro de Hacienda. 

Detrás de estas manifestaciones de protesta de los trabajadores había un 
complicado escenario para el gobierno con los aumentos de tarifas de las 
empresas de teléfonos y de gas, que debían ser previamente aprobadas por el 
gobierno. Era una medida impopular, por las críticas a la mala calidad de 
los servicios, descontento que también abarcaba al servicio eléctrico, 


cuestionándosele la mala calidad por los constantes racionamientos que se 


producian durante el invierno, afectando a las empresas y a los hogares de 
Santiago y provincias$. El gobierno habia atribuido los cortes en el invierno 
de 1947 a la acción de los trabajadores comunistas, pero ahora no podia 
entregar esa justificación: era evidente que las causas correspondían a las 
empresas, que no habían hecho las necesarias inversiones para asegurar un 
buen servicio, por la falta de incentivos ante las bajas tarifas. 

El 2 de agosto la Compañía de Teléfonos de Chile impuso un alza de 
tarifas, que justificó por el aumento de sus costos, incluyendo los 
incrementos de las remuneraciones de sus empleados, y para financiar las 
inversiones destinadas a atender los compromisos suscritos con la autoridad 
de gobierno en el contrato de concesión?. Aunque el teléfono era un recurso 
extendido a una parte minoritaria de la población, fue una señal de que un 
aumento de tarifas para los otros servicios sería inminente. 

Pocos días más tarde, el gobierno autorizó el alza de la locomoción 
colectiva de la capital, moderada en el caso de la tarifa diurna, pero muy 
fuerte en la tarifa nocturna. Fue impopular porque afectaba al conjunto de la 
población, especialmente a los sectores populares!0. El hecho fue hábilmente 
aprovechado por la organización comunista de los estudiantes de la 
Universidad de Chile!!, que convocó a una manifestación de protesta el 
sábado 13 de agosto. Pese a la reducida participación de jóvenes 
universitarios en esa ocasión, adquirió mayor dinamismo la rebelión 
estudiantil en los días siguientes, llegando a convertirse en un importante 
movimiento contra el gobierno, conocido como «la huelga de la chaucha», 
recibiendo una amplia cobertura en la prensa!2. La movilización estudiantil, 
muy considerable el martes 16 de agosto (el 15 de mayo era feriado), 
sorprendió al gobierno, que no estaba preparado para actuar con prudencia 
ante ella. En tres días de incidentes hubo cinco muertos y aproximadamente 


300 heridos. El gobierno se demoró en reaccionar, en buena medida porque 


el Presidente se encontraba en Viña del Mar aquejado de una fuerte gripe, y 
el ministro del Interior, el almirante Holger, no se atrevió a tomar medidas 
para controlar la situación. 

Como en anteriores manifestaciones, la prensa partidaria del gobierno, El 
Diario Ilustrado y La Hora, las calificó como resultado de la acción de los 
comunistas!3; pero El Mercurio informó de otra manera, pues, sin 
desconocer la participación de los comunistas, dio cuenta de la movilización 
estudiantil y de sus fundamentos!*, Recién el miércoles 17 de agosto, cerca 
del mediodía, regresó a la capital González Videla y celebró de inmediato un 
consejo de gabinete, que echó pie atrás al alza de la tarifa nocturna. Sin 
embargo, el alto costo político de la medida no pudo ser evitado. 

El gobierno utilizó el mismo camino seguido desde el invierno de 1947, 
pues desconoció las razones económicas de la protesta y las calificó como 
acciones políticas impulsadas por los comunistas, que buscaban derribar el 
sistema democrático!5. Por ese motivo, solicitó al Congreso, por quinta vez, 
facultades extraordinarias para asegurar la estabilidad democrática y el 
normal funcionamiento de los servicios públicos, que fueron aprobadas con 
rapidez el 18 de agosto. Además, aplicó la Ley de Defensa de la 
Democracia, procediendo a eliminar a 328 funcionarios de la administración 
pública, acusándolos de comunistas!6. 

Como las protestas de las organizaciones de trabajadores se debían a 
motivos económicos, que mantenían su vigencia, la inquietud laboral se 
mantuvo latente en el país en los meses siguientes y se manifestó a 
comienzos de enero de 1950, cuando el Ejecutivo presentó al Congreso un 
proyecto de ley con un plan de estabilización, que planteaba el 
congelamiento de las remuneraciones del sector público y de los precios de 
los artículos de primera necesidad. Este programa fue muy criticado por 


parlamentarios de oposición y del radicalismo por su falta de sentido 


politico, ya que provocaria el rechazo de los trabajadores, especialmente de 
aquellos que estaban negociando un aumento de sueldo!”. Los temores se 
confirmaron de inmediato. El 18 de enero se declaró la huelga de los 
empleados de la Caja Nacional de Ahorros, que provocó la solidaridad de 
los trabajadores bancarios, y el gobierno —temiendo que se expandieran las 
huelgas— solucionó enseguida el conflicto, acogiendo las demandas 
salariales. Esta decisión significó que abandonaba su postura de congelar los 
aumentos de remuneraciones, lo cual restó apoyo al ministro de Hacienda!S. 

La protesta laboral no terminó ahí, porque los empleados de las 
Compañías de Teléfonos y de la Compañía de Electricidad se declararon en 
huelga, con demandas de aumento de sueldos, apoyadas por dirigentes del 
PRI, Esta huelga era ilegal, debido a que la Ley de Defensa de la 
Democracia prohibía la paralización de faenas en los servicios de utilidad 
pública. La situación del Ejecutivo era difícil, porque el PR dio a conocer 
públicamente el respaldo a estos trabajadores el 2 de febrero, lo cual 
fortaleció la legitimidad de sus demandas y, con ello, justificaba la 
movilización de otras organizaciones de trabajadores?20, 

El gobierno reaccionó decretando la reanudación de faenas y entregó a los 
militares la responsabilidad de mantener el funcionamiento de los servicios 
de teléfonos y electricidad. Además, aplicó la Ley de Defensa de la 
Democracia para sancionar a los responsables de la huelga, que condujo a la 
justicia a ordenar la detención de dirigentes sindicales?!, La presión laboral 
puso al gobierno en una situación más compleja que en el invierno de 1947, 
porque se trataba de sindicatos de empleados y obreros de la capital, que no 
eran controlados por el PC. Algo que reconoció el general Barrios Tirado en 
sus memorias, señalando que «los acontecimientos a partir del 20 de enero 
de 1950 tienen todas las características de un movimiento revolucionario... 


(y el gobierno reaccionó) con severa energía». 


Otros gremios solidarizaron con los huelguistas, que tambien recibieron el 
apoyo de algunos parlamentarios del PR y de la oposición, quienes 
intervinieron para buscar una salida, lo cual implicaba apoyar, de alguna 
manera, la legitimidad de ciertas demandas de los trabajadores. El senador 
radical Ángel Faivovich actuó como mediador del conflicto. Esta 
intermediación de los partidos quitó base política al plan de estabilización 
económica impulsada por el ministro de Hacienda, y abrió la posibilidad de 
buscar una coalición con otros partidos. Durante las conversaciones para 
resolver el impasse, los radicales conversaron con representantes de otros 
partidos para formar un gabinete sin las colectividades de derecha, lo que 
condujo a un acuerdo con los falangistas y los conservadores 
socialcristianos. Eran partidos con una débil presencia parlamentaria, lo 
cual suponía impulsar una política que concitara el apoyo legislativo de 
otras tiendas para alcanzar la mayoría. Ambas colectividades manifestaron 
estar dispuestos a entrar al gobierno bajo la condición de que se dejara de 
aplicar la Ley de Defensa de la Democracia y se abandonara la política 
represiva frente a las demandas de los trabajadores. 

El Presidente aceptó las demandas de los trabajadores23, desconociendo 
las exigencias de su propio programa de estabilización económica. Los 
ministros de Hacienda, Jorge Alessandri, y de Economía, Alberto Baltra, 
renunciaron a sus cargos, precipitando una crisis de gabinete, largamente 
anunciada. González Videla trató de resolver la crisis a través de la 
formación de un gabinete militar, propuesta rechazada por los ministros 
consultados, entre ellos, el titular de Defensa?4, aunque fue respaldado por el 
Comité Ejecutivo Nacional (CEN) de su partido25. Luego de la formación de 
un gabinete de administración, que juró el 7 de febrero?6, 20 dias después se 
constituyó el de «sensibilidad social», con socialcristianos y falangistas?”. 


La caída del gabinete de «concentración nacional» constituyó una derrota 


para el Presidente Gonzalez Videla porque significaba abandonar la politica 
seguida desde agosto de 1947 y de apoyarse en los partidos de derecha. En 
primer lugar, fue un gabinete civil, con el destacado politico radical Pedro 
Enrique Alfonso como ministro del Interior, quien habia ocupado esta cartera 
durante el gobierno de Pedro Aguirre Cerda. Reemplazaba al almirante 
Inmanuel Holger, quien lo ejerciera desde el 19 de agosto de 1947, en forma 
casi ininterrumpida. Los radicales debieron ceder importantes carteras, pues 
Relaciones Exteriores fue ocupada por el socialcristiano Horacio Walker28, 
con quien González Videla se había enfrentado cuando era presidente del 
Partido Conservador, especialmente cuando actuó a sus espaldas para que 
los tradicionalistas entraran al gobierno en julio de 1947. Hacienda fue 
entregada a Carlos Vial Espantoso, perteneciente a este partido; y 
Educación, una cartera tradicionalmente ocupada por personalidades del PR, 
fue a manos del falangista Bernardo Leighton, un respetado dirigente de este 
partido, que habia sido diputado entre 1945 y 194929. 

El nuevo gabinete carecía de mayoría en el Congreso30, por lo cual el eje 
decisorio del sistema político se trasladó a los partidos y el Ejecutivo tuvo 
que destinar mayor tiempo al Congreso para lograr la aprobación de los 
proyectos de leyes, o para conseguir el nombramiento de embajadores y de 
los altos oficiales de las Fuerzas Armadas, que requerían el acuerdo del 
Senado. Este hecho representó un debilitamiento del poder del Presidente 
González Videla, ya que no pudo actuar con la independencia que había 
tenido hasta ese momento. También se debilitó el poder del Presidente, 
porque la proximidad de la elección presidencial obligó a acondicionar las 
prioridades del Ejecutivo al fortalecimiento del radicalismo para lograr un 


nuevo triunfo en las urnas, que le permitiera seguir en La Moneda. 


HACIA LA DEROGACIÓN DE LA LEY DE DEFENSA PERMANENTE DE LA 


DEMOCRACIA 


Decíamos que la Ley N° 8.978, de Defensa Permanente de la Democracia, 
fue derogada sólo en 1958, en el contexto de la elección presidencial y como 
parte de una reforma electoral impulsada para impedir el triunfo de Jorge 
Alessandri3!. 

El Presidente Carlos Ibáñez del Campo la había utilizado para reprimir 
las manifestaciones de protesta convocadas por organizaciones de 
trabajadores, que daban cuenta del estilo de liderazgo autoritario que ejerció 
durante la dictadura (1927-1931). Ibáñez empleó esta ley en dos 
oportunidades en contra de los trabajadores. La primera vez fue en contra de 
Clotario Blest, presidente de la Central Única de Trabajadores (CUT), 
creada en 1953. El gobierno consideró sedicioso y ofensivo su discurso 
pronunciado en el acto del 1° de mayo de 1954. El líder sindical, que se se 
había dado a conocer al oponerse a la política económica de González 
Videla, fue detenido, interrogado y encargado reo. En señal de protesta por 
esta querella, se convocó a un paro nacional de empleados y obreros para el 
17 de mayo, medida de presión que llevó al gobierno a cambiar de posición: 
Blest fue dejado en libertad el día anterior al paro, que se realizó con gran 
éxito32, 

La segunda oportunidad fue un año más tarde, con motivo de un paro 
decretado a mediados de agosto de 1955, por los trabajadores del sector 
público, que incluía, entre otros, a los del Servicio Nacional de Salud, 
Impuestos Internos, Tesorería y Aduanas. En esta ocasión, fueron detenidos 
por orden de la justicia numerosos trabajadores de las asambleas en las que 
plantearon sus demandas en contra del gobierno. La CUT solidarizó con 


ellos y convocó a un paro nacional de protesta para el 5 de septiembre, que 


no se concretó al desistirse el gobierno de la querella; aunque después 
volvió a procesarlos?3. 

Como numerosos trabajadores fueron condenados por infringir la Ley de 
Defensa de la Democracia, el gobierno presentó algunas semanas más tarde 
un proyecto de ley para decretar la amnistia de esas personas. Necesitaba 
hacerlo para mejorar su imagen ante la ciudadanía y restablecer las 
relaciones con la CUT. Fue aprobado por el Congreso a comienzos de 1956, 
y concedió amnistía a todas las personas responsables de cualquier delito o 
infracción penados por la Ley N° 8.987, que hubieran sido cometidos antes 
del 18 de octubre de 1955, con la excepción de los delitos comunes 
sancionados por el Código Penal34. 

Ibáñez se decidió a derogar la Ley de Defensa Permanente de la 
Democracia al final de su mandato, cuando las necesidades de orden público 
perdieron relevancia por el contexto electoral y no miraba con buenos ojos 
que Jorge Alessandri, quien apareció con las mayores posibilidades después 
de una elección complementaria en marzo de 1958, fuera su sucesor>5. 

La reforma electoral se había hecho necesaria por las graves debilidades 
del sistema vigente, particularmente la baja inscripción. En los años 30 y 40 
ella fluctuó entre el 20 y el 28% de las personas habilitadas para inscribirse, 
es decir, hombres mayores de 21 años de edad, que sabían leer y escribir. 
Aumentó en 1952 al 38%, por la reforma electoral de 1949, que dio el 
derecho a voto a las mujeres y por el atractivo que tuvo la candidatura 
presidencial de Carlos Ibáñez. La movilización política por el «ibañismo» 
promovió el aumento de la inscripción, subiendo al 40% en las elecciones 
parlamentarias de 1957, con 1.284.154 inscritos, en una población electoral 
hábil de 3.201.891. Lo que significaba que sólo el 40% de ésta se había 
inscrito en los registros electorales. La movilización electoral aumenta en 


los años siguientes, para alcanzar el 82% de la población electoralmente 


habil, que excluia a los analfabetos, como resultado de la intensa 
competencia política en esos años36. Sin embargo, este electorado era menor 
al que hubo en otros países de América Latina, como Uruguay, Venezuela y 
Argentina, que no habían excluido a los analfabetos. 

Diversos obstáculos legales explicaban la baja inscripción electoral, 
especialmente el hecho de que se hacía en juntas inscriptoras que 
funcionaban poco tiempo: los primeros ocho días de cada mes y por dos 
horas diarias, suspendiendo su labor con mucha anticipación a cada elección 
ordinaria —seis meses antes y en los noventa días posteriores a los 
comicios municipales, parlamentarios o presidenciales—, lo cual reducía 
aun mas el tiempo disponible para las inscripciones3”. Los registros 
electorales tenían una vigencia de doce años, al final de los cuales se 
eliminaban, debiendo procederse a nuevas inscripciones. 

El sistema electoral favorecía la proliferación de partidos —hubo 19 con 
representación parlamentaria en las elecciones de 1953— por los pactos 
electorales, con listas de candidatos de partidos disímiles, en que las 
colectividades menores se beneficiaban de la votación obtenida por los 
partidos mayores. Esto provocaba una distorsión de la representación 
política, dando más poder a pequeñas colectividades que hacían muy dificil 
la formación de mayorías legislativas. Además, el hecho de que la papeleta 
con los nombres de los candidatos no fuese entregada por el Servicio 
Electoral, sino por cada postulante, facilitaba el cohecho al hacer posible 
verificar la votación de aquellos votantes a quienes se les habían hecho 
promesas económicas si apoyaban a ciertos candidatos. Todos estos factores 
llevaron al aumento de la abstención entre las elecciones parlamentarias de 
1949 y 1957, del 21,5% al 31,6%. 

Los esfuerzos por reformar el sistema electoral no habían prosperado. La 


iniciativa más importante fue presentada en 1951 por la Falange Nacional, 


bajo el impulso del diputado falangista Jorge Rogers38, Para aumentar la 
inscripcion electoral se proponia que fuera automatica al momento de sacar 
o renovar la cedula de identidad, y, para combatir el cohecho, propuso la 
introducción de la cédula única, con la nomina de todos los candidatos en la 
respectiva circunscripción electoral, que sería confeccionada por el 
Estado39. Para lograr la representación proporcional, el proyecto de Rogers 
planteó la eliminación de las listas conjuntas y las combinaciones de listas 
para que los partidos compitieran directamente en las elecciones, ajustando 
el tamaño y el número de las circunscripciones electorales a fin de favorecer 
la proporcionalidad. Además, propuso la regla de cálculo D”Hondt para la 
determinación del número de escaños a elegir. El proyecto fue discutido en 
la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia de la Cámara, pero no 
avanzó por la falta de apoyo de los partidos mayores, especialmente los 
radicales y la derecha%, 

Hubo cambios políticos que hicieron posible la reforma electoral. En 
primer lugar, en 1957 se había producido la reunificación de los socialistas, 
divididos en el PS y el PSP4!, que acordaron, además, iniciar una política de 
alianza con el PC, creando para ese efecto el Frente de Acción Popular 
(FRAP). La unificación socialista y el pacto con los comunistas alentó las 
expectativas de los primeros de enfrentar unidos las elecciones 
presidenciales de 1958, a pesar del mal resultado obtenido por los 
candidatos del PS en las elecciones parlamentarias de 1957, en la que 
alcanzaron un 10,7% y eligieron sólo a 12 diputados. Así, era indispensable 
la incorporación del PC a la lucha electoral. 

La Falange Nacional, que había sido el partido que más insistió en la 
reforma electoral, se convirtió en una colectividad relevante en el proceso 
político desde las elecciones parlamentarias de 1957, cuando eligió 17 


diputados (antes sólo había logrado tres) y obtuvo 9,4% de los votos, 


triplicando su votación histórica. Eduardo Frei, su principal figura, había 
sido elegido senador por Santiago con la primera mayoría, superando a 
Jorge Alessandri, triunfo que le dio un gran impulso para su postulación 
presidencial. En 1957, además, la Falange Nacional se había fusionado con 
los conservadores socialcristianos que también eran partidarios de la 


reforma electoral, y que crearon el Partido Demócrata Cristiano (PDC)%, 
LA FORMACIÓN DEL BLOQUE DE SANEAMIENTO DEMOCRÁTICO 


La iniciativa para derogar la Ley de Defensa de la Democracia no fue del 
Ejecutivo, sino de los partidos de oposición, y se produjo a raíz del triunfo 
del candidato de la derecha en una elección complementaria en el Tercer 
Distrito de Santiago, el 23 de marzo de 195844, seis meses antes de la 
elección presidencial. Fue considerada por los candidatos presidenciales 
como una oportunidad para demostrar su poder electoral de cara a los 
comicios de septiembre“5, El amplio triunfo del candidato de la derechaf$, 
fue estimado por los demás partidos como una demostración de que 
Alessandri ganaría las elecciones presidenciales 47. 

Ante este resultado, el presidente del PDC, Rafael Agustín Gumucio, 
planteó a los partidos de oposición la conveniencia de reformar el sistema 
electoral. El llamado fue acogido por el PR y las colectividades de 
izquierda, constituyéndose el 28 de marzo el «Bloque de Saneamiento 
Democrático», integrado por los partidos del FRAP, el PDC, el PR, el 
Partido Nacional (PN) y el Partido Agrario Laborista (PAL)*8, que tenían 
una amplia mayoría en ambas Cámaras, 91 diputados y 28 senadores, lo cual 
aseguraba la aprobación de los proyectos de leyes, si contaban con el 
patrocinio del gobierno“. Esta nueva constelación de poder les llevó de 
inmediato a provocar el cambio en las mesas de ambas Cámaras y en las 


comisiones, siendo asumidas por parlamentarios del Bloque. 


El documento firmado por los partidos señaló explícitamente su objetivo 
de terminar con la exclusión de los comunistas y restablecer los derechos 
electorales de quienes habían sido privados de ellos50. Asimismo, para 
aumentar las inscripciones electorales planteó la eliminación de las barreras 
que impedían la inscripción masiva, para lo cual era necesario modificar la 
ley de inscripciones electorales. Para combatir el cohecho, los partidos del 
Bloque acogieron la antigua propuesta hecha por el diputado falangista, 
Jorge Rogers, en el sentido de introducir la cédula única. Los firmantes del 
acuerdo consideraban que estos cambios permitirían impedir el triunfo de 
Alessandri>!. 

El gobierno no permaneció indiferente a esta iniciativa y preparó dos 
proyectos de leyes que apuntaban en la dirección indicada por el Bloque. El 
primero reformaba la Ley N” 9.341, la Ley General de Inscripciones 
Electorales, y fue presentado el 22 de abril de 1958 a la Cámara de 
Diputados con carácter de urgente32. El segundo, modificaba la Ley N° 
9.334, la Ley General de Elecciones, relacionada con el problema del 
cohecho y los derechos políticos de los ciudadanos. En ninguno de estos 
proyectos el Ejecutivo explicitó su decisión de buscar la derogación de la 
Ley de Defensa de la Democracia. Esto fue planteado durante la tramitación 
del primer proyecto de ley, a través de una indicación parlamentaria. Como 
vimos antes, Ibáñez no era partidario de su derogación porque consideraba 
que debilitaría la autoridad del gobierno ante las protestas sociales, por eso 
exigió conservar las normas referidas al mantenimiento del orden público, 
mediante una nueva Ley de Seguridad Interior del Estado. Para esto, el 
Ejecutivo preparó un tercer proyecto de ley, con el cual se proponía regular 
esta materia. 

La derecha se opuso a la derogación de la Ley de Defensa de la 


Democracia, empleando los mismos argumentos en contra de los comunistas 


que utilizo durante los aĥos 1947 y 1948, lo que demostraba una increible 


continuidad de este tema en ellos. 


LA REFORMA DEL SISTEMA DE INSCRIPCIONES ELECTORALES 


En el caso de la reforma de la ley de inscripciones33, el gobierno propuso 
que estas fueran continuas, es decir, todos los dias habiles y no solo algunos, 
como establecia la ley vigente. Para que la reforma pudiera tener efectos en 
los comicios presidenciales de septiembre, el proyecto del Ejecutivo fue 
calificado de suma urgencia»4. 

La peticion de urgencia fue rechazada por liberales y conservadores, 
porque consideraron que la reforma trataba materias de enorme 
trascendencia para el sistema politico y requerian un estudio cuidadoso. 
También cuestionaron la oportunidad del proyecto, señalando que tenia la 
finalidad de influir en las elecciones presidenciales>>. 

Luego de su aprobación en la Cámara, el proyecto pasó al Senado. Los 
parlamentarios de la mayoría presentaron dos indicaciones. La primera 
eliminaba varios artículos de la Ley N° 8.987, de Defensa Permanente de la 
Democracia, que, en la práctica, implicaba su derogación. La segunda, 
declaraba automáticamente revalidadas las inscripciones suprimidas de 
acuerdo a la Ley N” 8.987, con lo cual 23.311 electores recuperaban su 
derecho a voto®. 

Los senadores de derecha rechazaron ambas indicaciones con un 
argumento reglamentario, señalando que esas materias también habían sido 
incluidas en el proyecto de reforma de la Ley General de Elecciones. Los 
senadores de mayoría, por su parte, consideraban que era más apropiado 
incluir estas materias en el proyecto de reforma de las Inscripciones 


Electorales, por tratarse de un tema directamente relacionado con el objeto 


principal de la ley?7. En definitiva, las indicaciones fueron aprobadas por 
una amplia mayoria?S. 

Durante la discusión en el Senado, los parlamentarios de derecha 
volvieron a emplear el discurso anticomunista utilizado una década atrás 
durante la tramitación legislativa de las leyes de facultades extraordinarias y 
de la Ley de Defensa de la Democracia. Destacó el discurso del senador 
Juan Antonio Coloma, el conservador tradicionalista más destacado de la 
Camara Alta, quien manifestó con vehemencia su rechazo al comunismo por 
considerarlo «una organización política subyugada a un gobierno extranjero, 
que en todas partes donde ha ejercido su influencia, ha sembrado el dolor, el 
desconcierto y la ignominia». Además, consideraba que la Ley de Defensa 
de la Democracia era «libertaria» y no «liberticida» —como la llamaban los 
parlamentarios que pretendían derogarla—, «porque con ella se ha evitado 
que en este país los elementos del Partido Comunista puedan influir de algún 
modo»9, Formulo una fuerte crítica a los partidos que se declaraban 
contrarios al comunismo y que favorecían la derogación de esta ley, 
refiriéndose al PDC. 

Los diarios no permanecieron ajenos al debate sobre el fin de la exclusión 
del PC. El Mercurio, en la semana política del 27 de abril, manifestó su 
rechazo a dicha iniciativa, que calificó como una «maniobra 
intervencionista», cuyo único propósito era «fortalecer la posición electoral 
de tres de las candidaturas presidenciales en lucha... Es de la esencia de 
consultas nacionales que ellas se efectúen sin alteraciones previas de los 
mecanismos institucionales o de las leyes que reglan el proceso, 
despachadas en la víspera de su realizacion...»60,. También criticó al 
Presidente Ibáñez, recordando que durante los seis años de gobierno se 
había abstenido de solicitar la derogación de la Ley de Defensa de la 


Democracia e incluso había aplicado «las disposiciones destinadas a 


desarmar la conspiración comunista... Lo lógico es que se abstenga de 
apoyar la derogación y que deje al Gobierno que ha de sucederlo, la 
responsabilidad de resolver si se mantiene o deroga la legislación. ..»0!. 

El Diario Ilustrado criticó el comportamiento del PDC, recurriendo al 
argumento empleado una década antes contra la posición adoptada entonces 
por la Falange al oponerse a la Ley de Defensa de la Democracia: la acusó 
de adoptar una posición opuesta a la que sostendría la Iglesia. Escribió que 
«en el orden teórico, doctrinario, el error de estos grupos cristianos es aún 
más grave, ya que su posición favorece a tendencias condenadas por la 
Iglesia y con las cuales no es lícito colaborar ni mantener concomitancias de 
ninguna especie», 

El Siglo, el diario de los comunistas, dirigió sus ataques contra la 
derecha. Criticaba su actitud frente a estas medidas de «saneamiento 
democrático», sosteniendo que «la extrema Derecha quiere asustar y 
confundir, presentando el proceso de democratización como algo que sólo 
interesaría a los comunistas. En la discusión de los proyectos de 
saneamiento democrático, ha sufrido la secta oligárquica derrotas en toda la 
línea, que son demostraciones elocuentes de que se trata de un asunto que no 
sólo preocupa a los comunistas, sino a todos los patriotas. Se ha derrumbado 
el mito de la habilidad reaccionaria para usar y abusar de los reglamentos 
parlamentarios, sus jerarcas han atinado apenas a repetir monsergas 
desacreditadas sin convencer a nadie, y reciben verdaderas palizas en cada 
votación. ..»03, 

Los conservadores también quisieron involucrar a la Iglesia Católica a su 
favor y para debilitar al PDC. A través del El Diario Ilustrado se insistió en 
la condena del comunismo por parte de la Iglesia, dando a conocer las 
normas del Santo Oficio en ese sentido, ampliamente citadas para dar fuerza 


a sus argumentos“, Este periódico debió recurrir a un obispado del Brasil 


para apoyar su postura anticomunista, por no tener respaldo entre los 
obispos chilenos65. 

La jerarquia catolica era distinta a la de 1948, sin que predominaran 
obispos que estuvieron marcados por los enfrentamientos con los comunistas 
en los años 30 y 40. Monseñor Augusto Salinas, obispo auxiliar de Santiago 
en los años 40, habia sido trasladado a Ancud, en la isla de Chiloé%. Hubo 
cambios en la conferencia episcopal, con nuevos obispos que no compartían 
la postura anticomunista, tan explícita una década antes de ellos. 

El proyecto aprobado en el Senado con las indicaciones debió volver a la 
Cámara de Diputados en un tercer trámite, y fue visada por amplia mayoría 
la indicación que devolvía la legalidad al Partido Comunista, y la 
rehabilitación de los electores «borrados» de los registros electorales®’. 
Con esa votación, el proyecto de ley estaba en condiciones de ser 
promulgado por el Presidente de la República y convertirse en ley, lo que 
permitiría al PC volver a la vida política. 

Sin embargo, el 26 de mayo el Presidente vetó el proyecto de ley que 
modificaba el sistema de inscripciones electorales, en desacuerdo con la 
derogación de la Ley de Defensa de la Democracia, sin establecer 
simultáneamente una nueva Ley de Seguridad Interior del Estado. El 6 de 
mayo envió un proyecto de ley destinado a resolver esto, recogiendo buena 
parte de las normas contenidas en la Ley de Defensa de la Democracia sobre 
restricciones al derecho a huelga de los trabajadores del sector público y de 
las empresas privadas que atendían servicios de utilidad públicaS$. 

El oficio del Ejecutivo fundamentaba su rechazo a la derogación, 
señalando que no podía hacerse a través de la eliminación de algunos 
artículos, sino que debía ser reemplazada por un nuevo texto legal que 
permitiera proteger la soberanía nacional, la seguridad interior y exterior del 


Estado, el orden y la paz sociales: 


Se pretende derogar asi, en forma parcial, la citada Ley N° 8-987, en circunstancias de que el 
Gobierno, a través del proyecto de Ley de Seguridad del Estado que actualmente pende de la 
consideración del H. Senado en su segundo trámite constitucional, la deroga totalmente, 
reemplazándola por un Estatuto que aborda orgánicamente la defensa de nuestro régimen jurídico- 
constitucionalgo. 


El veto también rechazó la revalidación de las inscripciones electorales 
canceladas por la Ley N° 8.897, pues sostuvo que sus efectos se deberían 
producir a partir de la fecha en que se iniciara un nuevo período de 
inscripciones, es decir, los «borrados» no podrían votar en la elección 
presidencial de septiembre de ese año, que era el propósito del Bloque de 
Saneamiento Democrático. Para hacerlo, deberían inscribirse nuevamente?0, 

Finalmente, fueron aprobadas las observaciones formuladas por el 
Ejecutivo?! y las modificaciones introducidas a la Ley General de 
Inscripciones Electorales, a través de la Ley N° 12.900, promulgada con 
fecha 3 de julio de 195872. Este texto legal extendió los plazos de duración 
de los registros electorales, de doce a veinte años, reduciendo, además, el 
período de suspensión de dichas inscripciones antes y después de celebrada 
cada elección, a ciento veinte y treinta dias respectivamente”3. Se redujo el 
número mínimo de miembros de tres a dos para que las juntas electorales 
pudieran funcionar. Se incrementó, también, el tiempo de atención de público 
de las Juntas Inscriptoras, que antes de la ley era de dos horas diarias, los 
primeros ocho días de cada mes, incluidos los festivos. Ahora funcionarían 
durante todos los días hábiles del mes, por tres horas seguidas dentro de la 
jornada de trabajo del Registro Civil. Además, se introdujeron algunas 
modificaciones de procedimiento, vinculadas a los propios trámites de 
inscripción, cancelación de inscripción por cambio de domicilio, etc. 

Esta ley tuvo un efecto muy positivo en el aumento de las inscripciones 
electorales, incentivadas también por la movilización política impulsada por 
el PDC y los otros partidos. 


LA DEROGACION DE LA LEY DE DEFENSA DE LA DEMOCRACIA Y LA 
PROMULGACION DE LA LEY DE SEGURIDAD INTERIOR DEL ESTADO 


En el proyecto de Ley de Seguridad Interior del Estado, el Ejecutivo 
justificó la derogación de la Ley N° 8.987 de Defensa Permanente de la 
Democracia, señalando que «su aplicación (ha resultado) odiosa y es motivo 
de perturbaciones de la paz espiritual de la sociedad». Justificó su 
derogación, además, porque «la práctica ha demostrado su fracaso, aparte de 
que ha creado resentimientos del todo inconvenientes al negar a un grupo de 
ciudadanos el derecho, que a la vez es deber elemental, de participar en la 
elección de los poderes del Estado»”4. Como la derogación tendría efectos 
en las elecciones presidenciales, el Ejecutivo propuso normas para asegurar 
que ellas se realizaran con normalidad, con lo cual perdieron sentido las 
críticas formuladas por los parlamentarios conservadores que pensaban que 
la legalización del PC constituía un peligro para la estabilidad democrática. 
Ésta era la compensación que había exigido Ibáñez para apoyar la 
legalización del PC. 

Para asegurar el normal funcionamiento de las instituciones políticas y la 
paz social, el proyecto planteaba una ley de seguridad del Estado, que 


contemplara la seguridad interna y externa: 


La seguridad exterior e interior de la República, el mantenimiento del orden y de la paz social, y la 
normalidad de las actividades nacionales, no pueden quedar bajo la sola protección de disposiciones 
contenidas en el Código Penal, en el de Justicia Militar o en otras leyes. Nuevas normas de 
delincuencia en ese orden de materias, exigen también nuevas disposiciones represivas, adecuadas a 
la época y a las modalidades que rodean los múltiples y variados hechos ilícitos que la necesidad de 
defensa de la Sociedad, aconseje definir como delitos. 

Por eso propongo junto con la derogación de la Ley de Defensa Permanente de la Democracia, un 


proyecto de Ley sobre Seguridad del Estado... 75. 


El proyecto de Ley de Seguridad Interior del Estado fue presentado en la 


Cámara y se le dio «suma urgencia», analizandose en la Comisión de 
Constitución, Legislación y Justicia”. Esta decidió, por la unanimidad de sus 
miembros, sustituir el proyecto de ley del Ejecutivo, por la antigua Ley de 
Seguridad Interior del Estado, conservando sólo uno de los 49 artículos que 
aquél incluía originalmente: el que derogaba la Ley de Defensa de la 
Democracia”. 

El proyecto de ley del Ejecutivo fue criticado por la prensa de derecha y 
por el socialismo78. La primera seguía apoyando la validez de la Ley de 
Defensa Permanente de la Democracia, oponiéndose a su derogación porque 
era un instrumento fundamental para defender al país de la amenaza del 
comunismo. 

El Partido Socialista criticó en duros términos el proyecto de ley del 
Ejecutivo, que se expresó en el comentario político del diario Noticias de 
Última Hora, representante de esa tendencia, porque limitaba la libertad y 
dejaba en poder del director del registro electoral la posible declaración de 


ilegalidad de cualquier partido político, lo que era inaceptable: 


El proyecto de Ley de Defensa del Estado es una nueva ventana que permite asomarse al 
contradictorio ánimo presidencial. Sólo horas después de haberse declarado enemigo de la agonizante 
Ley de Defensa de la Democracia, a la que hizo guerra eterna durante su carrera como candidato, 
envía al Congreso en su reemplazo, una proposición legislativa igualmente liberticida y violatoria de 
las disposiciones constitucionales. 

Si bien es cierto que la nueva ley dispone taxativamente la legalidad del Partido Comunista, hecho 
que la ciudadanía acoge con satisfacción en nombre de la libertad de las ideas, al mismo tiempo 
propone que la ilegalidad de ese partido, y en la práctica de cualquier otro, quede pendiente de una 


simple decisión del Director del Registro Electoral... 79 


Hubo diferencias de apreciación en el Bloque de Saneamiento 
Democrático respecto a la importancia de este proyecto de ley, 
particularmente en los partidos que formaban el FRAP®0. Los comunistas 


valoraron la derogación de la Ley N° 8.987 y mostraron una actitud 


pragmatica porque su interĉs principal era volver a la legalidad. Un editorial 


de El Siglo defendió el proyecto del gobierno, porque 


se restablece un principio basico de nuestra democracia y se elimina toda disposicion discriminatoria o 
de excepción. Por otra parte se deroga terminantemente la llamada Ley de Defensa y no se insiste 
en ningún articulado que taxativamente coloque a los comunistas al margen de la normalidad jurídica 


o del acceso a los Registros Electorales81, 


El debate en la Cámara fue iniciado por el radical Mario Videla, diputado 
informante de la Comisión, quien dio los argumentos por los cuales se había 
rechazado el proyecto de seguridad interior del Estado preparado por el 
Ejecutivo, ya que «rebalsa toda idea democrática y se vacía integramente en 
los moldes de la dictadura legalizada más espantosa, ideando y construyendo 
un Estado en el cual el Gobierno pasa a ser el carcelero de cada 
ciudadano»“2. Por ese motivo, se consideró más adecuado restablecer la Ley 
N° 6.026, de Seguridad Interior del Estado, porque habría tenido una 
acertada aplicación y, hasta ese momento, era la mejor legislación para 
preservar la integridad del Estado y asegurar la autoridad del gobiernoS3. 

Uno los argumentos más utilizados para aprobar la derogación de la Ley 
de Defensa de la Democracia fue que ésta había fracasado porque no 
consiguió su principal objetivo de eliminar al comunismo y se había 
desvirtuado a lo largo de los años de aplicación, empleándose como un 
medio de represión, especialmente del movimiento sindical. El diputado 
Ignacio Palma (PDC) manifestó que la ley se había convertido en un 
«irrealismo absoluto», ya que el Partido Comunista continuaba actuando, a 
pesar de todas las disposiciones legales que se habían dictado en su contra, 
confirmando las advertencias formuladas en ese sentido por Radomiro 
Tomic cuando se opuso al proyecto de ley en 1947 (capítulo 4)*. 

El diputado radical, Carlos Morales Abarzúa, afirmó que esta ley «ha 


sido, como hemos visto en los últimos años, el medio de represión más 


extraordinario de que ha dispuesto el Gobierno, especialmente el actuar de 
los movimientos de tipo sindical»». 

El argumento empleado por los opositores a la derogación fue similar al 
utilizado al apoyar la aprobación de la ley en 1948. Liberales y 
conservadores se declaraban nuevamente anticomunistas, rechazando la 
afirmación que dicha ley hubiera fracasado en sus objetivos. El diputado 
liberal Pablo Aldunate afirmó que «estamos defendiendo la mantención de la 
Ley de Defensa Permanente de la Democracia porque, en nuestra opinión, ha 
rendido importantes frutos. En efecto, ella ha hecho posible, principalmente 
que el Partido Comunista se deshaga en su forma proselitista y electoral, lo 
que es de enorme valor para una democracia»$e. Las debilidades que se le 
reprochaban a la ley no eran de su responsabilidad, sino que se debían a la 
falta de eficacia del gobierno: «Me parece que si un código es mal aplicado 
por un Gobierno, lo que procede es la censura de ese Gobierno por su errada 
actitud; pero, en ningún caso, la derogación de tal código. Esas son 
responsabilidades de tipo administrativo y personal nacidos de la calidad de 
los hombres que nos gobiernan, pero no de las leyes que nos rigen»”. 

Otro argumento de los parlamentarios de derecha fue enfatizar el papel de 
los católicos frente al comunismo, que también se había expresado en el 
debate parlamentario de 1948, el cual, en esta oportunidad, se usó para 
criticar al PDC, que apoyaba su derogación. Para los conservadores, el 
comunismo era un enemigo del catolicismo y, por ende, quien se llamara 
católico debía estar en contra de éste. Raúl Yrarrázabal indicó en su 


discurso: 


Creemos que sólo por ingenuidad o complicidad se pueden dar al Comunismo todas las 
herramientas legales para que, precisamente con ellas, destruya nuestro régimen democrático, las 
instituciones del Estado... 


Eso es lo que lamentablemente están haciendo la Falange Nacional y otros satélites, respondiendo 


al principal acuerdo exigido por los comunistas al formarse el actual bloque de mayoria entre los 


partidarios de las candidaturas de los señores Frei, Allende y BossayŜ8, 


Los conservadores repetian su critica al PC como una organizacion 
extranjerizante, que dependia de decisiones adoptadas en la Union Soviĉtica, 
que parecía una repetición automática de afirmaciones hechas en un contexto 


internacional muy distinto: 


El Partido Comunista chileno se ha comprobado que recibe instrucciones desde Moscú, que sigue 
ciegamente la doctrina marxista-comunista, que endiosa a Stalin en un momento y, en seguida a 
Kruschev, que no tiene dignidad ni chilenidad, ni le importa el destino ni la grandeza del país, que se 


somete a consignas extranjeras transmitidas por telégrafo.. 89 


El proyecto fue aprobado en general por 46 votos contra 19 y fue enviado 
nuevamente a la Comisión”, Cuatro dias después de que fuera aprobado en 
la Camara, el Ejecutivo decidia quitarle la urgencia, lo que era una respuesta 
a la mala acogida que habia tenido su proyecto derogatorio?!. Sin embargo, 
como el Ejecutivo veto el proyecto de Ley de Inscripciones Electorales, el 
Bloque de Mayoría buscó superar esta situación para avanzar en la reforma 
electoral y en la derogación de la Ley de Defensa de la Democracia, 
elaborando un proyecto de consenso que seria presentado al Presidente de la 
Republica para obtener su patrocinio”. 

El anteproyecto tenia tres puntos principales: la reinscripcion de los 
ciudadanos «borrados» de los Registros Electorales, la legalizacion del 
Partido Comunista y un procedimiento para declarar la ilicitud de los 
partidos, que fue el que provocó mayor controversia?3. Esto seria por delitos 
contra la soberania nacional y la seguridad exterior del Estado, y no por sus 
ideas, y establecia un procedimiento complejo para su declaracion, sin 
posibilidades de arbitrariedad politica. La admisibilidad de la peticion de 


declarar ilegal un partido era adoptada por el Senado, y si era concedida, 


pasaba a la justicia, conocida en primera instancia por una sala de la Corte 
Suprema, y en segunda, por el pleno de la misma, excluidos los ministros 
que hubieran conocido del asunto en la primera instancia?$. 

El 10 de julio el proyecto fue entregado al Ejecutivo para su estudio, lo 
cual condujo a que la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia 
elaborara un nuevo proyecto sobre la base del anteproyecto preparado por 
los parlamentarios del Bloque y consensuado con el gobierno, 

Diez días después el proyecto era aprobado en general por el Senado por 
19 votos contra 7, pero debió volver a Comisión, ya que se presentaron tres 
indicaciones%, Esta iniciativa derogatoria presentada por la Comision fue 
objeto de una acalorada discusión. Inició el debate el senador conservador 
Francisco Bulnes Sanfuentes, quien criticó duramente al comunismo con los 
argumentos antes empleados en la cámara por Irarrazabal, enfatizando en los 
beneficios que había traído al país la Ley de Defensa Permanente de la 


Democracia: 


Contenida la acechanza comunista, Chile pudo avanzar bastante en el camino de la Democracia. 
Se hicieron caso del todo innecesarios los estados de sitio y las facultades extraordinarias, antes tan 
frecuentes; el paro general, que es en sí una institución revolucionaria, dejó de existir, y las 
organizaciones sindicales se robustecieron y prestigiaron al dejar de ser tropas de choque de la secta 
internacional, para transformarse en organismos consagrados a la defensa honesta de los intereses de 


los asalariados?7, 


Concluyó haciendo un llamado de atención a aquellos partidos que se 
declaraban anticomunistas, pero que estaban por la derogación (refiriéndose, 


otra vez, a los demócratas cristianos): 


Desgraciadamente, el debilitamiento del comunismo ha hecho que algunos sectores políticos se 
olviden, en apariencia, de la peligrosidad que tuvo 11 años atrás, del tremendo riesgo que corrió Chile 
de convertirse en una nación satélite, de ser, en la América del Sur, la cabeza de puente que busca y 


prepara hace tantos años el imperialismo soviético?S, 


Los senadores que representaron mejor la posicion del Bloque de 
Saneamiento Democratico en esta discusion, fueron el radical Angel 
Faivovich y el socialista Galvarino Palacios. Este ŭltimo intervino en 
representación de su partido y del FRAP para apoyar la iniciativa legal, 
rechazando la Ley de Defensa de la Democracia, porque se privaba de los 
derechos ciudadanos a los militantes del PC y «lo que era mas grave, la ley 
se empleaba fundamentalmente para perseguir a las organizaciones 
obreras». Los partido del FRAP apoyaban una ley de seguridad del Estado, 
que sea «mucho menos represiva» que la de defensa de la democracia y que 
permita el desarrollo de las actividades políticas y sindicales...». 
Reconocía que esta iniciativa legal fue aceptada por los partidos de 
izquierda «en forma de una transacción con el destino, en todo caso, un mal 
menor que la actualmente vigente»!00, 

Ese mismo 25 de julio el proyecto derogatorio de la Ley Maldita fue 
votado y aprobado en el Senado por 19 votos contra 7191, Como recibió 
indicaciones relacionadas con la declaración de ilicitud de partidos 
politicos!92, y con el tema de la doble inscripción en el Registro Electoral de 
los «borrados», el proyecto volvió a la Comisión. Las dos primeras 
indicaciones fueron rechazadas por la Comisión y por el Senado y la 
relacionada con la doble inscripción, fue aprobada en ambos trámites!03, 

Así finalmente se conseguía que el proyecto pasara a la Cámara, donde 
fue tratado en tres sesiones extraordinarias!94, El 31 de julio el proyecto 
derogatorio era aprobado por la Cámara y ahora sólo faltaba la venia del 
Presidente de la República, quien tenía un plazo de treinta días para 
promulgar o vetar el proyecto!9, A la postre, el 2 de agosto de 1958 era 
promulgada la Ley de Seguridad del Estado, Ley N° 12.927, y cuatro dias 
mas tarde comenzaba a regir —fecha en que fue publicada en el Diario 
Oficial. 


La noticia fue celebrada por los miembros del Bloque de Mayoria y 
principalmente por los comunistas. E/ Siglo celebro la noticia con un gran 
titular: «S.E. acabó con la Ley Maldita. S.E. promulgó la derogación»!%, 
Orlando Millas, en su «Comentario Político» calificaba este hecho como 
«La Gran Victoria» y señalaba que esto era un mérito de todos los partidos 
que formaron el Bloque de Mayoria!07, 

La derogación de la Ley de Defensa de la Democracia y el reemplazo de 
sus disposiciones sobre orden público y manifestaciones de protesta de los 
trabajadores del sector público y de las empresas de utilidad pública a 
través de la nueva Ley de Seguridad Interior del Estado, no fue, sin embargo, 
completa. Además de las materias que expresamente se exceptuaron, todas 
referidas a asuntos electorales (y que, según se dijo más arriba, fueron 
incorporadas al texto refundido de la Ley General de Elecciones), varias 
disposiciones de la Ley de Defensa de la Democracia pervivieron en la 
legislación posterior. 

Naturalmente, el objetivo principal de la derogación era terminar con la 
persecución penal de los comunistas y la revalidación de las inscripciones 
de su electorado. En ese sentido, perdieron automáticamente vigencia varias 
de las normas orientadas directamente a ello, y que pasaban por la 
penalización del arrendamiento o facilitación de inmuebles, a cualquier 
título, a los grupos o partidos políticos indicados por la ley!l08; la 
prohibición de que personas vinculadas a estas agrupaciones fueran 
nombradas, designadas o contratadas, remuneradamente o no, para 
desempeñar un cargo o función fiscal, municipal y, en general, pública!0; la 
prohibición de que además pudieran inscribirse en los registros electorales, 
la facultad para pedir su eliminación de ellos, y las normas de procedimiento 
relacionadas a la rehabilitación de los afectados!!9; la imposibilidad de que 


figuraran como candidatos o patrocinantes de candidaturas en elecciones 


populares y las normas para obtener, en el caso de haberse infringido dicha 
prohibición, la eliminación de las mismas!!!; y, finalmente, la imposibilidad 
de que pertenecieran a sindicatos o intervinieran en su dirección! !?, 

En cuanto a las demás normas establecidas por la Ley de Defensa de la 
Democracia, que no guardaban una relación directa con el tema comunista, 
no todas fueron completamente eliminadas. 

Aunque la nueva Ley de Seguridad Interior del Estado efectivamente 
innovó en varios puntos respecto de las normas precedentes, como en el 
establecimiento de delitos contrarios a la seguridad exterior del Estado o a 
la normalidad de las actividades nacionales (reorganizó las normas 
represivas de la actividad sindical), perfeccionando las reglas que regían la 
declaración de estado de sitio o el establecimiento de un nuevo tipo de 
estado de emergencia, conservó varias normas introducidas por la Ley de 
Defensa de la Democracia, variando, en la mayoría de los casos, tan sólo su 
redacción. 

De este modo, la ley derogatoria morigeró algunas de las penas señaladas 
por la ley anterior a los delitos contrarios a la seguridad interior, al orden 
público y a los que después denominó atentatorios «a la normalidad de las 
actividades nacionales», restableciendo, además, algunos de los tipos 
penales descritos por la Ley de Seguridad Interior de 1937. 

En lo tocante a las normas sobre libertad de imprenta, opinión o 
expresión, la Ley de Defensa de la Democracia únicamente había extendido 
la posible responsabilidad de los directores de medios de comunicación, a 
sus dueños, por la comisión de los delitos tipificados en la propia ley. De 
este modo, armonizaba las nuevas normas con las correspondientes al 
Decreto Ley No 425, del 20 de marzo de 1925, sobre abusos de 
publicidad!!3. 


También establecía qué tribunales eran competentes para conocer de tales 


actos ilicitos, los procedimientos que debian observar, y las sanciones 
dispuestas, que podian consistir, fundamentalmente, en la suspensión de hasta 
diez ediciones del diario o revista involucrada o su clausura por períodos 
que podían llegar incluso a un año (estas sanciones, que ampliaban las 
sanciones establecidas originalmente por la Ley de Seguridad Interior de 
1937, las extendía además a las emisiones radiales)!!*. Por su parte, la ley 
derogatoria establecía básicamente los mismos delitos cometidos a través de 
la imprenta, indicando quiénes habrían de conocer de ellos y quiénes se 
considerarían como principales autores de los mismos, sin introducir en este 
aspecto, modificaciones esenciales, aunque redujera la gravedad de las 
sanciones ordenadas por la Ley Maldita!!5, 

Respecto a las materias laborales a que hacía referencia la ley derogada, 
la nueva norma modificaba algunos puntos, aunque no centrales, relativos a 
la punibilidad de las huelgas o paros de servicios públicos, de utilidad 
pública o de funcionamiento legal obligatorio que seguían prohibidos, y los 
producidos sin sujeción a las leyes y que ocasionaren alteraciones al orden 
público o daños a industrias vitales, disposición cuyo objeto habría sido 
impedir las huelgas o paros generales!l6, Lo más notorio en este sentido era 
la rebaja de las penas y no la derogación de las normas que prohibían las 
huelgas en el sector público y en las empresas privadas de utilidad pública, 
que siguieron vigentes. 

Eliminó el arbitraje obligatorio en conflictos colectivos de empresas o 
instituciones particulares a cargo de servicios de utilidad pública!!”; también 
eliminó la prohibición que afectaba a las personas encargadas reos o 
condenadas según la Ley de Seguridad Interior o de los eliminados de los 
registros electorales!!8, a la sindicalización y, por ende, también a la 


dirección de sindicatos y a la integración de juntas de conciliación, 


tribunales arbitrales y cualquier otra institución o mecanismo que 
interviniese en conflictos colectivos. 

Además introdujo un nuevo tipo penal con que se castigaba a las empresas 
o patrones que declarasen el /ock-out o que participasen en las huelgas o 
paros de servicios de carácter público ya señalados. 

En síntesis, la derogación de la Ley Maldita mantuvo limitaciones a los 
derechos de los trabajadores y a la libertad sindical, lo que constituyó un 
legado negativo en la legislación laboral chilena, que dañará las relaciones 
capital-trabajo, con efectos perjudiciales en los posteriores años de la 


democracia. 


Capitulo 8 


CONCLUSIONES. LAS CONSECUENCIAS DE LA POLÍTICA 
ANTICOMUNISTA EN EL SISTEMA POLÍTICO Y EN LA 
EVOLUCIÓN DE LA DEMOCRACIA 


El desarrollo de la democracia en Chile durante el siglo XX está lejos de ser 
un proceso continuado, durante el cual se habrían perfeccionado en forma 
gradual y progresiva sus instituciones y la cultura cívica de los chilenos. La 
política anticomunista del gobierno de Gabriel González Videla (PR) (1946- 
1952), que había sido elegido Presidente con al apoyo del PC, demuestra 
que no fue así y que, por el contrario, se produjeron interrupciones y hasta 
retrocesos en el avance hacia una democracia de mayor calidad. Esta 
política tuvo efectos muy negativos en la evolución posterior del sistema 
político, que justifica incorporarla a la memoria histórica de nuestra 
democracia. 

El discurso y la acción anticomunista durante largos treinta meses! está 
asociada con la Ley de Defensa Permanente de la Democracia, del 3 de 
septiembre de 1948 —conocida como la Ley Maldita por sus detractores—, 
por la cual el PC fue puesto fuera de la ley, una cuarta parte de sus votantes 
borrados de los registros electorales y se expulsó de la administración 
pública a centenares de funcionarios comunistas, especialmente profesores 
primarios, y además, se destituyó a los dirigentes sindicales miembros del 
partido. Fue el único caso, hasta 1973, de una ley que combatió una idea y 
sancionó a las personas que adherían a ella, con lo cual restringió el 


pluralismo político. Al proscribir a un partido y a sus electores, dañó la 


competencia electoral y limito la ciudadania politica y, al querer controlar al 
movimiento sindical, debilitó los derechos civiles de los trabajadores?. Esta 
ley tuvo disposiciones más allá de los derechos electorales, pues limitaron 
el derecho de huelga, que se mantuvieron en la legislación laboral después 
de su derogación en 1958. La prohibió para los funcionarios de los 
organismos del Estado, incluyendo las municipalidades y empresas fiscales 
de administración autónoma e instituciones semifiscales, y las restringió 
severamente para las empresas privadas e instituciones particulares que 
tuvieran a su cargo servicios de utilidad pública. En síntesis, la politica 
anticomunista debilitó la calidad de la democracia*, restringiendo la 
participación y la competencia política, limitando, además, la libertad y la 
igualdad política. 

Esta política fue bastante más amplia y dura que la Ley Maldita. Empezó 
un año antes con la detención, sin orden judicial, y relegación de numerosos 
trabajadores y dirigentes sindicales de la minería del carbón, salitre y cobre, 
principalmente del PC, pero también socialistas y de la Falange Nacional. 
Destacó el pequeño puerto de Pisagua, al norte de Iquique, que se convirtió 
en un lugar masivo de relegados durante muchos años (lo fue también durante 
el régimen del general Pinochet). Durante dos años y medio, el país vivió 
bajo una «dictadura constitucional»3, porque las leyes de facultades 
extraordinarias le permitieron al gobierno restringir las garantías 
individuales establecidas en la Constitución. El gobierno también recurrió a 
otro recurso institucional para actuar contra los trabajadores de la minería: 
las «zonas de estado de emergencia», por medio de las cuales los militares 
asumían el control administrativo y la seguridad de una comuna. Así, el 
Ejecutivo destinó a numerosos militares a impedir o reprimir la acción de 
los sindicatos y de los partidos. Aprovechando el contexto internacional de 


comienzo de la Guerra Fría, González Videla sostuvo que el mundo avanzaba 


hacia una confrontación entre Estados Unidos y la Unión Soviética, 
conducente a una Tercera Guerra Mundial, y acusó al PC de promover 
huelgas de carácter político, que buscaban dañar la economía nacional'. 

Las causas de la política anticomunista de González Videla no se 
encuentran en la presión del gobierno de los Estados Unidos, como lo 
justificaron entonces los comunistas, sino en las condiciones de un 
Presidente elegido por una minoría del electorado: obtuvo el 40,1%, muy 
inferior al 55,7% de su antecesor, Juan Antonio Ríos (PR). Llegó a la 
Primera Magistratura con el apoyo del PC en esos comicios, con el cual el 
PR mantenía un pacto electoral desde 1936, cuando adoptó la tesis del 
Frente Popular, formando listas conjuntas en las elecciones parlamentarias y 
municipales, incluyendo las de abril de 1947. El PC respaldó la postulación 
presidencial de Pedro Aguirre Cerda en 1938 y la de Juan Antonio Ríos en 
1942, aunque ambos se negaron a incorporarlo al gobierno. González Videla 
sí lo hizo, nombrando tres ministros comunistas, en Agricultura, Obras 
Públicas y Tierras y Colonización. 

Sin embargo, siete meses después de constituido el gobierno, rompió con 
el PC e inició una severa y prolongada persecución en su contra, que 
extendió a personalidades del partido, como el senador Pablo Neruda. 

Dicha política está identificada con la persona de González Videla, 
poniendo de manifiesto la importancia de su liderazgo en este proceso 
político. El Presidente, como persona e institución, tiene un enorme poder y 
autoridad en el sistema político por la centralidad decisoria típica del 
sistema presidencial, ya que reúne las funciones de Jefe de Estado y Jefe de 
Gobierno, que le permiten múltiples decisiones con una amplia repercusión 
en el sistema político y en el país en general. Sus actos son seguidos con 
atención por la prensa, influyendo en la agenda pública y acrecentando su 


poder. Además, era el líder indiscutido del PR, partido que le dio un amplio 


apoyo para impulsar esta controvertida politica, sin que las voces disidentes 
pudieran detenerla. El respaldo de conservadores, liberales y algunos 
socialistas, le permitió aumentar su autoridad y poder con la aprobación en 
el Congreso de los proyectos de leyes presentados durante esta etapa de su 
administración. Contó con el apoyo de la prensa escrita y radial, por medio 
de ellas sus decisiones tuvieron una amplia difusión en la ciudadanía. 

El drástico giro de González Videla contra un aliado de una década no 
sorprendió a quienes conocían su carrera política. Inicialmente, mantuvo una 
cercana relación con los liberales, que le llevó —cuando fue presidente del 
PR en 1932— a patrocinar la adhesión de su partido a la candidatura 
presidencial de Arturo Alessandri Palma, para luego favorecer el ingreso 
del radicalismo al gobierno. Tres años después, rompió con el Presidente 
Alessandri, girando a la izquierda al aceptar una alianza electoral con los 
comunistas y socialistas, para lo cual fue contactado por el peruano Eudocio 
Ravines”, enviado de la Internacional Comunista para organizar en el país el 
Frente Popular. Defendió con energía la continuidad de esta fórmula cuando 
surgió oposición a ella en importantes dirigentes de su partido, tras las 
elecciones parlamentarias de 1937. Reafirmó asi su imagen de lider de la 
izquierda de su partido, a los ojos de sus militantes y ante socialistas y 
comunistas que apoyaban la coalición. Esta trayectoria llevó a los dirigentes 
del PC a apoyar con entusiasmo su candidatura en los comicios 
presidenciales de 1946. 

Su alejamiento del país, entre 1939 y 1945, como embajador del 
Presidente Aguirre Cerda en Francia hasta 1941, durante la ocupación 
alemana, y a continuación en Brasil, con el Presidente Ríos, le permitió 
mantenerse alejado de las tensiones de la política nacional y conservar la 
imagen de un hombre de izquierda. Los chilenos no conocieron entonces la 


admiración que tuvo hacia el mariscal Petain, el Presidente del régimen de 


Vichy, establecido en un acuerdo con Hitler, cuya tiranía impulsó una masiva 
persecución en contra de los judios’. En sus Memorias, publicadas después 


del golpe militar de 1973, lo recuerda con admiración: 


En verdad, el Mariscal Petain infundía admiración y respeto. ¡No merecía el triste fin con que lo 
deshonró la injusticia de los hombres, condenándolo a morir como un presidiario, con olvido de su 
amor irrestricto por la Francia inmortal, y después que los representantes de la III República lo 


obligaron a cargar con la pesada cruz de la derrota...!9 


Tampoco se conoció su admiración por el régimen autoritario de Getulio 
Vargas (1937-1945) en el Brasil, que le tocó vivir, posición que también 
expone en sus memorias. 

La vehemencia con que impulsó la «guerra» contra los comunistas tuvo un 
alto costo para González Videla, pues fue el único ex Presidente del siglo 
XX que no continuó en política después de abandonar La Moneda!0. 
Además, el anticomunismo ha ocultado aspectos de su gestión, como del 
desarrollo industrial a través de la CORFO, el voto a las mujeres para las 
elecciones parlamentarias y presidenciales en 1949 y la política de salud 
con la creación del Servicio Nacional de Salud (SMS) en 1951. Después de 
abandonar La Moneda, en noviembre de 1952, se alejó de la actividad 
política sin que fuera convocado nuevamente por su partido a participar en 
ella. Sólo reapareció a la vida pública dos décadas más tarde, durante el 
régimen militar, al que apoyó desde un comienzo. Entonces aceptó la 
invitación, a fines de 1975, del general Pinochet —junto al ex Presidente 
Jorge Alessandri (1958-1964)—, para integrar el Consejo de Estado en su 
calidad de ex Presidente, algo que rechazó el ex mandatario Eduardo Frei!!. 
Publicó sus Memorias ese mismo año en la editorial del Estado y saludó en 
ellas la acción de los uniformados!?. 

Hasta los generales Carlos Ibáñez, quien fue dictador entre 1927 y 1931, y 


Augusto Pinochet, continuaron en política. Ibáñez fue elegido 


democraticamente Presidente en 1952, recibiendo la banda presidencial de 
Gonzalez Videla; Pinochet continuó ocho años como Comandante en Jefe del 
Ejército después de entregar el poder al Presidente Patricio Aylwin (PDC) 
en 1998, y fue senador designado, aunque debió abandonar el puesto como 
consecuencia de los procesos judiciales en su contra a partir de su detención 
en Londres el 16 de octubre de 199813. 

Las decisiones de González Videla en contra del PC fueron favorecidas 
por el desempeño de los comunistas durante su breve estadía en el gobierno, 
ya que actuaron con gran sectarismo en los ministerios que dirigieron. 
Fueron especialmente agresivos con los socialistas —recordándoles a éstos 
la violencia utilizada por el PC en contra de ellos en los sindicatos— pues 
buscaba controlar a las directivas por todos los medios posibles. Esta 
práctica ayuda a explicar el voto favorable de algunos parlamentarios 
socialistas a la Ley Maldita, que analizamos en el capítulo 4, compartiendo 
la acusación del gobierno en contra del PC de ser un partido totalitario. 
Además, los comunistas, durante el verano de 1946/1947, impulsaron una 
intensa movilización en el campo que alarmó a los agricultores, quienes 
temieron perder sus cosechas por las amenazas de paralización de faenas y 
huelgas planteadas por sus activistas. Esta política de agitación social 
indignó a conservadores y liberales, viendo en ella el comienzo de una 
revolución social que debía ser detenida inmediatamente y en forma 
contundente. Esta política de los comunistas formaba parte de una estrategia 
más amplia que fue equivocada, pues siguieron un camino dual. Utilizaron 
los recursos institucionales que les proporcionaba el control de tres 
ministerios, y, al mismo tiempo, actuaron fuera de éstos, a través de los 
sindicatos y la organización partidaria, privilegiando los intereses del 
partido por sobre los del gobierno. El crecimiento electoral del PC en las 


elecciones municipales de abril de 1947 alarmó al director del Registro 


Electoral, Ramon Zañartu, proyectando éste que en los comicios 
parlamentarios de 1949 podría elegir 30 diputados y convertirse en la 
principal fuerza política. 

La importancia del estudio de la política anticomunista de González 
Videla radica no sólo en el hecho de que concentró la atención durante la 
primera parte de su gobierno, sino también porque tuvo profundas 
repercusiones en varias partes del sistema político, perjudicando el 
desarrollo de la democracia. En primer lugar, debilitó al sistema de 
partidos, especialmente al PR, que cargará con la acusación de haber 
traicionado al PC. En las elecciones presidenciales de 1952, su candidato, 
Pedro Enrique Alfonso ——con el apoyo de los conservadores 
socialcristianos y la Falange Nacional— obtuvo un 19,9%, menos de la 
mitad que había alcanzado el PR con los comunistas en las de 1946, 
ubicándose en un tercer lugar detrás del candidato de derecha y conservador 
Arturo Matte Larraín y el general (r) Carlos Ibáñez quien resultó ganador 
con el 48% de los votos. En las de 1958 siguió una línea de izquierda, 
apoyando la derogación de la Ley Maldita, pero su candidato, el senador 
Luis Bossay —por breves meses ministro del Trabajo de González Videla al 
comienzo de su gobierno—, salió cuarto, detrás no sólo de candidatos de la 
derecha y de la izquierda, sino también del abanderado del PDC, Eduardo 
Frei Montalva. 

Durante el gobierno de Jorge Alessandri, el PR giró hacia la derecha, 
apoyándolo desde el Congreso, para ingresar al gobierno después de las 
elecciones parlamentarias de 1961, en que Alessandri perdió el tercio 
parlamentario que tenía con el apoyo de liberales y conservadores!4. El PR 
formó el Frente Democrático para las elecciones presidenciales de 1964, 
llevando como candidato al senador Julio Durán (PR), quien había votado en 


contra de los proyectos de leyes de facultades extraordinarias y de Defensa 


de la Democracia. Esta coalición se desplomó en marzo de ese aŭo, a 
consecuencia de una elección complementaria, que mostró a la izquierda 
como posible triunfadora de las elecciones presidenciales. A fines del 
gobierno de Frei, el PR giró nuevamente a la izquierda y expulsó a dirigentes 
que habían apoyado al gobierno de Alessandri, incluyendo al senador Durán. 
Participó en la creación de la Unidad Popular en 1969, colaboró en la 
elección de Allende en las elecciones de 1970, y formó parte de su gobierno, 
cuya política condujo a una nueva división del partido. En suma, el PR, 
columna vertebral del sistema partidario desde 1938, perdió esa posición a 
partir del gobierno de González Videla. 

Otro efecto del anticomunismo de González Videla fue la división del 
viejo y poderoso Partido Conservador, la principal colectividad en las 
elecciones parlamentarias de 1945; más aún, en las presidenciales de 1946 
su abanderado, el Dr. Eduardo Cruz-Coke, había obtenido una gran votación, 
ubicándose en segundo lugar, superando incluso al candidato de los 
liberales, el senador Fernando Alessandri Rodríguez. En el debate 
parlamentario, con motivo de las leyes de facultades extraordinarias y 
especialmente de la Ley Maldita, sus dirigentes se dividieron entre los 
partidarios de aplicar medidas de fuerza contra los activistas y militantes del 
PC, y quienes se opusieron a ellas. La división fue acelerada por la 
intervención de González Videla, quien invitó en julio de 1948 a dos 
personalidades del conservadurismo a formar parte del gabinete a cargo de 
la aplicación de la Ley de Defensa de la Democracia. Este paso lo dio a 
espaldas del presidente del partido, porque sabía que rechazaría la 
invitación, y lo hizo de acuerdo con el presidente de la Cámara, el 
conservador Juan Antonio Coloma, del sector partidario de su política en 
contra de los comunistas. 


El anticomunismo se mantuvo como un elemento central del perfil político 


de los conservadores, renovado en 1958 al oponerse a la derogación de la 
Ley Maldita. Esto influirá en que los conservadores adopten una postura 
reactiva ante el proceso político por estar preocupados de luchar contra los 
comunistas, sin desarrollar un planteamiento programático que les permitiera 
fortalecerse ante el electorado por ofrecer respuestas a los problemas del 
país. La obsesión anticomunista fue una de las causas de su incapacidad para 
enfrentar la expansión de la ciudadanía después de la reforma electoral de 
1958 y la competencia con el PDC, que captó la adhesión de los campesinos 
y sectores populares, llegando a La Moneda en 1964. 

Los conservadores no volverán a llevar un candidato presidencial propio 
como lo hicieron en las elecciones de 1932 y 1946. En las de 1952, 
apoyaron al senador liberal Arturo Matte Larraín, yerno del que fuera dos 
veces Presidente Arturo Alessandri Palma, pero fue derrotado con apenas la 
mitad de la votación alcanzada por los candidatos liberales y conservadores 
en las presidenciales de 1946. En las de 1958, proclamaron la candidatura 
de Jorge Alessandri, hijo del ex Presidente Alessandri Palma, independiente, 
cercano a los liberales y poco amigo de los conservadores, quien había sido 
ministro de Hacienda durante el gabinete de «concentración nacional» de 
González Videla. Durante la campaña electoral enfatizó su calidad de 
independiente, manteniéndose distante de los partidos que lo proclamaron 
candidato, e incluso criticó su desempeño. Ganó con una bajísima votación, 
sólo el 31,2% de los votos, el menor apoyo electoral obtenido por un 
Presidente entre 1932 y 1973, debiendo recurrir a los radicales para ser 
elegido por el Congreso Pleno!S. 

Alessandri no los incorporó al gobierno, formando un gabinete «técnico», 
con independientes!6, Esta exclusión fue criticada por el senador 
conservador Juan Antonio Coloma, quien le recordó haber llegado a la 


presidencia por los partidos!”. Así, perjudicó a los conservadores, 


privándoles de necesarios recursos institucionales y económicos para 
enfrentar la competencia de otras colectividades. El voto aprobado en la 
junta ejecutiva, en junio de 1959, declaró que el gobierno debía considerar 
las necesidades de los partidos, pues «todo cuanto robustezca a los partidos 
políticos se traduce en beneficio del sistema democrático y aleja las 
posibilidades a personalismos y dictaduras, opuesto a la tradición 
republicana de Chile»!8. Sin embargo, Alessandri se vio empujado a 
incorporar a liberales y conservadores al gabinete después de las elecciones 
parlamentarias de 1961, al perder el tercio parlamentario y necesitando su 
apoyo para gobernar con autonomía de la oposición. Su discurso contra los 
partidos y los políticos perjudicó a las colectividades de derecha, agravando 
su debilitamiento en un contexto político de intensa movilización social. 

En 1965 el electorado de los conservadores se desplomó al 5,6%, 
eligiendo sólo tres diputados, lo cual llevó a sus dirigentes a disolver el 
partido y formar una nueva colectividad, junto a los liberales —que habían 
recibido 6,9%—, fundando en 1966 el Partido Nacional (PN). El desplome 
electoral de ambas tiendas llevó a que el PN fuera más que la fusión de los 
partidos históricos de la derecha, pues los sectores nacionalistas, cuya 
principal figura fue el fundador de la revista Estanquero, Jorge Prat, 
adquirieron una posición superior a su poder político (entonces no tenían 
representación parlamentaria). Estos nacionalistas tenían una baja adhesión a 
la democracia, favorecerían un sistema político en torno a un Presidente muy 
fuerte, con un Congreso débil y subordinado a las decisiones de aquél, y 
apuntaban derechamente hacia una alternativa autoritaria. 

Es importante considerar el debilitamiento de la derecha desde los 
comicios de 1952 y la orientación «técnica» de la administración del 
Presidente Jorge Alessandri para comprender su evolución hacia posturas 


nacionalistas y no atribuirlo a la responsabilidad del PDC y la 


radicalización de la izquierda, según dicen algunos analistas!9. La 
responsabilidad de los propios dirigentes de derecha en el desplome de sus 
partidos agravó los conflictos desde mediados de los años 60 y condujeron a 
la crisis y caída de la democracia en 1973, responsabilidad que ha sido 
ignorada por los estudiosos?20, 

La política anticomunista de González Videla no debilitó al PC, sino que 
lo favoreció, porque logró mantenerse en la clandestinidad y desarrollar una 
mística de la lucha contra la adversidad, que obtuvo simpatías entre obreros, 
intelectuales y estudiantes. La persecución de los comunistas puso término a 
la larga etapa de conflictos y enfrentamientos con los socialistas, que dominó 
sus relaciones en el pasado, especialmente en los sindicatos. La lucha por la 
sobrevivencia en la clandestinidad llevó al entendimiento entre dirigentes de 
ambas colectividades, expresada inicialmente en el apoyo a la constitución 
del Frente de Acción Popular (FRAP) en 1957, que llevó a Salvador 
Allende (PS) (un opositor de las leyes anticomunistas), a estar muy cerca de 
ganar las elecciones de 1958. Después de volver a la legalidad en 1958, el 
PC logró un importante apoyo electoral que aumentó en las posteriores 
elecciones parlamentarias y municipales, permitiéndole una destacada 
participación en el proceso político, con una estrategia de alianza con los 
socialistas. 

La colaboración socialista-comunista dominó la política de la izquierda 
en los años siguientes y culminó con la Unidad Popular en 1969 y la elección 
de Salvador Allende como Presidente el 4 de septiembre de 1970. Allende 
consideró las decisiones de González Videla durante el gobierno, 
privilegiando la unidad del PS durante los críticos meses de 1973 que 
precedieron al golpe, partido que rechazaba un acuerdo con el PDC (un 
gravísimo error histórico que habría permitido una salida política a la 


crisis). El PS y el Presidente Allende evitaron esta decisión que habría 


quebrado a la izquierda para no incurrir en una «traición»; pero habría 
impedido el desplome de la democracia en la dramática forma que ocurrió. 
El liderazgo también es relevante para explicar el desplome de la 
democracia y sus decisiones se explican por la memoria histórica de hechos 
políticos ocurridos en el pasado. 

En segundo lugar, el anticomunismo establecido en la Ley Maldita tuvo 
profundas repercusiones en el desarrollo del movimiento sindical, ya que fue 
aplicada contra las protestas de los trabajadores durante el gobierno del 
general (r) Carlos Ibáñez (1952-1958), y sus disposiciones fueron 
mantenidas después de su derogación, incorporadas a la Ley de Seguridad 
Interior del Estado de 1958. Esta fue obra de Ibáñez como compensación a 
patrocinar la derogación de la Ley de Defensa de la Democracia. Desde el 
Ministerio del Trabajo, y con la participación de la policía de 
Investigaciones, el gobierno desarrolló un sistema de información para 
identificar la posición política de los sindicalistas, diseñado por una 
circular de los ministros del Interior y del Trabajo, Inmanuel Holger y Luis 
Felipe Letelier, en 1948. Fue ratificado por el decreto de insistencia Koch- 
Yáñez, del gobierno del general Ibáñez en 1955, que señala: «la policía de 
Investigaciones deberá conocer previamente las listas de candidatos a 
dirigentes sindicales y tarjar administrativamente a todos aquellos que 
estimara profesaran la ideologia comunista»2!. Esto significó que el 
gobierno inmhabilitó por la vía administrativa, basado en informes 
confidenciales, a los dirigentes de las organizaciones del trabajo, lo cual 
contrariaba disposiciones fundamentales del derecho internacional del 
trabajo y dañaba las garantías individuales de los trabajadores para elegir a 
sus dirigentes. 

Este prejuicio ideológico contra los sindicatos dejó profundas huellas en 


las élites de derecha y en el empresariado, que consideraron a las 


organizaciones de trabajadores como un instrumento del PC y no como una 
institución necesaria en las relaciones capital-trabajo, e indispensables para 
la estabilidad política. Esto ayuda a explicar por qué en Chile, a diferencia 
de los países europeos, la mayoría de los políticos de derecha y la mayoría 
de los empresarios han mantenido una actitud hostil hacia este grupo de 
presión y hacia los derechos de los trabajadores, que reafirmaron con la 
política laboral del régimen militar??. 

En tercer lugar la política en contra de los comunistas llevó a los militares 
a Intervenir en política, dejando importantes huellas en las instituciones 
armadas. González Videla los incorporó al gabinete a través del almirante 
(r) Inmanuel Holger, como ministro del Interior y el comandante en jefe del 
Ejército, general Guillermo Barrios Tirado, titular de Defensa. Los dos 
ministros tuvieron una activa participación en aplicar la política 
anticomunista23. Centenares de oficiales de diferentes rangos participaron en 
labores de control político, desde operaciones para detener a dirigentes 
sindicales y hacer efectiva la censura a la prensa, hasta impedir reuniones 
políticas. Esta estrategia anticomunista ocurrió más de tres lustros antes de 
que se difundiera por los EE.UU. la doctrina de la seguridad nacional, que 
buscó combatir, con la participación de los militares, los movimientos 
guerrilleros producto de la revolución cubana. 

Esta etapa de participación política de los militares ha sido ignorada por 
los estudiosos de las relaciones civico-militares entre 1932 y 197324, a 
pesar de que tuvo importantes consecuencias en los militares, como 
institución y como personas25. La mayoría de los generales y almirantes 
durante el régimen del general Pinochet (1973-1990) se habían desempeñado 
en alguna de las zonas de emergencia, participando en acciones contra 
dirigentes sindicales y trabajadores. 


Es relevante tener en cuenta esta etapa, porque ayuda a explicar la 


fortaleza del anticomunismo de los nuevos gobernantes desde el golpe 
militar de 1973. No surgió en forma automática con la entrada de Salvador 
Allende a La Moneda en 1970, ni con el golpe de Estado de 1973, sino que 
era latente en las instituciones armadas, pues la mayoría de los generales 
habían participado en tareas en contra del PC durante el gobierno de 
González Videla. La ruptura de la continuidad democrática producida el 11 
de septiembre de 1973, fue acompañada de un cierto encadenamiento con la 
lucha contra los comunistas un cuarto de siglo antes, iniciándose ese día una 
segunda guerra contra el comunismo, con una durísima violencia represiva 
en términos de vidas, torturas y exilio, que la de González Videla no tuvo. 

La gestión de los Presidentes también se debe evaluar por quién es su 
sucesor, ya que su desempeño favorece el triunfo electoral de un candidato 
presidencial o de otro. En el caso de González Videla fue el ex dictador, el 
general (r) Carlos Ibáñez, quien ganó las elecciones de 1952, en una 
campaña en que fue calificado como «el general de la esperanza», y se 
caracterizó por su ataque a los políticos, llamando a barrer con ellos usando 
la escoba, símbolo de su postulación presidencial. Su triunfo, ratificado en 
las elecciones parlamentarias de 1953 con el respaldo recibido por el 
Partido Agrario Laborista, su principal adherente, fue un terremoto político 
que fragmentó al sistema de partidos, con más de una docena de 
colectividades en el Congreso. El discurso contra los políticos no fue 
transitorio, sino que fue continuado por el Presidente Jorge Alessandri 
Rodríguez, traducido en la débil integración en su gobierno de los partidos 
liberal y conservador, y lo retomó con mayor energía durante su candidatura 
presidencial de 1970. El debilitamiento de la derecha no se explica sin 
considerar su comportamiento en torno al problema comunista durante el 


gobierno de González Videla, su persistencia anticomunista en los años 50 y 


comienzos de los 60, y la forma en que Alessandri se comportó con los dos 
partidos que lo llevaron a La Moneda en 1958. 

La politica contra los comunistas fue mas alla de los partidos y los 
sindicatos. En cuarto lugar, ella contagió a la Iglesia Católica, que se vio 
presionada desde el gobierno y el Partido Conservador para apoyarla, 
conduciendo a decisiones de la jerarquía que tuvieron negativas 
consecuencias para ella. Fue el caso del obispo auxiliar de Santiago, 
monseñor Augusto Salinas, quien arremetió contra la Juventud Católica por 
una declaración pública de ella el 19 de mayo de 1947, en que saludó a los 
trabajadores y valoró sus derechos sociales, apoyando la sindicalización 
campesina, fuertemente rechazada por las colectividades de derecha y el 
radicalismo. La decisión del obispo Salinas provocó la renuncia masiva de 
los dirigentes nacionales y provinciales de esta institución juvenil, que había 
alcanzado una poderosa presencia nacional, con más de 10.000 afiliados en 
gran medida gracias al trabajo del padre Alberto Hurtado S.J., su asesor 
entre 1941 y 1944. Monseñor Salinas también actuó contra la Falange 
Nacional, la pequeña colectividad surgida de una división de los 
conservadores una década antes, acusándola de instigar la redacción de ese 
documento, acusación sin bases. Y luego, con una violencia verbal 
desconocida en la historia de las relaciones entre la Iglesia y los laicos, 
calificó a sus dirigentes de «enemigos de Cristo», por haber rechazado su 
declaración contra los jóvenes. 

La importancia de las personas en el desarrollo político se confirma con 
las decisiones tomadas por el obispo Salinas?6, quien anteriormente habia 
adoptado pésimas opciones, afectando ni más ni menos que al padre 
Hurtado, al acusarlo de hacer trabajo político a favor de la Falange. El 
Vaticano rechazó su comportamiento, cuando, algún tiempo después, el 3 de 


agosto de 1950, lo trasladó como obispo de Ancud?”, una pequeña diócesis 


en la isla de Chiloe, y nunca mas tuvo participacion en la Conferencia 
Episcopal. 

Las posturas anticomunistas de la jerarquía católica fueron revertidas 
después, particularmente desde los años 60, cuando habrá un énfasis en la 
cuestión social y los obispos Manuel Larraín de Talca y el de Santiago, el 
cardenal Raúl Silva Henríquez, realizaron la reforma agraria en los fundos 
de sus respectivas diócesis, ayudando a legitimar una transformación 
económica y social que se había hecho inevitable con el atraso del campo en 
los anteriores gobiernos. 

Los Presidentes también deben ser evaluados por las decisiones que dejan 
de adoptar y por los problemas que no quieren resolver. El gobierno de 
González Videla concentró sus energías en la acción anticomunista y no en 
impulsar un programa económico y social que disminuyera la inflación, 
enfrentara el atraso de la agricultura y diera fuerza al desarrollo industrial. 
Había una sociedad tradicional en el campo, en que el campesinado no tenía 
derecho a sindicalizarse y una minoría tenía derecho a voto, que no podía 
ejercer bien porque estaba muy controlado por los agricultores a través del 
cohecho. Esto significó la continuidad de la estructura social en el campo y 
reafirmó una economía agraria estancada, que tuvo consecuencias negativas 
para el crecimiento económico y perjudicó el desarrollo político. 

S1 Chile enfrentó tardíamente la extensión de la ciudadanía política y civil 
a los sectores populares y especialmente a los campesinos, fue una 
consecuencia de que en el pasado y especialmente durante el gobierno de 
González Videla no se enfrentara la modernización económica y social del 
campo. Tampoco lo hicieron los gobiernos de los Presidentes Ibáñez y 
Alessandri. Esto agudizó las tensiones sociales en el campo, manifestadas en 
algunos conflictos en los años 50, y que no se pudieron evitar en los años 60. 


En consecuencia, la intensidad del conflicto político y social en los años 60, 


por la reforma agraria y la sindicalización campesina impulsada por el 
gobierno del Presidente Eduardo Frei Montalva (PDC) (1964-1970), no 
puede ser considerado como la CAUSA de los problemas posteriores del 
sistema político, sino como la CONSECUENCIA del debilitamiento de la 
democracia y la negativa a impulsar la modernización del campo por los 
gobiernos anteriores, especialmente el de González Videla. 

Este panorama entrega lecciones para el presente, porque el equivalente 
funcional del atraso agrario de los años 40, está constituido en la actualidad 
por «las escandalosas desigualdades» económicas y políticas, fuera de la 
agenda del gobierno y de la oposición. Si ayer el comunismo fue el pretexto 
para no enfrentar las causas de la pobreza, hoy hay otras explicaciones, más 
sutiles que aquélla, pero igualmente efectivas para desviar la atención hacia 
otro lado, aumentando así un conflicto social latente, que en algún momento 
en el futuro —no sabemos cómo ni cuándo—, se hara manifiesto2%. 

Nuestro estudio del gobierno de González Videla también se justifica 
porque las lecciones sacadas por las élites y la población, al reinagurarse la 
democracia en 1990, se apoyan únicamente en la experiencia de los 
gobiernos de Eduardo Frei Montalva y Salvador Allende. Esta mirada al 
pasado reciente enfatiza ciertas decisiones, tales como el consenso entre el 
gobierno y la oposición, y privilegia la estabilidad de los gobiernos. Sin 
embargo, ella se restringe al no explicar que la mayor pugna social a partir 
de 1964 se debió a que se congeló el conflicto con la Ley Maldita y las leyes 
de facultades extraordinarias; y por la decisión estratégica del PC, que 
mantuvo una política pasiva de protesta sindical durante el gobierno de 
Jorge Alessandri, temiendo que éste adoptara un curso represivo similar al 
de González Videla o de Ibáñez. Sólo con el gobierno de Frei Montalva, el 


PC sintió estar en un escenario sin peligros, y a través de la CUT, impulsó 


huelgas legales e 1legales que perjudicaron al gobierno, especialmente en su 
plan de estabilizacion economica. 

El problema comunista no ha desaparecido en el actual sistema politico de 
Chile. El PC esta excluido del Parlamento por el sistema binominal, no solo 
porque lo desean los partidos de derecha, la UDI y Renovación Nacional, 
sino también por la pasividad de las colectividades de izquierda en la 
Concertación. Ellas se benefician del sistema electoral con una parte de los 
votantes comunistas, quienes terminan apoyando a los candidatos del bloque 
PS/PPD/PRSD, ante el hecho de que los postulantes del PC no pueden 
obtener un escaño. Pese a este impedimento, los comunistas siguen siendo 
una colectividad influyente a través del movimiento sindical, particularmente 
en la Central Unitaria de Trabajadores (CUT), en el movimiento estudiantil 
de las universidades estatales. Con sus votantes, que no superan el 6-7%, 
han permitido la elección, en segunda vuelta, de los Presidentes Ricardo 
Lagos en el 2000 y Michelle Bachelet en el 2006. 

No queremos reducir los problemas de la democracia durante los años 60 
y comienzos de los 70 a la gestión del gobierno de González Videla. Nuestra 
investigación ha buscado demostrar que esa administración dañó las 
instituciones democráticas, impidiéndoles su desarrollo hacia un orden 
político más sólido, y detuvo la expansión de los derechos ciudadanos. Chile 
está avanzando hacia el desarrollo económico y social después del largo y 
represivo régimen militar del general Pinochet, que impulsó una 
transformación económica de orientación neoliberal redefinitoria de las 
relaciones entre el Estado y la sociedad, y aplicó una muy dura coerción, 
dejando heridas que subsisten hasta la actualidad, casi dos décadas después 
de terminar. Como Alemania y España antes, Chile llegará al desarrollo y a 
la democracia moderna después de un régimen autoritario que produjo 


transformaciones institucionales favorables a su modernización, pero que 


dejan lesiones y rastros en la sociedad y en el sistema politico, que 
dificultan la profundizacion de la misma democracia. El gobierno de 
Gonzalez Videla tuvo una enorme responsabilidad en el fracaso de la 
democracia en 1973 y en definir el perfil del nuevo regimen surgido después 
del golpe de Estado, porque debilitó las instituciones democráticas que 
hemos analizado en este libro, lo cual justifica incorporarlo a la memoria 


histórica de nuestra accidentada trayectoria política. 
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